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Con punto de acuerdo, para exhortar a Pemex a tu-
telar y garantizar las legítimas demandas laborales
de sus trabajadores transitorios, a cargo de la diputa-
da Sandra Paola González Castañeda, del Grupo
Parlamentario de Morena

Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo fe-
deral a levantar una consulta popular entre la pobla-
ción sin seguridad social que se halle en centros de
salud y unidades médicas del primer al tercer nive-
les de atención sobre el servicio del Insabi, a cargo
de la diputada Martha Elisa González Estrada, del
Grupo Parlamentario del PAN

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Ssa y di-
versas autoridades a hacer público un informe sobre
la falta de abasto de fármacos, materiales de cura-
ción e instrumental médico, en especial para quiró-
fanos, suscrita por las diputadas Dulce María Sauri
Riancho y Frinné Azuara Yarzábal, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al Tecnm y
la SEP a reformar los instrumentos de seguimiento
y operación de los ingresos derivados de las cuotas
de aportaciones voluntarias para no entorpecer el
funcionamiento de los 126 institutos tecnológicos
del país, a cargo del diputado Reginaldo Sandoval
Flores, del Grupo Parlamentario del PT

Con punto de acuerdo, para exhortar a diversas de-
pendencias a atender, esclarecer y sancionar los ac-
tos de represión contra padres de los 43 normalis-
tas, a cargo de la diputada Julieta Macías Rábago,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no

Con punto de acuerdo, para exhortar a diversas au-
toridades a fortalecer los tipos penales sobre la di-
fusión de imágenes y videos relacionados con fe-
minicidios y homicidios por servidores públicos y
conducirse con diligencia, respeto y prudencia res-
pecto a la intimidad y privacidad de las víctimas de
feminicidios, homicidios y delitos contra el libre
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desarrollo de la personalidad, a cargo del diputado
Fernando Luis Manzanilla Prieto, del Grupo Parla-
mentario del PES

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al gobier-
no de Veracruz a suscribir convenios con organiza-
ciones de la sociedad civil para garantizar la ejecu-
ción de acciones en beneficio de la niñez con
discapacidad neuro-musculo-esquelética de la enti-
dad, suscrita por la diputada Norma Azucena Ro-
dríguez Zamora e integrantes del Grupo Parlamen-
tario del PRD

Con punto de acuerdo, para exhortar al gobierno
federal a adquirir, abastecer y distribuir por la Ssa
y la SHCP medicamentos y garantizar así el acce-
so al derecho a la salud de la población, a cargo del
diputado Carlos Alberto Morales Vázquez

Con punto de acuerdo, para exhortar al gobierno y
el Poder Judicial de Sinaloa, así como a la STPS, a
investigar lo ocurrido con la extinta empresa del in-
genio azucarero de Los Mochis y dar seguimiento
a la situación de los ex trabajadores, suscrita por
las diputadas Tatiana Clouthier Carrillo y Merary
Villegas Sánchez, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena

Con punto de acuerdo, por el cual se exhorta a la
Ssa y la SEP a realizar campañas permanentes pa-
ra atender, detectar y dar el debido tratamiento a
trastornos mentales de niños y adolescentes de to-
do el país a fin de que mantengan una salud mental
óptima, a cargo de la diputada Martha Elisa Gon-
zález Estrada, del Grupo Parlamentario del PAN

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Ssa a
emitir la declaratoria de emergencia sanitaria para
la cuenca Lerma-Chapala por las altas concentra-
ciones de contaminantes presentes y los elevados y
letales riesgos que provocan en la salud de la po-
blación, a cargo de la diputada Hortensia María
Luisa Noroña Quezada, del Grupo Parlamentario
del PRI

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la SCT,
y las Direcciones Generales de los Canales del
Congreso y Judicial a instaurar acciones para ga-
rantizar a las personas con discapacidad visual la
accesibilidad a los contenidos transmitidos, a cargo

de la diputada Olga Juliana Elizondo Guerra, del
Grupo Parlamentario del PT

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Se-
marnat, y los gobiernos federal y de Coahuila a pro-
mover medidas para que deje de extraerse el agua
del área natural protegida de Cuatro Ciénegas, a
cargo del diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al gobier-
no del estado de México a fortalecer por el secreta-
rio de Seguridad la estrategia para prevenir y com-
batir la trata de personas en la entidad, a cargo de la
diputada Carolina García Aguilar, del Grupo Parla-
mentario del PES

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al Ejecuti-
vo federal a implantar por la Sader y el Senasica
con distintos gobiernos locales apoyos, vigilancia y
acciones para tratar la varroasis en favor de los api-
cultores, suscrita por la diputada Mónica Almeida
López e integrantes del Grupo Parlamentario del
PRD

Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo
federal a respetar y reconocer por el INM a la so-
ciedad civil en las estaciones migratorias y estan-
cias provisionales en beneficio de los migrantes, a
cargo del diputado Carlos Alberto Morales Váz-
quez

Con punto de acuerdo, para exhortar a la FGR y sus
homólogas locales a capacitar con perspectiva de
género a los agentes del MP y el personal que atien-
de o investiga delitos cometidos contra las mujeres,
suscrita por diputadas del Grupo Parlamentario de
Morena

Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo
federal y la Ssa a garantizar con el Insabi y las au-
toridades sanitarias locales competentes la presta-
ción gratuita de servicios de salud, medicamentos y
demás insumos asociados a las personas sin seguri-
dad social, a cargo de la diputada Nohemí Alemán
Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN

Con punto de acuerdo, para exhortar a Pemex a re-
forzar los protocolos de seguridad y mantenimiento

36

37

40

42

45

50

53

17

19

22

23

26

30



Martes 18 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria3

de la red de ductos en Veracruz de Ignacio de la
Llave, a cargo de la diputada Anilú Ingram Valli-
nes, del Grupo Parlamentario del PRI

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al Ejecu-
tivo federal a colaborar por la Conagua con el go-
bierno de Chihuahua para generar acciones y solu-
cionar la problemática de la presa La Boquilla, a
cargo de la diputada Claudia Elena Lastra Muñoz,
del Grupo Parlamentario del PT

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Segob a
implantar y ejecutar con el INM políticas públicas
transparentes y eficaces que privilegien el respeto
de los derechos humanos de los migrantes, a cargo
de la diputada María Libier González Anaya, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo
federal a garantizar condiciones dignas en todas
las estaciones migratorias, a cargo de la diputada
Nayeli Salvatori Bojalil, del Grupo Parlamentario
del PES

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Semar, la
Sader y la Conapesca a intensificar la vigilancia de
las actividades pesqueras y acuícolas en Cihuatlán
y La Huerta, Jalisco, suscrita por la diputada Mó-
nica Almeida López e integrantes del Grupo Parla-
mentario del PRD

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Ssa a
adoptar medidas administrativas para atender la
alerta y emergencia internacionales del nuevo co-
ronavirus Covid-19, 2019-nCoV, a cargo de la di-
putada Claudia Tello Espinosa, del Grupo Parla-
mentario de Morena

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Semar-
nat, la Profepa y la Conanp a realizar acciones de
conservación y protección del águila real, suscrita
por las diputadas Silvia Guadalupe Garza Galván
y Jacquelina Martínez Juárez, del Grupo Parla-
mentario del PAN

Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo
federal a publicar por la SHCP el nombre y núme-
ro de los programas sectoriales y especiales deri-
vados del PND 2019-2024 que han obtenido dicta-
men previo y la aprobación presidencial, a cargo

de la diputada Dulce María Sauri Riancho, del Gru-
po Parlamentario del PRI

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a los tribu-
nales de justicia locales a reforzar la aplicación y el
control del Programa Integral para Prevenir, Aten-
der, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las
Mujeres 2014-2018, a efecto de evitar la violencia
institucional contra ellas, a cargo de la diputada
Ana Laura Bernal Camarena, del Grupo Parlamen-
tario del PT

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al gobier-
no federal a implantar por la SRE y la Secretaría de
Bienestar un mecanismo que sirva para que las or-
ganizaciones civiles de mexicanos en el extranjero
propicien y garanticen la participación económica
en la mejora de sus comunidades de origen; y a di-
señar e instaurar políticas públicas, a cargo de la di-
putada María Libier González Anaya, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Sener
y Pemex a difundir el plan estratégico y operativo
para frenar la caída de la producción y exploración
petroleras observada en 2019 y el sensible decre-
mento de la elaboración de petrolíferos, particular-
mente gasolinas en el sistema nacional de refina-
ción, suscrita por integrantes del Grupo
Parlamentario del PRD

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a distintas
autoridades educativas a emprender acciones a
efecto de atender y erradicar la violencia contra las
mujeres; y a la Jucopo de esta soberanía, a realizar
un coloquio plural destinado a analizar, discutir y
construir propuestas para erradicar en el nivel edu-
cativo superior la violencia y discriminación en ra-
zón de género, a cargo de la diputada Lorenia Iveth
Valles Sampedro, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a diversas
autoridades a iniciar el saneamiento definitivo y
permanente de la cuenca Lerma-Chapala, dadas las
altas concentraciones de contaminantes en ella y los
elevados y letales riesgos para la salud pública, a
cargo de la diputada Hortensia María Luisa Noroña
Quezada, del Grupo Parlamentario del PRI
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Con punto de acuerdo, para exhortar a la UNAM
a implantar políticas de prevención y atención
del acoso sexual contra mujeres y los feminici-
dios en las instalaciones universitarias, modificar
su marco normativo e instaurar programas de di-
fusión, entre otras medidas adoptables en el ejer-
cicio de su autonomía y posibilidad de creativi-
dad, investigación y consulta a la comunidad
académica y estudiantil, a cargo de la diputada
María Teresa Marú Mejía, del Grupo Parlamenta-
rio del PT

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al ayunta-
miento de Tlalmanalco, México, a implantar medi-
das que garanticen la seguridad de la población, al
tiempo de asumir el compromiso y la responsabili-
dad con los animales para lograr un trato digno y
respetuoso hacia ellos, a cargo de la diputada Mar-
tha Angélica Tagle Martínez, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

Con punto de acuerdo, para exhortar a diversas de-
pendencias a resolver el conflicto limítrofe, territo-
rial y ejidal entre Cintalapa, Chiapas, y San Miguel
y Santa María Chimalapas, Oaxaca, a cargo del di-
putado Juan Enrique Farrera Esponda, del Grupo
Parlamentario de Morena

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa a ga-
rantizar la transparencia y el acceso a la informa-
ción pública establecidos en el marco normativo
sobre el gasto en medicamentos y los indicadores
de la efectividad de los servicios públicos de salud,
suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario
del PRI

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la SFP y
los 213 OIC a establecer en las dependencias y en-
tidades federativas correspondientes mecanismos
para prevenir y combatir el cohecho conforme a los
estándares internacionales en la materia, a cargo
del diputado José Luis Montalvo Luna, del Grupo
Parlamentario del PT

Con punto de acuerdo, para exhortar a la FGJ de la
Ciudad de México a garantizar en el marco del pro-
tocolo de investigación ministerial, policial y peri-
cial del feminicidio una expedita procuración de
justicia ante los casos de violencia de género con-
tra trabajadoras sexuales, a cargo de la diputada

Martha Angélica Tagle Martínez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Segob
y la Comisión para la Verdad y Acceso a la Justicia
en el Caso Ayotzinapa a continuar el seguimiento
del caso y resolver de manera urgente los plantea-
mientos actuales de los familiares de los 43 estu-
diantes, a cargo de la diputada María del Rosario
Merlín García, del Grupo Parlamentario de Morena

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Semarnat
a fortalecer con sus homólogas locales los progra-
mas y las campañas de toma de conciencia sobre el
desperdicio de alimentos en los hogares y el sector
industrial, suscrita por integrantes del Grupo Parla-
mentario del PRI

Con punto de acuerdo, para exhortar al gobierno
del estado de México y el Imepi a destinar recursos
y trabajar en la creación de un laboratorio de certi-
ficación de productos pirotécnicos, conforme a es-
tándares internacionales, a cargo de la diputada
Dionicia Vázquez García, del Grupo Parlamentario
del PT

Con punto de acuerdo, para exhortar a la SHCP, la
SE y la SSPC a llevar un constante registro de los
vehículos propiedad de las personas deportadas o
que han retornado, y regularizarlos, a cargo de la
diputada Pilar Lozano Mac Donald, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Semarnat
a promover la ratificación del Acuerdo Regional so-
bre el Acceso a la Información, la Participación Pú-
blica y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambien-
tales en América Latina y el Caribe, a cargo de la
diputada Irma Juan Carlos, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al gobier-
no de la Ciudad de México a instaurar un plan de
acción urgente para contener y combatir los femini-
cidios, suscrita por integrantes del Grupo Parla-
mentario del PRI

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Semarnat
a implantar acciones de vigilancia y resguardo de la
sustentabilidad de la región minera de Calpulálpam
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de Méndez, Oaxaca, derivado del amparo que can-
celó contratos a empresas canadienses, a cargo de
la diputada Margarita García García, del Grupo
Parlamentario del PT

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a los 32
gobiernos locales, la SEP y la Secretaría de Bienes-
tar a instaurar mecanismos de cultura y fomento de
valores ambientales para crear en la población con-
ciencia ética sobre el manejo responsable de la ba-
sura, a cargo de la diputada Pilar Lozano Mac Do-
nald, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Ssa y
la SEP a poner en marcha un programa para preve-
nir el suicidio en menores de 15 años, a cargo del
diputado Samuel Herrera Chávez, del Grupo Parla-
mentario de Morena

Con punto de acuerdo, para exhortar al INAI, la
Profeco y la Condusef a instaurar medios que fo-
menten en la población una cultura sobre la protec-
ción de sus datos personales en posesión de las em-
presas establecidas en México, pues ello representa
un derecho fundamental, a cargo de la diputada Pi-
lar Lozano Mac Donald, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Comi-
sión de Seguridad Social de esta soberanía a crear
una subcomisión para revisar, analizar y proponer
una solución a la situación de los jubilados y pen-
sionados del ISSSTE que no han tenido respuesta a
sus demandas de actualización del bono de despen-
sa y previsión social múltiple, a cargo del diputado
Óscar Rafael Novella Macías, del Grupo Parla-
mentario de Morena

Con punto de acuerdo, para exhortar a diversos
congresos locales a tipificar en los respectivos có-
digos penales las conductas relativas a obtener,
compartir o difundir imágenes y videos íntimos de
contenido sexual de otra persona sin su consenti-
miento, a cargo de la diputada Martha Lizeth Norie-
ga Galaz, del Grupo Parlamentario de Morena

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Profeco a
hacer públicas las quejas presentadas por los usua-
rios de transporte aéreo y dar cuenta de si hubo

sanción y compensación en el periodo 1 de enero-
31 de diciembre de 2019, a cargo del diputado Raúl
Eduardo Bonifaz Moedano, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

Efemérides

Con motivo del 19 de febrero, Día del Ejército Me-
xicano, a cargo del diputado Benito Medina Herre-
ra, del Grupo Parlamentario del PRI

Con motivo del 19 de febrero, Día del Ejército Me-
xicano, a cargo de la diputada Maricruz Robledo
Gordillo, del Grupo Parlamentario del PT

Con motivo del 24 de febrero, Día de la Bandera, a
cargo del diputado Benito Medina Herrera, del Gru-
po Parlamentario del PRI
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Proposiciones

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A PEMEX A

TUTELAR Y GARANTIZAR LAS LEGÍTIMAS DEMANDAS LA-
BORALES DE SUS TRABAJADORES TRANSITORIOS, A CARGO

DE LA DIPUTADA SANDRA PAOLA GONZÁLEZ CASTAÑE-
DA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Sandra Paola González Castañeda, diputa-
da del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1,
fracción I; 79, numeral 1, fracción II y numeral 2, frac-
ción III, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
exhorta respetuosamente a la Dirección General y sub-
sidiarias de Petróleos Mexicanos (Pemex) con el obje-
to de tutelar y garantizar las legítimas demandas labo-
rales de los trabajadores transitorios de Pemex, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. En el marco del Plan Nacional de Refina-
ción que presentara e implementara el Presidente
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, li-
cenciado Andrés Manuel López Obrador, en el mes de
diciembre de 2018, tiene como puntos torales la reha-
bilitación de las refinerías en Minatitlán, Salamanca,
Tula, Cadereyta, Madero y Salina Cruz, y se construi-
rá una nueva en Dos Bocas, Tabasco, lo que permitirá
el garantizar la soberanía energética de la nación.

Segunda. En esta misma tesitura, el Plan Nacional de
Refinación coadyuvará de manera definitiva a recupe-
rar la producción de los combustibles que requiere el
país para su desarrollo pleno, dotar a los mexicanos de
estos recursos a precios más justos, y propiciar una im-
portante derrama económica en el Sureste mexicano.
En este mismo tenor, la titular de la Secretaría de Ener-
gía, la ingeniera Norma Rocío Nahle García, sostuvo
que con la construcción de la nueva refinería se crea-
rán, en el pico de su construcción, 23 mil empleos di-
rectos y 112 mil indirectos en la región, un total de 135
mil nuevas fuentes de trabajo, lo que sin lugar a dudas
frenará el desmantelamiento y sistemática privatiza-
ción de Pemex que se había venido proyectando por
los intereses neoliberales y de la cual este gobierno ha
dado pasos decisivos en el rescate a la industria petro-
lera nacional, así como establecer una ruta clara para

recuperar la rectoría del sector energético, lo que nos
permitirá cumplir con nuestro objetivo social de la re-
distribución de la riqueza, así como establecer mode-
los de política pública modernos y vanguardistas con
las demandas del sector de acuerdo a los estándares in-
ternacionales, en sintonía con las demandas e intereses
nacionales.

Tercera. En consecuencia, como subrayase Romero
Oropeza, director de Petróleos Mexicanos en la pre-
sentación del citado plan, cito: “No más privatización
ni desmantelamiento de las instalaciones, ni desplaza-
miento en las actividades de las y los trabajadores del
sector energético de nuestro país”.

Cuarta. Precisamente, es en el anuncio del gran pro-
yecto económico, tecnológico e industrial que repre-
senta la construcción de la séptima refinería en Méxi-
co: la refinería de Dos Bocas por parte del gobierno
federal, en la que se hace hincapié del punto toral de la
presente iniciativa; ya que la columna vertebral del
rescate, transformación y eje generador del sector
energético que permita la soberanía económica tan ne-
cesaria en nuestro país, la vamos a lograr con el reco-
nocimiento a la capacidad de los trabajadores petrole-
ros comprometidos con México, que saben hacer las
cosas, que ya demostraron que en México sí somos ca-
paces, que sí podemos.

Quinta. En suma, se presenta ante esta Cámara de Di-
putados y Diputadas, y la cual es consecuente con la
alta responsabilidad de que la industria petrolera sea el
orgullo de todos los mexicanos, contando para su res-
cate con trabajadoras y trabajadores especialistas con
alta calificación en sus áreas de expertise que cumplan
con las funciones, responsabilidades y necesidades de
la paraestatal en función del estricto apego al baremo
que de manera coordinada se replique en todas la refi-
nerías de la República Mexicana. Es decir, que en ca-
da uno de los centros de refinación del país se generen
listas de trabajadores y trabajadoras que cuenten con la
categoría de eventuales, por honorarios, por obra de-
terminada, suplentes y jubilados, los cuales sean prio-
ritariamente considerados para ocupar las vacantes
que la propia industria demande en los tiempos y for-
malidades que determinen los consejos de administra-
ción, las direcciones de recursos humanos, las direc-
ciones por área de especialidad determinada y las
gerencias que las refinerías consideren.
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Sexta. La citada propuesta que denominamos “Mesas
de transitorios”, se erige pues, como la sinergia de ca-
pital humano que tiene por objeto impulsar el desarro-
llo de la industria petrolera a través de listas especiali-
zadas de trabajadoras y trabajadores cuyos criterios de
selección estén razonados bajo los lineamientos legíti-
mos de antigüedad al servicio de la empresa, área de
especialidad, ejemplar trayectoria durante el servicio
público y departamentos a los que ha estado adscrito
durante el servicio.

Séptima. Cabe destacar que la propuesta de mesas de
transitorios asume la teleología de contratar a una tra-
bajadora o un trabajador que se encuentre en el padrón
de las listas previamente registradas y barometradas
por las refinerías, a fin de que, si surge el supuesto de
contratación, la tesis que primará será la de revisar si
entre la mesa de transitorios de las refinerías se cuen-
ta con el profesional idóneo al perfil requerido, tenien-
do éste preminencia en la asignación del contrato. Da-
do el caso de no contar con profesionales que cumplan
con los principios de idoneidad y eficacia, la refinería
podrá contratar a personal en lo individual o empresas
subsidiarías externas que coadyuven en el cumpli-
miento del servicio de Petróleos Mexicanos.

Por todo lo anterior, consideramos que la tutela y de-
fensa de los derechos humanos, a través de la cons-
trucción de modelos garantistas de políticas públicas
enfocadas al mejoramiento del marco convencional in-
ternacional, bajo el precepto de la reingeniería de las
instituciones del Estado mexicano conforme a su auto-
nomía de gestión, con un enfoque ético y de estableci-
miento de las responsabilidades de quienes actúan
conforme a los axiomas constitucionales; según lo es-
tablece el artículo 1o., párrafo segundo, el artículo
76o., artículo 123 y 133° de la carta fundamental.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Direc-
ción General y subsidiarias de Petróleos Mexicanos
con el objeto de tutelar y garantizar las legítimas de-
mandas laborales de los trabajadores transitorios de
Petróleos Mexicanos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Sandra Paola González Castañeda (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL EJECUTIVO

FEDERAL A LEVANTAR UNA CONSULTA POPULAR ENTRE LA

POBLACIÓN SIN SEGURIDAD SOCIAL QUE SE HALLE EN

CENTROS DE SALUD Y UNIDADES MÉDICAS DEL PRIMER AL

TERCER NIVELES DE ATENCIÓN SOBRE EL SERVICIO DEL

INSABI, A CARGO DE LA DIPUTADA MARTHA ELISA GON-
ZÁLEZ ESTRADA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Martha Elisa González Estrada, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo dispuesto en el numeral 1, fracción I, del
artículo 6, y el artículo 79, numerales 1, fracción II, y
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta asamblea proposición con pun-
to de acuerdo, conforme a las siguientes

Consideraciones

Uno de los principales discursos de esta administra-
ción han sido la transparencia y rendición de cuentas
en las dependencias gubernamentales con el objetivo
de eliminar o reducir las irregularidades de informa-
ción que causan muchos de los problemas e ineficien-
cias al interior de las mismas. Sin embargo, el acceso
a la información no es suficiente para generar los vín-
culos honestos necesarios para crear un sistema jurídi-
co político justo y eficaz, en el que la ciudadanía con-
fía.

En un afán de crear un gobierno honesto, transparente,
incluyente, diferente a las demás administraciones,
han recurrido a instrumentos como la consulta popu-
lar, como un mecanismo a través del cual la población
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sea incluida y tomada en cuenta en las decisiones en
temas tan relevantes como en su momento fue la can-
celación de la construcción del nuevo aeropuerto o la
construcción del tren maya.

Siguiendo la línea que impone este gobierno, referente
a la cancelación de la prestación del Servicio del Segu-
ro Popular y de la manifestación reiterada de los dere-
chohabientes, por la falta de atención y percepción de
los medicamentos por parte del Insabi, es por lo ante-
rior que tenemos la obligación de transparentar si este
instituto cumple con lo requerido o es necesario tomar
otras opciones y medidas como lo han mencionado rei-
teradamente expertos en el tema y dar pauta a que se
mejore este servicio, por ello las herramientas como la
consulta popular, como lo ha hecho anteriormente
nuestro gobierno, nos ayudara a visualizar y saber si
debemos de considerar otras opciones de expertos que
ayuden a la población derechohabiente del Insabi.

• Ya que hablamos de 71 millones de derechoha-
bientes del Seguro Popular a quienes se les ha su-
primido el servicio;

• Debemos de conocer a detalle los servicios de
atención médica gratuita que suprime el Instituto de
Salud para el Bienestar (Insabi), respecto del ante-
rior diseño;

• El alza sin explicación de la cuota de recuperación
de los servicios de tercer nivel de atención, que se
tiene que dar por el servicio del Insabi, el cual debe
de ser completamente gratuito;

• Los derechos sociales que se están perdiendo por
este retroceso en la salud pública en México;

• Con la cancelación del Seguro Popular se ha dado
un retroceso ya que este otorgaba una póliza de co-
bertura real del sistema de salud 

• En el tema cuantitativo es un retroceso para los de-
rechohabientes y en el tema cualitativo había defi-
ciencias las cuales como en todo sistema se podían
mejorar, pero hasta el momento no se tiene un estu-
dio detallado que nos demuestre las cualidades del
nuevo instituto. 

• Los 71 millones de ex beneficiarios del Seguro
Popular han perdido también el derecho a la aten-

ción gratuita del cáncer y la realización de trasplan-
tes, así como la cobertura personal, no por enfer-
medad determinada, no solo del beneficiario, sino
también de su familia. 

• La supresión de servicios, por ejemplo, la de los
niños con cáncer.

Las razones aducidas de que había que cambiar el sis-
tema para combatir la corrupción, suprimir los nego-
cios con medicinas y ajustar el abuso en los sistemas
de salud de los estados, no apuntan al corazón social
del problema, ya que la manera en que se han hecho
las cosas en esta administración han sido sin docu-
mentos de investigación, ni de impacto que pueda sus-
tentar los cambios que se han dado en temas tan rele-
vantes como es la salud de los mexicanos. Y el dicho
de que el Seguro Popular ni era seguro ni era popular,
es simplemente una mentira.

Es por lo anterior que hoy presento este Punto de
Acuerdo con este tema de gran relevancia y tan sensi-
ble como es la salud de todos los mexicanos, que es
imperante conocer si están de acuerdo con los cambios
que ha hecho este gobierno en el tema de salud y so-
bre todo si están conformes con la eliminación del Se-
guro Popular, o si prefieren que los cambios en este ru-
bro sean de una manera gradual y realmente gratuita
para todos los niveles de atención 1º, 2º y tercer nivel.

También es importante puntualizar como el mismo
Presidente lo ha dicho en la mayoría de sus discursos
la transparencia es la obligación que tiene el gobierno
a informar y dar a conocer las actividades y decisiones
que realiza en la administración pública, su funciona-
miento, implicaciones que tienen en contra de la po-
blación, siendo este un medio más por el cual se trans-
mite la confianza al pueblo y la credibilidad de sus
acciones.

Es por ello que propongo establecer una consulta po-
pular, referente a la desaparición del seguro popular y
las consecuencias que este ha traído, preguntándole a
los mismos beneficiarios, ciudadanos y población en
general, si está de acuerdo con este cambio, si sabe có-
mo funciona el Insabi, si está enterado de que debe de
pagar por el servicio, la cual se llevaría de la siguien-
te manera y sin ningún costo solo una promoción ma-
siva en redes sociales, con ayuda de la misma pobla-
ción:
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– Hacer una promoción masiva en redes sociales
oficiales del ejecutivo federal;

– Invitar a los ciudadanos mayores de 18 años a que ha-
gan la encuesta a las personas que tengan a su alcance;

– Hacer preguntas muy específicas sobre el servicio
que prestaba el Seguro Popular, sus beneficios, las
consecuencias por quitarlo y si conocen las razones,
si quieren que se vuela a establecer un sistema to-
talmente gratuito;

– Si saben que es y cómo se maneja el Insabi, 

– si están de acuerdo con la cuota de recuperación,

– Las entrevistas se deberán de transmitir por redes
sociales como Facebook, Instagram y twitter, para
que se dé la transparencia que se necesita y la efec-
tividad de las redes sociales;

– El Ejecutivo Federal en vivo en las mismas redes
sociales, hará la contabilidad de los votos de los en-
cuestados con ayuda de su personal de comunicación
y asaciones de la sociedad civil y medios periodísti-
cos que quieran participa y dará los resultados.

– Se utilizará las conferencias mañaneras para dar
los resultados finales.

Por todo lo anterior, sometemos a consideración de es-
ta soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo fede-
ral realice una consulta popular, a la población sin se-
guridad social que se encuentren en centros de salud y
unidades médicas del primer al tercer nivel de aten-
ción, sobre la atención que está brindando el Instituto
de Salud para el Bienestar, y conocer si están de acuer-
do con la atención y calidad de los servicios de salud,
la cuota de recuperación que se les solicita en el tercer
nivel de atención y si los medicamentos que requieren
en cada caso los reciben de manera pronta y oportuna.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Martha Elisa González Estrada (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SSA

Y DIVERSAS AUTORIDADES A HACER PÚBLICO UN INFORME

SOBRE LA FALTA DE ABASTO DE FÁRMACOS, MATERIALES

DE CURACIÓN E INSTRUMENTAL MÉDICO, EN ESPECIAL PA-
RA QUIRÓFANOS, SUSCRITA POR LAS DIPUTADAS DULCE

MARÍA SAURI RIANCHO Y FRINNÉ AZUARA YARZÁBAL,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Las diputadas Dulce María Sauri Riancho y Frinné
Azuara Yarzábal, integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional en la
LXIV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 6, numeral 1, fracción I, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta honorable asamblea, la presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Uno de los temas más sensibles para nuestra sociedad
es el cuidado de la salud de las personas que requieren
un tratamiento médico, donde las medicinas se deben
tomar por un tiempo prolongado o de por vida, mucho
más cuando la vida del paciente depende de ello. 

Son miles de recetas las que no se surten, en la gran
mayoría de las ocasiones los medicamentos no están al
alcance de la economía de miles de familias.

No puede existir un verdadero desarrollo social sin
apostar por un sistema de salud de calidad que garan-
tice los medicamentos esenciales y los fármacos de es-
pecialidad para las enfermedades crónicas.

Por ello, no es posible hacer caso omiso a las deman-
das de los usuarios de los sistemas nacionales de salud,
de los derechohabientes del Instituto Mexicano del Se-
guro Social (IMSS) y del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado (Issste).

Los casos están documentados: las demandas de los
afectados y los reportes por faltas en el surtido de re-
cetas son prueba de lo que padecen los usuarios de los
servicios médicos del sistema de salud a nivel nacio-
nal.

En días pasados con la presencia de Jorge Alcocer, se-
cretario de Salud, e Irma Eréndira Sandoval, titular de
la Secretaría de la Función Pública (SFP), médicos y
enfermeras del área de cirugía del Instituto Nacional
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de Neurología aseguraron a los funcionarios que hay
escasez de materiales como gasas, sedas, guantes para
operar y suturas. “No hay ni batas, no tenemos ni ja-
bón para lavarnos las manos, cada quien compra jabón
líquido”, denunció el personal.1

Los trabajadores también denunciaron que desde que
en este Instituto se contrató el servicio de farmacia, el
desbasto de medicamentos es peor. 

“Solicitamos un medicamento hemostático (para
ayudar a la coagulación) y tarda media hora en lle-
gar, cuando eso se necesita rápido”.

Ante la escasez, relataron a los titulares de las secreta-
rías de Salud y de la Función Pública que deben pe-
dirles a los familiares de los pacientes que compren los
medicamentos y el material.

Derivado de la demanda de usuarios y personal médi-
co de varios institutos de salud, es indispensable que
las y los legisladores conozcamos detalladamente los
procedimientos que se han estado implementando pa-
ra la licitación, contratación y distribución de materia-
les, equipo y medicamentos para los hospitales.

También nos enteramos de las protestas que durante
meses han dado los padres de niños con cáncer que se
atienden en el Hospital Infantil de México Federico

Gómez, quienes cerraron los accesos a la terminal 1
del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México,
exigiendo al presidente Andrés Manuel López Obra-
dor que se comprometa mediante un escrito a que no
habrá desabasto de medicamentos a nivel nacional.2

Las manifestaciones se replicaron en otros estados de
la República Mexicana como Veracruz, Chihuahua y
Puebla.

Las escenas conmovieron al país. Cientos de testimo-
nios de los pacientes menores de edad se hicieron pú-
blicos y evidenciaron la cruda realidad que viven al in-
terior de las instituciones médicas por la falta de
fármacos y la nula atención que reciben.

Diversos padecimientos requieren de medicamentos
que son vitales para que el paciente se mantenga con
vida, casos de VIH, cáncer, leucemia, cardiacos, rena-
les por mencionar solo algunos, son padecimientos en
donde las personas no pueden esperar meses para con-

tinuar con su tratamiento, ya que de ello depende la
prolongación de su vida.

El pasado 24 de enero de 2020 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el nuevo marco jurídico que
dio origen al nuevo Instituto de Salud para el Bienes-
tar (Insabi), el cual prevé que los servicios públicos de
salud estarán regidos por criterios de universalidad,
igualdad e inclusión y de gratuidad.

Para materializar lo anterior, aquellas personas que no
cuentan con IMSS o Issste podrán recibir servicios
médicos con tan solo presentar una identificación ofi-
cial, adicionalmente, de conformidad con el artículo
77 Bis de la Ley General de Salud, se estableció que
“Todas las personas que se encuentren en el país que
no cuenten con seguridad social tienen derecho a re-
cibir de forma gratuita la prestación de servicios
públicos de salud, medicamentos y demás insumos
asociados, al momento de requerir la atención, de con-
formidad con el artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, sin importar su
condición social.” 

Por otro lado, con las reformas aprobadas se eliminó el
Cuadro Básico y el Catálogo de Insumos del Sector
para crear el Compendio Nacional de Insumos para la
Salud, en donde se deben encontrar los medicamentos
e insumos para el primer nivel de atención médica, con
la denominación de Cuadro Básicos de Insumos, y pa-
ra el segundo y tercer nivel, se denominará Catálogo
de Insumos. 

A pesar de lo anterior, desde el gobierno federal se han
generado una serie de contradicciones en torno a la
gratuidad del servicio médico que prestará el Insabi.
Mientras el Ejecutivo federal mencionó en su confe-
rencia matutina que los servicios médicos no se cobra-
rán ya que este año hay presupuesto y afirmó que és-
tos y los medicamentos serán 100 por ciento gratuitos,
la Secretaría de Salud informó mediante un comunica-
do que los Institutos Nacionales de Salud y hospitales
federales brindarán atención de tercer nivel, es decir,
de muy alta especialidad los cuales estarán sujetos a
obtener cuotas de recuperación para la prestación de
servicios.

Mientras el gobierno federal se coordina respecto de la
gratuidad en el Insabi, es un hecho de que actualmen-
te existen muchos casos documentados en la prensa
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nacional en el último año sobre la falta de medica-
mento en el Sistema de Salud Pública, pero además le
puede implicar serios problemas porque la ley clara-
mente marca como una falta grave que a un paciente
se le retire su tratamiento.

Los nuevos mecanismos que están implementando la
Secretaría de Hacienda y la Secretaría de Salud deben
garantizar el abasto de medicamento y no entorpecer-
lo.

Por todo lo anteriormente fundamentado, se somete a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados la
proposición con el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión solicita respetuosamente a la Secre-
taría de Salud, a los Institutos de Seguridad Social, a
los Institutos Nacionales e Instituciones de Salud para
el Bienestar, hagan público un informe sobre la falta
de abastecimiento de medicamentos y fármacos, mate-
riales de curación e instrumental médico, en especial
para quirófanos en los Institutos Nacionales de Salud.

Notas

1. https://www.animalpolitico.com/2020/02/medicos-enfermeras-

neurologia-denuncian-desabasto-insumos-operar/

2. https://www.eluniversal.com.mx/nacion/padres-de-ninos-con-

cancer-bloquean-accesos-al-aeropuerto

Fuente

1 2010052. IX.1o.1 CS (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito.

Décima Época. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.

Libro 22, septiembre de 2015, Pág. 2014.

Dado en el pleno la Cámara de Diputados, 
a los 18 días del mes de febrero de 2020.

Diputadas Dulce María Sauri Riancho (rúbrica) y Frinné Azuara

Yarzábal

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR AL TECNM

Y LA SEP A REFORMAR LOS INSTRUMENTOS DE SEGUI-
MIENTO Y OPERACIÓN DE LOS INGRESOS DERIVADOS DE

LAS CUOTAS DE APORTACIONES VOLUNTARIAS PARA NO

ENTORPECER EL FUNCIONAMIENTO DE LOS 126 INSTITU-
TOS TECNOLÓGICOS DEL PAÍS, A CARGO DEL DIPUTADO

REGINALDO SANDOVAL FLORES, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PT

EL que suscribe, diputado Reginaldo Sandoval Flores,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo en la LXIV Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y del artículo 6, numeral 1, fracción I y VIII; artí-
culo 76, numeral 1, fracción IV, y 79, numeral 1, frac-
ción II, así como el numeral 2, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ple-
no de la honorable Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, la presente proposición con punto de
acuerdo, mediante el cual se exhorta a las autoridades
del Tecnológico Nacional de México y de la Secreta-
ría de Educación Pública, a reformular los instrumen-
tos de seguimiento y operación de los ingresos deriva-
dos de las cuotas de aportaciones voluntarias, a fin de
no entorpecer el funcionamiento de los 126 institutos
tecnológicos y centros federales del país, y a vigilar
que desde la Dirección General no se incurra en posi-
bles actos de corrupción, que vulneren el patrimonio y
funcionamiento de dicha institución.

Consideraciones

El decreto por el que se crea el Tecnológico Nacional
de México, en su artículo 2o., fracciones I y V respec-
tivamente, señala como parte de su objeto:

I. Prestar, desarrollar, coordinar y orientar servi-
cios de educación superior tecnológica, a través de
“Los institutos, unidades y centros”, en los nive-
les de técnico superior universitario, licenciatura y
posgrado, en las modalidades escolarizada, no es-
colarizada –a distancia– y mixta; así como de edu-
cación continua y otras formas de educación que
determine “El tecnológico”, con sujeción a los prin-
cipios de laicidad, gratuidad y de conformidad con
los fines y criterios establecidos en el artículo 3o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos;
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…

V. Ofrecer la más amplia cobertura educativa que
asegure la igualdad de oportunidades para estudian-
tes en localidades aisladas y zonas urbanas margi-
nadas, impulse la equidad, la perspectiva de género,
la inclusión y la diversidad;

Para lo cual se le faculta, en el artículo 3o., fracción
IX:

IX. Auxiliar a las unidades administrativas compe-
tentes de la Secretaría de Educación Pública, en la
distribución y transferencia de los recursos federa-
les destinados a los organismos descentralizados de
las entidades federativas que impartan educación
superior tecnológica, de conformidad con el presu-
puesto aprobado para dichos fines, las disposiciones
jurídicas aplicables y los convenios que al efecto se
suscriban con los gobiernos locales;

De ello, cabe destacar que el Tecnológico Nacional de
México, no sólo obtiene recursos que provienen de la
federación, que para el actual ejercicio fiscal de 2020,
la Cámara de Diputados tuvo a bien autorizarle 17 mil
283 millones 610 mil 678 pesos, sino que también tie-
ne recursos por diversos derechos, aprovechamientos
y productos. Destacando sobre el particular, el con-
cepto de “Aportaciones voluntarias” que ascienden a
cerca de 2 mil millones de pesos, y que contribuyen a
garantizar alrededor de una cuarta parte de la contrata-
ción por honorarios de profesos que cubren asignatu-
ras de ampliación de la demanda. Constituyendo un re-
curso indispensable para la operación de diversos
institutos tecnológicos a lo largo y ancho del país.

Se reconoce que el ejercicio de estos recursos adicio-
nales, no están exentos de ser transparentes tanto en su
administración, como en el destino que tienen. Pero si
se advierte, que dichos recursos son parte del patrimo-
nio del plantel que lo genera, así se establece en el ar-
tículo 12, fracción V de la Ley de Ingresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal de 2020, que a la letra
dice:

Artículo 12. Los ingresos que se recauden durante
el ejercicio fiscal 2020 se concentrarán en términos
del artículo 22 de la Ley de Tesorería de la Federa-
ción, salvo en los siguientes casos:

V. Los ingresos que obtengan las instituciones
educativas, planteles y centros de investigación
de las dependencias que prestan servicios de
educación media superior, superior, de posgra-
do, de investigación y de formación para el tra-
bajo del sector público, por la prestación de ser-
vicios, venta de bienes derivados de sus actividades
sustantivas o por cualquier otra vía, incluidos los
que generen sus escuelas, centros y unidades de en-
señanza y de investigación, formarán parte de su
patrimonio, en su caso, serán administrados por las
propias instituciones y se destinarán para sus finali-
dades y programas institucionales, de acuerdo con
las disposiciones presupuestarias aplicables, sin
perjuicio de la concentración en términos de la Ley
de Tesorería de la Federación. 

…

Las instituciones educativas, los planteles y centros de
investigación de las dependencias que prestan servicios
de educación media superior, superior, de postgrado, de
investigación y de formación para el trabajo del sector
público, deberán informar semestralmente a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público el origen y
aplicación de sus ingresos.

Por ello, resulta de suma importancia modificar el es-
quema propuesto por la actual administración del Tec-
nológico Nacional de México encabezada por el doc-
tor Enrique Fernández Fassnacht, que busca
centralizar las “Aportaciones voluntarias” de todos los
institutos tecnológicos y centros federales, vulnerando
con ello la labor educativa de dichos planteles, dado
que se verán entorpecidas las contrataciones corres-
pondientes que se realizan con cargo a tales re cursos,
así como la compra de diversos materiales que son uti-
lizados para el quehacer cotidiano de tales centros
educativos.

Estamos completamente de acuerdo que deben gene-
rarse mejores mecanismos de seguimiento en la apli-
cación de dichos recursos. Sin embargo, dicha estrate-
gia, debe privilegiar que los planteles donde se
generen sea donde de apliquen en beneficio de la co-
munidad estudiantil que generosamente aporta a mejo-
rar la calidad de los servicios que recibe.

Por ello, acudimos a esta tribuna para solicitar el res-
paldo a la siguiente proposición con
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Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta a las auto-
ridades del Tecnológico Nacional de México y de la
Secretaría de Educación Pública, a reformular los ins-
trumentos de seguimiento y operación de los ingresos
derivados de las cuotas de aportaciones voluntarias, a
fin de no entorpecer el funcionamiento de los 126 ins-
titutos tecnológicos y centros federales del país.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la Secre-
taría de Educación Pública y al Consejo Académico
del Tecnológico Nacional de México a vigilar que des-
de la Dirección General no se incurra en posibles ac-
tos de corrupción, que vulneren el patrimonio y fun-
cionamiento de dicha institución.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 18 días de febrero de 2020.

Diputado Reginaldo Sandoval Flores (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS

DEPENDENCIAS A ATENDER, ESCLARECER Y SANCIONAR

LOS ACTOS DE REPRESIÓN CONTRA PADRES DE LOS 43
NORMALISTAS, A CARGO DE LA DIPUTADA JULIETA MACÍ-
AS RÁBAGO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, diputada Julieta Macías Rábago, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, someto a
consideración de esta soberanía, proposición con
punto de acuerdo mediante el cual se exhorta a la
Fiscalía General de la República a atraer e investi-

gar el caso y al Ejecutivo federal, al gobierno de
Chiapas y a la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos a atender, esclarecer y sancionar los ac-
tos de represión contra padres de los 43 normalis-
tas, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

El pasado domingo 16 de febrero fue de conocimiento
público a través de medios de comunicación y redes
sociales que integrantes de la “Caravana Sur en Busca
de los 43”, así como integrantes de la comunidad de la
escuela Normal Rural Mactumactzá, en Tuxtla Gutié-
rrez, Chiapas, fueron agredidos por elementos de la
policía estatal.

La página del Centro de Derechos Humanos de la
Montaña Tlachinollan publicó al respecto un comuni-
cado urgente que por su trascendencia se transcribe a
continuación:

“Alrededor de las 6 de la mañana de este día arribaron
las Madres y padres de familia de los 43 a la escuela
Normal Rural Mactutzá Chiapas, como parte de las vi-
sitas que tienen programadas en todas las escuelas nor-
males rurales del país.

El programa era almorzar de 8 a 9, de 10 a 11, reunión
con la base estudiantil, de las 12 a las 14 horas reunión
con las organizaciones sociales y a las 5 de la tarde la
marcha con todas las organizaciones.

Sin embargo, a las 8 de la mañana, más de doscientos
policías estatales con tanquetas y bombas de gas la-
crimógenos se apostaron en la entrada de la Escuela
Normal sin explicación válida alguna. Alrededor de
las 8 y media de la mañana los Policías sin ningún pro-
tocolo empezaron a tirar los proyectiles de gas lacri-
mógeno hacia los Padres y madres de los 43 y estu-
diantes normalistas, la represión duró por espacio de
una hora con un saldo de tres estudiantes heridos,
dos madres y su nieta de tres años. Dos estudiantes
fueron impactados con un proyectil en la cabeza
uno de ellos de Ayotzinapa y se reportan como gra-
ves están recibiendo atención medica en la policlínica
ubicada en la avenida quinta Norte. Las madres de fa-
milia se encuentran en la Escuela normal sin poder sa-
lir para recibir atención médica porque la escuela si-
gue sitiada por la Policía Estatal.
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Las madres y padres de familia de los 43 condenamos
la represión desplegada y exigimos pronta atención
médica a los lesionados, que se abran los procesos pe-
nales y administrativos para establecer responsabili-
dad a los servidores públicos que incurrieron en uso
excesivo de la fuerza y se permita la realización de los
ulteriores actos de información, difusión y protesta pa-
cífica de las madres y padres de los 43.

La denuncia y exigencia de presentación vida de los
43 estudiantes pretende ser silenciada por el gobierno
del Estado. Es inconcebible la actitud autoritaria que
evidencian las autoridades de este lugar pisoteando to-
dos los derechos constitucionales y las libertades.1

A pesar de la difusión mediática que tuvieron los vi-
deos de los citados actos de represión, en los que re-
sulta evidente el uso excesivo de la fuerza en el que se
incurrió, la Secretaría de Seguridad y Protección Ciu-
dadana de Chiapas emitió un comunicado en el que
omiten mencionar los sucesos violentos ocurridos por
la mañana y aseguran haber garantizado la libre mani-
festación durante otra manifestación que ocurrió por la
tarde y en protesta a la represión.

“En total apego al mandato constitucional de respetar
la libre manifestación, la Secretaría de Seguridad y
Protección Ciudadana (SSyPC) garantizó la seguridad
de la caravana de padres de los 43 desaparecidos de
Ayotzinapa que marcharon este domingo por las prin-
cipales calles de la capital chiapaneca. Asimismo, se
resguardó la vialidad para permitir el libre tránsito ve-
hicular.

Alrededor de las 18:00 horas de este domingo, un gru-
po de aproximadamente 250 personas partió de la ex-
fuente Mactumactzá. Entre los manifestantes iban
alumnos de la Escuela Normal Rural Mactumactzá,
padres de familia de los 43 estudiantes desaparecidos
de Ayotzinapa, Guerrero, integrantes del Mocri, de la
organización Flores Magón y desplazados del ejido
Puebla.

La marcha avanzó sobre el boulevard Belisario Do-
mínguez con dirección hacia el Parque Central. En to-
do el trayecto elementos de la SSyPC, en coordinación
con elementos de Tránsito Municipal, apoyaron en la
vialidad para evitar embotellamientos vehiculares, ha-
ciendo los cortes a la circulación y desviando el flujo
vehicular hacia vías alternas.

Durante la estancia de los manifestantes frente a Pala-
cio de Gobierno, los elementos de seguridad pública
estatal y municipal se mantuvieron atentos, sin interfe-
rir en la marcha mitin de los normalistas y organiza-
ciones sociales.

Tras prenderle fuego a una botarga de cartón, los mani-
festantes se retiraron alrededor de las 20:40 horas a bor-
do de varios autobuses, hacia la Escuela Normal Rural
Mactumactzá. La manifestación transcurrió sin novedad.

Con estas acciones el gobierno del estado, a través de
la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana,
garantiza la libre manifestación consagrada en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, siempre y cuando no se afecte el derecho de ter-
ceros. Asimismo, se mantiene la vigilancia policíaca
permanente para garantizar también la tranquilidad y
seguridad de las y los chiapanecos.”2

En tanto, el gobernador del estado se limitó a publicar
en su cuenta de Twitter un escueto comunicado afir-
mando que “En Chiapas prevalece la justicia, respeta-
mos los derechos humanos y todo tipo de libertades.
Cualquier acto de provocación y violencia se condena
y se investiga. Nos sumamos con los padres y maes-
tros de Ayotzinapa en la búsqueda de sus hijos, bien-
venidos a Chiapas.”,3 el cual no reconoce ni condena
los abusos de autoridad cometidos y evidencia que
tampoco parece haber intención del gobierno de la en-
tidad para investigar y sancionar a los responsables de
lo sucedido.

Resulta grave y preocupante que el gobierno de la en-
tidad pretenda anular el derecho a la protesta median-
te el uso excesivo de la fuerza y además se pretenda
ocultar lo sucedido, especialmente cuando se trata de
un grupo de padres de víctimas de la violencia, al que
el Estado ha sido incapaz de atender en su legítima de-
manda de justicia.

Por lo anteriormente expuesto, en nombre del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, me permito
someter a consideración de esta honorable asamblea la
siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Fisca-
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lía General de la República a ejercer su facultad de
atracción sobre la investigación del uso excesivo de la
fuerza por parte de elementos de la policía estatal de
Chiapas en contra la Caravana Sur en Busca de los 43,
así como integrantes de la comunidad, de la escuela
Normal Rural Mactumactzá, el pasado 16 de febrero en
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a fin de que se finquen res-
ponsabilidades contra quienes resulten responsables.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al Eje-
cutivo federal a establecer coordinación con los go-
biernos de las entidades para garantizar la integridad y
el derecho a la protesta de quienes se manifiestan por
el acceso a la justicia en el caso Ayotzinapa.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente al gobier-
no de Chiapas a atender y reparar el daño a quienes re-
sultaron lesionados como consecuencia del uso
excesivo de la fuerza por parte de la policía de la enti-
dad.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos a investigar
los actos de represión acontecidos en Tuxtla Gutiérrez,
Chiapas, el pasado 16 de febrero de 2020, con objeto
de emitir una Recomendación.

Notas

1 Centro de Derechos Humanos de la Montaña Tlachinollan, Co-

municado. Policías Estatales del Estado de Chiapas reprimen la

Caravana en Busca de los 43, http://www.tlachinollan.org/comuni-

cado-policias-estatales-del-estado-de-chiapas-reprimen-la-carava-

na-en-busca-de-los-43/

2 https://www.sspc.chiapas.gob.mx/noticias/WWve2-2F-6pnzE-

3D-

3 https://twitter.com/rutilioescandon/status/1229217219042783232?s=20

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
18 de febrero 2020,

Diputada Julieta Macías Rábago (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS

AUTORIDADES A FORTALECER LOS TIPOS PENALES SOBRE

LA DIFUSIÓN DE IMÁGENES Y VIDEOS RELACIONADOS CON

FEMINICIDIOS Y HOMICIDIOS POR SERVIDORES PÚBLICOS Y

CONDUCIRSE CON DILIGENCIA, RESPETO Y PRUDENCIA

RESPECTO A LA INTIMIDAD Y PRIVACIDAD DE LAS VÍCTI-
MAS DE FEMINICIDIOS, HOMICIDIOS Y DELITOS CONTRA EL

LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD, A CARGO DEL

DIPUTADO FERNANDO LUIS MANZANILLA PRIETO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

El que suscribe, Fernando Luis Manzanilla Prieto,
diputado federal del Grupo Parlamentario de Encuen-
tro Social a la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 6, numeral 1, fracción I; 79, numerales 1,
fracción II, y 2, fracción I, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presento ante esta soberanía, la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes: 

Consideraciones

En días pasados fuimos testigos del lamentable femi-
nicidio de Ingrid Escamilla. Una joven asesinada con
saña por un individuo que, posterior a su feminicidio,
intentó deshacerse de su cuerpo de una manera inena-
rrable. La barbarie de la violencia contra la mujer en
su más amplia expresión. 

Desde luego, muchas manifestaciones de rechazo se
hicieron evidentes de forma casi inmediata. Autorida-
des y representantes de los diferentes poderes y nive-
les de gobierno, así como la sociedad civil en su con-
junto, en un claro acto de solidaridad y rechazo contra
la violencia, manifestaron su posición contra la impe-
rante condición estructural de violencia contra la mu-
jer, que encuentra su más lacerante manifestación en la
violencia feminicida. 

Al tiempo que la sociedad nos reclamaba justicia para
Ingrid, en redes sociales se difundía —desgraciada-
mente con el mismo grado de celeridad—, el cuerpo
mutilado de la joven Escamilla, que reflejaba una vio-
lencia desmedida, una vejación en los límites de lo hu-
manamente conocido.

La difusión de las fotografías de la mujer se constitu-
yó, enseguida, en la continuación de la humillación y
violencia sufrida en un primer momento. Se afectó su
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imagen, la dignidad que merece, y se convirtió indebi-
damente en un objeto de consumo para nutrir el mor-
bo de cierto sector de la sociedad. 

Incluso si alguno no tenía la intención de buscar la fo-
tografía de forma intencional, era altamente probable
que se difundiera por medios amarillistas, por medios
de comunicación o por individuos con mayor o menor
influencia y poder de difusión.

Por supuesto, no pretendemos regular los contenidos
en medios tradicionales ni en redes sociales, ni se bus-
ca establecer una mordaza estatal, o una censura o re-
visión previa de contenidos para compartir en los dife-
rentes medios y plataformas. Desde luego que no. 

La libertad de expresión es un derecho que ha costado
sangre y vidas en este país y que debemos defender en
la medida de todas nuestras fuerzas en aras de garanti-
zar también el ejercicio de otros derechos civiles, so-
ciales y políticos. Sin embargo, apelamos al buen jui-
cio de la sociedad, para no ser el canal de
revictimización de las afectadas por uno de los críme-
nes más deleznables que, por desgracia, ocurren fre-
cuentemente en este país. 

No obstante, sí es altamente reprobable la conducta de
policías, peritos y ministerios públicos que, en el ejer-
cicio de sus responsabilidades, difunden las fotos de
las víctimas y escenas de los delitos. Esta conducta de-
be ser sancionada, pues nada tiene que ver con la li-
bertad de expresión, sino con la irresponsabilidad de
ciertos servidores públicos que difunden con ligereza
las fotografías en cuestión, sin pensar en la afectación
a las víctimas y, por supuesto, a los deudos y dolientes
de la víctima de un feminicidio o de un homicidio.

Pero no solo se trata de la difusión de fotografías o vi-
deos sobre feminicidios y homicidios. Se han dado ca-
sos en que se “filtran” nombres, imágenes, videos, gra-
baciones y demás, de las víctimas de otros delitos. 

En particular, preocupa la difusión de información re-
lacionada con las víctimas de los delitos que, el Códi-
go Penal Federal, denomina contra la libertad y el nor-
mal desarrollo psicosexual, así como delitos contra el
libre desarrollo de la personalidad. Entre estos se en-
cuentran: el hostigamiento sexual, el abuso sexual, el
estupro y la violación, así como la corrupción de me-
nores; la pornografía infantil o de personas con alguna

discapacidad; el turismo sexual; el lenocinio; la trata
de personas y la pederastia.

Nuestra posición no está por criminalizar policías o
ministerios públicos, su labor es fundamental para lo-
grar la procuración de justicia y reducir los altos nive-
les de impunidad imperantes en el país, sin embargo,
sí es necesario sancionar conductas que afectan irrepa-
rablemente la imagen y la honra de quien ya haya sido
víctima de algún delito. 

Por ello, en paralelo a este punto de acuerdo, se está
proponiendo una iniciativa de reforma al Código Penal
Federal, con la finalidad de sancionar con pena priva-
tiva la filtración hecha por servidores públicos sobre la
imagen de la víctima de ciertos delitos. 

Sin embargo, atendiendo el reparto competencial or-
denado por nuestra Constitución Federal, tenemos cla-
ro que la mayoría de estas conductas, constituirían de-
litos del orden común, por lo que es menester que sean
los congresos locales los que se aboquen a tipificar di-
chas conductas y, en caso de tener tipos penales análo-
gos, analizarlos y reformarlos para lograr inhibir esta
conducta. 

En efecto, el Código Penal Federal señala en la frac-
ción XXVIII del artículo 225, a la letra, lo siguiente: 

“Artículo 225. Son delitos contra la administración
de justicia, cometidos por servidores públicos los
siguientes:

…

XXVIII. Dar a conocer a quien no tenga derecho,
documentos, constancias o información que obren
en una carpeta de investigación o en un proceso pe-
nal y que por disposición de la ley o resolución de
la autoridad judicial, sean reservados o confidencia-
les;”

….

No obstante, este tipo penal no sanciona las conductas
que se relacionan con evidencias sobre un hecho de-
lictivo al iniciar la investigación. Es decir, este tipo
penal es insuficiente para sancionar la difusión de imá-
genes de víctimas de los delitos de feminicidio y ho-
micidio, por lo que resulta necesario legislar para que
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a nivel local se establezcan los tipos penales específi-
cos que protejan a las víctimas, en particular, de vio-
lencia de género. 

Adicionalmente, en ánimo constructivo, se propone
que los Ejecutivos locales, así como las y los titulares
de las procuradurías o fiscalías locales y, desde luego,
en coordinación con las autoridades municipales, se
aboquen a capacitar y sensibilizar a sus funcionarios
para que se conduzcan con diligencia, respeto y pru-
dencia sobre la intimidad y privacidad de las víctimas
de feminicidios, de homicidios y de delitos contra la li-
bertad sexual, el normal desarrollo psicosexual y el li-
bre desarrollo de la personalidad

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta soberanía, el presente: 

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente a los congresos
locales de las 32 entidades federativas a que, en abso-
luto respeto a su autonomía, a la libertad de expresión
imperante en el país y con una perspectiva de género,
evalúen la posibilidad de tipificar o, en su caso, forta-
lecer los tipos penales sobre la difusión de imágenes y
videos relacionadas con los feminicidios y homicidios,
en particular, cuando la divulgación la realicen policí-
as, peritos o servidores públicos involucrados en la in-
vestigación o proceso penal.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a las y los titula-
res de los poderes ejecutivos de las 32 entidades federa-
tivas a que, en ejercicio de sus atribuciones, a través de
sus dependencias competentes, y en coordinación con
las y los titulares de las fiscalías o procuradores genera-
les en su entidad federativa y, en su caso, con las policí-
as municipales, implementen cursos de capacitación y
sensibilización a las y los servidores públicos que, co-
mo primeros respondientes o durante una investigación
de carácter penal, se conduzcan con diligencia, respeto
y prudencia sobre la intimidad y privacidad de las vícti-
mas de feminicidios, de homicidios y de delitos contra
el libre desarrollo de la personalidad.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 18 días de febrero de 2020.

Diputado Fernando Luis Manzanilla Prieto (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR AL GO-
BIERNO DE VERACRUZ A SUSCRIBIR CONVENIOS CON OR-
GANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL PARA GARANTIZAR

LA EJECUCIÓN DE ACCIONES EN BENEFICIO DE LA NIÑEZ

CON DISCAPACIDAD NEURO-MUSCULO-ESQUELÉTICA DE

LA ENTIDAD, SUSCRITA POR LA DIPUTADA NORMA AZUCE-
NA RODRÍGUEZ ZAMORA E INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRD

La suscrita, Norma Azucena Rodríguez Zamora, dipu-
tada federal del Grupo Parlamentario del PRD de la
LXIV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos: 6, fracción I, y artículo 79, numeral 2,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de esta asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, relativo a
exhortar respetuosamente al gobierno del estado de
Veracruz a suscribir convenios con organizaciones de
la sociedad civil para asegurar la ejecución de accio-
nes en beneficio de la niñez con discapacidad neuro-
musculo-esquelética del estado de Veracruz, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

El día 3 de diciembre de 2019, el presidente Andrés
Manuel López Obrador declaró en el Marco del Día
Internacional de las Personas con Discapacidad, la po-
sible colaboración con los Centros de Rehabilitación
Teletón (CRIT) para otorgar tratamiento y terapias pa-
ra niños, niñas y adolescentes con discapacidad, debi-
do a la amplia cobertura con la que cuentan dichos
centros, que sin embargo se encuentran limitados por
la falta de recursos económicos. (Expansión Política,
2019)

En el mismo tenor de ideas establecer un acuerdo de
colaboración con dichos centros es de vital importan-
cia en regiones donde la pobreza y la falta de centros
de atención agravan las condiciones médicas, entre es-
tas regiones cabe destacar la precaria situación socioe-
conómica de Veracruz de más de 8 millones de ciuda-
danos, siendo el cuarto lugar a nivel nacional en
concentrar porcentualmente el mayor número de po-
bres, con 5.08 millones que representa el 61.8 % de la
población, de acuerdo con el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Cone-
val, 2020) si a lo anterior agregamos que las discapa-
cidades toman gran relevancia para la atención de gru-
pos vulnerables, en datos de la Encuesta Nacional de
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la Dinámica Demográfica 2014, en el Estado de Vera-
cruz 22.5% de la población posee una discapacidad o
limitación y se presenta en mayor porcentaje en las
mujeres. 

Para disminuir esa brecha de marginación el Programa
Sectorial de Salud 2019-2024 del Gobierno del Estado
de Veracruz, señala que el DIF Estatal realiza sus ac-
ciones encaminadas a cubrir las necesidades de los
grupos vulnerables en el Estado, los cuales están deli-
mitados por segmentos, como son los niños, las niñas
y las personas con discapacidad, que viven en condi-
ciones de pobreza que no tienen el acceso a los servi-
cios básicos para lograr una mejor calidad de vida
(Gaceta Oficial Órgano Del Gobierno del Estado de
Veracruz de Ignacio de la Llave, 2019). 

Sin embargo el estado no cuenta con la infraestructura
diseñada, instalaciones y operación de centros de aten-
ción, rehabilitación y diagnóstico, en especial para
personas de escasos recursos con discapacidad tanto
física, mental y/o de cualquier otra índole, tendientes a
las concientización y promoción de ayuda es por esto
que atendiendo la recomendación del presidente An-
drés Manuel López Obrador la mejor opción para rea-
lizar dicha atención en el estado de Veracruz es el Cen-
tro de Rehabilitación e Inclusión Infantil Teletón
(CRIT) que reside en el municipio de Poza Rica, y au-
nado que el estado de Veracruz en su ejercicio fiscal
2020 tiene asignado en el presupuesto para las perso-
nas con discapacidad la cantidad de 206,960,749.00
millones de pesos (Veracruz Gobierno del Estado,
2019).

Teniendo como antecedente el contrato de fomento so-
cial celebrado por el gobierno del Estado de Veracruz
de Ignacio de la Llave y Fundación Teletón México
A.C. que aseguraba los recursos anuales por un monto
de 8 millones de UDIS, mismo que servían para el
mantenimiento del CRIT y cuya duración fue por 10
años, el cual dio por finalizado el día 20 de noviembre
de 2019, debido a la deuda reconocida por parte del es-
tado de Veracruz por un monto de 130 millones de pe-
sos impagables debido a la precaria situación del esta-
do aun cuando en la Cláusula Décima Tercera de dicho
convenio se establecía la renovación automática del
mismo por periodos de igual tiempo.

Dicha cancelación compromete seriamente el funcio-
namiento del Centro de Rehabilitación y la atención

ciudadana que proporciona a la población de bajos re-
cursos, dado lo anterior y confiando en la buena vo-
luntad del Presidente de la Republica el Lic. Andrés
Manuel López Obrador y el Gobierno del Estado de
Veracruz para asignar recursos a los programas para
personas con discapacidad, al establecer un presupues-
to 2020 que destina directamente los recursos a la
atención de necesidades de la población (Gaceta Ofi-
cial Órgano del Gobierno del Estado de Veracruz de
Ignacio de la Llave, 2019). 

Es por esto que es necesario suscribir un nuevo con-
venio con un nuevo periodo de vigencia que no exce-
da el ejercicio fiscal correspondiente en término de las
condiciones jurídicas aplicables para que el CRIT Ve-
racruz (Poza Rica) pueda seguir operando apegado a la
política de austeridad y entendiendo la situación fi-
nanciera del estado que asegure que la dotación de re-
cursos de operación y mantenimiento 2020, cuenten
con un monto similar al presupuesto proporcionado en
el año 2019.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, some-
to a consideración del pleno el siguiente

Punto de acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente al gobier-
no del estado de Veracruz a suscribir un convenio con
organizaciones de la sociedad civil para asegurar la
ejecución de acciones en beneficio de la niñez con dis-
capacidad neuro-musculo-esquelética del estado de
Veracruz.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
al 12 de febrero de 2020.

Diputados: Norma Azucena Rodríguez Zamora(rúbrica), José

Guadalupe Aguilera Rojas (rúbrica), Abril Alcalá Padilla, María

Guadalupe Almaguer Pardo (rúbrica), Mónica Almeida López,

Mónica Bautista Rodríguez, Frida Alejandra Esparza Márquez (rú-

brica), Raymundo García Gutiérrez, Verónica Beatriz Juárez Piña

(rúbrica), Antonio Ortega Martínez (rúbrica), Claudia Reyes Mon-

tiel.

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL GOBIERNO

FEDERAL A ADQUIRIR, ABASTECER Y DISTRIBUIR POR LA

SSA Y LA SHCP MEDICAMENTOS Y GARANTIZAR ASÍ EL

ACCESO AL DERECHO A LA SALUD DE LA POBLACIÓN, A

CARGO DEL DIPUTADO CARLOS ALBERTO MORALES VÁZ-
QUEZ

El que suscribe, Carlos Alberto Morales Vázquez, di-
putado sin partido de la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 6, numeral I, fracción I, y 79,
numeral I, fracción I y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la siguiente proposición con
punto de acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El párrafo cuarto del artículo 4o. constitu-
cional garantiza para todas las personas el derecho a la
protección de la salud. En su segunda parte, dicho pá-
rrafo ordena al legislador definir las bases y modalida-
des para el acceso a los servicios de salud, así como

disponer la concurrencia entre los distintos niveles de
gobierno sobre la materia, de acuerdo con lo estableci-
do en la fracción XVI del artículo 73 constitucional.
Su texto es el siguiente: 

“Toda persona tiene derecho a la protección de la
salud. La ley definirá las bases y modalidades
para el acceso a los servicios de salud y estable-
cerá la concurrencia de la federación y las enti-
dades federativas en materia de salubridad ge-
neral, conforme a lo que dispone la fracción XVI
del artículo 73 de esta Constitución”.

El derecho a la salud (o a su protección) es uno de los
derechos sociales por antonomasia. Se trata de un de-
recho complejo que se despliega en una amplia serie
de posiciones jurídicas fundamentales para los parti-
culares y para el Estado. El derecho a la salud tiene un
carácter prestacional en la medida en que principal-
mente implica y conlleva una serie de obligaciones po-
sitivas (de hacer) por parte de los poderes públicos.
Así por ejemplo, a partir del derecho a la salud, co-
rresponde al Estado asegurar la asistencia médica una
vez que la salud, por la causa que sea, ha sido afecta-
da; esto es lo que se llama el “derecho a la atención o
asistencia sanitaria”.

Segunda. En este orden de ideas se concibe el derecho
a la salud de las ideas aportadas por los organismos es-
pecializados en salud internacionales, del derecho in-
ternacional de los derechos humanos, de las Observa-
ciones Generales del Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales y de la expresión
traducida como derecho humano en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que
puede conformarse con los siguientes elementos:

1. Un estado o nivel de bienestar físico, mental y so-
cial.

2. Un componente del nivel de vida adecuado, co-
mo medida para la preservación de la salud o bien
como facilidades, bienes, servicios y condiciones
relacionadas con determinantes sociales.

3. Como nivel de salud física y mental con riesgos
ya detectados que se deben atender.

4. Como nivel de bienestar físico, mental y social al
que corresponden actividades de tipo preventivo.

Martes 18 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria19



5. El derecho al disfrute del más alto nivel posible
de salud y

6. El derecho a la protección de la salud.

Tercera. La Organización Mundial de la Salud (OMS)
incluye entre sus principios constitucionales el si-
guiente: “la salud es un estado de completo bienestar
físico, mental y social, y no solamente la ausencia de
afecciones o enfermedades”, y es que el segundo com-
ponente del principio es sólo una parte del origen y es-
tudio de la medicina y de la clínica y por tanto de la sa-
lud. En cambio, mantener la salud implica la
consideración de otros elementos de carácter econó-
mico, ambiental, político y social. La protección de la
salud ha sido reconocida como un derecho humano y
fundamental en los documentos de derecho internacio-
nal de los derechos humanos y constitucionales de di-
versos países, por lo que su destinatario es todo ser hu-
mano y no admite distinciones.

Cuarta. Ahora bien, actualmente el país atraviesa por
una crisis, el desplome en la atención a las necesidades
de salud de la población se ha dado de manera paula-
tina. En septiembre de 2019, el porcentaje de recetas
surtidas total o parcialmente fue 98.8 por ciento.

Para octubre ya había caído a 96.7 por ciento y para
noviembre estaba en 95.3 por ciento. Luego vinieron
caídas más pronunciadas: en diciembre se registró
92.5 por ciento y en la segunda quincena de enero de
este 2020 se vino abajo aún más, y cerró, según datos
preliminares, en 89.8 por ciento de las recetas. Un des-
plome de 9 puntos porcentuales en tan sólo cuatro me-
ses.

Consultando los datos de años anteriores, el promedio
anual de atención de recetas fue superior a este nivel.
Los peores años fueron 2009, 2011 y 2014, en los que
el promedio anual rondó 96 por ciento. Así que por lo
menos no se habían visto estos niveles de desabasto de
medicamentos desde hace una década, quizá mucho
más. Estos datos se desprenden del Índice Nacional de
Atención de Recetas, que construye semanalmente el
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS).

De acuerdo con el Índice, los cinco peores almacenes
de las delegaciones estatales en términos de atención a
recetas son: Sonora (83 por ciento), Michoacán (81
por ciento), Chihuahua (80 por ciento), Coahuila (79

por ciento) y Querétaro (78 por ciento). Los mejores
son: Ciudad de México norte (99.8 por ciento), Aguas-
calientes (99.7 por ciento), estado de México poniente
(98 por ciento), Guerrero (97 por ciento) y Sinaloa (96
por ciento).

En términos de Unidades Médicas de Alta Especiali-
dad (UMAE), las peores son: Hospital General La Ra-
za (88 por ciento), Especialidades Veracruz Norte (87
por ciento), Pediatría del Siglo XXI (86 por ciento),
Especialidades Puebla (86 por ciento) y Especialida-
des Nuevo León (73 por ciento).

Siendo los mejores: La Raza Obstetricia, Especialida-
des Guanajuato, Traumatología y Ortopedia tanto de
Lomas Verdes como de Nuevo León con casi 100 por
ciento.

Quinta. Ante esto, enfermos de todo el país, principal-
mente mujeres y niños, han sido las principales vícti-
mas del desabasto de medicamentos que se recrudeció
en los últimos meses hasta provocar que los pacientes
y sus familias, cansados del trato que reciben de las ins-
tituciones de salubridad, salieran a la calles para exigir
la atención médica que les ayude a afrontar sus padeci-
mientos. Las escenas han conmovido al país. Cientos
de testimonios de los pacientes menores de edad se han
hecho públicos y han evidenciado la cruda realidad que
viven al interior de las instituciones médicas por la fal-
ta de fármacos y la nula atención que reciben.

Sexta. Del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) se registra-
ron 48.68 por ciento de los casos, es decir 444 repor-
tes de desabasto de medicamentos, el Instituto Mexi-
cano del Seguir Social (IMSS) acumuló 25.11 por
ciento, es decir, 229 de los casos; en tanto que en el Se-
guro Popular se detectaron 15.90 por ciento, es decir
145 de los reportes.

Séptima. En medio de la polémica por la falta de medi-
camentos en algunas instituciones del sector salud, da-
tos de un informe arrojan que el IMSS y el ISSSTE son
donde más personas se quejan de desabasto, pues esca-
sean fármacos para el tratamiento de enfermedades co-
mo el cáncer, VIH, diabetes, hipertensión y dermatitis.

En el ámbito nacional las medicinas y compuestos que
más faltaron en las instituciones médicas públicas son
las que se muestran en la siguiente tabla:

Gaceta Parlamentaria Martes 18 de febrero de 202020



Fuente: https://www.huachicoldemedicinas.org/

Octava. Entre los medicamentos que han mostrado
desabasto, destacan los antirretrovirales, los cuales son
utilizados en la atención de padecimientos relaciona-
dos con el Virus de la Inmunodeficiencia Humana
(VIH/SIDA).

Organizaciones de la sociedad civil y personas enfer-
mas han reportado el desabasto en al menos entidades
federativas como Tabasco, Guanajuato, Tamaulipas,
Puebla y Veracruz. Entre las instituciones que más
quejas han recibido por esta carencia se encuentra el
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado (ISSSTE). Por su parte, el Movi-
miento Nacional por la Lucha contra el Sida denunció
que existen indicios de que la Secretaría de Hacienda

y Crédito Público ha entorpecido o frenado la compra
de medicamentos, en particular los que atienden los
síntomas del VIH.

Novena. Por esta problemática, la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos (CNDH) solicitó medidas
cautelares a favor de los pacientes con VIH, ante el
creciente desabasto de antirretrovirales y las afectacio-
nes a la protección de la salud y vida de las personas
sujetas a tratamiento. El organismo protector de los
derechos humanos, solicitó también revisar los proce-
dimientos administrativos de adquisiciones que impli-
quen el ejercicio de recursos públicos.

Undécima. El Presidente de México, Andrés Manuel
López Obrador, ha asegurado que con la creación del
Instituto de Salud para el Bienestar (Insabi), en lugar
del Seguro Popular, se busca mejorar el acceso a la sa-
lud de los mexicanos, con atención y medicamentos
gratuitos; sin embargo, la oposición ha cuestionado si
el Insabi cuenta con el presupuesto necesario para
cumplir sus objetivos. Ante los reclamos por falta de
medicina, el mandatario ha acusado que en el pasado
predominó la corrupción, incluso en la compra de me-
dicina, por lo que ahora ha enfrentado resistencias pa-
ra cambiar ese esquema y hacer adquisiciones adecua-
das de medicamentos.

Duodécima. Por lo que hace a nuestro marco jurídico
y de conformidad con la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal se establece en su artícu-
lo 39 las atribuciones de la Secretaría de Salud dentro
de las cuales y para el caso que nos ocupa le corres-
ponde elaborar y conducir la política nacional en ma-
teria de asistencia social, servicios médicos, servicios
médicos gratuitos universales y salubridad general,
con excepción de lo relativo al saneamiento del am-
biente; y coordinar los programas de servicios a la sa-
lud de la administración pública federal, así como los
agrupamientos por funciones y programas afines que,
en su caso, se determinen.

Por su parte en el artículo 31 de la ley anteriormente
citada, se establecen las facultades de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público las cuales le corresponde
entre otras: proyectar y calcular los ingresos de la fe-
deración y de las entidades paraestatales, consideran-
do las necesidades del gasto público federal, la utiliza-
ción razonable del crédito público y la sanidad
financiera de la administración pública federal.
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Por lo que además de lo anteriormente mencionado es-
tá claro que nuestro estado de derecho, señala clara-
mente la responsabilidad del gobierno federal a través
de las secretarías de mérito y las facultades de éstas
para garantizar el derecho de acceso a la salud de toda
la población mexicana.

En esta tesitura es claro que el problema del desabas-
to así como la compra y distribución de medicamentos
debe ser atendido con prontitud, eficacia y técnica, de
lo contario no se estaría cumpliendo con el propio tex-
to constitucional, de igual forma se estaría dejando en
un estado de indefensión a las personas que por algu-
na razón necesitan este tipo de medicamentos, debe
quedar claro que en la salud no se puede permitir nin-
gún tipo de improvisación u ocurrencia gubernamental
toda vez que es la propia vida la que se pone en riesgo
con estas actuaciones por parte del ejecutivo, por ello
y a través del presente documento solicitamos la pron-
ta intervención del gobierno federal.

Por lo anteriormente expuesto sometemos a considera-
ción de esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al gobierno federal para que, a tra-
vés de la Secretarías de Salud y de Hacienda y Crédi-
to Público, garantice la adquisición, abasto y distribu-
ción de medicamentos, a fin de garantizar el acceso al
derecho a la salud para toda la población mexicana.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2019.

Diputado Carlos Alberto Morales Vázquez (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL GOBIERNO

Y EL PODER JUDICIAL DE SINALOA, ASÍ COMO A LA STPS,
A INVESTIGAR LO OCURRIDO CON LA EXTINTA EMPRESA

DEL INGENIO AZUCARERO DE LOS MOCHIS Y DAR SEGUI-
MIENTO A LA SITUACIÓN DE LOS EX TRABAJADORES, SUS-
CRITA POR LAS DIPUTADAS TATIANA CLOUTHIER CARRI-
LLO Y MERARY VILLEGAS SÁNCHEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Las que suscriben, diputadas federales Tatiana Clou-
thier Carrillo y Merary Villegas Sánchez, integrantes
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 6, fracción I, 79, numeral 1, 158, fracción VII, y
demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someten a consideración de esta honorable
asamblea, la presentación con punto de acuerdo de ur-
gente y obvia resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Desde el año 2014 hasta el cierre de la Compañía Azu-
carera de Los Mochis hubo indicios de simulación de
transacciones y de compraventa de insumos que ter-
minaron por afectar a obreros y ejidatarios que se en-
contraban relacionados con la cadena productiva de la
azucarera, y que entre el mayor presunto fraude que se
ha investigado es el pago de embarques de azúcar que
la compañía no se encontraba en condiciones de refi-
nar, por lo que la entrega del producto nunca se llegó
a concluir.

En el 2015 el ingenio azucarero de Los Mochis cerró
después de décadas de ser una de las empresas emble-
máticas de la ciudad de Los Mochis en Sinaloa. El cie-
rre de esta factoría provoco que cientos de trabajado-
res se quedaran sin empleo y que, hasta ahora, no han
recibido ninguna compensación por su despido.

De acuerdo al expediente 6983 de la Junta Local de
Conciliación y Arbitraje del Estado de Sinaloa se re-
quirió el pago de 157 millones de pesos en compensa-
ción a los extrabajadadores del ingenio que, señalaron
los obreros, lo cual resulta notablemente insuficiente
como compensación.

Las autoridades locales y estatales del estado de Sina-
loa durante el periodo 2011-2016 fueron omisas al no
prevenir el desmantelamiento de la empresa que fue
emblemática de la industria del estado.
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En mayo de 2018 el Juzgado de Primera Instancia de
Control y Enjuiciamiento Penal Región Norte emitió
una orden de aprehensión en contra de los propietarios
de la compañía azucarera de Los Mochis por el pre-
sunto delito de fraude y que este proceso aún se en-
cuentra abierto en el poder judicial.

El proceso judicial hasta ahora se ha limitado a inves-
tigar las responsabilidades únicamente de particulares
sin investigar a fondo la presunta responsabilidad de
exfuncionarios que tenían a su cargo el gobierno del
estado durante el cierre de la empresa.

Por lo antes fundado y expuesto, nos permitimos so-
meter a consideración de esta soberanía, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta con pleno respeto a la autonomía
del estado de Sinaloa al ejecutivo local a investigar la
presunta participación de funcionarios del periodo
2011-2016 en los fraudes que devinieron en el cierre
de la Compañía Azucarera de Los Mochis.

Segundo. Se exhorta con pleno respeto a la autonomía
del estado de Sinaloa a la Auditoria Superior del Esta-
do de Sinaloa a investigar la presunta participación de
los funcionarios de la administración 2011-2016 en los
fraudes que devinieron en el cierre de la Compañía
Azucarera de Los Mochis.

Tercero. Se exhorta respetuosamente al Poder Judicial
del estado de Sinaloa a dar certeza y celeridad al pro-
ceso que actualmente se encuentra abierto en contra de
los dueños de la Compañía Azucarera de Los Mochis.

Cuarto. Se exhorta a Secretaría del Trabajo y Previ-
sión social a dar seguimiento a la indemnización de los
ex trabajadores (as) de la Compañía Azucarera de Los
Mochis para que resuelva con prontitud las afectacio-
nes que provoco sobre estos al cierre de la compañía.

Dado en el Palacio Legislativo, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputadas: Tatiana Clouthier Carrillo y Merary Villegas Sánchez

(rúbricas)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA

SSA Y LA SEP A REALIZAR CAMPAÑAS PERMANENTES PA-
RA ATENDER, DETECTAR Y DAR EL DEBIDO TRATAMIENTO

A TRASTORNOS MENTALES DE NIÑOS Y ADOLESCENTES DE

TODO EL PAÍS A FIN DE QUE MANTENGAN UNA SALUD

MENTAL ÓPTIMA, A CARGO DE LA DIPUTADA MARTHA ELI-
SA GONZÁLEZ ESTRADA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

Martha Elisa González Estrada, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo dispuesto en el numeral 1, fracción I, del
artículo 6, y el artículo 79, numerales 1, fracción II, y
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta asamblea proposición con pun-
to de acuerdo, conforme a las siguientes

Consideraciones

La Organización Mundial de la Salud indica que la sa-
lud mental abarca una amplia gama de actividades di-
recta o indirectamente relacionadas con el componen-
te de bienestar mental incluido en la definición que
ella misma da: “un estado de completo bienestar físi-
co, mental y social, y no solamente la ausencia de
afecciones o enfermedades”.

La cual está relacionada con la promoción del bienes-
tar, la prevención de trastornos mentales y el trata-
miento y rehabilitación de las personas afectadas por
dichos trastornos.

La prevención debe de ser el elemento más importan-
te para poder prevenir y, en su caso, atender a niños y
jóvenes en nuestro país, por lo que es necesario estar
al tanto de los primeros signos de los trastornos men-
tales.

Un trastorno mental o del comportamiento se caracte-
riza por una perturbación de la actividad intelectual, el
estado de ánimo o el comportamiento que no se ajusta
a las creencias y las normas culturales. En la mayoría
de los casos, los síntomas van acompañados de angus-
tia e interferencia con las funciones personales.

Los trastornos mentales producen síntomas que son
observables para la persona afectada o las personas de
su entorno.
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Entre ellos pueden figurar:

• Síntomas físicos (dolores, trastornos del sueño).

• Síntomas afectivos (tristeza, miedo, ansiedad).

• Síntomas cognitivos (dificultad para pensar con
claridad, creencias anormales, alteraciones de la
memoria).

• Síntomas del comportamiento (conducta agresiva,
incapacidad para realizar las tareas corrientes de la
vida diaria, abuso de sustancias).

• Alteraciones perceptivas (percepción visual o au-
ditiva de cosas que otras personas no ven u oyen).

Los signos precoces específicos varían de un trastorno
mental a otro. Las personas que presentan uno o varios
de los síntomas enumerados deben consultar a un pro-
fesional si esos síntomas persisten, provocan un sufri-
miento importante o interfieren con las tareas cotidia-
nas.

La depresión, el abuso de sustancias, la esquizofrenia,
el retraso mental, el autismo en la infancia y la de-
mencia son ejemplos de trastornos mentales.

Pueden aparecer en varones y mujeres de cualquier
edad y en cualquier raza o grupo étnico. Aunque no se
conocen perfectamente las causas de muchos trastor-
nos mentales, se cree que dependen de una combina-
ción de factores biológicos, psicológicos y sociales,
como sucesos estresantes, problemas familiares, enfer-
medades cerebrales, trastornos hereditarios o genéti-
cos y problemas médicos.

En la mayoría de los casos, los trastornos mentales
pueden diagnosticarse y tratarse eficazmente.

Tenemos la equivoca creencia que en la infancia y la
adolescencia son etapas libres de preocupaciones, has-
ta 20 por ciento de los niños y adolescentes tienen uno
o más trastornos mentales diagnosticables. La mayoría
de estos trastornos pueden considerarse una exagera-
ción o distorsiones de conductas y emociones norma-
les.

Al igual que los adultos, los niños y adolescentes tie-
nen distintos temperamentos. Algunos son tímidos y

retraídos; otros son socialmente eufóricos. Algunos
son metódicos y precavidos; otros, impulsivos y des-
cuidados. Lo que determina si un niño se comporta co-
mo un niño típico o presenta un trastorno es la presen-
cia de alteraciones y el grado de angustia relacionado
con los síntomas. Por ejemplo, una niña de 12 años
puede estar atemorizada por la perspectiva de presen-
tar el informe de un libro delante de sus compañeros.
Este temor se consideraría un trastorno de ansiedad so-
cial si fuera lo suficientemente intenso para causar an-
gustia y evitación significativas.

Hay mucha superposición entre los síntomas de mu-
chos trastornos y las conductas y las emociones de ni-
ños normales. Por consiguiente, muchas estrategias
útiles para manejar problemas conductuales en los ni-
ños también pueden aplicarse en aquellos que tienen
trastornos mentales. Además, el tratamiento apropiado
de los problemas conductuales de la infancia puede
disminuir el riesgo de que los niños con temperamen-
tos vulnerables evolucionen a un trastorno florido.

Además, el tratamiento eficaz de algunos trastornos
durante la infancia puede reducir el riesgo de trastor-
nos del estado de ánimo en el futuro.

Los trastornos mentales más comunes de la infancia
y la adolescencia caen dentro de las siguientes catego-
rías:

• Trastornos de ansiedad

• Trastornos relacionados con el estrés

• Trastornos del estado de ánimo

• Trastorno obsesivo compulsivo

• Trastornos por comportamientos disruptivos,

• Trastorno de conducta y

• Trastorno desafiante por oposición

La esquizofrenia y los trastornos relacionados son mu-
cho menos frecuentes.

Sin embargo, con más frecuencia que no, los niños y
adolescentes presentan síntomas y problemas que atra-
viesan límites diagnósticos. Por ejemplo, 25 por cien-
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to de los niños con TDAH también tienen un trastorno
de ansiedad, y 25 por ciento cumple con los criterios
para un trastorno del estado de ánimo.

La evaluación de las manifestaciones o síntomas men-
tales en niños y adolescentes varía con respecto a la de
los adultos de tres maneras importantes:

• El contexto evolutivo es de crucial importancia en
los niños. Conductas que son normales a una edad
temprana pueden indicar un trastorno mental grave
a mayor edad.

• Los niños existen en el contexto de un sistema fa-
miliar, y ese sistema ejerce un profundo efecto so-
bre sus síntomas y conductas; niños normales que
viven en una familia perturbada por violencia do-
méstica y abuso de sustancias pueden parecer, si se
realiza una valoración superficial, afectados por
uno o más trastornos mentales.

• A menudo, los niños no cuentan con la sofistica-
ción cognitiva ni lingüística necesaria para describir
con precisión sus síntomas. Por lo tanto, el médico
debe basarse mucho en la observación directa, co-
rroborada por observaciones de otras personas, co-
mo padres y maestros.

En muchos casos, los problemas del desarrollo y con-
ductuales son difíciles de distinguir de aquellos debi-
dos a un trastorno mental. En estos casos, los estudios
de desarrollo y neuropsicológicos formales deben for-
mar parte del proceso de evaluación.

Debido a estos factores, la evaluación de niños con un
trastorno mental suele ser más compleja que la de
adultos. Sin embargo, la mayoría de los casos no son
graves y pueden ser manejados en forma competente
por un profesional de atención primaria adecuadamen-
te capacitado. En cambio, lo mejor es manejar los ca-
sos dudosos o graves en colaboración con un psiquia-
tra de niños y adolescentes.

La detención y prevención debe de ser la herramienta
más importante para cualquier administración ya que
existen programas y estrategias centrados en la pre-
vención de adicciones y conductas de riesgo, pero se
necesita poner mayor énfasis en la detección, la aten-
ción, el asesoramiento, la terapia y la medicación de
los jóvenes con trastornos del comportamiento, ansie-

dad, depresión y cualquier otro problema de salud
mental.

Es por lo anterior que es importante tener en todo mo-
mento y de manera permanente campañas de preven-
ción y detención en tema de salud mental, que permi-
tan a los padres, tutores y maestros, detectar a tiempo
cuando un niño tenga algún problema en este rubro.

Estas campañas nos ayudan con conocimiento a poder
detectar a tiempo y de manera permanente los trastor-
nos de conducta, condiciones más incisivas y delica-
das que deterioran el funcionamiento escolar y social
de los niños, y con ello ayudarlos de manera oportuna
y eficaz.

Con las campañas ayudaremos a que varios de nues-
tros niñas, niños y adolescentes no lleguen y no tengan
ya trastornos por déficit de atención, que es la incapa-
cidad para prestar atención a una tarea concreta duran-
te un periodo prolongado, inquieto, impulsivo y desor-
ganizado, y luego los casos de ansiedad y depresión
infantiles, y si lo tienen tener los conocimientos y he-
rramientas para detectarlos y no confundirlos con otras
enfermedades.

Con la ayuda de las campañas permanentes poder in-
formar que muchas enfermedades psiquiátricas se de-
ben a alteraciones de los neurotransmisores, sustancias
químicas que sirven para regular funciones mentales,
por lo que el ambiente es únicamente parte del proble-
ma. Los trastornos emocionales o psiquiátricos son
producto de muchos factores que confluyen, y algunos
agentes del medio socioeconómico o familiar servirán
como detonantes o precipitantes de un problema.

Por lo anterior es necesario dar la debida importancia
al desarrollo de los menores, y reflexionar sobre la sa-
lud mental de la familia y es por ello que hoy les pre-
sento este punto de acuerdo:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a las Secretarías de Salud y de Edu-
cación Pública, a realizar campañas permanentes para
atender, detectar y dar el debido tratamiento a trastor-
nos mentales que presenten niñas, niños y adolescen-
tes de todo el país a fin de que mantengan una salud
mental óptima.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 febrero de 2020.

Diputada Martha Elisa González Estrada (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SSA

A EMITIR LA DECLARATORIA DE EMERGENCIA SANITARIA

PARA LA CUENCA LERMA-CHAPALA POR LAS ALTAS CON-
CENTRACIONES DE CONTAMINANTES PRESENTES Y LOS

ELEVADOS Y LETALES RIESGOS QUE PROVOCAN EN LA SA-
LUD DE LA POBLACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA HOR-
TENSIA MARÍA LUISA NOROÑA QUEZADA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRI

La suscrita, diputada federal Hortensia María Luisa
Noroña Quezada integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional de la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de ésta asamblea proposi-
ción con punto de acuerdo para exhortar a la Secreta-
ría de Salud a que, de manera urgente, emita la
declaratoria de emergencia sanitaria para la cuenca
Lerma-Chapala, ante las altas concentraciones de con-
taminantes presentes en la cuenca y los elevados y
mortales riesgos que está generando en la salud de la
población en general; al tenor de las siguientes

Consideraciones

Hoy en día y muy tristemente, nos damos cuenta que
el daño que hemos generado a lo largo del tiempo por
nuestro desinterés, inconciencia y menosprecio tanto a
nuestro planeta como al medio ambiente, es no solo
grave - sino también muy peligrosamente para nuestra
existencia como civilización- se encuentra cerca de lo
irreversible. 

Sin duda alguna, nuestra todavía deliberada y cons-
ciente irresponsabilidad ante los temas de sustentabili-
dad del planeta y todas nuestras actividades en pro del
desarrollo, nos están cobrando ya, la factura. 

Una factura, que estamos pagando no solamente los
seres humanos, sino también e injustamente, todas las
especies tanto de flora y fauna con las que cohabita-
mos y compartimos el planeta. 

Los daños son catastróficos y se miden ya, por un sig-
nificativo número de muertes, de pérdida de vidas de
personas que en muchos casos son niños que no tení-
an ni culpa o mucho menos responsabilidad alguna,
sobre lo que les arrebato su casa, su familia, su entor-
no y finalmente su vida. 

Así como también, hemos perdido de manera perma-
nente vastas regiones de bosques y selvas y hemos ex-
tinguido muchas especies de animales, atentando con-
tra el delicado y muy necesario equilibrio ecológico,
que permite nuestra supervivencia.

La contaminación que generamos, ha ido avanzando
desproporcionadamente y afectando cada vez más es-
pacios y ambientes en nuestro planeta; convertimos en
algo habitual y socialmente aceptado, el contaminar
nuestros mares, ríos, aire, o bien, nuestro espacio coti-
diano. 

Por esa razón, estamos padeciendo las graves e impla-
cables consecuencias, del calentamiento global o el
cambio climático, situaciones que incluso hoy en día,
algunos líderes de un número significativo de nacio-
nes, aun desestiman. 

A pesar de ver y vivir en muchas regiones del mundo
como noticia recurrente, climas extremos, escases de
comida o agua, incrementos considerables e históricos
en el nivel del mar, deshielos, erosión, inundaciones,
sequias, entre otros muchos desastres más.

Y en lo anterior, México no es ni ajeno a las conse-
cuencias, ni tampoco a la responsabilidad del daño he-
cho.

Nuestros niveles registrados de contaminación y de
generación de gases contaminantes son elevados y en
muchos casos inadmisibles para la supervivencia,
nuestros registros de pérdida anual de bosques y selvas
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son sostenidamente elevados, así como también las ta-
sas de extinción de especies, la contaminación de
nuestro medio ambiente, es ya sistemática. 

Y ante todo el panorama anterior y amenazante, segui-
mos sin hacer nada o en el mejor de los casos, actuan-
do tímidamente y algunas veces incluso, bajo simula-
ción y engaño. Basta mencionar que el 30 por ciento
del agua que extraemos de mantos acuíferos, no se ex-
trae de forma sustentable, ni bajo las mínimas normas
de cuidado ambiental.1

Más de la mitad del agua que consumimos, el 60 por
ciento; es obtenida de lagos, ríos o arroyos, y el por-
centaje restante, de fuentes subterráneas, mientras que,
en comparación, únicamente permitimos que el 4.8
por ciento de las filtraciones de lluvia lleguen a nues-
tros mantos acuíferos para reabastecerlos.2

Además, nuestra tasa de recolección de agua pluvial
en zonas tanto urbanas como rurales, es casi nula y de
las más bajas a nivel internacional.3

Por eso tenemos que al menos, 13 millones de perso-
nas en nuestro país padecen desabasto de agua y 3.3
millones de viviendas carecen del servicio básico de
agua potable.4

Ante este panorama, debemos no solo citar lo manda-
tado en el artículo 4º de nuestra Constitución, sino
también y a la par, reafirmar nuestro compromiso por
atenderlo y garantizarlo, “toda persona tiene derecho a
un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar.
El Estado garantizará el respeto a este derecho. El da-
ño y deterioro ambiental generará responsabilidad pa-
ra quien lo provoque en términos de lo dispuesto por
la ley”.5

En esta obligación constitucional, ésta soberanía tiene
corresponsabilidad para hacer que se cumpla, se atien-
da y se garantice. 

En este orden de idea, se hace imprescindible atender
a cabalidad, un problema añejo y emblemático; que
afecta a un cuerpo de agua históricamente imprescin-
dible para nuestro país, la cuenca Lerma-Chapala. 

Una cuenca de agua conformada por 19 subcuencas,
valiosa en materia de biodiversidad, así como en lo
que respecta al suministro y disposición de agua para

al menos 5 estados de nuestra república y su pobla-
ción.6

Que suministra agua, a un sinnúmero de casas, escue-
las, cultivos y a la población de los estados de Jalisco,
Guanajuato, Michoacán, Estado de México y Queréta-
ro, a poco más de 204 municipios, se ven directamen-
te beneficiados con la generosidad que esta cuenca.7

Que nace con el río Lerma, en el estado de México do-
tado de agua limpia y cristalina emergida de manan-
tiales y que tras un recorrido de poco más de 700 kiló-
metros, desemboca en el Lago de Chapala en Jalisco.8

No obstante, y a pesar de su importancia, a lo largo de
sus 700 kilómetros que la conforman, ésta valiosa
fuente de agua es sobreexplotada y también peligrosa-
mente contaminada por nuestra rapiña, inconciencia y
voracidad que apela al pretexto de la satisfacción de
nuestras necesidades y exigencias de nuestro desarro-
llo. 

El problema actualmente no es menor, se tiene el re-
gistro de que al menos son 7 mil las empresas que vier-
ten sus desechos en las aguas de esta cuenca,9 residuos
altamente contaminantes, cargados de químicos, des-
echos orgánicos y metales pesados que convierten el
agua en altamente peligrosa y no apta ni para el con-
sumo ni para el riego.

Agua cargada de metales pesados, algunos de ellos de
acuerdo a agencias internacionales en la materia, cata-
logados como de muy alto riesgo para la salud, así co-
mo también con presencia de diversos componentes
tanto volátiles como semi volatiles calificados también
como potencialmente cancerígenos para el ser huma-
no.10

Líquido que a pesar de la clasificación anterior y dada
su indispensabilidad, es todavía utilizada tanto para
consumo humano, riego o incluso recreación, todo ello
a pesar de las fatales consecuencias en la salud de
quienes directa o indirectamente la consumen o la uti-
lizan.

Ya sea, desde problemas dermatológicos por contacto
directo, hasta intoxicaciones o enfermedades gastroin-
testinales por su consumo, e incluso por comer ali-
mentos provenientes de cultivos regados por sus
aguas; o bien, en algunas regiones de Jalisco se tiene
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ya el registro de casos lamentables de cáncer desarro-
llado como consecuencia del elevado nivel de conta-
minación que presenta el agua.

Esta situación alarmante, se ha desestimado y tímida-
mente se ha intentado rectificar, pero el daño es tan
grande que las poco más de 50 plantas tratadoras de
agua que Conagua reporta en operación a lo largo de
la cuenca para coadyuvar en contra la contaminación
que la afecta, son suficientes.11

Por ese motivo, la cuenca Lerma-Chapala en nuestro
país, es una de las cuencas de las más extensas, pero
también de las más contaminadas en nuestro país.

Ante este panorama y consciente del riesgo para la po-
blación de 5 estados de la República, incluido mi esta-
do Jalisco, presenté a principios del año pasado 2019,
un punto de acuerdo que permitiera a ésta soberanía y
quienes la integramos, asumir la responsabilidad que
nos corresponde en la solución a este problema.

Solicité la creación de una Comisión Especial en la
Cámara de Diputados para la cuenca Lerma–Chapala,
que garantice nuestra participación en su rescate, sa-
neamiento y en la asignación de recursos e inversión
en infraestructura que le devuelva lo que le hemos
arrebatado.

Una Comisión Especial que coadyuve en la construc-
ción de planes de manejo integral, en la asignación de
recursos suficientes en los Presupuestos de Egresos de
la Federación y que refuerce la norma para su protec-
ción y cuidado.

Desafortunadamente, esta solicitud fue ignorada y
desestimada, la austeridad aplicada que es fachada de
simulación de la ausencia de inversión para temas ur-
gentes y sensibles como el que padece la cuenca y la
población de 5 estados, se impuso y negó la creación
de esta importante y requerida Comisión Especial.

Si lo anterior no fuera suficiente, de manera muy in-
sensible, en el presupuesto de egresos para el año 2020,
se destinaron solamente 28 millones de pesos, para la
atención de la problemática existente en éste cuerpo de
agua de más de 700 kilómetros de extensión.12

Recorte presupuestario inédito a pesar de que hace 2
años, el Consejo de la cuenca Lerma-Chapala advertía

que su saneamiento era impostergable y debería de ser
integral, multianual de al menos 6 años y que costaría
cerca de 3 mil millones de pesos.13

Ignorando además y como clara muestra de desestimo
por parte del Gobierno Federal a pronunciamientos y
recursos internacionales que al respecto desde el año
2019, se han vertido en la materia. 

Más específicamente una solicitud de medidas caute-
lares en favor de los pobladores de las zonas aledañas
al Río Santiago en los municipios de Juanacatlán y El
Salto en Jalisco, así como también de los pobladores
de las localidades de San Pedro Itzicán, Agua Calien-
te, Chalpucote y Mezcala en el municipio de Ponci-
tlán; interpuesta desde el 18 de julio del 2019 ante la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.14

Recurso internacional que finalmente el 5 de febrero
de este año 2020, se resolvió a favor de los pobladores
de esas regiones ante el cabal cumplimiento de los re-
quisitos de gravedad, urgencia e irreparabilidad conte-
nidos en el artículo 25 del Reglamento de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos;15 y, dio pauta a
su Resolución 7/2020 y Medida Cautelar No. 708-19
que de manera vinculante solicita a nuestro país lo si-
guiente: 

“adopte las medidas necesarias para preservar la vi-
da, integridad personal y salud los pobladores de las
zonas hasta 5 kilómetros del Río Santiago en los
municipios de Juanacatlán y El Salto, así como los
pobladores de las localidades de San Pedro Itzicán,
Agua Caliente, Chalpicote y Mezcala en el munici-
pio de Poncitlán, Estado de Jalisco, señalados en la
solicitud. En particular, que el Estado adopte las
medidas pertinentes para brindar un diagnóstico
médico especializado para las personas beneficia-
rias, teniendo en cuenta la alegada contaminación,
proporcionándoles asimismo una atención médica
adecuada en condiciones de disponibilidad, accesi-
bilidad, aceptabilidad y calidad, conforme a los es-
tándares internacionales aplicables; 

a) concierte las medidas a implementarse con los
beneficiarios y sus representantes; y 

b) informe sobre las medidas adoptadas para miti-
gar las fuentes de riesgo alegadas.”16

Gaceta Parlamentaria Martes 18 de febrero de 202028



No obstante, y a pesar de lo anterior, que sin duda al-
guna sienta un importante y significativo precedente
respecto a la urgencia y la obligación que se tiene en
materia del rescate impostergable y perentorio de la
cuenca Lerma-Chapala; no podemos rendirnos. 

Debemos ser insistentes en esta problemática que
afecta a generaciones actuales, y atenta peligrosamen-
te a generaciones futuras. 

Requerimos el cuidado, preservación, protección, sa-
neamiento recuperación de la cuenca Lerma-Chapala. 

Necesitamos levantar la mano y la voz, las veces que
sea necesario para hacer ver no solo la gravedad por la
que está atravesando la cuenca Lerma –Chapala y la
población de al menos 5 estados de la República, por
la elevada y mortal contaminación que registra; sino
también la urgente necesidad por atenderla. 

Y en este esfuerzo, es necesario que utilicemos cual-
quier herramienta que nos sirva en el propósito como
la estipulada en los artículos 181, 182, 183 y 184 de la
Ley General de Salud, la declaratoria de emergencia
sanitaria, que dice lo siguiente:

“Artículo 181. En caso de epidemia de carácter
grave, peligro de invasión de enfermedades trans-
misibles, situaciones de emergencia o catástrofe
que afecten al país, la Secretaría de Salud dictará
inmediatamente las medidas indispensables para
prevenir y combatir los daños a la salud, a reserva
de que tales medidas sean después sancionadas por
el Presidente de la República.

Artículo 182. En caso de emergencia causada por
deterioro súbito del ambiente que ponga en peligro
inminente a la población, la Secretaría de Salud
adoptará las medidas de prevención y control indis-
pensable para la protección de la salud; sin perjui-
cio de la intervención que corresponda al Consejo
de Salubridad General y a la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales.

Artículo 183. En los casos que se refieren los artí-
culos anteriores, el Ejecutivo Federal podrá decla-
rar, mediante decreto, la región o regiones amena-
zadas que quedan sujetas, durante el tiempo
necesario, a la acción extraordinaria en materia de
salubridad general.

Cuando hubieren desaparecido las causas que ha-
yan originado la declaración de quedar sujeta una
región a la acción extraordinaria en materia de salu-
bridad general, el Ejecutivo Federal expedirá un de-
creto que declare terminada dicha acción.

Artículo 184. La acción extraordinaria en materia
de salubridad general será ejercida por la Secretaría
de Salud, la que deberá integrar y mantener perma-
nentemente capacitadas y actualizadas brigadas es-
peciales que actuarán bajo su dirección y responsa-
bilidad y tendrán las atribuciones siguientes:

I. Encomendar a las autoridades federales, estatales
y municipales, así como a los profesionales, técni-
cos y auxiliares de las disciplinas para la salud, el
desempeño de las actividades que estime necesarias
y obtener para ese fin la participación de los parti-
culares;

II. Dictar medidas sanitarias relacionadas con reu-
niones de personas, entrada y salida de ellas en las
poblaciones y con los regímenes higiénicos espe-
ciales que deban implantarse, según el caso;

III. Regular el tránsito terrestre, marítimo y aéreo,
así como disponer libremente de todos los medios
de transporte de propiedad del estado y de servicio
público, cualquiera que sea el régimen legal a que
estén sujetos éstos últimos:

IV. Utilizar libre y prioritariamente los servicios te-
lefónicos, telegráficos y de correos, así como las
transmisiones de radio y televisión, y

V. Las demás que determine la propia Secretaría.”17

Como se afirmó anteriormente, ante los elevados y
peligrosos niveles de contaminación de la cuenca
Lerma-Chapala, que afecta directamente a la pobla-
ción de al menos 5 estados de la República y de ma-
nera indirecta un número incalculable de personas
por su agua cargada de metales pesados, algunos de
ellos de acuerdo a agencias internacionales en la ma-
teria, catalogados como de muy alto riesgo para la sa-
lud, así como también con presencia de diversos
componentes tanto volátiles como semi-volatiles ca-
lificados también como potencialmente cancerígenos
para el ser humano.18
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Es imprescindible, urgente y necesario que el Gobier-
no Federal a través de la Secretaria de Salud, emita a
la brevedad una declaratoria de emergencia sanitaria
para la cuenca Lerma-Chapala, una declaratoria que
rescate a este cuerpo de agua y que proteja también la
vida de millones de personas que de manera directa e
indirecta están siendo afectadas por sus niveles de
contaminación.

Esta solicitud, no puede ser postergada, hacerlo así se-
ría evadir una responsabilidad de seguridad nacional y
sentenciar con ello, el futuro de muchas generaciones
más.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la conside-
ración del pleno de esta honorable Cámara de Diputa-
dos el siguiente

Punto de Acuerdo

Artículo Único. Se exhorta a la Secretaria de Salud a
que de manera urgente, emita la Declaratoria de Emer-
gencia Sanitaria para la cuenca Lerma-Chapala, ante
las altas concentraciones de contaminantes presentes
en la cuenca y los elevados y mortales riesgos que es-
tá generando en la salud de la población en general.

Notas

1 Estadísticas del Agua. Conagua.

2 Estadísticas del Agua. Conagua.

3 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente.

PNUMA

4 Censo de Población y Vivienda. INEGI.

5 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artícu-

lo 4º.

6 Conagua.

7 Conagua.

8 Conagua.

9 Conagua.

10 Agencia Internacional para la Investigación del Cáncer. (IARC) 

11 Conagua.

12 Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal

del año 2020 

13 Consejo de la cuenca Lerma-Chapala. 2018.

14 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Resolución

7/2020. Medida Cautelar No. 708-19

15 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Resolución

7/2020. Medida Cautelar No. 708-19

16 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Resolución

7/2020. Medida Cautelar No. 708-19

17 Ley General de Salud. Texto vigente.

18 Agencia Internacional para la Investigación del Cáncer. (IARC)

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a los 18 días del mes de febrero del
2020.

Diputada Hortensia María Luisa Noroña Quezada
(rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SCT,
Y LAS DIRECCIONES GENERALES DE LOS CANALES DEL

CONGRESO Y JUDICIAL A INSTAURAR ACCIONES PARA GA-
RANTIZAR A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL

LA ACCESIBILIDAD A LOS CONTENIDOS TRANSMITIDOS, A

CARGO DE LA DIPUTADA OLGA JULIANA ELIZONDO GUE-
RRA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

Quien suscribe, diputada Olga Juliana Elizondo
Guerra, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, de la LXIV Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
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tículos 6, numeral 1, fracción 1, así como el artículo 79
del Reglamento de Cámara de Diputados y, demás dis-
posiciones aplicables, somete a consideración de esta
soberanía, la presente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de las siguientes.

Consideraciones

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud
(OMS), “la discapacidad es cualquier restricción o im-
pedimento de la capacidad de realizar una actividad en
la forma o dentro de los márgenes que se considera
normal para el ser humano. Se caracteriza por excesos
o insuficiencias en el desempeño de una actividad ru-
tinaria normal, los cuales pueden ser temporales o per-
manentes, sobre todo psicológicos, deficiencias físi-
cas, sensoriales o anatómicas”.1

Las personas con discapacidad visual, forman parte de
los grupos con mayor índice de marginación en el
mundo, siendo este, el sector que presenta los mayores
rezagos en salud, educación y economía, registrando
las tasas con mayor pobreza en comparación con per-
sonas sin discapacidad.

La ausencia de visión total o parcial es una discapaci-
dad que se puede presentar desde la concepción debi-
do a problemas genéticos o de manera adquirida du-
rante el desarrollo de la vida a causa del deterioro del
órgano óptico, enfermedades crónicas degenerativas,
discapacidad motriz o sensorial, entre otros factores.

Las principales causas de ceguera crónica son las ca-
taratas, el glaucoma, la degeneración macular relacio-
nada con la edad, las opacidades corneales, la retino-
patía diabética, el tracoma y las afecciones oculares
infantiles, la ceguera relacionada con la edad y la dia-
betes no controlada que se encuentra, desafortunada-
mente, en aumento exponencial en nuestro país.

Las personas que padecen ceguera sufren serias afec-
taciones en su conducta adaptativa, así como, en la
forma de relacionarse con su entorno, lo que les impi-
de desarrollarse integralmente y alcanzar una mejor
calidad de vida y bienestar.

Se estima que, en todo el mundo existen entre 40 y 45
millones de personas ciegas y 135 millones con baja
visión, según la OMS y el Organismo Internacional de
Prevención de la Ceguera. 

De acuerdo con el informe “La Discapacidad en Mé-
xico”, datos al 2014, elaborado por el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (Inegi), en el país hay 7
millones 751 mil 677 personas discapacitadas, lo que
aproximadamente corresponde al 6.6 por ciento de la
población. Conforme a los últimos datos del Inegi, so-
bre la población total según la condición de limitación
en la actividad, existen aproximadamente un millón
trescientas mil personas que no ven.

Por su parte, la Secretaría de Salud en sus informes ha
señalado que, el 1.4 por ciento de la población mexi-
cana (1.7 millones de personas) cuentan con ceguera
en México y se posiciona como la segunda causa de
discapacidad en el país después de los problemas mo-
trices.

Es fundamental señalar que, tal y como lo han señala-
do diversas organizaciones de la sociedad civil y me-
dios de comunicación, “…diez años de la entrada en
vigor de la Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad en México, el gobierno fede-
ral sigue sin contar con un registro nacional para saber
con precisión cuántas hay por tipo de discapacidad,
conocer la magnitud de la problemática e impulsar po-
líticas públicas para su integración efectiva a la socie-
dad…”.2

La actual administración ha manifestado un claro
compromiso con las personas con discapacidad, prue-
ba de ello, son las políticas públicas y los programas
que ha instrumentado, así como el presupuesto asigna-
do para que directamente lleguen los recursos a manos
de las y los beneficiados; no obstante, es necesario re-
alizar esfuerzos adicionales desde los diferentes ámbi-
tos de la esfera pública, así como desde los sectores
social y privado, a efecto de asegurar a las personas
con discapacidad, su plena inclusión a la sociedad en
un marco de respeto, igualdad y equiparación de opor-
tunidades.

En este sentido, es de enfatizar que las personas con
discapacidad constituyen el sector más vulnerable de
la población, el cual ha sido invisibilizado y excluido
por décadas. Dentro de este sector, las personas con
discapacidad visual, padecen una vulnerabilidad extre-
ma, de ahí que la presente proposición.

Con la finalidad de dotar de fortalecer la presente pro-
puesta se realiza a continuación un breve análisis del
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marco jurídico en la materia, a efecto de impulsar las
acciones conducentes.

I. Marco Jurídico Internacional.

La convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad aprobada el 13 de diciembre de 2006 por
la Organización de las Naciones Unidas (ONU), con
sede en Nueva York, suscrita por México y ratificada
por el Senado de la República en 2007,3 centra entre
sus propósitos: promover, proteger y asegurar el pleno
goce de condiciones e igualdad de todos los derechos
humanos y libertades fundamentales por las personas
con discapacidad, y promover el respeto a la dignidad
inherente. Destaca que en su artículo 9 establece que:

“…A fin de que las personas con discapacidad puedan
vivir en forma independiente y participar plenamente
en todos los aspectos de la vida, los Estados Partes
adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso
de las personas con discapacidad, en igualdad de con-
diciones con las demás, al entorno físico, el transpor-
te, la información y las comunicaciones, incluidos los
sistemas y las tecnologías de la información y las co-
municaciones, y a otros servicios e instalaciones abier-
tos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas
como rurales. Estas medidas, que incluirán la identifi-
cación y eliminación de obstáculos y barreras de acce-
so, se aplicarán, entre otras cosas, a:

Además, en el artículo 21 ordena que:

“Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
pertinentes para que las personas con discapacidad
puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión
y opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y
facilitar información e ideas en igualdad de condi-
ciones con las demás y mediante cualquier forma de
comunicación que elijan con arreglo a la definición
del artículo 2 de la presente Convención, entre
ellas:

a) Facilitar a las personas con discapacidad infor-
mación dirigida al público en general, de manera
oportuna y sin costo adicional, en formatos accesi-
bles y con las tecnologías adecuadas a los diferen-
tes tipos de discapacidad.

b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de
señas, el Braille, los modos, y formatos aumentati-

vos y alternativos de comunicación y todos los de-
más modos, medios y formatos de comunicación
accesibles que elijan las personas con discapacidad
en sus relaciones oficiales; 

c) Alentar a las entidades privadas que presten ser-
vicios al público en general, incluso mediante Inter-
net, a que proporcionen información y servicios en
formatos que las personas con discapacidad puedan
utilizar y a los que tengan acceso; 

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos
los que suministran información a través de Inter-
net, a que hagan que sus servicios sean accesibles
para las personas con discapacidad; 

e) Reconocer y promover la utilización de lenguas
de señas.”

En el artículo 24 de dicho ordenamiento internacional,
respecto a la educación se prevé la obligación de los
Estados a velar por las personas con discapacidad pa-
ra que cuenten con acceso a condiciones de igualdad,
a una educación inclusiva y a un proceso de aprendi-
zaje durante toda la vida, que incluya el acceso a ins-
trucciones de enseñanza o de medios alternativos de
aprendizaje.

Lo anterior comprende facilitar el acceso a medios de
comunicación alternativos que coadyuven en el apren-
dizaje, comunicación, desarrollo e inclusión, realizan-
do los ajustes razonables, ya que conforme el artículo
2 de la multicitada Convención, “la “comunicación”
incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el
Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dis-
positivos multimedia de fácil acceso, así como el len-
guaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje senci-
llo, los medios de voz digitalizada y otros modos,
medios y formatos aumentativos o alternativos de co-
municación, incluida la tecnología de la información y
las comunicaciones de fácil acceso.”

Tal y como se menciona en el blog del gobierno de
México,4 “Nuestro país ha sido, desde un inicio, un ac-
tor muy importante en el tema de la Convención de las
Personas con Discapacidad, misma que entró en vigor,
a nivel mundial, el día 3 de mayo de 2008. Fue en sep-
tiembre de 2001 cuando México propuso a la Asam-
blea General de las Naciones Unidas la elaboración de
una Convención específica para la protección de los
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derechos de las Personas con Discapacidad. En 2002,
189 Estados Parte de la Organización de las Naciones
Unidas participaron en el trabajo del contenido.

Finalmente, el documento se firmó en la ONU el 30 de
marzo del 2007, se aprobó en el Senado de nuestro pa-
ís el 27 de septiembre y se publicó el Decreto de Apro-
bación de la Convención, en el Diario Oficial de la Fe-
deración, el 24 de octubre del mismo año, con lo que
se pudo ratificar por México el 17 de enero de 2008.

La Convención de los Derechos de las Personas con
Discapacidad está, a partir de ese momento, por enci-
ma de todas las leyes de nuestro país, excepto de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos… contiene un Preámbulo, 50 artículos y un Proto-
colo Facultativo; es el primer tratado internacional del
siglo XXI, el octavo sobre derechos humanos y el pri-
mero jurídicamente vinculante (obligatorio) sobre de-
rechos humanos de las personas con discapacidad; es
claramente tributaria del modelo social y señala el vín-
culo entre las barreras sociales, la exclusión y las limi-
taciones al pleno goce o ejercicio de los derechos de
las personas con discapacidad.

Marca el enfoque de los derechos, la igualdad de opor-
tunidades y la no discriminación, y menciona, en el se-
gundo párrafo del artículo 1, que el término “personas
con discapacidad incluye a aquellas que tengan defi-
ciencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales
permanentes que, al interactuar con diversas barreras,
puedan impedir su participación plena y efectiva en la
sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”.

Los principios generales de la Convención son: el res-
peto de la dignidad inherente; la autonomía individual,
incluida la libertad de tomar sus propias decisiones; la
no discriminación; el respeto por la diferencia y la
aceptación de las personas con discapacidad como
parte de la diversidad y la condición humanas; la
igualdad de oportunidades; la accesibilidad; la igual-
dad entre el hombre y la mujer; el respeto a la evolu-
ción de las facultades de niños, niñas y adolescentes
con discapacidad y su derecho a preservar su identi-
dad.

Los países que hemos ratificado la Convención nos
hemos comprometido a adoptar medidas para luchar
contra los estereotipos, los prejuicios, trabajar por la
sensibilización pública, promover percepciones positi-

vas y, en general, trabajar con el concepto de la disca-
pacidad en un marco de derechos a fin de que las per-
sonas con discapacidad en México puedan vivir en
forma independiente y participar plenamente en todos
los aspectos de la vida.

La Convención para los Derechos de las Personas con
Discapacidad es un tratado fundamental, un hito por el
reconocimiento de sus derechos, y, al ser una iniciati-
va mexicana, es un gran reto para nuestro país.

Tanto los gobiernos como la sociedad tenemos un
compromiso importante con las personas con discapa-
cidad, y es por eso que el Consejo Nacional para la In-
clusión y el Desarrollo de las Personas con Discapaci-
dad, Conadis, está realizando un seguimiento puntual
y específico a la difusión y seguimiento de la Conven-
ción, al cumplimiento de las líneas de acción del Pro-
grama Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las
Personas con Discapacidad y la participación de Orga-
nizaciones de la Sociedad Civil que trabajan por y con
Personas con Discapacidad”.

II. Marco Jurídico Nacional

Las políticas públicas de largo aliento en México exi-
gen un diseño estructural que otorgue protección e in-
clusión integral al libre desarrollo de las personas con
discapacidad, lo que significa que las actividades coti-
dianas y esenciales no deben convertirse en obstáculos
y dificultades que impidan el ejercicio pleno de sus de-
rechos, pues ello, implica vulnerar de esta manera las
prerrogativas otorgadas por la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, que la letra dice:

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección,
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esa
Constitución establece.”

En razón de lo anterior, resulta evidente la necesidad
de realizar un trabajo conjunto para establecer las me-
didas razonables, necesarias y adecuadas, a través de
las cuales, se garantice a las personas con discapacidad
el goce de cada uno de sus derechos y libertades en
igualdad de condiciones.
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Bajo esta tesitura, la accesibilidad y la comunicación,
permiten ejercer otros derechos, acceder a nuevas
oportunidades, así como a los beneficios derivados de
la era del conocimiento. Es innegable que los medios
tecnológicos y de comunicación, a través de sus con-
tenidos están en posibilidad de contribuir al proceso
formativo de las personas, propiciando que accedan a
la información en tiempo real y a medios de aprendi-
zaje e inclusión alternativos.

En el contexto antes descrito, es importante recordar
que el artículo 6o. de la ley fundamental establece a la
protección del acceso a la información de todas las
personas.

“Toda persona tiene derecho al libre acceso a infor-
mación plural y oportuna, así como a buscar, recibir
y difundir información e ideas de toda índole por
cualquier medio de expresión.

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tec-
nologías de la información y comunicación, así co-
mo a los servicios de radiodifusión y telecomunica-
ciones, incluido el de banda ancha e internet. Para
tales efectos, el Estado establecerá condiciones de
competencia efectiva en la prestación de dichos ser-
vicios”.

Por su parte, la Ley General para la inclusión de las
Personas con Discapacidad señala entre sus objetivos,
el asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos
y libertades fundamentales de las personas con disca-
pacidad, asegurando una correcta inclusión en la so-
ciedad, procurando proteger sus derechos en el marco
de respeto igualdad y equiparación de oportunidades.

Además, en el artículo 2 el citado ordenamiento defi-
ne la accesibilidad como “las medidas pertinentes pa-
ra asegurar el acceso de las personas con discapacidad,
en igualdad de condiciones con las demás, al entorno
físico, el transporte, la información y las comunicacio-
nes, incluidos los sistemas y las tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones, y a otros servicios e
instalaciones abiertos al público o de uso público, tan-
to en zonas urbanas como rurales”.

En dicha Ley, la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes tiene la obligación de promover los con-
venios necesarios con los concesionarios de los me-
dios de comunicación, con el fin de garantizar el acce-

so de las personas con discapacidad a su contenido, a
saber:

“Artículo 19. La Secretaría de Comunicaciones y
Transportes promoverá el derecho de las personas
con discapacidad, sin discriminación de ningún ti-
po, al acceso al transporte, los sistemas y las tecno-
logías de la información y las comunicaciones, par-
ticularmente aquellas que contribuyan a su
independencia y desarrollo integral.

I a III…

IV. Promover la suscripción de convenios con los
concesionarios de los medios de comunicación, pa-
ra difundir una imagen de las personas con discapa-
cidad que sea compatible con el propósito de ésta
Ley, e incorporar en la programación de los canales
de televisión programas de formación, sensibiliza-
ción y participación de las personas con discapaci-
dad.”

Consideraciones Adicionales

Los avances tecnológicos en nuestros días, sin duda al-
guna, han contribuido a mejorar la calidad de vida de
la población y, en particular, de las personas con dis-
capacidad. La tecnología puesta a su servicio puede
ser un elemento fundamental para impulsar su des-
arrollo integral y propiciar el bienestar. Ejemplo de
ello, es el audio descriptivo implementado en diversas
plataformas de streaming y talkback instalado en
smartphones, smart tv, tabletas y computadoras.

Talkback es el lector de pantalla de la empresa Google,
incluido en los dispositivos Android, esta función emi-
te comentarios por voz con la finalidad de poder usar
el dispositivo sin mirar la pantalla.

De igual manera, el portal de internet del Canal del
Congreso, es de reconocer que cuenta con la más alta
tecnología de vanguardia en inclusión de personas con
discapacidad, al contar con la tecnología de la plata-
forma “Inklusion”,5 la cual cuenta con una actividad
descriptiva de los contenidos que se encuentran en las
pantallas, al seleccionar “discapacidad visual”, la apli-
cación comienza a describir la estructura de la página
y el contenido de la misma, el usuario podrá comuni-
carse sin la necesidad de la utilización de un teclado
especial y de acuerdo al grado de disminución visual
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podrán acceder al zoom de texto y de alto contraste,
esto sin afectar el diseño y contenido original de las
páginas.

Por otro lado, la descripción de audio es una narración
opcional que describe lo que está ocurriendo en la pan-
talla, incluidas las acciones físicas, las expresiones fa-
ciales, el vestuario, las ambientaciones y los cambios
de escena, lo que da una idea mental al público de lo
que está sucediendo en la pantalla, colocándolo en un
contexto de imaginación de que fomentan el desarrollo
funcional de sus conocimientos y aumenta habilidades.

En razón de lo anterior, es necesario promover y pro-
teger los derechos de las personas con discapacidad vi-
sual, fomentando su acceso efectivo a los medios de
comunicación, con lo que podrán además ejercer otros
derechos.

La falta de accesibilidad de las personas con discapa-
cidad a los medios de comunicación, constituye un im-
pedimento para el goce y ejercicio pleno del conjunto
de derechos, libertades y prerrogativas que le son in-
herentes; obstaculiza el establecimiento de la igual-
dad, al tiempo que, perpetúa la discriminación y ex-
clusión.

Por lo antes expuesto y fundado, someto a la conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente propo-
sición con:

Puntos de Acuerdo

Primero. La LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Comunicaciones para que,
con base en sus atribuciones, impulse las acciones ne-
cesarias a fin de garantizar el acceso de las personas
con discapacidad visual a los contenidos trasmitidos
por las diferentes modalidades de televisión, así como
para los sistemas y las tecnologías de la información y
las comunicaciones.

Segundo. La LXIV Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión exhorta respetuosa-
mente al Poder Judicial de la Federación para que in-
cluya en su página de internet y canal de televisión, la
tecnología y mecanismos necesarios, tales como des-
cripción de pantalla y de audio descriptivo respectiva-
mente, sin ser estos limitativos, los cuales, garanticen

la accesibilidad de las personas con discapacidad vi-
sual a sus contenidos.

Tercero. La LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión solicita a la Comisión
Bicamaral del Canal del Congreso de la LXIV Legis-
latura, instrumente las acciones conducentes, a efecto
de que el Canal del Congreso adopte las herramientas
tecnológicas y mecanismos necesarios, tales como
descripción de pantalla y audio descriptivo respectiva-
mente, entre otros, con el objeto de garantizar la acce-
sibilidad de las personas con discapacidad visual a sus
contenidos.

Cuarto. La LXIV Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión exhorta respetuosamen-
te a los Congresos de las entidades federativas para que
incluyan en sus páginas de internet, canales de televi-
sión y los medios de difusión existentes las herramien-
tas tecnológicas y mecanismos necesarios, tales como
descripción de pantalla y de audio descriptivo, entre
otros, con el fin de garantizar la accesibilidad de las
personas con discapacidad visual a sus contenidos.

Notas

1 http://www.diputados.gob.mx/comisiones/grupvul/discap/disca-

paci.htm

2 https://www.animalpolitico.com/2018/05/ni-te-cuento—las-per-

sonas-con-discapacidad-son-inexistentes-para-el-gobierno-mexi-

cano/

3 https://www.gob.mx/conadis/artículos/convención-sobre-los-de-

rechos-de las-personas-con-discapacidad-nueve-anos-de-vigen-

cia?idiom=es

4 https://www.gob.mx/conadis/articulos/la-convencion-de-los-de-

rechos-de-las-personas-con-discapacidad?idiom=es (Consulta el 2

de enero de 2020)

5 https://canaldelcongresovisual.inklusion.incluit.com/accesibili-

dad

Palacio Legislativo de San Lázaro,
18 de febrero 2020.

Diputada Federal Olga Juliana Elizondo Guerra
(rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SE-
MARNAT, Y LOS GOBIERNOS FEDERAL Y DE COAHUILA A

PROMOVER MEDIDAS PARA QUE DEJE DE EXTRAERSE EL

AGUA DEL ÁREA NATURAL PROTEGIDA DE CUATRO CIÉNE-
GAS, A CARGO DEL DIPUTADO JUAN MARTÍN ESPINOZA

CÁRDENAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIEN-
TO CIUDADANO

El suscrito Juan Martín Espinoza Cárdenas, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, de la LXIV Legislatura de este honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, nu-
meral I, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea el
presente punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente,1 en su artículo 3o., fracción II, esta-
blece que

“Áreas naturales protegidas: Las zonas del terri-
torio nacional y aquéllas sobre las que la nación
ejerce su soberanía y jurisdicción, en donde los am-
bientes originales no han sido significativamente al-
terados por la actividad del ser humano o que re-
quieren ser preservadas y restauradas y están
sujetas al régimen previsto en la presente Ley…”.

La Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas
(Conanp) administra actualmente 182 áreas naturales
de carácter federal que representan 90,839,521.55 hec-
táreas.

Cuatro Ciénegas, Coahuila se ubica en la Región Nor-
este y Sierra Madre Oriental del Conanp que tiene una
superficie total de 84,347.47 hectáreas que fue decla-
rada Área de Protección de Flora y Fauna el 7 de no-
viembre de 1994.2

En la que se encuentran especies endémicas como la
Tortuga Negra de Concha Blanda, Hierba del Escor-
pión, Hierba de Cuatrociénegas, Malva de Pinkava,
Rana de Cascada, Caracol de Cuatro Ciénegas, Mo-
jarra de Cuatro Ciénegas, etcétera; Su tipo de vegeta-
ción es mezquital, pastizal, matorral xerófilo, entre
otros.

Valeria Souza, investigadora de la Universidad Nacio-
nal Autónoma de México (UNAM) enfatizó que el
ecosistema de Cuatro Ciénegas es único en el mundo
ya que en sus pozas ha albergado diversidad biológica
que ha existido durante miles de años pero que se ha
ido deteriorando por la extracción de agua para culti-
vos de alfalfa y para la industria lechera; lo que si no
se detiene se convertirá en un daño irreversible.3

La Comisión Nacional del Agua debe buscar las medi-
das necesarias para que este daño no sea irreparable,
de tal manera que se cierren los canales y abrir pozos
para abastecer a la agricultura fuera de esta área natu-
ral protegida. En el siglo pasado existían 300 pozas pe-
ro que en la actualidad solo prevalecen el 10 por cien-
to. La laguna principal “Churince” está prácticamente
seca y que por varios años se había hecho el llamado a
las autoridades para poder intervenir, pero no se con-
cretó acción alguna.4

Si bien nuestro país es reconocido a nivel internacio-
nal por su gran riqueza en biodiversidad, el Estado de-
be garantizarlo y salvaguardarlo, a través de sus de-
pendencias y asimismo con el apoyo de la entidad de
Coahuila para promover acciones que protejan esta
área natural protegida.

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar
ante esta honorable Cámara de Diputados, la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, al gobierno fe-
deral y al gobierno del estado de Coahuila a promover
las medidas necesarias para que se deje de extraer el
agua del área natural protegida de Cuatro Ciénegas,
para preservar su ecosistema.

A cargo del diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Notas

1 Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-

te, 2018.

2 Conanp, Cuatro Ciénegas, México. 
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https://simec.conanp.gob.mx/ficha.php?anp=151&reg=4

3 La Jornada, Al borde del colapso, el ecosistema de Cuatro Cié-

negas, 2019. 

https://www.jornada.com.mx/ultimas/sociedad/2019/07/29/al-bor-

de-del-colapso-el-ecosistema-de-cuatro-cienegas-coahuila-

2655.html

4 Cfr. La Jornada Maya, Sobreexplotación del agua colapsa el eco-

sistema de Cuatro Ciénegas. 2019. 

https://www.lajornadamaya.mx/2019-07-29/Sobrexplotacion-del-

agua-colapsa-el-ecosistema-de-Cuatro-Cienegas

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los dieciocho días del mes de febrero de 2020.

Diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR AL GO-
BIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO A FORTALECER POR EL

SECRETARIO DE SEGURIDAD LA ESTRATEGIA PARA PREVE-
NIR Y COMBATIR LA TRATA DE PERSONAS EN LA ENTIDAD,
A CARGO DE LA DIPUTADA CAROLINA GARCÍA AGUILAR,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Quien suscribe, diputada federal integrante del Grupo
Parlamentario de Encuentro Social en la LXIV Legis-
latura, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea la
presente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

La trata de personas es definida, de acuerdo al Proto-
colo de Palermo,1 como la “captación, transporte, tras-

lado y recepción de personas mediante amenazas, uso
de la fuerza, rapto, fraude, engaño, abuso de poder o
situación de vulnerabilidad, concesión o recepción de
pagos o beneficios, para obtener el consentimiento de
una persona que tenga autoridad sobre otras con fines
de explotación”.

Dicho fenómeno implica un problema social y delicti-
vo que afecta el tejido social de nuestro país, con ci-
fras que se incrementan año con año, debido a su rela-
ción con otros delitos, lo cual dificulta su persecución
y detección. 

Debido a sus ganancias este delito se ha convertido, en
“el tercer negocio ilícito más lucrativo del mundo” al
generar entre $32,000 y $36,000 millones de dólares,2

sólo por debajo del tráfico de drogas y armas; lo que
ha provocado su explosión a nivel interno y de mane-
ra trasnacional, formando parte un entramado más
complejo del crimen organizado. 

En nuestro país, este acto ilícito aumentó 37.7% hacia
los primeros ocho meses del 2019,3 siendo las niñas y
mujeres el grupo más vulnerable ante este fenómeno,
al representar el 85% de las víctimas, donde el ámbito
sexual implica el 70% de las víctimas totales.4

Los trasgresores encuentran generalmente a sus vícti-
mas en población de por sí vulnerable, con niveles ba-
jos de escolaridad o en analfabetismo, en situación de
pobreza, con trabajos precarios o en desempleo, con
antecedentes de violencia sexual y familiar”5 a quie-
nes que se les dan falsas promesas de empleo, relacio-
nes románticas o extorsión.

Quienes son dañados por trata, son violentadas en su
dignidad y derechos como personas, al ser obligadas a
trabajos forzados y explotación; ejercer la prostitución
y en muchas ocasiones obligadas a realizar actividades
ilegales como asesinatos, vigías, producción, transpor-
te y venta de drogas,6 incapaces de realizar denuncias
por el miedo, la violencia y las amenazas -contra ellos
y sus familiares- a las que son sometidos. 

El reporte de la embajada norteamericana,7 relató la
participación de grupos delictivos organizados en la
trata y la creación de alianzas complejas con funcio-
narios del gobierno federal, estatal y local en al menos
17 de los 32 estados para cometer trata y otros críme-
nes; los tres estados en los que se reportan el mayor
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número de casos son la Ciudad de México, Chihuahua
y el Estado de México. 

De enero a septiembre del 2019, en el Estado de Mé-
xico se registraron 28 carpetas de investigación por el
delito de trata de personas, lo que equivale a 3.1 casos
perpetrados mensualmente según datos del Secretaria-
do Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica (SESNSP).8

De acuerdo a información de la Fiscalía Especializada
de Trata de Personas, de la Fiscalía General de Justicia
del Estado de México (FGJEM), hay registro de casos
de trata en los municipios de Toluca, Cuautitlán Izca-
lli, Naucalpan, Tlalnepantla, Cuautitlán, Nicolás Ro-
mero, Chalco, Texcoco, Ecatepec, Tecámac, Atlaco-
mulco y Zumpango.

Apenas hace dos meses, en noviembre del 2019, se de-
tuvo a Gabriela “N” por su supuesta participación jun-
to a otras personas en la prostitución de mujeres ex-
tranjeras, quienes tenían que dar una cantidad de
dinero a Gabriela “N”, para promover y facilitar su es-
tancia en el hotel Gran Vía en Lerma.9

Acciones como la anteriormente descrita, afectan a la
víctima, así como a su familia y a la sociedad, al tratar
a la persona como objeto que puede ser fácilmente co-
mercializado como mercancía, generando graves afec-
taciones psicológicas al despojar a quien lo padece de
su historia y por lo tanto de su identidad.10

Las víctimas de trata de personas pueden ser capturadas
para distintas actividades, entre ellas: masajes eróticos,
bailes eróticos, pornografía, turismo sexual, llamadas
con contenido sexual, servicio de acompañantes, agri-
cultura, trabajo doméstico, construcción, entre otros.11

De enero a agosto de 2018 se registraron 15 casos de
Trata de Personas en el Estado de México; de los 201
casos registrados a nivel nacional según datos del Se-
cretariado Ejecutivo el Sistema Nacional de Seguridad
Pública, lo que lo posiciona como el cuarto estado en
que más se registró este delito en ese periodo.

Según las cifras de la Incidencia Delictiva del Fuero
Común 2018, la Ciudad de México ocupa el primer lu-
gar como 24 casos registrados de enero a agosto de es-
te año. Le sigue Chiapas con 21, Tlaxcala con 18, el
Estado de México con 15 y Nuevo León con 12.12

En el último año la Fiscalía General de Justicia del Es-
tado de México a través de la Fiscalía Especializada de
Trata de Personas obtuvo 12 sentencias condenatorias
relacionadas con el delito de trata de personas, mismas
que en suma arrojan más de 266 años de prisión, es de-
cir, un promedio de 22.1 años.13

El Código Penal del Estado de México tipifica la trata
de personas en el artículo 268 bis y dispone que co-
mete el delito de trata de personas quien para sí o pa-
ra un tercero induzca, procure, promueva, capte, re-
clute, facilite, traslade, consiga, solicite, ofrezca,
mantenga, entregue o reciba a una persona recurriendo
a la coacción física o moral, a la privación de la liber-
tad, al engaño, al abuso de poder, al aprovechamiento
de una situación de vulnerabilidad o a la entrega de
pagos o beneficios para someterla a cualquier forma
de explotación o para extraer sus órganos, tejidos o sus
componentes. 

La Ley para Prevenir, Atender, Combatir y Erradicar la
Trata de Personas y para La Protección y Asistencia a
las Víctimas en el Estado De México define a la Trata
de Personas como toda acción u omisión dolosa de una
o varias personas para captar, enganchar, transportar,
transferir, retener, entregar, recibir o alojar a una o va-
rias personas con fines de explotación.

De acuerdo con el artículo 10 de la Ley de Trata del
Estado de México, corresponde a la Secretaría de Se-
guridad Ciudadana:

I. Coordinar mecanismos de actuación con las auto-
ridades federales, estatales y municipales, para la
atención y ejecución de inspecciones por denuncia
ciudadana o investigación preventiva en los lugares
o establecimientos donde se tengan indicios de la
posible comisión del delito de trata de personas.

II. Implementar políticas y estrategias para prevenir
y combatir la comisión del delito de trata de perso-
nas.

III. Difundir entre la población los números de los
sistemas de atención de llamadas de emergencia
“066” y de denuncia anónima “089”, para atender
quejas o denuncias sobre la trata de personas.

IV. Generar inteligencia táctica que le permita iden-
tificar modos de operación vinculados con la trata
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de personas, con el fin de combatir y prevenir la
misma.

V. Generar un padrón de los sitios donde se detec-
ten actividades delictivas previstas en esta Ley.

VI. Establecer mecanismos para vigilar y supervisar
los medios de transporte público, a fin de detectar la
comisión del delito de trata de personas.

VII. Desarrollar mecanismos que permitan la
coordinación con instituciones federales, estata-
les y municipales, para la prevención y combate
de los delitos en materia de trata de personas, en
el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica.

VIII. Diseñar y poner en marcha modelos de pro-
tección y asistencia inmediatas a víctimas, ofendi-
dos y testigos, ante la comisión o posible comisión
del delito de trata de personas.

La trata de personas violenta la dignidad y los dere-
chos humanos. Al mismo tiempo, corrompe la liber-
tad y la dignidad de las víctimas, así como su inte-
gridad física y emocional, al igual que su capacidad
de desarrollo. 

Las consecuencias de los delitos de trata de personas
afectan no sólo al individuo que es víctima, sino tam-
bién a la familia y a la sociedad en general. Las afec-
taciones y daños sufridos por las víctimas de trata de
personas obligan al Estado de México a la formulación
de acciones y políticas públicas eficaces e integrales
para combatir este flagelo.

En ese tenor y con el objetivo de cuidar a toda la po-
blación vulnerable ante actos que afectan sus dere-
chos fundamentales, que lastiman y destruyen fami-
lias y que devastan la integridad de la persona con la
presente proposición con punto de acuerdo se propo-
ne exhortar al Gobernador del Estado de México pa-
ra que a través de la Secretaría de Seguridad forta-
lezca la estrategia para prevenir y combatir la
comisión del delito de trata de personas en el Estado
de México.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta honorable Asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con pleno respeto al sistema fede-
ral, exhorta respetuosamente al gobernador del estado
de México para que a través de la Secretaría de Segu-
ridad fortalezca la estrategia para prevenir y combatir
la comisión del delito de trata de personas en el Esta-
do de México.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con pleno respeto al sistema fe-
deral, exhorta respetuosamente al gobernador del esta-
do de México para que, a través del Secretario Gene-
ral de Gobierno, hacer públicos los resultados de los
programas que se han implementado para la preven-
ción y combate del delito de trata de personas en el Es-
tado de México.

Notas

1 Protocolo de Palermo [disponible en línea] https://www.sena-

do.gob.mx/comisiones/trata_personas/docs/trata.pdf 

2 Diagnóstico sobre la situación de la trata de personas en México

[disponible en línea] https://www.senado.gob.mx/comisiones/tra-

ta_personas/docs/Diagnostico_Trata.pdf 

3 El Universal con cifras del SESNSP [en línea] https://www.elu-

niversal.com.mx/nacion/seguridad/delito-de-trata-de-personas-au-

menta-377-en-primeros-8-meses-de-2019 

4 CNDH [en línea] 

https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-

07/DIAGNOSTICO-TDP-2019-RE_0.pdf 

5 Informe anual de actividades CNDH [en línea] 

http://informe.cndh.org.mx/menu.aspx?id=30064 

6 Embajada y Consulado de Estados Unidos [en línea]

https://mx.usembassy.gov/es/our-relationship-es/reportes-oficia-

les/reporte-sobre-trafico-de-personas/ 

7 Ídem 

8 Heraldo http://www.hgrupoeditorial.com/en-edomex-3-1-casos-

de-trata-de-personas-al-mes/
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9 Uno tv [en línea] https://www.unotv.com/noticias/estados/esta-

do-de-mexico/detalle/detienen-a-mujer-que-prostituia-a-extranje-

ras-en-el-estado-de-mexico-107084/ 

10 Biblioteca Jurídica UNAM [en línea] https://archivos.juridi-

cas.unam.mx/www/bjv/libros/9/4242/17.pdf 

11 https://www.milenio.com/opinion/caritina-saenz/parlando/erra-

dicar-la-trata-de-personas-en-edomex

12 https://www.elsoldetoluca.com.mx/local/edomex-cuarto-lugar-

nacional-en-materia-de-trata-de-personas-2182812.html

13 https://www.elsoldetoluca.com.mx/local/edomex-y-su-lucha-

contra-la-trata-de-personas-3964423.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Carolina García Aguilar (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR AL EJECU-
TIVO FEDERAL A IMPLANTAR POR LA SADER Y EL SENASI-
CA CON DISTINTOS GOBIERNOS LOCALES APOYOS, VIGI-
LANCIA Y ACCIONES PARA TRATAR LA VARROASIS EN

FAVOR DE LOS APICULTORES, SUSCRITA POR LA DIPUTADA

MÓNICA ALMEIDA LÓPEZ E INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRD

Con fundamento en la facultad que me otorga la frac-
ción I del artículo 6o., así como el artículo 79 en su in-
ciso 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, los
que suscriben diputada Mónica Almeida López inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática y diputado Eduardo Ron Ramos
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, nos permitimos poner a consideración de
esta asamblea legislativa, la siguiente proposición con

punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral para que a través de la Secretaría de Agricultura
y Desarrollo Rural y el Servicio Nacional de Sanidad,
Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, implementen
apoyos, vigilancia y acciones tendientes al tratamiento
de la varroasis en favor de los apicultores, en coordi-
nación con los estados de Jalisco, Yucatán, Tabasco
Campeche, Chiapas, Guerrero, Quintana Roo, Vera-
cruz y Aguascalientes, con el objeto de preservar la vi-
da de las abejas y fomentar la producción apícola en
México, de acuerdo con las siguientes

Consideraciones

Es de todos conocida la disminución de polinizadores
de todo el país, en donde existen cifras más alarman-
tes en las regiones focalizadas y dedicadas a la pro-
ducción apícola, en donde se integran uno o más fac-
tores de deterioro al medio ambiente que están
afectando a los polinizadores y donde nos encontra-
mos con el infortunio de que no existen acciones con-
cretas de reacción para mejorarlo, es así que actual-
mente en promedio existe una disminución de entre el
40% y 50% de colmenas de abejas domésticas, las
cuales han venido colapsando de manera trágica desde
el año 2012 y la tendencia sigue siendo negativa.

Por otro lado, más del 90% de los frutos y semillas tie-
nen incidencia directa en su producción con los poli-
nizadores, por lo que su disminución afecta al sector
productivo, tan solo en México la CONABIO, señala
que el 80% de las especies de plantas de nuestro país,
depende de un polinizador para su producción.

Por otro lado, investigadores de la UNAM estimaron
que el valor anual de la polinización en México es de
43 mil millones de pesos, ya que la polinización ayu-
da a la reproducción de las plantas que generan oxige-
no suficiente para incrementar el rendimiento de culti-
vos e insumos agropecuarios.

Se tienen identificados diversos factores que están
afectando a los polinizadores entre ellos los pesticidas,
deforestación, quemado, enfermedades, ácaros, cam-
bio climático, entre otros, destacando en ese sentido el
acaro varroa, que es un género de ácaros ectoparásitos,
que infesta y alimenta los fluidos corporales de pupas,
larvas y adultos individuos de abejas género miel Apis,
llevándolos a la muerte y que actúa como garrapata
adhiriéndose al cuerpo de las abejas causándoles heri-
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das, atacando a las crías, chupándoles la hemolinfa,
debilitando a las colmenas y volviéndolas susceptibles
al ataque de cualquier virus o pesticida.

A mayor abundamiento este acaro se trasladó de Asia
hacia España en los años 80 y esparciéndose en prác-
ticamente todo el mundo, en ese sentido actualmente
en prácticamente todos los colmenares tiene presencia,
teniendo una propagación de contagio altísima, misma
que se produce por los siguientes factores:

• Dentro de la colmena: Por contacto directo, las va-
rroas pasan de una abeja a otra y éstas se despren-
den para introducirse en las celdillas con larvas.

• Dentro del colmenar: Por pillaje, cambiando cua-
dros o a través de los zánganos que son acogidos
por otras colmenas.

• De una colmena a otro: A través de los zánganos
que buscan una reina virgen o por enjambres silves-
tres.

• De una zona geográfica a otra: A través de los en-
jambres comerciales y de la trashumancia.

En ese sentido existe la necesidad de realizar acciones
de mejora ya que este problema sumado a la utiliza-
ción de pesticidas neonicotinoides están terminando
con las colmenas y por ende con el sector productivo
apícola.

A mayor abundamiento es preciso señalar que en el
año de 1992, la apicultura nacional se vio afectada por
la presencia de la varroasis poniendo en peligro la ac-
tividad apicultora llegando a hacerla incosteable para
el apicultor, ya que en ese año la industria apícola era
una de las actividades económicas más importantes, y
se tenía un inventario de 2.6 millones de colmenas con
una producción anual que superaba las 62 mil tonela-
das de miel, beneficiando en forma directa o indirecta
a más de 1,200,000 personas, a través de la generación
de empleos, así como del incremento en la producción
agrícola, debido al efecto polinizador y la captación de
divisas por la exportación de miel y cera.

En ese sentido para elevar la producción y mejorar la
condición sanitaria de los productos de origen apícola,
se consideró necesario establecer un control estricto
sobre las poblaciones de colmenas afectadas por el

acaro Varroa, para permitir así que la apicultura pudie-
ra desarrollarse, razón por la cual con fecha 28 de abril
de 1994 se publicó en el diario Oficial de la Federa-
ción la NOM-001-ZOO-1994, la cual pretendía lograr
acciones de protección y fomento apícola en todo el
territorio nacional.

En ese sentido debido al grado de dispersión alcanza-
do por el ácaro Varroa destructor, se le considera un
parásito endémico en diversas áreas del país, por lo
cual se observó necesario readecuar algunas disposi-
ciones técnicas establecidas en la Norma Oficial Me-
xicana de la Campaña Nacional contra la Varroasis de
las Abejas, haciéndolas acordes a las características de
la actividad apícola en México, por lo que con fecha
21 de febrero de 2005 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Proyecto de Modificación a la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-001-ZOO-1994, Campaña
Nacional contra la Varroasis de las Abejas, el cual tu-
vo su publicación el 24 de noviembre de 2005.

En ese sentido al ser una norma de observancia obli-
gatoria en todo el territorio nacional y establece, que
le corresponde a los gobiernos de las entidades Fede-
rativas en el ámbito de sus respectivas atribuciones y
circunscripciones territoriales, la aplicación de las
disposiciones en esta norma, la cual además de las
disposiciones generales de aplicación, contiene den-
tro del Programa Nacional para el Control de la Abe-
ja Africana y la Campaña Nacional contra la Varroa-
sis de las abejas, el Calendario de Tratamientos
contra la Varroasis, por lo que en ese sentido resulta
necesario contar con una aplicación eficiente, especi-
fica y focalizada en los territorios con mayor presen-
cia de apicultores, con la finalidad de apoyarlos en el
tratamiento de este acaro y generar una mayor pro-
ducción.

Resulta así necesario, por los argumentos vertidos con
anterioridad que nuestro país a través de la Secretaría
de Agricultura y Desarrollo Rural emprenda acciones
integrales y concretas para erradicar un problema tan
grave, debido a que aún existen brotes de este ácaro en
diversos Estados del país, razón por la cual se consi-
dera oportuno que el Ejecutivo realice medidas co-
rrectivas en colaboración con las entidades federati-
vas, haciendo uso eficiente de los recursos con los que
cuenta y enfocándolos a problemáticas emergentes co-
mo la que se señala en el presente documento.
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A mayor abundamiento el Senasica implementa el
Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria
(PSIA), el cual se encuentra alineado al Eje 3 “Econo-
mía”, apartado de “Autosuficiencia alimentaria y res-
cate del campo” del Plan Nacional de Desarrollo
2019-2024. De esta manera el “Acuerdo por el que se
dan a conocer las Reglas de Operación del Programa
de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria de la Secreta-
ría de Agricultura y Desarrollo Rural, para el ejercicio
2020”, contempla los Componentes siguientes:

I. Vigilancia epidemiológica de plagas y enferme-
dades fitozoosanitarias

II. Inspección de plagas y enfermedades fitozoosa-
nitarias

III. Campañas fitozoosanitarias

IV. Inocuidad agroalimentaria, acuícola y pesquera

V. Soporte a la sanidad e inocuidad

En ese orden de ideas el programa “S263 Sanidad e
Inocuidad Agroalimentaria”, que actualmente cuenta
con 3,748,928,954 en la modalidad de subsidios suje-
tos a reglas de operación, cuya Unidad Responsable le
corresponde al Servicio Nacional de Sanidad, Inocui-
dad y calidad agroalimentaria y cuyos objetivos como
finalidad la implementación de acciones para el con-
trol o erradicación de plagas y enfermedades zoosani-
tarias, es que se propone se realicen acciones tendien-
tes a realizar el tratamiento contra este acaro que está
terminando con la vida de nuestras abejas, razón por la
cual resulta imperante que se puedan contar recursos
para estos efectos.

Por lo antes expuesto, sometemos a la consideración
de este pleno el presente punto de acuerdo en los si-
guientes términos:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal para que a tra-
vés de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural
y el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Cali-
dad Agroalimentaria, implementen apoyos, vigilancia
y acciones tendientes al tratamiento de la varroasis en
favor de los apicultores, en coordinación con los esta-
dos de Jalisco, Yucatán, Tabasco Campeche, Chiapas,

Guerrero, Quintana Roo, Veracruz y Aguascalientes,
con el objeto de preservar la vida de las abejas y fo-
mentar la producción apícola en México.

Ciudad de México, a 18 de febrero de 2020. Palacio
Legislativo de San Lázaro, Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión.

Diputados: Mónica Almeida López, Eduardo Ron Ramos.

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL EJECUTIVO

FEDERAL A RESPETAR Y RECONOCER POR EL INM A LA

SOCIEDAD CIVIL EN LAS ESTACIONES MIGRATORIAS Y ES-
TANCIAS PROVISIONALES EN BENEFICIO DE LOS MIGRAN-
TES, A CARGO DEL DIPUTADO CARLOS ALBERTO MORA-
LES VÁZQUEZ

El que suscribe, Carlos Alberto Morales Vázquez, di-
putado sin partido de la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 6, numeral I, fracción I, y 79,
numeral I, fracción I, y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía, la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. Desde que la migración proveniente de Cen-
troamérica comenzó a ser visible en México, la políti-
ca migratoria se ha caracterizado por privilegiar la de-
tención y deportación migratoria. En ese sentido, las
organizaciones que desde hace más de veinte años han
trabajo el tema migratorio y de asilo en México, han
solicitado el ingreso a los centros de detención migra-
toria, con la finalidad de promover los derechos hu-
manos de las personas en detención. El trabajo reali-
zado, ha dado lugar a distintos resultados, entre ellos:
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• Elaboración de informes sobre la situación que
guardan las condiciones de detención, resaltando
entre ellas, el deficiente acceso a la salud de las per-
sonas detenidas, la falta de espacios para mujeres y
personas LGTBI.

• Informes sobre la situación de la infancia migran-
te en detención, haciendo hincapié en que la infan-
cia no debe permanecer en los centros de detención.

• Informes sobre el acceso a la justicia de las perso-
nas migrantes en detención, entre otros.

Segunda. Los hallazgos que fueron encontrados a tra-
vés de estos informes dieron lugar a diversas acciones
de incidencia, entre las que resaltan:

1. Insumos para la creación de la Ley de Migración,
así como de la Ley sobre Refugiados, Protección
Complementaria y Asilo.

2. Insumos para la construcción del Programa Es-
pecial de Migración 2014-2018

3. Lograr que el monitoreo a los centros de deten-
ción migratoria se convirtiera en una buena prácti-
ca que permite el acceso a la información de las
personas detenidas sobre sus derechos, en concre-
to, sobre las formas con las que cuentan para lo-
grar su regularización migratoria y el acceso al
proceso de asilo. En consecuencia, se logró la re-
presentación legal de cientos de personas que así
lo solicitaron.

4. De los casos documentados sobre niños, niñas y
adolescentes detenidos, se trabajaron insumos que
permitieron crear el capítulo sobre sus derechos en
la Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes. Con esta información también se logró
trabajar diversos protocolos de atención a la infan-
cia migrante, logrando implementar un programa de
alternativas a la detención en la que diversos alber-
gues de sociedad civil han colaborado para atender
a este grupo de población.

Cabe señalar que, en las acciones de monitoreo, tam-
bién se han sumado organizaciones que conforman
al Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Mi-
gración (INM), con la finalidad de realizar propuestas
que permitan mejorar su trabajo institucional, con ba-

se en la protección y garantía de los derechos humanos
de las personas migrantes y solicitantes de asilo.

Tercera. El monitoreo de centros de detención migra-
toria ha permitido también la documentación y denun-
cia de diversos casos de graves violaciones de dere-
chos humanos, muchos de ellos realizados en el año
2019 dentro de los cuales podemos destacar:

• Una niña de 10 años de nacionalidad guatemalte-
ca, que se encontraba bajo custodia de autoridades
migratorias de la Ciudad de México murió la noche
de un miércoles 15 de mayo de2019.

• El día 12 de junio 2019, un migrante guatemalte-
co de 33 años, falleció de un paro cardíaco cuando
era trasladado a la Estación Migratoria Siglo XXI,
en el estado de Chiapas.

• El día 6 de agosto 2019, falleció un migrante de
origen haitiano con más de 20 días en detención en
la Estación Migratoria Siglo XXI en Tapachula, a
quien, de acuerdo con testigos, “lo dejaron agonizar
toda la noche hasta morir”.

Cuarto. Sobre las condiciones de detención migrato-
ria, el Comité Protección de los Derechos de Todos
los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares
de la ONU en las observaciones y recomendaciones
emitidas en 2017 ha señalado, entre otras cosas, lo si-
guiente:

El Comité expresa su profunda preocupación respecto
del elevado número de medidas privativas de la liber-
tad de migrantes en las 58 “Estaciones Migratorias”
desplegadas a lo largo del país. Le preocupan las ale-
gaciones de la delegación por las cuales estas deten-
ciones (llamadas “aseguramiento” o “presentación”)
no constituirían una privación de la libertad, o son des-
critas como una medida de protección o un beneficio.
También le preocupa la presencia -en esos centros- de
familias, mujeres embarazadas, víctimas de la trata,
solicitantes de asilo y otras personas en situaciones de
mayor vulnerabilidad y con necesidades especiales de
protección. 

Nota con especial preocupación la detención de niños,
niñas y adolescentes, incrementándose en un 900%
desde 2011 y 2016, muchos de ellos no acompañados,
así como de muy baja edad. Esa medida constituye, sin
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excepción, una violación de los derechos del niño y de
su interés superior.

Quinta. El Comité recomienda al Estado, con carácter
de urgencia:

a) Adopte con carácter de urgencia todas las medi-
das necesarias para poner fin inmediato a la priva-
ción de libertad de niños, niñas y adolescentes, así
como de familias migrantes, garantizando en la ley
y la práctica medidas alternativas adecuadas, cen-
tradas exclusivamente en la protección de los dere-
chos bajo la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes.

b) Garantice la aplicación efectiva e inmediata de
procesos de identificación y referencia de personas
en situaciones de vulnerabilidad a alojamientos al-
ternativos;

c) Elabore un plan de acción dirigido a garantizar
que la privación de libertad por razones migratorias
–de trabajadores migratorios adultos- únicamente
se aplica como medida de último recurso y por el
menor tiempo posible, sobre la base de los princi-
pios de excepcionalidad, proporcionalidad, necesi-
dad y razonabilidad;

d) Garantice en la ley y en la práctica, la existencia
de medidas alternativas a la privación de la libertad,
para trabajadores migratorios en situación migrato-
ria irregular, las cuales deben aplicarse de manera
prioritaria y con base en las circunstancias de cada
persona, por las autoridades administrativas y/o ju-
diciales correspondientes;

e) Asegure que los trabajadores migrantes sean in-
formados sobre los procedimientos y derechos en
un idioma que entienden.

Sexta. A partir enero de este año, el Instituto Nacional
de Migración comenzó a negar a diversas organizacio-
nes de la sociedad civil, el acceso a centros de deten-
ción migratoria. Esta situación se validó y agudizó tras
la publicación del oficio INM/DGCVM/0118/2020,
mediante la cual el Instituto notificaba lo siguiente:

Único. Suspender temporalmente el ingreso a esta-
ciones migratorias y estancias provisionales de in-
tegrantes de asociaciones religiosas e integrantes de

organizaciones de la sociedad civil, a partir de la
notificación del presente libelo, reprogramándose
su ingreso hasta nuevo aviso, a efecto de no obsta-
culizar la operatividad de las instalaciones para po-
der brindar atención prioritaria a los migrantes y se
cumpla con el servicio público a ésta autoridad ad-
ministrativa.

Esta resolución profundizaba una situación que retar-
daba la renovación de permisos de ingreso a las orga-
nizaciones defensoras de derechos humanos, y obsta-
culizaba a las organizaciones que tienen vigente dicha
autorización su derecho a defender a las personas en
situación de migración, situación que ahondaba la vio-
lación del derecho universal a defender todos los dere-
chos humanos de todos y todas, sobre todo, el conte-
nido del oficio de marras, implicaba la vulneración del
derecho a la justicia y al debido proceso de las perso-
nas que se encuentran en detención y son representa-
das por abogados o abogadas que laboran en los cen-
tros y organizaciones defensoras de derechos humanos
de las personas migrantes y solicitantes de asilo. 

Séptima. Asimismo, esta decisión significaba una
contravención a las recomendaciones emitidas por el
Comité de Protección de los Derechos de Todos los
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, así co-
mo lo señalado por la Convención, marcando graves
retrocesos en la materia. Tal y como se señala en un
comunicado emitido el día 31 de enero de 2020, fir-
mado por la Asociación Coordinadora Comunitaria de
Servicios para la Salud, el Centro por la Justicia y el
Derecho Internacional, el Colectivo “Dignidad Sin
Fronteras”, San Salvador, la Comisión de Derechos
Humanos de Guatemala, Deportados Unidos en la Lu-
cha, México, Fundación para la Justicia y el Estado
Democrático de Derecho, Kids In Need of Defense,
Latin America Working Group y la Oficina en Was-
hington para Asuntos Latinoamericanos:

“La medida implementada por el INM no representa
una acción aislada, al contrario, se suma a las acciones
del Estado mexicano que buscan estigmatizar, obsta-
culizar y criminalizar la labor de personas y organiza-
ciones que defienden los derechos humanos de la po-
blación migrante y en necesidad de protección
internacional”.

Y señalan con claridad que antes de que se emitiera di-
cho oficio, ya las organizaciones de sociedad civil, en
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particular, el Centro de Derechos Humanos Fray Ma-
tías, habían hecho pública la denuncia de que las auto-
ridades migratorias le estaban negando el acceso a las
estaciones migratorias para impedir que pudieran mo-
nitorear la situación de las violaciones a los derechos
de las personas migrantes. 

Octava. En este orden de ideas la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, señaló en el Informe sobre
la Situación de los Derechos Humanos en México
emitido en 2016 se señala que:

“Los abusos y violaciones a derechos humanos que
sufren las personas migrantes en su tránsito por Mé-
xico, tales como: agresiones, secuestros, violencia
sexual, diversas formas de trata de personas, asesi-
natos y desapariciones, son perpetrados por grupos
del crimen organizado, pero también tiene cono-
cimiento de múltiples casos que involucrarían la
participación activa de miembros del Instituto
Nacional de Migración y de policías del orden
municipal, estatal y federal.”

En el comunicado de las organizaciones arriba men-
cionadas, también se denuncia la manera en que las
autoridades mexicanas han obstaculizado la actividad
de sociedad civil, lo que significa dejar en una situa-
ción de desprotección a las personas migrantes y so-
licitantes de protección internacional, limita su ac-
ceso a la justicia y al debido proceso, y las expone a
graves riesgos para su integridad y su vida y seña-
lan como exigencias a cumplir por parte de las au-
toridades mexicanas.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta asamblea la siguiente proposición
con:

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al comisionado del Instituto Na-
cional de Migración, doctor Francisco Garduño Yá-
ñez, para que emita sus instrucciones a fin de garanti-
zar que bajo ningún contexto ni circunstancia se limite
a las asociaciones religiosas e integrantes de organiza-
ciones de la sociedad civil que trabajan en favor de los
derechos de las personas migrantes su acceso a las es-
taciones migratorias y estancias provisionales en Mé-
xico en beneficio de dicha población.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2019.

Diputado Carlos Alberto Morales Vázquez (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA FGR Y
SUS HOMÓLOGAS LOCALES A CAPACITAR CON PERSPECTI-
VA DE GÉNERO A LOS AGENTES DEL MP Y EL PERSONAL

QUE ATIENDE O INVESTIGA DELITOS COMETIDOS CONTRA

LAS MUJERES, SUSCRITA POR DIPUTADAS DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

Quienes suscriben, las diputadas María Wendy Bri-
ceño Zuloaga, Socorro Bahena Jiménez, Laura
Martínez González, Julieta Kristal Vences Valen-
cia, Socorro Irma Andazola Gómez, Merary Ville-
gas Sánchez, Sandra Paola González Castañeda,
Katia Alejandra Castillo Lozano, Rocío del Pilar
Villarauz Martínez, Beatriz Rojas Martínez y Dor-
heny García Cayetano, integrantes de la LXIV Le-
gislatura, del Grupo Parlamentario Morena, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 79, numeral 2, fracción III, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a conside-
ración del pleno de esta soberanía la presente propo-
sición con carácter de urgente u obvia resolución
con punto de acuerdo, bajo las siguientes

Consideraciones

El artículo 21 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece en su primer párrafo:
“La investigación de los delitos corresponde al Minis-
terio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo
la conducción y mando de aquél en el ejercicio de es-
ta función”. 

Asimismo, se establece la facultad concurrente de la
Federación, las entidades federativas y los municipios
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en materia de Seguridad Pública; cuyos fines son sal-
vaguardar la vida, las libertades, la integridad y el pa-
trimonio de las personas, así como contribuir a la ge-
neración y preservación del orden público, los ejes
rectores en esta materia lo son los principios de legali-
dad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honra-
dez y respeto a los derechos humanos reconocidos en
la Constitución.

De esta manera, el Ministerio Público y las institucio-
nes policiales de los tres órdenes de gobierno (federal,
estatal y municipal) deberán coordinarse entre sí para
cumplir los fines de la seguridad pública y conforma-
rán el Sistema Nacional de Seguridad Pública.1

En ese sentido, el poder público de los estados se dividi-
rá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial.2

Las funciones de procuración de justicia se deben reali-
zar con base en los principios de autonomía, eficiencia,
imparcialidad, legalidad, objetividad, profesionalismo,
responsabilidad y respeto a los derechos humanos.3

Lo anterior es así, porque México es una federación,
debiéndose entender como “el sistema de organización
política en el cual o grupos humanos dotados de ca-
pacidad jurídica y autonomía propia se arrecian sin
perder su autonomía en lo que les es peculiar para for-
mar un solo Estado (denominado federal) con el pro-
pósito de realizar en común los fines característicos de
esta institución”.4

Conforme al artículo 115 constitucional, los estados
adoptarán, para su régimen interior, la forma de go-
bierno republicano, representativo, democrático, laico
y popular, teniendo como base de su división territo-
rial y de su organización política y administrativa, el
municipio libre.

Al igual que la Constitución federal, las constituciones
locales están divididas en una parte dogmática y en
una parte orgánica. En cuanto a la parte dogmática, es-
tablece los derechos humanos de la ciudadanía, mien-
tras que la parte orgánica se establece la forma de go-
bierno y se crean, organizan y distribuyen
competencias a los órganos de gobierno local, a través
de los cuales los estados expiden su legislación ordi-
naria, la ejecutan y la aplican a los casos controverti-
dos, dentro del ámbito de validez de su respectiva
competencia, y son dentro de ella, instancias deciso-
rias supremas.5

Motivo por lo que los estados pueden organizar el
poder Judicial conforme a sus propias atribuciones
y competencias territoriales, en consecuencia este
poder es el encargado de la administración de justi-
cia.

Sin embargo, por precepto constitucional, como ya se
ha mencionado, el Ministerio Público es la autoridad
competente para la investigación de los delitos, moti-
vos por los cuales, en la organización de cada estado,
encontramos que la Fiscalía General de cada entidad
federativa es un órgano público autónomo, cuyos titu-
lares son los fiscales. Por este motivo, cada entidad fe-
derativa regula las atribuciones de la Fiscalía local, en
la mayoría de las veces siguiendo el modelo de la Fis-
calía General de la República. 

En el ámbito de sus competencias, todas las autorida-
des tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad, este deber se cumplirá
con estricto apego a la igualdad entre mujeres y hom-
bres, así como a la no discriminación. 

Violencia contra las mujeres en razón de género

La violencia contra las mujeres es la más cruel mani-
festación de discriminación, ésta se ha visibilizado
tanto en instrumentos legales nacionales como inter-
nacionales mediante los cuales se busca la protección
de los derechos humanos de las mujeres. El recorrido
no ha sido fácil y los resultados obtenidos son conse-
cuencia de la lucha de las mujeres para el reconoci-
miento de nuestros derechos.

La adopción y ratificación del Estado mexicano de he-
rramientas jurídicas internacionales y la armonización
de las Leyes a estos ordenamientos, así como el acata-
miento de las recomendaciones de organismos inter-
nacionales y los avances legislativos en materia de de-
rechos humanos de las mujeres, no han sido
suficientes. 

La violencia contra las mujeres es un obstáculo que
nos impide vivir libremente y vulnera muchos dere-
chos humanos. La Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia define la violencia
contra las mujeres, como:
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“Cualquier acción u omisión, basada en su género,
que les cause daño o sufrimiento psicológico, físi-
co, patrimonial, económico, sexual o la muerte tan-
to en el ámbito privado como en el público.”

Existen diferentes tipos de violencia, que se clasifican
en: violencia psicológica; física; patrimonial; econó-
mica; sexual feminicida, así como cualquier otra aná-
loga que lastime la dignidad, integridad o libertad de
las mujeres.

Estos tipos de violencia se pueden manifestar en dife-
rentes espacios o ámbitos, lo que construye las moda-
lidades de la violencia contra las mujeres, que son las
siguientes: familiar, laboral y docente, en la comuni-
dad e institucional.

Los delitos contra las mujeres se pueden clasificar de
la siguiente manera,6 considerando que cada una de las
entidades tiene su propio Código Penal, y tienen la fa-
cultad de legislar en materia de delitos del fuero co-
mún:

-Violencia física y psicológica en sus diversas ma-
nifestaciones: homicidio, homicidio por infidelidad,
lesiones, lesiones por infidelidad conyugal, peligro
de contagio, violencia familiar, privación ilegal de
la libertad, rapto, rapto equiparado y feminicidio.

-Violencia sexual: violación, violación agravada,
violación por objeto distinto, abuso sexual, incesto,
estupro, hostigamiento sexual, aprovechamiento se-
xual. 

-Violencia social: discriminación, trata de personas,
adulterio, fecundación a través de medios clínicos,
inseminación artificial indebida, procreación asisti-
da, esterilidad provocada, aborto.

-Violencia económica: abandono de la conyugue o
concubina, incumplimiento de las obligaciones ali-
mentarias y de asistencia familiar, insolvencia dolo-
sa para incumplir con las obligaciones alimentarias. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre la Diná-
mica de las Relaciones en los Hogares 2016 (Endireh
2016), se reporta que 66.1 por ciento de las mujeres
padecieron al menos un incidente de violencia emo-
cional, económica, física, sexual o discriminación a lo
largo de su vida en al menos un ámbito y ejercida por

cualquier agresor. La violencia con mayor porcentaje
es la emocional con un 49 por ciento; la modalidad en
la que ocurre el mayor número de incidentes de vio-
lencia contra las mujeres se da en el entorno de pareja,
de tal forma que más de 4 de cada 10 mujeres en 2016
señalaron haber padecido de un incidente en este ám-
bito.

Conforme a los datos expuestos por el Secretariado
Ejecutivo del Sistema de Seguridad Pública en fecha
31 de diciembre de 2019,7 destaca que del mes de ene-
ro a diciembre de 2019 se obtuvo un registro de 2 mil
15, 641 delitos en total siendo 330 mil 994 víctimas de
las cuales el 33.3 por ciento (110,220) corresponden a
mujeres, los delitos de los cuales se tiene mayor regis-
tro de incidencia son: lesiones dolosas 54.40 por cien-
to, lesiones culposas 16.26 por ciento, delitos que
atentan contra la libertad personal 8.12 por ciento, de-
litos que atentan contra la vida y la integridad corporal
3.06 por ciento, homicidio doloso 2.56 por ciento, ho-
micidio doloso 2.93 por ciento, feminicidio 0.91 por
ciento. 

En conclusión, se tiene que el número de presuntas
mujeres víctimas son 976 feminicidio, 2 mil 819 de
homicidio doloso, 3 mil 226 de homicidio culposo, 64
mil 457 de lesiones dolosas, 17 mil 952 de lesiones
culposas, 410 de secuestro.

Asimismo, el total de llamadas de emergencia en este
mismo periodo 16 mil 44, 138, de las cuales 197 mil
693 fueron realizadas por mujeres, reportando 5 mil
347 abuso sexual, 70 mil 470 acoso u hostigamiento
sexual, 3 mil 874 violación, 274 mil 487 violencia de
pareja, 718 mil 19 violencia familiar. 

De estos datos, observamos que existe un alto índice
en violencia de pareja y violencia familiar, lo que su-
giere que las mujeres en mayor medida son víctimas
de la escalada de los diferentes tipos de violencia en el
ámbito familiar, y que las víctimas de feminicidio pre-
viamente acudieron a denunciar ante el Ministerio Pú-
blico, sin embargo, al no obtener la orden de protec-
ción adecuada o bien la ejecución de la misma,
terminaron siendo víctimas de sus agresores. 

La incidencia de delitos cometidos contra mujeres re-
gistró un aumento en el periodo comprendido de ene-
ro-diciembre 2019, respecto del año 2018, lo cual re-
sulta alarmante, ya que nos enfrentamos a un escenario
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en donde no se ha logrado garantizar a las mujeres una
vida libre de violencia, lo que refiere que los mecanis-
mos y las acciones han sido insuficientes para cumplir
el compromiso de Estado. 

En el marco de los artículos 1o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y 7 de la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención
de Belém do Pará”, las medidas de protección y ga-
rantía del derecho a una vida libre de violencia impli-
can el despliegue de una serie de conductas por parte
del Estado, que garanticen la seguridad de las vícti-
mas, una debida investigación de los hechos constitu-
tivos de violencia y la reparación del daño. En este
contexto, deben dictarse medidas de urgencia para evi-
tar situaciones en las que se ponga en riesgo la salud e
integridad física o mental de quienes hayan sido vícti-
mas de daño físico, psíquico, o a su integridad sexual,
de amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de
agresión por parte de un miembro de su familia o cual-
quier persona para evitar llegar a la violencia extrema
como lo es el feminicidio.8

Es necesario comprender el valor de las acciones
afirmativas para revertir comportamientos ya que
forma parte del quehacer estatal y así, cumplir con
las obligaciones de los tratados internacionales en los
que el Estado mexicano es parte. La prevención de
los delitos cometidos en contra de las mujeres podría
impactar de manera significativa en todos los ámbi-
tos de nuestras sociedades. Por lo que el Estado de-
berá adoptar también medidas de carácter jurídico,
político, administrativo y cultural que promuevan la
salvaguarda de los derechos humanos y aseguren que
las eventuales violaciones se investigarán, sanciona-
rán y repararán adecuadamente y evitar que las mu-
jeres víctimas de violencia descarten la denuncia de
los hechos.

El acceso a la justicia debe entenderse como el acceso
de jure y de facto a instancias y recursos judiciales de
protección frente a actos de violencia, de conformidad
con los parámetros internacionales de derechos huma-
nos. Un acceso adecuado a la justicia no se circunscri-
be sólo a la existencia formal de recursos judiciales, si-
no también a que éstos sean idóneos para investigar,
sancionar y reparar las violaciones denunciadas. Una
respuesta judicial efectiva frente a actos de violencia
contra las mujeres comprende la obligación de hacer

accesibles recursos judiciales sencillos, rápidos, idó-
neos e imparciales de manera no discriminatoria.9

En este contexto, señalamos que las autoridades res-
ponsables de la investigación de delitos lo son las fis-
calías de cada una de las entidades en el ámbito de sus
competencias, las cuales se encuentran obligadas a in-
vestigar los hechos con la debida diligencia. 

En ese sentido, la Corte Penal Interamericana ha pues-
to énfasis en la necesidad de que las investigaciones se
realicen de la manera más rigurosa, por profesionales
competentes y utilizando los procedimientos apropia-
dos.10

Considerando lo anterior, es preciso señalar que, ante el
alto índice de delitos cometidos contra las mujeres, se
requiere de manera urgente que las investigaciones re-
alizadas por los Ministerios Públicos se hagan con ple-
no conocimiento de los instrumentos legales vigentes y
bajo la perspectiva de género. Asimismo, es indispen-
sable que éstos y las policías de investigación sean ca-
pacitadas con la finalidad de que ejecuten sus funcio-
nes con apego a la perspectiva de género y atiendan a
las víctimas en base a lo establecido en los protocolos. 

A nivel federal se han adoptado los siguientes instru-
mentos para garantizar la adecuada investigación de
los delitos:

-Protocolo de Primer Respondiente con los anexos
de Informe Policial Homologado, Cartilla de Dere-
chos y Mapa del Procedimiento.

-Protocolo estandarizado para la tramitación, cum-
plimiento, control y seguimiento de Órdenes de
Protección de víctimas mujeres, niñas y niños en los
Centros de Justicia para las Mujeres.

-Protocolo para la atención de usuarias y víctimas
en los Centros de Justicia para las Mujeres en Mé-
xico.

-Protocolo de investigación ministerial, policial y
pericial con perspectiva de género para el delito de
feminicidio

-Protocolo de Investigación Ministerial, Policial y
Pericial con Perspectiva de Género para la Violen-
cia Sexual.
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-Protocolo de Actuación para el Personal de las Ins-
tancias de Procuración de Justicia del País, en Ca-
sos que Involucren la Orientación Sexual o la Iden-
tidad de Género.

-Protocolo Homologado para la Investigación del
Delito de Tortura

-Protocolo Homologado para la Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas y la Investigación del Delito
de Desaparición Forzada

Hemos visto con preocupación que los protocolos
existentes en muchas ocasiones son desconocidos por
las autoridades encargadas de su aplicación. Muestra
de ello fue la reciente filtración de imágenes sensibles
de la joven Ingrid “N”, quien fue víctima de feminici-
dio recientemente y no obstante los protocolos de res-
guardo de información sensible y datos personales,
imágenes del feminicidio fueron filtradas por personal
de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de Mé-
xico a medios de comunicación.

En ese sentido, es de vital importancia que el personal
que labora en las instituciones de procuración de justi-
cia se abstenga de filtrar dicha información y, por el
contrario, este altamente capacitado en materia de res-
guardo y protección de datos personales.

Así, las capacitaciones a los ministerios públicos y
personal de las fiscalías que atienden e investigan de-
litos contra mujeres deben de realizarse siempre con
enfoque de perspectiva de género.

Por lo antes expuesto, sometemos a consideración de
esta honorable soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con pleno respeto a la división de
Poderes y a la soberanía de las entidades federativas,
exhorta respetuosamente al titular de la Fiscalía Gene-
ral de la República y a las y los titulares de las fiscalí-
as de todas las entidades federativas, para que capaci-
ten con perspectiva de género a las y los agentes del
Ministerio Público, y personal a su cargo, que atienda
o investigue delitos cometidos contra las mujeres, de
forma tal que conozcan el contenido y la aplicación
del Protocolo de Primer Respondiente con los anexos

de Informe Policial Homologado, Cartilla de Derechos
y Mapa del Procedimiento; Protocolo estandarizado
para la tramitación, cumplimiento, control y segui-
miento de Órdenes de Protección de víctimas mujeres,
niñas y niños en los Centros de Justicia para las Muje-
res; Protocolo para la atención de usuarias y víctimas
en los Centros de Justicia para las Mujeres en México;
Protocolo de investigación ministerial, policial y peri-
cial con perspectiva de género para el delito de femi-
nicidio; Protocolo de Investigación Ministerial, Poli-
cial y Pericial con Perspectiva de Género para la
Violencia Sexual; Protocolo de Actuación para el Per-
sonal de las Instancias de Procuración de Justicia del
País, en Casos que Involucren la Orientación Sexual o
la Identidad de Género; Protocolo Homologado para la
Investigación del Delito de Tortura y Protocolo Ho-
mologado para la Búsqueda de Personas Desapareci-
das y la Investigación del Delito de Desaparición For-
zada.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al titu-
lar de la Fiscalía General de la República y a las y los
titulares de las fiscalías de todas las entidades federa-
tivas, para que capaciten con perspectiva de género a
las y los agentes del Ministerio Público, y personal a
su cargo, que atienda o investigue delitos cometidos
contra las mujeres, de forma tal que se abstenga de fil-
trar cualquier tipo de información relacionada con las
carpetas de investigación y/o averiguaciones previas,
en particular datos personales e imágenes sensibles, y
reciba capacitación en materia de resguardo y protec-
ción de datos personales.

Notas

1 Artículo 21, décimo párrafo de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos. 

2 Artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos.

3 Artículo 116, fracción IX de la Constitución Política de los Esta-

dos Unidos Mexicanos

4 Burgoa, Ignacio. “Derecho Constitucional Mexicano”, ed. Po-

rrúa, México, 2003. 

5Carpizo, Jorge. “Derecho Constitucional”, Instituto de Investiga-

ciones Jurídicas, UNAM. Disponible en 
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https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/289-derecho-

constitucional.

6 Olamendi, Patricia. “Delitos contra las mujeres Análisis de la

Clasificación Mexicana de Delitos”, INEGI, México, 2007.

7 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-

blica. “Información sobre violencia contra las mujeres”. Disponi-

ble en 

https://drive.google.com/file/d/1R3URXMUBiFMa46moO4k2v_

G95fR5LVfp/view, consultado el 28 de enero de 2020.

8 Comisión Nacional de Derechos Humanos. “Las órdenes de pro-

tección y el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia

(Panorama nacional 2018”), CNDH, México, 2018.

9 Olamendi, Patricia, “El feminicidio en México”, Instituto Nacio-

nal de las Mujeres, México, 2016.

10 Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. “Debida dili-

gencia en la investigación de graves violaciones de derechos hu-

manos”, CEJIL, Argentina, 2010.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputadas: María Wendy Briceño Zuloaga, Socorro Bahena Ji-

ménez, Laura Martínez González, Julieta Kristal Vences Valencia,

Socorro Irma Andazola Gómez, Merary Villegas Sánchez, Sandra

Paola González Castañeda, Katia Alejandra Castillo Lozano, Ro-

cío del Pilar Villarauz Martínez, Beatriz Rojas Martínez y Dorheny

García Cayetano (rúbricas)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL EJECUTIVO

FEDERAL Y LA SSA A GARANTIZAR CON EL INSABI Y LAS

AUTORIDADES SANITARIAS LOCALES COMPETENTES LA

PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICA-
MENTOS Y DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS A LAS PERSONAS

SIN SEGURIDAD SOCIAL, A CARGO DE LA DIPUTADA NO-
HEMÍ ALEMÁN HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PAN

La suscrita, diputada Nohemí Alemán Hernández, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura de la honorable Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, nume-
ral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta asamblea la
siguiente proposición con punto de acuerdo, conforme
a las siguientes

Consideraciones

La creación del Instituto de Salud para el Bienestar fue
aprobada por el Pleno de la Cámara de Diputados el 23
de octubre de 2019 para sustituir al Seguro Popular. 

Dicho Instituto de Salud para el Bienestar tiene por
objeto proveer y garantizar la prestación gratuita de
servicios de salud, medicamentos y demás insumos
asociados a las personas sin seguridad social, así como
impulsar, en coordinación con la Secretaría de Salud
en su calidad de órgano rector, acciones orientadas a
lograr una adecuada integración y articulación de las
instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud.1

Es entonces, que esta nueva ley establece que, para re-
cibir la prestación gratuita de servicios de salud, sólo
se deben reunir tres requisitos: encontrarse en territo-
rio nacional; no ser derechohabiente en Instituto Me-
xicano del Seguro Social e Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, y
presentar algún documento oficial de identificación.

Si bien, el Instituto de Salud para el Bienestar inicia
funciones el primero de enero de 2020 como un órga-
no descentralizado de la Secretaría de Salud y los ser-
vicios que ofrecerá serán bajo criterios de universali-
dad, igualdad e inclusión.

Por lo que, en sustitución del Seguro Popular, entró en
vigor el Instituto de Salud para el Bienestar, pero pa-
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cientes y familiares de varios hospitales federales des-
cubrieron que los servicios no son gratuitos e incluso
las cuotas aumentaron, contrario a lo que anunció el
presidente López Obrador

Derivado de esto, los precios igual se incrementaron
para los pacientes que fueron canalizados de otros hos-
pitales estatales. 

Asimismo, hay otras personas que decidieron regresar
a sus lugares de origen tras no conseguir una cirugía
gratuita en ningún instituto de Salud, incluso hay a
quienes no se les perdonan las deudas por estudios clí-
nicos no realizados, ni aún por fallecimiento. 

En vista de esto, situaciones similares están pasando
pacientes del sistema de salud en diversos estados de
la república, que no saben cuánto pagaran, sin el segu-
ro popular, mientras que, en otros hospitales, los pa-
cientes se tienen que ir por falta de médicos especia-
listas.

Asimismo, al menos 42 niños con cáncer que son aten-
didos en el Hospital Infantil de México Federico Gó-
mez iniciaron el año sin recibir sus quimioterapias
porque “la Secretaría de Salud no había surtido los
medicamentos”, así lo denunciaron los padres de los
menores que son atendidos en ese hospital. 

Por si fuera poco, aunado a todo lo anterior, a la fecha
no hay reglas de operación, por lo que los empleados
no han sido capacitados, no saben bajo qué esquemas
realmente operará el Instituto de Salud para el Bienes-
tar.

Por lo que el Instituto de Salud para el Bienestar hasta
la fecha, hay una completa desinformación, desorgani-
zación, aumento de costos, desabasto de medicamen-
tos, pero no se puede ser tan irresponsable de la vida
de las personas y que esto continúe sucediendo en to-
do el país, se deben tomar acciones inmediatas.

Por caprichos políticos han dejado sin cobertura la
atención de diversas enfermedades, las más difíciles,
dolorosas y graves, como el cáncer. Todo justificado
con la austeridad. Para ellos la austeridad es dejar de
atender a los niños con cáncer que les cuestan mucho
dinero, y prefieren gastar ese dinero en hacer política
e intentar ganar elecciones.2

El Seguro Popular era un programa que estaba funcio-
nando, que faltaba fortalecer algunos aspectos, pero
funcionaba y ahora el Instituto de Salud para el Bien-
estar está hecho sin una adecuada planeación, análisis,
no cuenta con reglas de operación, ni un presupuesto
adecuado, ni un programa con una preparación de por
medio, este Gobierno Federal ha sumado una acción
errónea, dejando sin servicio a millones de personas de
escasos recursos que necesitan de servicios de salud.

Como legisladores exigimos que se publiquen las re-
glas de operación y se brinden los servicios sanitarios
a todas las personas. Resuelva las dudas que giran en
torno al Instituto de Salud para el Bienestar, ya que,
como se mencionó la gente ha denunciado que los co-
bros de cuotas en los servicios médicos son excesivos
y no cubre todas las enfermedades.

De acuerdo con la Ley General de Salud, el Instituto
de Salud para el Bienestar, este sólo brindará servicio
médico gratuito en el primer y segundo nivel de aten-
ción, pero en medicina especializada habrá “cuotas de

recuperación”.

En las enfermedades de tercer nivel que no cubre el
Instituto de Salud para el Bienestar se encuentran las
siguientes:

• Insuficiencia renal crónica

• Diversos tipos de cáncer

• Trasplantes

• Enfermedades del hígado, páncreas o riñón

• Enfermedades hematológicas como: leucemias
agudas, síndromes mieloproliferativos crónicos,
linfoma de Hodgkin, entre otros padecimientos

• Hemofilia, un trastorno en la sangre que hace que
esta no coagule de manera adecuada 

• Hemodiálisis

• Cirugía cardiovascular

Si bien, de acuerdo con el primer párrafo del artículo
36 de la Ley General de Salud, establece que:
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“Artículo 36.- Las cuotas de recuperación que en su
caso se recauden por la prestación de servicios de
salud, se ajustarán a lo que disponga la legislación
fiscal y a los convenios de coordinación que cele-
bren en la materia el Ejecutivo Federal y los go-
biernos de las entidades federativas.”

No obstante, en el mismo artículo 36 de la Ley Gene-
ral de Salud, también establece que: 

“...Para la determinación de las cuotas de recupera-
ción se tomará en cuenta el costo de los servicios y
las condiciones socioeconómicas del usuario.

Las cuotas de recuperación se fundarán en principios
de solidaridad social y guardarán relación con los in-
gresos de los usuarios, debiéndose eximir del cobro
cuando el usuario carezca de recursos para cubrirlas, o
en las zonas de menor desarrollo económico y social
conforme a las disposiciones de la Secretaría de Salud.

Se eximirá del cobro de las cuotas de recuperación por
concepto de atención médica y medicamentos, a todo
menor a partir de su nacimiento hasta cinco años cum-
plidos, que no sea beneficiario o derechohabiente de
alguna institución del sector salud. Para el cumpli-
miento de esta disposición, será requisito indispensa-
ble que la familia solicitante se encuentre en un nivel
de ingreso correspondiente a los tres últimos deciles
establecidos por la Secretaría de Salud.”

Como podemos observar, el fundamento conforme al
cual realizan las cuotas de recuperación es erróneo ya
que el mismo como se expuso anteriormente establece
que se debe de eximir del cobro cuando el usuario ca-
rezca de recursos suficientes para cubrirlas. 

Es entonces que, no se deben repetir más casos como
estos en diversos Estados de la República, y como el
de los 42 niños con cáncer que son atendidos en el
Hospital Infantil de México Federico Gómez, que ini-
ciaron el año sin recibir sus quimioterapias porque la
autoridad sanitaria no había surtido los medicamentos,
como lo denunciaron los padres de los menores que
son atendidos en ese hospital.3

En este contexto es menester resaltar que el párrafo
cuarto del artículo 4o. constitucional, establece que to-
da persona tiene derecho a la protección de la salud,
derecho que es fundamental para todo ser humano y

cuyo goce, no solo lo beneficia en su calidad de vida
como persona, sino como parte de la población. El ac-
ceso a la salud debe incluir de acuerdo con la Organi-
zación Mundial de la Salud, una atención sanitaria
oportuna, aceptable y de calidad, por ello, es respon-
sabilidad del Estado Mexicano, crear las condiciones
que permitan que todas las personas puedan vivir lo
más saludablemente posible.

Es entonces, que deben reconocerse los derechos con-
templados en nuestra Constitución, los cuales garanti-
zan para “todas las personas” el derecho a la protec-
ción de la salud. En la legislación secundaria, la Ley
General de Salud norma y regula el ejercicio del dere-
cho social por antonomasia, el “derecho a la salud”, y
como sucede con todos los derechos sociales, crea la
obligación del Estado de proteger y llevar ese derecho
a la práctica, a través de leyes, políticas y programas.
De la misma forma, hace nacer la obligación positiva
de evitar que particulares, grupos o instituciones la da-
ñen.

Por las consideraciones anteriormente expuestas y
fundadas, someto respetuosamente a la consideración
de esta honorable asamblea para pedir la solidaridad
de ustedes y lograr que se garantice la prestación gra-
tuita de servicios de salud, medicamentos y demás in-
sumos asociados a las personas sin seguridad social, el
siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, exhorta respetuosamente al Ejecu-
tivo federal y al titular de la Secretaría de Salud, para
que en coordinación con el Instituto de Salud para el
Bienestar, y a las autoridades sanitarias competentes
en los gobiernos de las entidades federativas, para que
en el ámbito de sus respectivas competencias, garanti-
cen a “todas las personas” la prestación gratuita de ser-
vicios de salud, medicamentos y demás insumos aso-
ciados a las personas sin seguridad social, incluyendo
las enfermedades de tercer nivel, conforme lo estable-
ce nuestra Constitución, la Ley General de Salud y
Tratados Internacionales de los que México es parte.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, exhorta respetuosamente al
Ejecutivo federal y a los titulares de la Secretaría de
Salud, para que, en coordinación con el Instituto de
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Salud para el Bienestar, dentro de sus facultades, pro-
cedan a publicar a la brevedad las reglas de operación
bajo las cuales se regirá la actuación del Instituto a su
cargo.

Notas

i Instituto de Salud para el Bienestar, ¿Qué hacemos?, Gobierno de

México, consultado por última vez el 13 de enero 2020 en la pági-

na oficial https://www.gob.mx/insabi/

ii Hernández Antonio, Tamaulipas: es irresponsable adherirse al

Insabi sin conocer reglas, Grupo Milenio, Ciudad Victoria,

15.01.2020, consultado por última vez 17 enero 2020 en 

https://www.milenio.com/politica/gobierno/tamaulipas-es-irres-

ponsable-adherirse-al-insabi-sin-conocer-reglas

iii Roldán Mariluz, Dejan a 42 niños con cáncer sin quimioterapia,

Grupo La Silla Rota, 4 de enero de 2020, consultado en https://la-

sillarota.com/nacion/dejan-a-42-ninos-con-cancer-sin-quimiotera-

pia-cancer-ninos-quimioterapia-quimioterapias/349675

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 18 días del mes de febrero de 2020.

Diputada Nohemí Alemán Hernández (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A PEMEX A

REFORZAR LOS PROTOCOLOS DE SEGURIDAD Y MANTENI-
MIENTO DE LA RED DE DUCTOS EN VERACRUZ DE IGNA-
CIO DE LA LLAVE, A CARGO DE LA DIPUTADA ANILÚ IN-
GRAM VALLINES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

La suscrita diputada Anilú Ingram Vallines, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXIV Legislatura en la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo dispuesto en la frac-
ción II del numeral 1, del artículo 79, del Reglamento

de la Cámara de Diputados, presento a este pleno, la
siguiente Proposición con Punto de Acuerdo por la
cual, se exhorta a Petróleos Mexicanos a reforzar los
protocolos de seguridad y mantenimiento de la Red de
Ductos en el estado de Veracruz de Ignacio de la Lla-
ve, con base en las siguientes:

Consideraciones

Desde hace más de 30 años, Petróleos Mexicanos (Pe-
mex) al realizar diversos análisis y estudios sobre los
costos de transporte, estos proyectaron que eran muy
altos, motivo por el cual, decidió establecer un progra-
ma con base en la utilización de ductos que liberó sig-
nificativamente a las carreteras del transporte por au-
totanque.

Los ductos para transporte de hidrocarburos son de su-
ma importancia estratégica, su infraestructura tiene un
significado muy especial, sobre todo en lo que respec-
ta a los riesgos y daños a la población en aquellas zo-
nas de influencia de los ductos e instalaciones com-
plementarias, y al personal operador de los mismos.

Es por ello, que resulta ineludible contar con una red
de ductos adecuada y sujeta a procedimientos optimi-
zados operados por personal altamente capacitado, así
como a modernos sistemas de vigilancia, manteni-
miento y corrección de fallas. Cabe destacar que todas
estas actividades se realizan en apego a la normativi-
dad, sin embargo, es de reconocer la necesidad de
efectuar un estudio sobre las condiciones actuales en
que se encuentran esos ductos que no han sido reem-
plazados desde hace varios años.

Cartocrítica, Por donde circulan los hidrocarburos en México,

Heinrich Boll Stiftung, México, Centroamérica y el Caribe,

https://cartocritica.org.mx/wp-content/uploads/2017/07/Car-

toCr%C3%ADtica_HBS_MapaDuctos_ALTA.pdf
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Los ductos son estructuras de alto riesgo para las po-
blaciones de aquellas comunidades que están asenta-
das cerca o sobre la red, por tal motivo, es fundamen-
tal el trabajo preventivo o correctivo para preservar la
integridad de los ductos, la seguridad de las instalacio-
nes y de la población. Esta tarea debe realizarse a tra-
vés de un pertinente procedimiento de inspección para
conocer sus condiciones actuales, esto se realiza me-
diante registros sistematizados, equipo de ultrasonido
hasta el uso de aparatos de muy alta tecnología, el pro-
pósito de llevar a cabo esta labor, es con el objetivo de
que los ductos operen bajo condiciones seguras y efi-
cientes.

Es indispensable, la revisión de los ductos de Pemex,
tanto para identificar las causas potenciales que ame-
nazan su integridad como para prever bases técnicas
para lograr una operación segura.

Cartocritica, Por donde circulan los hidrocarburos en México,

Heinrich Boll Stiftung, México, Centroamérica y el Caribe,

https://cartocritica.org.mx/wp-content/uploads/2017/07/Car-

toCr%C3%ADtica_HBS_MapaDuctos_ALTA.pdf

En los últimos años, el robo de hidrocarburos a través
de tomas clandestinas en los ductos de PEMEX, se ha
convertido en un problema de seguridad nacional, no
sólo en el ámbito económico, sino también en la se-
guridad de la población debido a los graves acciden-
tes que conllevan estas actividades, ocasionando le-
siones e incluso la pérdida de vidas humanas, así
como daño a la infraestructura y al medio ambiente.
Los riesgos potenciales van desde incendios y explo-
siones, emisión de gases tóxicos a la atmósfera hasta
provocar contaminación en suelos y aguas subterráne-
as. Los Estados con mayor número de reportes de to-
mas clandestinas y accidentes son: Puebla, Hidalgo,
Guanajuato, Veracruz, Jalisco, Estado de México y
Tamaulipas.

Aunado a lo anterior, algunas causas del incremento
de accidentes en los poliductos de Pemex han sido, la
inadecuada evaluación de los mismos, la falta de ges-
tión para erradicar esta problemática, la ausencia de
una base de datos histórica de accidentes en ductos de
transporte de hidrocarburos que esté disponible de ma-
nera oficial, estas circunstancias repercuten negativa-
mente en la funcionalidad de ductos en México.

Cartocritica, Por donde circulan los hidrocarburos en México,

Heinrich Boll Stiftung, México, Centroamérica y el Caribe,

https://cartocritica.org.mx/wp-content/uploads/2017/07/Car-

toCr%C3%ADtica_HBS_MapaDuctos_ALTA.pdf

Ante la prevalecía de la problemática, la cual se ha
tornado crónica, Pemex debe proponer acciones enca-
minadas a controlar y establecer un orden de priorida-
des, atendiendo inmediatamente las causas que origi-
nan los daños por el mal estado en que se encuentran
los ductos ya sea por corrosión, deterioro o averías
causadas por terceros. Éstos factores de riesgo son in-
minentes, motivo por el cual, es preciso invertir en in-
sumos, materiales y tecnología que permita mejorar
sustancialmente la integridad del sistema de ductos en
todo el territorio nacional.

En este sentido, Pemex, cuenta con el Atlas de Riesgo
del Sistema Nacional de Gasoductos, en donde se re-
presenta geográficamente a las instalaciones y activos
de ductos, identificando los riesgos asociados y sus
consecuencias al entorno.

Con respecto al estado de Veracruz de Ignacio de la
Llave, de sus 212 municipios sólo 33 cuentan con
Atlas Municipal de Riesgo, integrado al Atlas Nacio-
nal de Riesgos del Centro Nacional de Prevención de
Desastres (CENAPRED), sin embargo, éstos no están
actualizados. Por tal motivo, es esencial promover que
los Atlas de riesgo tanto de Veracruz, como de sus mu-
nicipios sean actualizados, y aquellos municipios que
no cuenten con dicho instrumento, sean elaborados, en
razón de que la entidad se encuentra constantemente
expuesta a fenómenos tanto naturales como los oca-
sionados por acciones humanas. 
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Por último, es primordial que los ciudadanos cuenten
con la información exacta sobre la situación en que se
encuentran los ductos, así como el nivel de peligro al
que están expuestos. Para ello, Pemex debe hacer del
conocimiento público los diversos estudios relativos a
las medidas de mantenimiento y actualización, así
mismo las medidas de prevención que deben seguir.

Dentro de ese informe, se debe especificar, la situación
actual que guarda la red de ductos y las medidas de se-
guridad de los mismos; las acciones de revisión, vigi-
lancia y mantenimiento; la factibilidad sobre la reubi-
cación de los ductos de gas natural y de gasolina,
específicamente aquellos que se encuentran cercanos a
los centros de población. El conocimiento de dicho do-
cumento, será significativo para que puedan desarro-
llarse planes y programas de prevención, mitigación y
de contingencia.

A través de este proceso de evaluación y administra-
ción de riesgo, Pemex podrá ubicar los puntos más crí-
ticos con el objetivo de planear la asignación de recur-
sos en caso de emergencia y establecer prioridades,
según los riesgos que sean identificados.

Por todo lo anterior, presento al pleno de esta Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, la
siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con pleno respeto al principio de di-
visión de poderes respetuosamente, exhorta a Petróle-
os Mexicanos para que, en el ámbito de su
competencia, refuerce los programas, planes, protoco-
los de seguridad y mantenimiento de la red de ductos,
así como las acciones y medidas de revisión, inspec-
ción, vigilancia, para garantizar la seguridad de los ha-
bitantes que residen en los centros poblacionales cer-
canos a los ductos que trasladan gas natural y gasolina.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con pleno respeto al principio
de soberanía, respetuosamente, exhorta a la Secretaría
de Protección Civil del gobierno del estado de Vera-
cruz de Ignacio de la Llave, y a los Ayuntamientos de
los municipios de dicho estado, para que en el marco
de sus respectivas atribuciones, efectúen la actualiza-
ción del Atlas de Riesgo Estatal y municipales, a fin de

garantizar la seguridad e integridad de la población, y
aquellos municipios que no cuenten con dicho instru-
mento, procedan a su elaboración con la finalidad de
contar con planes y programas de prevención, mitiga-
ción y de contingencia.

Ciudad de México, a 18 de febrero de 2020.

Diputada Anilú Ingram Vallines (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR AL EJECU-
TIVO FEDERAL A COLABORAR POR LA CONAGUA CON EL

GOBIERNO DE CHIHUAHUA PARA GENERAR ACCIONES Y

SOLUCIONAR LA PROBLEMÁTICA DE LA PRESA LA BOQUI-
LLA, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAUDIA ELENA LASTRA

MUÑOZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, Claudia Elena Lastra Muñoz, diputa-
da federal del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, integrante de la LXIV Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y
79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno
de esta soberanía la presente proposición con punto de
acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

Los estados del norte del país se caracterizan por ser
de clima seco y árido; este tipo de clima puede pro-
longarse por largos periodos en los cuales las posibili-
dades de lluvia son nulas y, por consiguiente, existe
escasez de agua. 

Ante este panorama, es difícil ejercer alguna actividad
productiva, sobre todo aquellas relacionadas con la ga-
nadería y la agricultura, que son las actividades pri-
mordiales de la región y de las cuales muchos de los
que viven en la zona es su único medio de subsisten-
cia. Durante la época de lluvia se suele mantener en
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400 mm anuales, lo que se traduce a tener 60 o 70 dí-
as con precipitaciones al año.

El estado de Chihuahua es uno de los estados que con-
forma la zona fronteriza entre México y Estados Uni-
dos, el clima medio es de 17°C con máximas que su-
peran los 40°C en verano y mínimas que pueden bajar
hasta – 20°C. Las lluvias son escasas para el estado y
se dan durante los meses de verano. La pluviosidad
anual apenas llega a los 500 mm, por lo que la escasez
de agua es un factor que se vive día a día.

Ahora bien, para disminuir la problemática de las se-
quias, se construyó la presa la “Boquilla”, también co-
nocida como Lago Toronto, cuenta con una capacidad
de 2093 metros cúbicos.

Los beneficios que ha traído esta presa constan de
abastecer agua a las comunidades que se encuentran
aledañas a la misma. Además, ha generado electrici-
dad de forma ininterrumpida. 

El día 3 de febrero del presente año, se manifestaron
cientos de personas con el objetivo de detener la aper-
tura de las compuertas de dicha presa, bajo los argu-
mentos que al abrir las compuertas se afectaría de for-
ma severa las actividades que dependen de ella,
circulando el agua por zonas del territorio estadouni-
dense dejando vulnerables a muchas personas que tra-
bajan en el sector ganadero y agrícola de la región. 

Cerca de tres mil habitantes y agricultores de Camar-
go, La Cruz, Delicias y San Francisco de Conchos,
Chihuahua, se manifestaron ante tal acción, por lo que,
ante dicho acto, fueron contenidos por elementos de la
Guardia Nacional. Los uniformados desalojaron a los
manifestantes que se encontraban cerca de las instala-
ciones. Los inconformes aseguran que la Comisión
Nacional del Agua (Conagua) busca abrir las com-
puertas de la presa para cumplir con el Tratado Inter-
nacional de Aguas de 1944, el cual fue firmado por
México y Estados Unidos. Asimismo, los manifestan-
tes señalaron que de realizar este acto el nivel del agua
bajaría y, a largo plazo, traería escases de agua, limi-
tando que los pobladores que dependen de este recur-
so realicen sus actividades de manera habitual.

El alcalde de San Francisco de Conchos, señaló que
había solicitado a la Conagua no abrir las compuertas
de la presa, ya que se estaría drenando un aproximado

de mil millones de metros cúbicos de agua que impac-
tarían fuertemente al estado de Chihuahua.

Por otro lado, la Conagua se pronunció para condenar
los actos realizados por los ciudadanos y agricultores
de la zona y agregó que el pasado 10 de enero del año
en curso, pobladores tomaron las instalaciones de la
presa, mencionado que este tipo de actos ponían en
riesgo el funcionamiento de la infraestructura, así co-
mo la seguridad de la población que se pudiera ver
afectada por una mala operación de las compuertas y
equipos. Por lo que para prevenir estos sucesos la titu-
lar de la dependencia, solicitó el apoyo del ejército y
la guardia nacional, a fin de resguardar la seguridad y
operación de la presa. 

A pesar de la inconformidad de los pobladores, la Di-
rectora del organismo hídrico ha señalado que el pago
de la deuda de agua a Estados Unidos se tenía previs-
to desde diciembre del año pasado, pero que las ope-
raciones no han sido satisfactorias dado que los agri-
cultores del estado se han opuesto con el argumento de
que los niveles de agua de la presa bajarían de una for-
ma drástica. 

La misma organización ha manifestado que la deuda
de agua con Estados Unidos, tiene como límite hasta
el mes de octubre, por lo que han dado el visto bueno
a que sea en esta época del año para empezar a saldar
dicha deuda, ya que el clima frío beneficiaría el ahorro
de aproximadamente 20% del agua, y de hacerlo en
periodos de calor extremo, la evaporación del agua
perjudicaría el pago de la deuda.

México mantiene un adeudo de cerca de 220 millones
de metros cúbicos de agua con Estados Unidos, esto
como parte del Tratado de 1944 sobre la distribución de
Aguas Internacionales de los Ríos Colorado, Tijuana y
Bravo, que tiene previsto saldar durante el invierno.

Para realizar el pago, el agua se extraería de las presas
La Boquilla y “Luis L. León”, ambas ubicadas en el
estado de Chihuahua. Además, se pretende extraer
agua de las presas “Marte R. Gómez”, en Tamaulipas
y de presas de Coahuila. La titular de Conagua, expre-
só que parte del agua extraída de la presa La Boquilla
iría a Tamaulipas.

Las autoridades de la Conagua han señalado que el es-
tado de Chihuahua tiene asegurado el 100% de agua
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para uso agrícola y para el año que entra se les estará
dando entre el 70% y 75% del agua, por lo que la Di-
rectora de Conagua mencionó que el agua está asegu-
rada para el ciclo agrícola en un año seco.

Aunado a lo anterior, comentó que, derivado del Tra-
tado de Aguas firmado en 1944 entre México y Esta-
dos Unidos, el gobierno mexicano entrega en periodos
de cinco años un total de 2 mil 160 millones de metros
cúbicos de metros cúbicos de agua, es decir, 432 mi-
llones de litros por año. Destacó que en el último pe-
riodo que comprende octubre de 2015 a octubre de
2020, México ha tenido retrasos en el pago de agua,
debido a factores derivados del clima. 

Ante esta problemática que se vive en el estado de
Chihuahua, es necesario tomar cartas en el asunto, to-
da vez que las consecuencias por falta de agua afectan
a la población de diversas comunidades, así como sus
actividades diarias. También hay que agregar que las
actividades agrícolas y ganaderas dependen de este lí-
quido vital, por lo que a largo plazo pueden surgir más
inconformidades por parte de la población.

Considero que el desabastecer a las personas de la re-
gión, estaría atentando contra su derecho humano. La
Organización de las Naciones Unidas (ONU), que con
fecha 28 de julio de 2010, a través de la Resolución
64/292 reconoció explícitamente el derecho humano al
agua y al saneamiento, reafirmando que un agua pota-
ble limpia y el saneamiento son esenciales para la rea-
lización de todos los derechos humanos.1

Ante lo expuesto, es necesario que las autoridades
competentes en la materia tomen acciones en el asun-
to que resuelvan el problema de agua que se vive en el
estado de Chihuahua, toda vez que afecta a gran parte
de la población. Asimismo, los ciudadanos no se opo-
nen a saldar la deuda del Tratado de Aguas firmado en
1944 entre México y Estados Unidos, sino que buscan
opciones viables que les garantice contar con agua,
sobre todo en esta región que cuenta con escases de
lluvia. En ese sentido, abrir las compuertas de diversas
presas, estaría dejando sin el vital líquido a muchos
ciudadanos, por lo que es necesario se generen otros
mecanismos que en los que, si bien se cumpla con
los tratados suscritos por el Estado Mexicano, tam-
bién se protejan los derechos fundamentales de
nuestros ciudadanos, ya que los resultados no se ve-
rán a corto plazo, pero conforme transcurra el tiempo,

los problemas comenzarán a percibirse, lo que haría la
problemática aún más grave. 

En este contexto, se formula el presente punto de
acuerdo para hacer un atento llamado a las autoridades
federales y locales del estado de chihuahua para que
tomen cartas en el asunto, buscando soluciones viables
en el cual se puede realizar el pago de agua a los Esta-
dos Unidos, pero sin dejar de lado el bienestar de la
población inconforme. 

En este orden de ideas, se solicita a la Comisión Na-
cional del Agua y demás autoridades competentes en
el tema, puedan dar una solución referente a la proble-
mática del agua, sobre todo abordando el tema de las
presas involucradas en el proceso de abrir sus com-
puertas para saldar la deuda del Tratado de Aguas fir-
mado en 1944 entre México y Estados Unidos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea, la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. El honorable Congreso de la Unión, exhorta de
manera respetuosa al titular del Ejecutivo Federal, pa-
ra que, a través de la Comisión Nacional del Agua co-
adyuven con el gobierno del estado de Chihuahua, pa-
ra que realicen y ejecuten las acciones necesarias y
den solución a la problemática del agua que existe en
la presa La Boquilla, para que los ciudadanos que de-
penden de ella, no se vean afectados por la probable
apertura de las compuertas de dicha presa.

Nota

1 Organización de las Naciones Unidas. (2014). Decenio Interna-

cional para la Acción “El agua como fuente de vida 2005-2015”.

Febrero 06, 2020, de ONU Sitio web:

https://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/human_right_to_

water.shtml

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020

Diputada Claudia Elena Lastra Muñoz (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SEGOB A

IMPLANTAR Y EJECUTAR CON EL INM POLÍTICAS PÚBLI-
CAS TRANSPARENTES Y EFICACES QUE PRIVILEGIEN EL

RESPETO DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRAN-
TES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA LIBIER GONZÁLEZ

ANAYA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO

CIUDADANO

La suscrita, diputada María Libier González Anaya, en
la LXIV Legislatura, con fundamento en los artículos
6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, y
demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a su consideración la presente propo-
sición con punto de acuerdo con base en las siguientes

Consideraciones

La migración es un fenómeno mundial que ha venido
evidentemente en aumento y que no parece reversible.
La falta de oportunidades, la inseguridad, la pobreza,
la incertidumbre social o la experiencia de vivir nue-
vas culturas, pueden ser algunas de las razones para
migrar. En 2017, alrededor de dos de cada 10 personas
migrantes en el mundo provenían de la India, México,
Rusia, China o Bangladesh.

México es un paso importante en los flujos migrato-
rios, porque es uno de los principales países que por
diversas condiciones sociales y políticas expulsa con-
nacionales y segundo, porque es un país de tránsito ha-
cía el destino más importante para la migración, que es
Estados Unidos de América (EUA).1 De tal manera
que no debemos cerrar los ojos a lo que todo el mun-
do sabe, que desde 1990 el corredor migratorio Méxi-
co-EUA, es el principal en el mundo, con 12.7 millo-
nes de personas migrantes sólo en el año 2017.1

Otros datos relevantes para tomar como referencia, es
que en general, la población migrante internacional
presenta una estructura de edad en etapa reproductiva
y laboral, sin embargo, el universo de la movilidad hu-
mana está constituido por personas de todas las eda-
des, por ejemplo, siguiendo los datos de la División de
Población de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU), en 2017 migraron 124.6 millones de mujeres
y 133.1 millones de hombres, un 48.4 por ciento y
51.6 por ciento respectivamente. De ellos, 21.6 por
ciento se encontraban en sus 30, pero aproximada-
mente 13.9 por ciento eran menores de edad y 16.7
eran personas de la tercera edad.2

Cabe recordar que el 10 y 11 de diciembre del año
2018 en Marrakech, Marruecos, se llevó la Conferen-
cia Intergubernamental para Adoptar el Pacto Mundial
para una Migración Segura, Ordenada y Regular, en la
que 150 países integrantes de la ONU firmaron dicho
pacto, entre ellos por supuesto México.

En voz del canciller Marcelo Ebrard Casaubón, nos
comprometimos a la aplicación absoluta e inmediata
de los lineamientos:

“…como México fue un promovente tan activo,
pues ahora somos el país más comprometido de
todos para llevarlo a cabo y lo vamos a hacer con
toda resolución, México va a cambiar su política
migratoria, México va a hacerlos sentir a ustedes
orgullosos del pacto que hemos adoptado para
una migración segura ordenada y regular, va-
mos a cambiar las cosas y por nosotros hablaran
nuestros hechos...”4

Tanto en la Declaración de Nueva York, como en el
Pacto Mundial sobre Migración, destacan entre sus
objetivos el compromiso de los estados por la salva-
guarda de los derechos humanos de las personas refu-
giadas y en tránsito, esto a través de la conformación
de un frente amplio que integre voluntades tanto de las
instituciones de gobernanza como de la sociedad civil.

Las estaciones migratorias, que son las instalaciones
físicas que se establecen para alojar temporalmente a
los extranjeros que no acrediten su estancia migratoria
regular, en tanto se resuelve su situación migratoria;
son los puntos neurálgicos donde coinciden los mi-
grantes, las asociaciones civiles y las autoridades, en
lo que debería ser un ámbito de confirmación de pro-
pósitos para lograr una migración ordenada y segura.

En México, el Instituto Nacional de Migración (INM)
es la autoridad competente para verificar la situación
migratoria de las y los extranjeros en el territorio na-
cional y está al frente en el desarrollo de las activida-
des en dichos centros y es el responsable de lo que co-
nocemos como Estación Migratoria Siglo XX ubicada
en Tapachula, Chiapas. Este centro de detención, es el
más grande de toda América Latina.

El Centro de Derechos Humanos, Fray Matías de Cór-
doba, AC, el 26 de enero del año 2020, emitió un co-
municado en el que daba a conocer que las autoridades
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el INM y particularmente su delegación en Chiapas,
habían decido suspender el ingreso de su personal a la
estación migratoria en comento, acción que rechaza ta-
jantemente.5

Al respecto, el pasado 28 de enero del año en curso,
personal de segundo nivel en la administración fede-
ral actual, dio a conocer que había decidido suspen-
der temporalmente el ingreso de organizaciones civi-
les a las estaciones migratorias, quienes documentan
probables violaciones a derechos humanos, al igual
que a miembros de congregaciones religiosas, inclu-
so de aquellos que tienen una larga tradición de pre-
sencia en dicho centro, a través del oficio
INM/DGCVM/0118/2020.6

Ante la evidente violación a las normativas internacio-
nales en materia humanitaria y de migración, la Secre-
taría de Gobernación emitió un comunicado en el que
desmiente y se desmarca de lo enunciado en el oficio
INM/DGCVM/0118/2020.7

No obstante, el Instituto Nacional de Migración, pu-
blicó por sus canales oficiales de comunicación, me-
diante “tarjeta informativa”, que dicho oficio era com-
pletamente cierto y válido, y que a la brevedad se
notificaría las fechas posibles de reingreso.8

El desacuerdo entre ambos niveles de la administra-
ción es evidente y preocupante, toda vez que lo que es-
tá en juego la mediana o posible estabilidad de todos
aquellos seres humanos que tienen la necesidad de en-
contrarse en los centros de detención del estado de
Chiapas y de los de todo México.

En la Cámara de Diputados estamos conscientes de
que en los últimos años el fenómeno migratorio ha
presentado retos difíciles de solventar, por lo que con-
sideramos oportuno exhortar a la Secretaría de Gober-
nación para que de manera congruente y coordinada
con el Instituto Nacional de Migración, planteen y eje-
cuten políticas públicas transparentes y eficaces que
privilegien el respeto a los derechos humanos de las
personas migrantes, especialmente las detenidas en los
centros de control migratoria de nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión aprueba el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Secretaría de Goberna-
ción para que, de manera congruente y coordinada con
el Instituto Nacional de Migración, implementen y
ejecuten políticas públicas transparentes y eficaces
que privilegien el respeto a los derechos humanos de
las personas migrantes, especialmente las detenidas en
los centros de control migratorio de nuestro país, a fin
de que se garantice el legítimo derecho de la sociedad
civil organizada a participar con acciones apegadas a
ley y en favor de los derechos humanos de los mi-
grantes y evitar reincidir en casos como lo sucedido en
la Estación Migratoria Siglo XX en Tapachula, Chia-
pas.

Notas

1 Fundación BBVA, Yearbook of migration and remittances, 2019.

2 Ibis.

3 Con datos de la División de Población del Departamento de

Asuntos Económicos y Sociales de la Organización de las Nacio-

nes Unidas. Disponible para su consulta en la dirección electróni-

ca: https://www.un.org/development/desa/es/about/desa-divi-

sions/population.html

4 Intervención del Canciller Marcelo Ebrard Casaubón en la inau-

guración de la Conferencia Intergubernamental para la adopción

del Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regu-

lar, de la ONU. Disponible para su consulta en la dirección elec-

trónica: https://www.facebook.com/SREMX/videos/participa-

ci%C3%B3n-del-secretario-de-relaciones-exteriores-de-m%C3%

A9xico-marcelo-ebrard-e/383420732403704/

5 Comunicado en su cuenta Twitter. Disponible para su consulta en

la dirección electrónica: https://www.facebook.com/CDHFrayMa-

t i a s / p h o t o s / p b . 4 3 1 0 7 2 4 5 6 9 2 6 4 9 2 . -

2207520000../3075563359144042/?type=3&theater

6 Documento que puede ser consultado adjunto a una nota perio-

dística. Disponible en la dirección electrónica: https://www.angu-

lo7.com.mx/2020/01/29/prohiben-a-ongs-ingresar-a-estaciones-

migratorias-en-mexico/

7 Comunicado de SEGOB en su cuenta de Twitter. Disponible pa-

ra su consulta en la dirección electrónica: https://twitter.com/SE-

GOB_mx/status/1222362612630880256 

Martes 18 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria59



8 Comunicado de INM, en su cuenta de Twitter. Disponible para

su consulta en la dirección electrónica: https://twitter.com/IN-

AMI_mx/status/1222320352912502785?ref_src=twsrc%5Etfw%

7Ctwcamp%5Etweetembed%7Ctwterm%5E12223203529125027

85&ref_url=https%3A%2F%2Faristeguinoticias.com%2F2901%

2Fmexico%2Fsegob-desconoce-prohibicion-de-inm-de-entrada-a-

estancias-migratorias%2F

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada María Libier González Anaya (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL EJECUTIVO

FEDERAL A GARANTIZAR CONDICIONES DIGNAS EN TODAS

LAS ESTACIONES MIGRATORIAS, A CARGO DE LA DIPUTADA

NAYELI SALVATORI BOJALIL, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PES

Quien suscribe, Nayeli Salvatori Bojalil, diputada fe-
deral en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social,
en ejercicio de la facultad que confiere lo dispuesto en
los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 1,
fracción II del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de esta asamblea la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

La Organización Internacional para las Migracio-
nes (OIM) define a un migrante como cualquier per-
sona que se desplaza o se ha desplazado a través de
una frontera internacional o dentro de un país, fuera de
su lugar habitual de residencia independientemente de:
1) su situación jurídica; 2) el carácter voluntario o in-
voluntario del desplazamiento; 3) las causas del des-
plazamiento; o 4) la duración de su estancia.1

Las migraciones son un fenómeno inherente al ser hu-
mano, dadas las necesidades del hombre este ha ido
transitando por el mundo en busca de alimento, como-
didad y nuevos territorios que les permitan subsistir.
En pleno 2020 es muy común escuchar y ver grupos
de migrantes en busca de alimento, una mejor vida,
oportunidades de superarse, de acceder a una educa-
ción de calidad, de encontrarse con los suyos, por con-
flictos sociales, terrorismo, o por fenómenos naturales.

México establece el libre tránsito dentro del territorio
nacional, sin embargo, eso no garantiza la seguridad
de los migrantes durante su paso es en nuestro país en
donde han acontecido miles de casos que atentan con-
tra la vida de los migrantes nacionales y centroameri-
canos, ya que la mayor parte de las muertes de mi-
grantes han sido registradas en las aguas del rio bravo
ubicado en los límites entre México y los Estados Uni-
dos, y dentro del territorio nacional se han suscitado
casos de maltrato, intromisión del crimen organizado,
trata y desaparición de migrantes. Es nuestro deber co-
mo país garantizarles un trato digno, así como su se-
guridad y necesidades básicas mientras se encuentren
en territorio nacional, así como lo establece la Ley de
Migración específicamente en el artículo 1o.

La Organización Internacional de Migración ha hecho
énfasis en la seguridad y trato digno para los migran-
tes. Ya que “la pérdida de vidas humanas nunca debe
naturalizarse ni debe tolerarse como un riesgo asumi-
do de la migración irregular.”2

Particularidades del Caso Mexicano

México es un país que por su ubicación geográfica es
ruta de miles de migrantes nacionales y centroameri-
canos con el objetivo de llegar a Estados Unidos, “las
personas migrantes en tránsito por México representan
una población en constante movilidad, con muchas ne-
cesidades, pero también con derechos, con dignidad
que debe respetarse; con independencia de su estatus
legal en el país. Son personas que por diversas causas
deciden dejar su país, y afrontar peligros y grandes tra-
yectos, son diversos en busca de nuevas oportunidades
de vida”.3

Además, se debe acatar lo expuesto en el artículo 11o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos,4 que a la letra dice:
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Toda persona tiene derecho para entrar en la Re-
pública, salir de ella, viajar por su territorio y
mudar de residencia, sin necesidad de carta de
seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros re-
quisitos semejantes. El ejercicio de este derecho

estará subordinado a las facultades de la autoridad

judicial, en los casos de responsabilidad criminal o

civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo
que toca a las limitaciones que impongan las leyes
sobre emigración, inmigración y salubridad general
de la República, o sobre extranjeros perniciosos re-
sidentes en el país.

El Instituto Nacional de Migración ha hecho por años
un esfuerzo inconmensurable por garantizar atención a
los migrantes que pasan por nuestro país, mediante las
estaciones migrantes, pero la realidad ha rebasado lo
planteado, en teoría dentro de estos centros se deben
prestar servicios de asistencia médica, psicológica y
jurídica, alimentación, integridad de los migrantes, y
garantizar el cumplimiento de sus derechos tal y como
lo establece el artículo 107o. de la Ley de Migración.
Sin embargo, la CNDH ha demostrado que las esta-
ciones migratorias no son las idóneas para garantizar
los derechos humanos de los migrantes, es el caso de
la maltrato y muerte de una infante guatemalteca den-
tro de una estación migrante, tal y como se redacta en
la recomendación 77/2019,5 además, el titular del
INM Francisco Garduño Yáñez reconoció el mal esta-
do de las estaciones migratorias.

El Colectivo de Observación y Monitoreo de Derechos
Humanos del Sureste Mexicano6 ha hecho un comuni-
cado al gobierno federal en el que deja entrevisto la re-
alidad de estancias provisionales y estaciones de mi-
grantes del INM, en donde existe un hacinamiento en
gran parte de ellos, se violan derechos humanos, se re-
alizan traslados irregulares entre centros, se priva de la
libertad a acreditados en condición de refugiados, no
se garantizan necesidades básicas, medicamentos, y en
ocasiones se llega la precarización de servicios indis-
pensables.

Por otro lado el Informe Especial: Situación de las Es-
taciones Migratorias en México 20197 señala que “en
nuestro país, sin embargo, sigue imperando una políti-
ca de contención y de detención, privando de la liber-
tad a las personas en recintos que evidencian carencias
y malas condiciones de trato […] las condiciones y ca-
racterísticas estructurales y de administración de las

Estaciones Migratorias y Estancias Provisionales del
Instituto Nacional de Migración, en las que son priva-
das de su libertad en tanto se resuelve su condición
migratoria en el país, mantienen el modelo carcelario,
en el permanecen en celdas bajo llave y sometidas a un
tratamiento similar al que reciben aquellas personas
que han infringido la ley penal.”

A pesar de lo expuesto con anterioridad, tristemente
hoy día es muy común ver títulos periodísticos como
“entre gritos y llanto migrantes denuncian presunto
maltrato físico y verbal en albergue”, “maltrato en al-
bergue migrante del sureste de México” o “crimen or-
ganizado infiltra albergues de migrantes”, es tiempo
que cambiemos el status de México sobre migración
ante el mundo, y de que colaboremos a cumplir con los
objetivos del desarrollo sostenible para 2030 de las
Naciones Unidas8 respecto a la aplicación de políticas
para facilitar una migración ordenada, segura, regular,
responsable y universal.

Por otra parte, la niñez y adolescencia migrante debe
ser un tema de suma importancia, el medio informati-
vo El País9 ha hecho público un trato indignante para
los infantes dentro de las estaciones migrantes, en su
nota se puede leer lo siguiente; “para ingresar, los ni-
ños migrantes pasan una puerta enrejada y un arco de-
tector de metales. A partir de allí, estarán encerrados e
incomunicados. Se les asignará una de las habitacio-
nes con literas de cemento y colchoneta, de las que
muchos salen con infecciones de chinches, ronchas,
diarrea y anginas. Algunos dormirán en los pasillos,
hacinados entre cientos más que vienen desde Centro-
américa, Asia y África cargando un pasado de violen-
cia, privaciones y trauma”.

El trato hacia esta comunidad migrante es indignante,
la cruda realidad nos aleja de ser solidarios y respe-
tuosos con nuestros connacionales, es momento volte-
ar y poner el interés suficiente, se debe hacer concien-
cia y ponerse en su lugar, muchas veces “la violencia,
la pobreza y el acceso limitado a servicios sociales y a
una educación de calidad afectan la vida de niñas, ni-
ños y adolescentes de Latinoamérica, en particular de
México y algunos países de Centroamérica. Esto los
obliga a tomar la difícil decisión de dejar sus países”.10

Los datos son alarmantes, según la UNICEF11 “las au-
toridades migratorias detectaron 18 mil 300 niñas y ni-
ños extranjeros (provenientes de países del Triángulo
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Norte de Centroamérica: Guatemala, Honduras y El
Salvador) en territorio mexicano. De ellos, 16 mil 162
fueron retornados a sus países de origen.”, es decir, un
aproximado de 2 mil infantes está detenido en alber-
gues mexicanos, fueron expuestos el crimen organiza-
do, sufren hambre o murieron.

La CNDH a través del Informe Especial: Situación de
las Estaciones Migrantes 2019 establece que “a pesar
de que el Reglamento de Ley General de los Derechos
los Niños, Niñas y Adolescentes, y la legislación mi-
gratoria establecen que éstos bajo ninguna circunstan-
cia deben ser privados de su libertad en recintos mi-
gratorios, se documentó de forma reiterada, que había
niñez migrante, acompañada y no acompañada deteni-
da en Estaciones Migratorias y Estancias Provisiona-
les del Instituto Nacional de Migración, lo que atenta
contra el principio del interés superior de la niñez y la
unidad familiar, siendo que dichos lugares no son
apropiados para su atención integral”.12

Con base en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en la Ley de Migración me per-
mito hacer un llamado a las autoridades para afianzar
un trato digno hacia los migrantes poniendo especial
atención en niños y adolescentes, con el fin de garan-
tizar respeto, pleno cumplimiento de derechos huma-
nos, seguridad, necesidades básicas e información
dentro y fuera de los albergues, y casas migrantes, que
las autoridades competentes hagan su trabajo; no solo
por servir, sino por humanidad y solidaridad con las
personas que se encuentran en nuestro país en busca
de un mejor futuro.

Por lo anteriormente expuesto y fundado la fracción I
del artículo 6, el artículo 79, numeral 2 y demás artí-
culos relativos y aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados se somete a la consideración de es-
ta honorable asamblea, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. - La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al titu-
lar del Ejecutivo federal para que a través de la Secre-
taría de Gobernación el Instituto Nacional de Migra-
ción otorgue un trato digno, seguridad y satisfacción
de necesidades básicas a los migrantes que se encuen-
tran en las estaciones migratorias del país.

Segundo. - La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al ti-
tular del Ejecutivo federal para que mediante las Se-
cretarías de Salud y de Seguridad y Protección Ciu-
dadana establezcan jornadas de revisión en las
estaciones migratorias en torno a infraestructura y
sanidad a fin de garantizar la integridad de los mi-
grantes.

Tercero. - La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al titu-
lar del Ejecutivo federal para que a través del DIF Na-
cional y la Secretaría de Gobernación mediante el Ins-
tituto Nacional de Migración garanticen la protección
a los infantes y adolecentes dentro de las estaciones
migrantes.

Notas

1 https://www.un.org/es/sections/issues-depth/migration/index.html

2 Frank Laczko, director general del Centro de Análisis de Datos

de la OIM.

3 https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/In-

forme-Especial-Desafios-migracion.pdf

4 

5 https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-

09/Rec-2019-77.pdf

6 http://cdhfraymatias.org/web/wp-content/uploads/2019/11/Co-

municado_COMDHSM_04.10.2019.pdf

7 https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-

11/Informe-Estaciones-Migratorias-2019.pdf

8 file:///C:/Users/Nay%20Salvatori/Downloads/The-Sustainable-

Development-Goals-Report-2019_Spanish%20(1).pdf

9 https://elpais.com/internacional/2019/07/24/mexico/1563987

207_829054.html

10 y 11 https://www.unicef.org/mexico/migraci%C3%B3n-de-

ni%C3%B1as-ni%C3%B1os-y-adolescentes

12 https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-

11/Informe-Estaciones-Migratorias-2019.pdf
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Dado en la sede de la Cámara de Diputados, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Nayeli Salvatori Bojalil (rúbrica) 

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SEMAR,
LA SADER Y LA CONAPESCA A INTENSIFICAR LA VIGILAN-
CIA DE LAS ACTIVIDADES PESQUERAS Y ACUÍCOLAS EN CI-
HUATLÁN Y LA HUERTA, JALISCO, SUSCRITA POR LA DI-
PUTADA MÓNICA ALMEIDA LÓPEZ E INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Con fundamento en la facultad que me otorga la frac-
ción I del artículo 6o., así como el artículo 79 en su in-
ciso 1, fracción II del Reglamento de la Cámara de Di-
putados del H. Congreso de la Unión; la que suscribe
Diputada Mónica Almeida López integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrá-
tica me permito poner a consideración de esta Asam-
blea Legislativa, proposición con punto de acuerdo
que tiene por objeto girar atento y respetuoso exhorto
a la Secretaría de Marina, Secretaría de Agricultura y
Desarrollo Rural y al Consejo Nacional de Pesca y
Acuacultura, para que se intensifique la vigilancia de
las actividades pesqueras y acuícolas de los munici-
pios de Cihuatlán y la Huerta Jalisco, a fin de evitar la
pesca ilegal disponiendo del mayor número de recur-
sos humanos técnicos, financieros y materiales nece-
sarios, en coordinación con el gobierno del estado de
Jalisco, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La FAO-ONU reconoce que la pesca ribereña puede
ser un factor de cambio en numerosas comunidades
costeras y desempeñar un papel clave en el combate a
la pobreza, la seguridad alimentaria de las naciones, la
nutrición de millones de personas y el aprovechamien-
to sustentable de los recursos pesqueros, pero es nece-
sario implementar reformas estructurales de fondo pa-
ra alcanzar estos objetivos.

México es el país número 16 en cuanto a la producción
de pescados y mariscos a nivel mundial, pero cierta-
mente, con un pequeño esfuerzo, podría situarse entre
los primeros 10 lugares en relativamente poco tiempo.
Sin embargo, es prácticamente imposible que este sec-
tor se desarrolle y alcance un mayor potencial si no se
resuelven algunos factores estructurales que mantie-
nen a la actividad pesquera en un estancamiento desde
hace décadas. 

Según el último Informe sobre el estado mundial de la

pesca y la acuicultura –elaborado por la FAO–, la
producción total de productos marinos en el mundo al-
canzó 171 millones de toneladas, de las cuales 91 mi-
llones corresponden a la pesca de captura y el resto a
la acuacultura; sin embargo, las capturas se encuentran
estancadas desde finales de los ochenta. En México es-
ta tendencia es similar: en 2016 se alcanzó una pro-
ducción de 1.5 millones de toneladas de pesca de cap-
tura (marina y continental) con un total de 238 mil
pescadores y 56 mil acuacultores (FAO, 2018) dedica-
dos a esta actividad. Esta producción se incrementa un
poco, año con año, pero sin mostrar claras señales de
crecimiento y desarrollo sostenido.

La importancia de la Pesca en México, tiene antece-
dentes históricos y no es para menos porque de acuer-
do a lo establecido por el artículo 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro
de los límites del territorio nacional, corresponde ori-
ginariamente a la Nación, por lo que corresponde a és-
ta el dominio directo de todos los recursos naturales de
la plataforma continental y los zócalos submarinos, de
igual manera son considerados propiedad de la misma
las aguas de los mares territoriales en la extensión y
términos que fije el derecho internacional; las aguas
marinas interiores, las de las lagunas y esteros que se
comuniquen permanentemente o intermitentemente
con el mar; las de los lagos interiores de formación na-
tural que estén ligados directamente a corrientes cons-
tantes; así como las de los ríos y sus afluentes directos
o indirectos, el Sector Pesquero es estratégico y prio-
ritario para el desarrollo del país porque, además de
ofrecer los alimentos que consumen las familias mexi-
canas y proveer materias primas para las industrias
manufacturera y de transformación, se ha convertido
en un importante generador de divisas al mantener un
gran dinamismo exportador. 
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Esta riqueza biológica de los mares mexicanos puede
traducirse en riqueza pesquera y generadora de emple-
os, siendo oportuno que su potencial sea explotado
atendiendo los principios de sustentabilidad y respeto
al medio ambiente. Además de la pesca, la acuacultu-
ra y la maricultura son actividades que también de-
mandan de un impulso ante su desarrollo aún inci-
piente, por lo que los Planes de Manejo Pesquero se
encuentran apegados a lo establecido en nuestra Carta
Magna, la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables en los artículos 4 fracción XXXVI, 36 frac-
ción II y 39, y a la Carta Nacional Pesquera 2017.

La Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables
(LGPAS), reconoce a la pesca y la acuacultura como
actividades que fortalecen la soberanía alimenticia y
territorial de México, considerándolas de importancia
para la seguridad nacional y prioritaria para el des-
arrollo del país. Estableciendo los principios de orde-
namiento, fomento y regulación del manejo integral y
el aprovechamiento sustentable de la pesca y la acua-
cultura, considerando los aspectos sociales, tecnológi-
cos, productivos, biológicos y ambientales.

Definiendo las bases para la ordenación, conservación,
la protección, la repoblación y el aprovechamiento
sustentable de los recursos pesqueros y acuícolas, así
como la protección y rehabilitación de los ecosistemas
en que se encuentran dichos recursos. Indicando los
principios para ordenar, fomentar y regular el manejo
integral. Promueve el mejoramiento de la calidad de
vida de los pescadores y acuicultores del país a través
de los programas que se instrumenten para el sector
pesquero y acuícola. Procura el derecho al acceso, uso
y disfrute preferente de los recursos pesqueros y acuí-
colas de las comunidades y propone mecanismos para
garantizar que la pesca y la acuacultura se orienten a la
producción de alimentos.

En razón de lo anterior podemos precisar que actual-
mente se cuenta con el sustento normativo que impul-
sa y regula este sector, pero que lamentablemente exis-
ten factores externos que impiden el correcto
funcionamiento de una de las principales actividades
que sostienen la soberanía alimentaria del país, como
lo es la pesca ilegal, ya que, de acuerdo con informa-
ción del Instituto Mexicano para la competitividad, la
pesca ilegal corresponde al 60% de la reproducción
nacional reportada.

Este fenómeno se da como el resultado de la falta de
capacidad para regular el cumplimiento de las dispo-
siciones legales, siendo las más frecuentes el no con-
tar con el permiso o concesión para pescar, las artes
de pesca prohibida, la pesca en época de veda, en zo-
nas protegidas o sobre especies prohibidas, además
de las dificultades administrativas de nuestras auto-
ridades para empadronar a los pescadores y lograr
que se encuentren laborando bajo el marco legal
aplicable.

Además de ser un fenómeno que incide directamente
en el medio ambiente, ya implica un factor económico
adicional negativo, ya que dificulta la competitividad
de los pescadores que se encuentran laborando por la
vía licita, siendo una tarea complicada llevar a cabo
una vigilancia exhaustiva esto en razón de la falta de
recursos humanos y materiales para llevarlo a cabo.

Actualmente existe una gran demanda por parte de los
pescadores de las costas Jaliscienses de Cihuatlán y la
Huerta, solicitando una mayor y más exhaustiva vigi-
lancia a fin de disminuir la pesca ilegal en sus munici-
pios, que les permita tener ingresos pero sobre todo la
posibilidad de desempeñarse ya donde esta actividad
representa la fuente de ingresos de gran parte de la po-
blación, además de ser determinante para el abasto de
alimentos de la zona la cual es altamente turística, en
virtud de la proliferación de embarcaciones de pesca
ilegal, donde se tiene registro de hasta un 40% de des-
perdicio de especies que son pescadas de forma acci-
dental generando un grave al ecosistema.

La sobreexplotación de especies ha ocasionado el re-
traso del ciclo de recuperación de la población marina,
ya que la pesca ilegal al capturar especies en masa de
manera indiscriminada, a los peces comestibles que no
corresponden a la especie a que ellos les representa in-
terés económico, son descartados y desechados, dejan-
do sin la posibilidad de ser utilizados por los pescado-
res legales que capturan a este tipo de especies,
teniendo un doble efecto negativo, que además de
afectar la fauna marítima, hacen casi imposible la res-
tructuración de especies, que aunado a los cambios cli-
máticos está ocasionando una disminución de esta ac-
tividad.

Por lo antes expuesto a esta soberanía sometemos a su
consideración el siguiente
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Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados de manera atenta y
respetuosa exhorta la Secretaría de Marina, Secretaría
de Agricultura y Desarrollo Rural, y al Consejo Na-
cional de Pesca y Acuacultura, para que se intensifique
la vigilancia de las actividades pesqueras y acuícolas
de los municipios de Cihuatlán y la Huerta, Jalisco, a
fin de evitar la pesca ilegal, disponiendo del mayor nú-
mero de recursos humanos técnicos, financieros y ma-
teriales necesarios, en coordinación con el gobierno
del estado de Jalisco.

Ciudad de México, a 18 de febrero de 2020. Palacio
Legislativo de San Lázaro, Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión.

Diputados: Mónica Almeida López (rúbrica), José Guadalupe

Aguilera Rojas, Abril Alcalá Padilla, María Guadalupe Almaguer

Pardo, Mónica Bautista Rodríguez, Frida Alejandra Esparza Már-

quez, Raymundo García Gutiérrez, Verónica Beatriz Juárez Piña

(rúbrica), Antonio Ortega Martínez, Claudia Reyes Montiel, Nor-

ma Azucena Rodríguez Zamora.

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SSA

A ADOPTAR MEDIDAS ADMINISTRATIVAS PARA ATENDER LA

ALERTA Y EMERGENCIA INTERNACIONALES DEL NUEVO

CORONAVIRUS COVID-19, 2019-NCOV, A CARGO DE LA

DIPUTADA CLAUDIA TELLO ESPINOSA, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

Claudia Tello Espinosa, diputada federal del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 6, numeral I, fracción I, y
79 numeral 2, fracción III, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta ho-
norable asamblea la presente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La Ley General de Salud, determina que el Sistema
Nacional de Salud es el conjunto de entidades públicas
–federales y estatales–, del sector social y del privado
que prestan servicios de salud a la población que resi-
de en el territorio nacional. 

Uno de sus objetivos es integrar los diversos servicios
de salud existentes con la coordinación de la Secreta-
ría de Salud, a quien de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 7.° y 8.° de la Ley General de Salud,
le corresponde establecer y conducir la política nacio-
nal en materia de salud, en los términos de las leyes
aplicables y de conformidad con lo dispuesto por el
Ejecutivo Federal; promueve e impulsa que las institu-
ciones del Sistema Nacional de Salud implementen
programas cuyo objeto consista en brindar atención
médica integrada de carácter preventivo; determinar la
periodicidad y características de la información que
deberán proporcionar las dependencias y entidades del
sector salud, con sujeción a las disposiciones genera-
les aplicables; impulsar las actividades científicas y
tecnológicas en el campo de la salud. Por otra parte, el
artículo 9, de la misma ley, establece que gobiernos de
las entidades federativas coadyuvarán, en el ámbito de
sus respectivas competencias y en los términos de los
acuerdos de coordinación que celebren con la Secreta-
ría de Salud, a la consolidación y funcionamiento del
Sistema Nacional de Salud. 

Por cuanto hace a la participación, en el sistema na-
cional de salud, de los prestadores de servicios de sa-
lud, de los sectores público, social y privado, de sus
trabajadores y de los usuarios de los mismos, así como
de las autoridades o representantes de las comunidades
indígenas, el artículo 10, determina su coordinación a
través de la misma Secretaría de Salud del Gobierno
Federal.

Ante la emergencia internacional para atender el con-
trol y prevención de enfermedades identificadas con
un nuevo coronavirus (2019-nCoV) la Organización
Panamericana de Salud y la Organización Mundial de
Salud, recomiendan que los Estados Miembros forta-
lezcan las actividades de vigilancia para detectar de
forma temprana los casos sospechosos de 2019-nCoV,
detectar eventos respiratorios inusuales y garantizar
que los trabajadores de salud tengan acceso a informa-
ción actualizada sobre esta enfermedad, y estén fami-
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liarizados con los principios y procedimientos para
controlar las infecciones 2019- nCoV así como estén
capacitados para consultar el historial de viajes de un
paciente para vincular esta información con datos clí-
nicos.

Para lo anterior la OMS publicó el 17 de enero de 2020
una actualización de la guía provisional para pruebas
de laboratorio para el nuevo coronavirus 2019 (2019-
nCoV) en casos humanos sospechosos disponible (en
inglés) en: https://bit.ly/2RZf577 

Aunado a lo anterior, la Organización Panamericana
de Salud (OPS) el 1 de febrero de 2020, publicó una
Guía de laboratorio para la detección y el diagnóstico
del nuevo coronavirus (2019-nCoV). Información so-
bre la recolección de muestras y el envío adecuado;
pruebas de laboratorio que incluyen un algoritmo de
prueba; y se pueden encontrar informes de casos y re-
sultados de pruebas en esta guía provisional, disponi-
ble en español en: https://bit.ly/2Sjgqou

Considerando que actualmente, no existe un trata-
miento específico para la infección por 2019-nCoV,
incluido el uso de antivirales, como el oseltamivir. El
manejo de casos sospechosos o confirmados de 2019-
nCoV implica el reconocimiento temprano de signos y
síntomas de la enfermedad respiratoria aguda grave in-
usual, aislamiento del caso según prácticas de PCI,
monitoreo y terapia de soporte precoz, recolección de
muestras para diagnóstico de laboratorio, manejo de
fallo respiratorio, manejo del shock séptico y preven-
ción de complicaciones. Proponiendo adoptar las si-
guientes medidas:

I. Aislamiento: Las personas para quienes se sospe-
cha la infección 2019-nCoV, o se confirma median-
te pruebas de laboratorio, deben colocarse en una
habitación individual. Por lo tanto, se deben identi-
ficar los establecimientos de salud con capacidad de
aislamiento y comunicar su existencia a todos los
establecimientos de salud públicos y privados, y de-
finir el flujo para la derivación y el transporte de pa-
cientes a instalaciones con capacidad. 

II. La identificación de las instalaciones de atención
médica con capacidad de aislamiento, y dónde se
debe derivar a los pacientes, también debe contem-
plar la prestación de cuidados intensivos en una o
más de esas instalaciones. 

III. Revisar las disposiciones legales para identifi-
car cualquier escapatoria que pueda obstaculizar la
capacidad de las autoridades para aplicar medidas
de contención dentro de los centros de salud. 

IV. Rastreo de contactos: el rastreo de contactos
constituye una medida crítica para minimizar las
oportunidades de transmisión, abarcando la identi-
ficación y el seguimiento de la salud de los contac-
tos de las personas para quienes la infección 2019-
nCoV se considera o se confirma mediante pruebas
de laboratorio. 

Los aspectos que deben contemplarse al definir la im-
plementación de las medidas de localización de con-
tactos incluyen: 

A. Modalidades para llevar a cabo el seguimiento
de los contactos, teniendo en cuenta que, de acuer-
do con la información disponible actualmente,
2019-nCoV sólo puede ser transmitida por indivi-
duos sintomáticos.

B. Enfoque para la identificación de contactos rela-
cionados con los transportes en los que se está con-
siderando o se confirma mediante pruebas de labo-
ratorio a personas para las que la infección por el
2019-nCoV. 

C. Procedimientos y herramientas para acceder y
gestionar la información relacionada con los con-
tactos, incluyendo la Información Anticipada de Pa-
sajeros (API) y el Registro de Nombres de Pasaje-
ros (PNR). 

D. Procedimientos para informar a sus homólogos
de otros Estados. Parte cuando las medidas de ras-
treo de contactos tengan ramificaciones internacio-
nales. 

E. En la actualidad, sería prudente revisar las dis-
posiciones legales para identificar cualquier laguna
que pudiera obstaculizar la capacidad de las autori-
dades para aplicar medidas de rastreo de contactos.

Atendiendo a la alerta y emergencia internacional, de
manera respetuosa se exhorta al Titular del Ejecutivo
Federal, para que a través de la Secretaría de Salud, en
su carácter de coordinadora del Sistema Nacional de
Salud, implemente un programa especial para atender
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las alertas sobre la infección por el 2019-nCoVy adop-
te las medidas administrativas necesarias para que los
laboratorios del Sector Salud cuenten con los epide-
miólogos y especialistas, así como equipo y reactivos
necesarios para los estudios de muestras de casos sos-
pechosos de infección por 2019-nCoV.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) anunció
el 11 de febrero de 2020, que el nuevo virus detectado
en China y que provoca una enfermedad respiratoria
se llama ahora Covid-19, el cual ha ocasionado hasta
el día de hoy la muerte de mil 113 personas en China
continental. Ante la alerta y la emergencia internacio-
nal, presento ante esta Honorable Asamblea, la si-
guiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, de manera respetuosa exhorta
a la Secretaría de Salud, en su carácter de coordina-
dora del Sistema Nacional de Salud implemente un
programa especial para la vigilancia y atención de
alertas sobre la infección por el 2019-nCoV, adoptan-
do las medidas administrativas necesarias para que
los laboratorios del Sector Salud cuenten con los epi-
demiólogos y especialistas, así como el equipo y re-
activos necesarios para el estudios de muestras de ca-
sos sospechosos de infección por 2019-nCoV de
conformidad la guía de laboratorio para la detección y
el diagnóstico del nuevo coronavirus Covid-19 (2019-
nCoV) conforme lo determina la Organización Mun-
dial de Salud.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, de manera respetuosa exhorta
a la Secretaría de Salud, en su calidad de Coordina-
dora del Sistema Nacional de Salud, supervisé y ac-
tualice semanalmente el monitoreo de pacientes sos-
pechosos y medidas adoptadas para la prevención,
contención y atención de casos de infección por Co-
vid-19 (2019-nCoV), así como los requerimientos
materiales y humanos necesarios para la atención pre-
ventiva y, en su caso, emergente en la detección de in-
fecciones.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, de manera respetuosa exhorta a la
Secretaria de Salud, en su calidad de Coordinadora del
Sistema Nacional de Salud, elabore y haga público, a

la brevedad posible, un plan financiero para la aten-
ción de las medidas solicitadas en el presente punto de
acuerdo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020

Diputada Claudia Tello Espinosa (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SEMAR-
NAT, LA PROFEPA Y LA CONANP A REALIZAR ACCIONES DE

CONSERVACIÓN Y PROTECCIÓN DEL ÁGUILA REAL, SUSCRI-
TA POR LAS DIPUTADAS SILVIA GUADALUPE GARZA GAL-
VÁN Y JACQUELINA MARTÍNEZ JUÁREZ, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PAN

Las que suscriben, Silvia Guadalupe Garza Galván y
Jacquelina Martínez Juárez, diputadas integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de
la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 3, fracción XX; 6, numeral primero;
62, numeral segundo; 65, numeral cuarto; y 79, nume-
ral primero, fracción II, y numeral segundo, fracción
III, así como los demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de es-
ta soberanía la proposición con punto de acuerdo de
urgente y obvia resolución por el que se exhorta res-
petuosamente a los titulares de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, de la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente, y de la Comisión
Nacional de Áreas Naturales Protegidas, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

La historia del Escudo Nacional se remonta a 1968,
cuando el muralista y grabador Francisco Eppens Hel-
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guera fue comisionado por el entonces presidente de la
República para su elaboración.1

Así, el 17 de agosto de 1968 fue publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación la “Ley sobre las caracte-
rísticas y el uso del Escudo, la Bandera y el Himno
Nacionales”, misma que fue abrogada por la actual y
vigente Ley sobre el Escudo, La Bandera, y El Himno

Nacional, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 8 de febrero de 1984, en cuyo artículo 2o. se es-
tablece, a la letra, lo siguiente:

“Artículo 2o. El Escudo Nacional está constituido
por un águila mexicana, con el perfil izquierdo ex-
puesto, la parte superior de las alas en un nivel más
alto que el penacho y ligeramente desplegadas en
actitud de combate; con el plumaje de sustentación
hacia abajo tocando la cola y las plumas de ésta en
abanico natural. Posada su garra izquierda sobre un
nopal florecido que nace en una peña que emerge de
un lago, sujeta con la derecha y con el pico, en ac-
titud de devorar, a una serpiente curvada, de modo
que armonice con el conjunto. Varias pencas del no-
pal se ramifican a los lados. Dos ramas, una de en-
cino al frente del águila y otra de laurel al lado
opuesto, forman entre ambas un semicírculo infe-
rior y se unen por medio de un listón dividido en
tres franjas que, cuando se representa el Escudo Na-
cional en colores naturales, corresponden a los de la
Bandera Nacional.”

Si bien se refiere el término “águila mexicana”, lo
cierto es que la especie plasmada es la conocida como
“águila real” cuyo nombre científico es “Aquila

chrysaetos”.

Según la información de la Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas, el águila real forma parte
del Programa de Conservación de Especies en Riesgo
(Procer) y, de acuerdo a la ficha técnica de ese progra-
ma, el Águila Real es considerada como una de las es-
pecies de águila de mayor tamaño; presenta plumaje
color café, la cabeza y nuca están cubiertas de plumas
lanceoladas de tonos dorados, el dorso es castaño os-
curo con matices rojizos mientras las partes interiores
son más claras, la cola es ligeramente más clara que el
cuerpo y posee plumas largas y anchas con una peque-
ña mancha blanquecina. El pico es robusto y en forma
de gancho. Las patas están emplumadas y los dedos
quedan descubiertos, los cuales son gruesos y cortos

de color amarillo; las garras son extremadamente lar-
gas y fuertes. Los ojos castaños están semihundidos y
se localizan hacia el frente, siendo que los individuos
adultos miden de 0.75 a 1.20 metros desde el pico has-
ta la cola y entre 1.82 y 2.30 metros de la punta de un
ala a la otra.2

El águila real es un ave rapaz con amplia distribución en
el mundo. En América se extiende desde el norte del
continente hasta el centro de México. Actualmente la
distribución del águila real en el país abarca regiones de
los estados de Baja California, Sonora, Chihuahua, Co-
ahuila, Nuevo León, Tamaulipas, Sinaloa, Durango, Ja-
lisco, Aguascalientes, Zacatecas, San Luis Potosí, Gua-
najuato, Querétaro, Hidalgo y probablemente Oaxaca.

En 1994, el Águila Real fue incluida como especie “en
peligro de extinción” en la lista de especies en riesgo
de la Norma Oficial Mexicana NOM-059-ECOL-
1994; no obstante, en marzo de 2002 se publicaron en
el Diario Oficial de la Federación las modificaciones a
la NOM-059-SEMARNAP1994. Tras la aplicación
del Método de Evaluación de Riesgo de Extinción de
Especies Silvestres en México (MER), establecido en
dichas modificaciones, se cambió al Águila Real den-
tro de la categoría de “Amenazada” (NOM-059-SE-
MARNAT2001); sin embargo el Subcomité Técnico
Consultivo para la Protección, Conservación y Recu-
peración del Águila Real, acordó que, para los fines de
la conservación y recuperación de la especie, conti-
nuaría considerándola como en peligro de extinción.3

En la actualidad se encuentra incluida en la NOM-
059-SEMARNAT-2010, “Protección ambiental-Espe-
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cies nativas de México de flora y fauna silvestres-Ca-

tegorías de riesgo y especificaciones para su inclu-

sión, exclusión o cambio-Lista de especies en riesgo”,

con la categoría de “Amenazada”.

En el año 2017 la Comisión Nacional de Áreas Natu-
rales Protegidas, anunció haber detectado un nuevo te-
rritorio de anidación de águila real, en ubicado en la
parte norte de la Sierra de Juárez, en el municipio de
Tecate, Baja California.4

En tanto, en 2018 la misma Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas (Conanp) comunicó que
había registrado 142 parejas reproductivas de águila
real, lo que representa un incremento significativo en
el registro de su población respecto a la documentada
en 2012, cuando se identificaron 81 parejas.5

Según el comunicado, el aumento detectado se debía
al fortalecimiento de las acciones de monitoreo por
parte de la Conanp en coordinación con instituciones,
organizaciones y las comunidades que habitan las áre-
as naturales protegidas (ANP).

No obstante lo anterior, el acelerado crecimiento de las
actividades humanas en áreas de distribución del águi-
la real ha generado un enorme impacto en su hábitat y
sus poblaciones. Su hábitat se ha fragmentado, entre
otros factores, por el establecimiento de nuevos cam-
pos de cultivo, de espacios ganaderos, la apertura de
minas y la construcción de carreteras o poblados.6

Lo anterior origina la pérdida de sitios para anidar así
como la ausencia de presas suficientes para cubrir las
necesidades de alimentación de la especie; de igual
manera, otro problema es el indiscriminado uso de pla-
guicidas que envenenan a las presas de la especie, pues
le causan indirectamente problemas de salud.

Finalmente, otros problemas identificados que amena-
zan a la especie, es el saqueo de nidos y la captura de
ejemplares juveniles y adultos para su venta ilegal co-
mo mascotas y para la práctica de cetrería, así como
las colisiones de las águilas con tendidos eléctricos, lo
que frecuentemente causa su electrocución que deriva
en severas quemaduras o la muerte de los individuos.

Como se advierte de lo anteriormente expuesto, el
águila real por sí misma tiene valía como especie de
vida silvestre, pero se enfrenta a serias y constantes

amenazas, por lo que debe ser protegida como especie;
sin embargo, su valía se acrecienta por su valor sim-
bólico al formar parte de uno de los símbolos patrios
de la nación, por lo que como país no se puede permi-
tir que su protección y preservación se vea afectada, de
ahí la razón y la importancia de las acciones que se su-
jetan a consideración de esta soberanía a través del
presente.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía la proposición de urgente y obvia re-
solución con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente al titular
de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales a fin de que coordine acciones en el ámbito de su
competencia para redoblar esfuerzos en la conserva-
ción y protección de la especie conocida como águila
real (Aquila chrysaetos), así como de su hábitat.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la ti-
tular de la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente a fin de que informe al público en general, las
acciones que directa o indirectamente ha realizado en
el último año, aquellas que se encuentra realizando, y
las programadas, a fin de lograr una efectiva conser-
vación y protección de la especie conocida como águi-
la real (Aquila chrysaetos), así como de su hábitat.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente al titular
de la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegi-
das, a fin de que informe al público en general, las ac-
ciones realizadas en el marco del Programa de Con-
servación de Especies en Riesgo o cualquier otro
programa, la totalidad de acciones que en el ámbito de
su competencia ha realizado, se encuentra realizando,
y tiene programadas para la conservación y protección
de la especie conocida como águila real (Aquila

chrysaetos), así como de su hábitat.

Notas

1 https://www.milenio.com/cultura/el-simbolismo-y-origen-del-

escudo-nacional-de-mexico 
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2http://www.conanp.gob.mx/conanp/dominios/especies/WEB/doc

s/fichas/aguila-real.pdf 

3http://www.conanp.gob.mx/conanp/dominios/especies/WEB/doc

s/pace/PACE-AGUILA-REAL.pdf

4 https://www.gob.mx/conanp/es/prensa/detecta-conanp-nuevo-te-

rritorio-de-anidacion-de-aguila-real?idiom=fr

5 https://www.gob.mx/conanp/prensa/aumenta-numero-de-pare-

jas-reproductivas-de-aguila-real-registradas-en-mexico

6http://www.conanp.gob.mx/conanp/dominios/especies/WEB/doc

s/fichas/aguila-real.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputadas: Silvia Guadalupe Garza Galván, Jacquelina Martínez

Juárez (rúbricas).

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL EJECUTIVO

FEDERAL A PUBLICAR POR LA SHCP EL NOMBRE Y NÚME-
RO DE LOS PROGRAMAS SECTORIALES Y ESPECIALES DERI-
VADOS DEL PND 2019-2024 QUE HAN OBTENIDO DICTA-
MEN PREVIO Y LA APROBACIÓN PRESIDENCIAL, A CARGO

DE LA DIPUTADA DULCE MARÍA SAURI RIANCHO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

La diputada Dulce María Sauri Riancho, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea, la presente
proposición con punto de acuerdo al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

Nuestro país tiene una larga tradición, desde antes de
la mitad del siglo XX, de buscar orientar las acciones
de gobierno y las responsabilidades del Estado, a tra-
vés de planes y programas. Destacan las experiencias
del Partido Nacional Revolucionario y del presidente
Lázaro Cárdenas del Río del Plan Sexenal de 1933.
Años después, el Plan de Acción Inmediata de 1962,
con el presidente Adolfo López Mateos, y el Programa
de Desarrollo Económico y Social de México para el
periodo 1966-1970 del presidente Díaz Ordaz, por
mencionar algunos de los más relevantes.

Hacia el último cuarto del siglo XX, en 1976, la refor-
ma a la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, creó la Secretaría de Programación y Presu-
puesto, encargada de la elaboración del Plan Global de
Desarrollo 1980-1982.

Sin embargo, en 1983 se llevaron a cabo reformas a
los artículos 25, 26 y 73, fracción XXIX-D de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pa-
ra otorgarle al Estado la rectoría del desarrollo nacio-
nal y elevar la planeación a rango constitucional. Ese
mismo año se expidió, el 5 de enero, la Ley de Plane-
ación aún vigente, que creo el Sistema Nacional de
Planeación Democrática (SNPD) que involucra a las
dependencias federales, poderes de la Unión, a los tres
órdenes de gobierno y a la sociedad a través de sus or-
ganizaciones en dicha actividad.

El sexenio del Presidente Miguel de la Madrid Hurta-
do, fue el primero en contar con un Plan Nacional de
Desarrollo 1983-1988, publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 31 de mayo de 1983.

En la segunda década del siglo XXI, como resultado
de las negociaciones de la reforma político-electoral
de 2013-2014, el 14 de febrero de 2014, se publicó en
el Diario Oficial de la Federación, la reforma constitu-
cional que le otorgó a la Cámara de Diputados, la fa-
cultad exclusiva de aprobar el Plan Nacional de Des-
arrollo, dejando plazos y formas de esa aprobación
para la ley secundaria, que en este caso es la Ley de
Planeación.

Cuatro años después, el 16 de febrero de 2018, se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
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disposiciones de la Ley de Planeación, que concretizó
la modificación Constitucional.

El texto vigente de la Ley de Planeación establece:

Artículo 5o.- El Ejecutivo federal elaborará el Plan
Nacional de Desarrollo y lo remitirá a la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión para su apro-
bación, en los plazos previstos en esta Ley. En el
ejercicio de sus atribuciones constitucionales y le-
gales y en las diversas ocasiones previstas por esta
Ley, la Cámara de Diputados formulará, asimismo,
las observaciones que estime pertinentes durante la
ejecución y revisión del propio Plan.

El Sistema Nacional de Planeación Democrática
(SNPD) es un entramado general de esfuerzos insti-
tucionales, legales, de objetivos, estrategias y accio-
nes, de políticas públicas, visones de futuro y presu-
puestales. Todo lo que se consigna y acuerda en el
Plan Nacional de Desarrollo, se debe derivar en pro-
gramas de tipo sectorial, regional, especial e institu-
cional, de tal manera que no se dupliquen o desper-
dicien esfuerzos.

En tal sentido, las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal, los organismos descen-
tralizados y otras entidades, forman parte del Sistema
Nacional de Planeación Democrática, a través de las
unidades administrativas que tienen asignadas las fun-
ciones de planeación dentro de las propias dependen-
cias y entidades.

De acuerdo a la Ley de planeación y al SNPD, en el
Plan Nacional de Desarrollo se deben indicar los
programas sectoriales, institucionales, regionales y
especiales, que deberán ser elaborados por la de-
pendencias y entidades de la Administración Públi-
ca Federal, sin perjuicio de aquellos cuya elabora-
ción se encuentre prevista en las leyes o que
determine el Presidente de la República posterior-
mente.

Estos programas deben observar congruencia con
el Plan Nacional de Desarrollo, y su vigencia no de-
be exceder del periodo constitucional de la gestión
gubernamental en que se aprueben, aunque sus
previsiones y proyecciones se refieran a un plazo
mayor.

En términos generales, los programas sectoriales se
deben sujetar a las previsiones contenidas en el
Plan Nacional de Desarrollo y deben especificar los
objetivos, prioridades y políticas que regirán el des-
empeño de las actividades del sector administrativo
de que se trate. Deben, asimismo, contener las esti-
maciones de recursos y determinaciones sobre ins-
trumentos y responsables de su ejecución.

En términos específicos, los programas instituciona-
les deben sujetarse a las previsiones contenidas en el
Plan Nacional de Desarrollo y en el programa sectorial
correspondiente. Las entidades, al elaborar sus progra-
mas institucionales, se deberán ajustar a lo previsto en
la Ley de Planeación, sin perjuicio de lo dispuesto, en
lo conducente, por la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales y, en su caso, por las disposiciones que re-
gulen su organización y funcionamiento.

Por su parte los programas regionales deben referirse
a las regiones que se consideren prioritarias o estraté-
gicas, en función de los objetivos nacionales fijados en
el Plan Nacional de Desarrollo, y cuya extensión terri-
torial rebase el ámbito jurisdiccional de una entidad
federativa. El Ejecutivo federal debe señalar a la de-
pendencia responsable de coordinar la elaboración y
ejecución de cada uno de estos programas.

Los programas especiales se referirán a las prioridades
del desarrollo integral del país, fijados en el Plan Na-
cional de Desarrollo o a las actividades relacionadas
con dos o más dependencias coordinadoras de sector.
De igual manera, el Ejecutivo federal debe señalar la
dependencia responsable de coordinar la elaboración y
ejecución de cada uno de estos programas.

Ahora bien, sin menoscabo de lo anterior, todos los
programas derivados del Plan Nacional de Desarrollo,
deben contener al menos, los siguientes elementos:

1. Un diagnóstico general sobre la problemática a
atender por el programa, así como la perspectiva de
largo plazo en congruencia con el Plan;

2. Los objetivos específicos del programa alinea-
dos a las estrategias del Plan;

3. Las estrategias para ejecutar las acciones que per-
mitan lograr los objetivos específicos del programa;
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4. Las líneas de acción que apoyen la implementa-
ción de las estrategias planteadas en cada programa
indicando la dependencia o entidad responsable de
su ejecución;

5. Los indicadores estratégicos que permitan dar se-
guimiento al logro de los objetivos del programa, y

6. Los demás que se establezcan en las disposicio-
nes jurídicas aplicables.

Cabe mencionar que desde el año de 2012 y luego en
el año 2018, se hicieron algunas adecuaciones impor-
tantes a los artículos 29 y 30 de la Ley de Planeación,
que establecen lo siguiente.

Artículo 29.- Los programas regionales y especia-
les deberán ser sometidos por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público a la consideración y apro-
bación del Presidente de la República.

Los programas sectoriales deberán ser someti-
dos a la consideración y aprobación del Presi-
dente de la República por la dependencia coor-
dinadora del sector correspondiente, previo
dictamen de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público.

Artículo 30.- Los programas sectoriales, regiona-
les, especiales e institucionales deberán ser publi-
cados en el Diario Oficial de la Federación, en los
plazos previstos por las disposiciones que al efec-
to emita el Ejecutivo Federal. En el caso de los
programas sectoriales y los especiales que deter-
mine el Ejecutivo federal, deberán publicarse den-
tro de los seis meses posteriores a la publicación
del Plan.

Con el apoyo de esta Cámara de Diputados y pese a
que el documento tenía fallas metodológicas y muchos
aspectos que mejorar, se aprobó el Plan Nacional de
Desarrollo 2019-2024 y fue remitido al Ejecutivo para
su publicación en el Diario Oficial de la Federación, lo
que sucedió el 12 de julio de 2019.

De hecho, una de las múltiples deficiencias del PND
2019-2024 fue la omisión del cumplimiento del ar-
tículo 22 de la Ley de Planeación que textualmente
establece que:

Artículo 22.- El Plan indicará los programas secto-
riales, institucionales, regionales y especiales que
deberán ser elaborados conforme a este capítulo, sin
perjuicio de aquellos cuya elaboración se encuentre
prevista en las leyes o que determine el presidente
de la República posteriormente

Cabe destacar que el documento denominado: Ane-
xo XVIII-Bis, publicado en la Gaceta Parlamentaria
de la Cámara de Diputados, el 30 de abril de 2019 y
que era parte integral del Plan Nacional de Desarro-
llo 2019-2024, elaborado por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y remitido por la Secretaria
de Gobernación, sí contaba con una relación de 44
Programas entre sectoriales y especiales, que daban
cumplimiento al precepto referido; sin embargo, es-
ta parte no se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

De entre los programas mencionados en el Anexo
XVIII-Bis destacan:

1. Programa Regional de Desarrollo y Bienestar de
la Cuenca Balsas Pacífico Sur

2. Programa Nacional de Derechos Humanos

3. Programa Nacional de Población

4. Programa Especial de Política Migratoria

5. Programa Nacional de Cultura de Paz y Preven-
ción Social del Delito para la Reconstrucción del
Tejido Social

6. Programa Especial para Vivir la Democracia: Im-
pulso del Desarrollo Democrático y la Participación
Social

7. Programa Nacional para la Igualdad y No Discri-
minación

8. Programa Nacional de Búsqueda y Localización

9. Programa Integral para Prevenir, Atender, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres

10. Programa Nacional de Protección de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes
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11. Programa Nacional para Prevenir, Sancionar y
Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Perso-
nas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas
de estos Delitos

12. Programa de Atención Integral a Víctimas

13. Programa Nacional de Seguridad Pública

14. Programa para la Seguridad Nacional

15. Programa Nacional de Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia

16. Programa Nacional de Protección Civil

17. Programa de Cooperación Internacional para el
Desarrollo

18. Programa Regional para el Desarrollo del Istmo
de Tehuantepec

19. Programa Nacional para Profundizar la Inclu-
sión Financiera

20. Programa Especial Concurrente para el Des-
arrollo Rural Sustentable

21. Programa de Manejo Sustentable del Agua y el
Suelo Agrícola en las regiones del Noroeste y Nor-
este de México

22. Programa Especial para la Productividad y la
Competitividad

23. Programa Nacional de Cultura Física y Deporte

24. Programa para la Transformación de la Educa-
ción Superior

25. Programa Especial para Formular y Encausar
una Política General sobre el Futuro del Trabajo

26. Programa Nacional de Vivienda

27. Programa Nacional de Ordenamiento Territorial
y Desarrollo Urbano

28. Programa Nacional de Suelo

29. Programa Especial de Cambio Climático

30. Programa Nacional Hídrico

31. Programa Nacional Forestal

32. Programa Nacional para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos

33. Programa Nacional para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos de Manejo Especial

34. Programa Nacional de Remediación de Sitios
Contaminados

35. Programa Nacional de Desarrollo Social

36. Programa Nacional para el Desarrollo y la In-
clusión de las Personas con Discapacidad

37. Programa Nacional de Juventud

38. Programa de Fomento a la Economía Social

39. Programa Nacional de Mejora de la Gestión Pú-
blica y Combate a la Corrupción y la Impunidad

40. Programa Especial de Ciencia, Tecnología e In-
novación

41. Programa para el Desarrollo de la Bioseguridad
y la Biotecnología

42. Programa de Atención Integral a Víctimas

43. Programa Nacional para la Igualdad entre Hom-
bres y Mujeres

44. Trece Programas Hídricos Regionales

Asimismo, y de conformidad con los artículos 16o. y
17o. de la Ley de Planeación, respectivamente, se esta-
blecía que las dependencias de la administración públi-
ca federal, habrían de elaborar sus programas sectoria-
les y las entidades paraestatales sus correspondientes
programas institucionales.

El documento contenido en el anexo XVIII-Bis de la
Gaceta Parlamentaria no fue tomado como versión
oficial ni publicado en el Diario Oficial de la Federa-
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ción. Esta omisión no subsana la obligación de cum-
plir con el artículo 30 de la Ley de Planeación. En con-
secuencia, el Ejecutivo federal debería haber publica-
do los programas sectoriales y especiales dentro de los
seis meses siguientes a la publicación del Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2019-2024, plazo que se venció el 12
de enero de 2020.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, me per-
mito exponer a esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta al titular del Ejecutivo fe-
deral, para que a través de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, en su carácter de coordinadora sec-
torial de desarrollo, publique a la brevedad lo si-
guiente:

1. El nombre y el número de los programas secto-
riales y especiales derivados del Plan Nacional de
Desarrollo 2019-2024 que han obtenido su dicta-
men previo y la aprobación del presidente de la Re-
publica, en virtud de que el 12 de enero venció el
plazo para su publicación en el Diario Oficial de la
Federación, de acuerdo a lo dispuesto en los artícu-
los 29 y 30 de la Ley de Planeación.

2. La metodología y formas de convocatoria a la so-
ciedad utilizados para la elaboración de los progra-
mas sectoriales y las fechas en que el Ejecutivo fe-
deral dio su aprobación a cada programa sectorial y
especial, de conformidad con el artículo 29 de la
Ley de Planeación.

Fuentes Consultadas

Estructura institucional del Sistema Nacional de Planeación De-

mocrática en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/li-

bros/3/1009/3.pdf.

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-

posiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos, en materia política-electoral, Diario Oficial de la Federa-

ción 10/02/2014 en

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5332025&fe-

cha=10/02/2014.

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-

posiciones de la Ley de Planeación, Diario Oficial de la Federa-

ción 16/02/2018, en https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?co-

digo=5513502&fecha=16/02/ 2018

Ley de Planeación en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-

blio/pdf/59_160218.pdf

Dado en el pleno la Cámara de Diputados, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Dulce María Sauri Riancho (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LOS TRI-
BUNALES DE JUSTICIA LOCALES A REFORZAR LA APLICA-
CIÓN Y EL CONTROL DEL PROGRAMA INTEGRAL PARA

PREVENIR, ATENDER, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIO-
LENCIA CONTRA LAS MUJERES 2014-2018, A EFECTO DE

EVITAR LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL CONTRA ELLAS, A

CARGO DE LA DIPUTADA ANA LAURA BERNAL CAMARE-
NA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, diputada Ana Laura Bernal Camare-
na, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, de la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 33 y 34, nu-
meral 1 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; en los artículos 3, nu-
meral 1, fracción XX; 6, numeral 1, fracción I, así co-
mo en el artículo 79, numeral 1, fracción II, numeral 2,
fracción I del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración la proposición con punto de
acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Todos conocemos los problemas de misoginia que pre-
valecen en nuestra sociedad mexicana, entendido co-
mo un problema cultural, histórico, que en silencio y
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casi imperceptiblemente daña la relación de parejas,
familias, en el ámbito laboral y en todos los sentidos.

La población en general percibe que se deja de lado lo
que sucede diariamente a las mujeres, como, la comi-
sión de delitos, violaciones a derechos humanos, aco-
so o abuso; a las mujeres siempre se les culpa de su
propia fatalidad. Las justificaciones sobran, qué si es-
taban solas, que le pasó por la ropa que llevaba, por sa-
lir de noche, por viajar sola, por tomar, por divertirse,
mil excusas que lastiman y denigran a todas las mexi-
canas. Dicha violencia es generada por muchos auto-
res, generalmente hombres.

En la psique social se mantiene la sobrevaloración del
hombre, como el ente poderoso, único, que toma deci-
siones, que conoce y dirige; es en ese orden de ideas
que se subvalora la mujer.

Es así, que el sexismo se constituye como base sólida
de actuación y forma de pensar en México. Lo que
permite misoginia, violencia contra las mujeres y que
se manifiesta en diferentes formas como la familiar, la
social, económica, institucional, laboral, todas concep-
tualizadas dentro de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que tuvo su úl-
tima reforma publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración, el 13 de abril del 2018.

La tolerancia y normalización de la violencia contra la
mujer, conlleva a la comisión de tipos penales, inclui-
do el feminicidio. No podemos continuar en esa ruta;
en la cuarta transformación estamos en la ruta de re-
componer el tejido social, ejecutando las leyes y las
políticas públicas para retomar el estado de derecho
con orden y paz social.

Recientemente, para cerrar la brecha de desigualdad se
realizó la reforma constitucional en materia de paridad
de género. Todo ello, es insuficiente si las personas
desconocen el contexto o no hacen suyo el problema.

En incontables ocasiones, quien debe garantizar la se-
guridad, procurar o administrar justicia, realizar un
trámite administrativo o cualquier acto de autoridad,
no sólo desatiende a una mujer por el simple hecho de
serlo, sino que la violenta o victimiza.

Conforme a la Encuesta Nacional de Victimización y
Percepción sobre seguridad Pública (ENVIPE) 2019,

que realiza el Inegi, se constata que, en la incidencia
delictiva, específicamente en los delitos sexuales las
mujeres se ven más vulneradas al contabilizarse 11 de-
litos sexuales cometidos a mujeres por cada delito se-
xual cometido a hombres, que nos arroja un total de
2,747 delitos sexuales cometidos contra mujeres y 293
contra hombres.

En la misma encuesta se señala que las pérdidas mone-
tarias por victimización, así como los gastos, resultado
de daños en la salud, ascendieron a 184.3 millones de
pesos; sintiéndose siempre más inseguras las mujeres
que los hombres en espacios públicos o privados.

También señala que el 68.4 por ciento de las mujeres
encuestadas considera a los jueces corruptos, al 67.9
por ciento a la policía preventiva, al 65.5 por ciento al
Ministerio Público, entre otras autoridades, prevale-
ciendo las que procuran o administran justicia.

Las organizaciones no gubernamentales señalan inefi-
ciencia del Estado, respecto a la implementación de
procesos judiciales que garanticen el acceso a la justi-
cia de manera pronta y expedita para las mujeres víc-
timas de violencia, lo que termina re-victimizándolas.

Hace falta que se procure, administre e imparta justi-
cia con perspectiva de género, dejar de vulnerar los de-
rechos humanos de las mujeres y atender las disposi-
ciones legales en materia de igualdad y paridad de
género.

Diariamente tenemos casos de victimización, de agre-
siones por parte de la autoridad contra las mujeres, que
se pueden analizar en carpetas de investigación, expe-
dientes de juicios de diversa índole, no sólo en mate-
ria penal, sino en juicios familiares, civiles, mercanti-
les, por mencionar algunos.

El académico Leonardo Olivos, del Programa de In-
vestigación Feminista de la UNAM, indicó que la vio-
lencia es un continuo social que no solamente se redu-
ce al crimen de mujeres o la violencia física, sino que
está también perpetrada por toda una serie de valores,
normas, prácticas sociales que se construyen en lo co-
tidiano y que forman parte de la cultura dominante de
nuestra sociedad (tomado de 

https://www.jornada.com.mx/2018/01/10/socie-
dad/030n1soc el 7 de noviembre del 2019).
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El tema toral donde debe iniciar el cambio de con-
ciencia, es la educación en materia de igualdad de gé-
nero y nivel de responsabilidad que deben tener las au-
toridades de procuración y administración de justicia
de los tres niveles de gobierno del Estado mexicano;
es decir que la transformación conlleve el nuevo pen-
samiento en el quehacer de los jueces y magistrados
federales, así como, los jueces locales en cada entidad
federativa.

Incluso las mujeres tienen una mejor perspectiva del
rumbo de desarrollo propio y del país; así lo marca la
estadística de bienestar subjetivo que tiene sustento en
el Inegi y publicadas por el Centro de Estudios para el
Logro de la Igualdad de Género, que señala que en el
balance afectivo, las mujeres identifican otras necesi-
dades (16.1 por ciento) como la más importante, ver
que el país mejore (5.1 por ciento) y tener una vivien-
da mejor (3.6 por ciento).

En las recomendaciones de la CEDAW sobre los obje-
tivos de desarrollo sostenible, se solicita que la igual-
dad de género se torne efectiva de derecho y de facto
conforme a las disposiciones de la convención para to-
do el proceso de implementación de la agenda 2030
para el desarrollo sostenible; recordando la importan-
cia de los objetivos que tienen que ver con la incorpo-
ración de principios de igualdad y no discriminación
para que los Estados-parte reconozcan que las mujeres
son motores del desarrollo sostenible y por tanto, de-
ben adoptar políticas y estrategias para que no sean
vulnerados sus derechos.

También, el CELIG de la Cámara de Diputados en la
publicación que realizó en octubre del 2019, sobre el
tema “Brechas de género. Desigualdad social, econo-
mía, salud, educación y participación política” sostie-
ne que el Mecanismo de la Convención de Belem Do
Pará (MESECVI) acoge con satisfacción la elabora-
ción de una política nacional en materia de igualdad
entre mujeres y hombres y la creación de varios meca-
nismos de promoción de la igualdad de género, como
las unidades de igualdad de género. Sin embargo, al
Comité le preocupan algunos elementos, de los que
plasmaré los que considero, tienen que ver con el te-
ma: 

a) Los limitados recursos humanos, técnicos y fi-
nancieros asignados al Instituto Nacional de las
Mujeres para promover la igualdad de género y

apoyar su función como principal organismo de co-
ordinación del sistema nacional para la igualdad en-
tre mujeres y hombres; 

b) La falta de una coordinación sistemática e insti-
tucionalizada, en los planos federal, estatal y muni-
cipal, entre los mandatos de los tres órganos princi-
pales que constituyen el Sistema Nacional para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres; 

c)La falta de mecanismos para el seguimiento y la
evaluación generales de los efectos de la incorpora-
ción de la perspectiva de género, en particular la es-
casa difusión y utilización de datos desglosados por
sexo e indicadores específicamente concebidos pa-
ra ello; 

Para ello, el Comité recomienda al Estado parte que: 

a) Adopte un proceso integrado de elaboración de
presupuestos con perspectiva de género y asigne re-
cursos presupuestarios suficientes para hacer efecti-
vos los derechos de las mujeres, vele por la utiliza-
ción de mecanismos eficaces de control y rendición
de cuentas en todos los sectores y niveles de gobier-
no, y mejore el sistema de seguimiento de la asigna-
ción de recursos destinados a la mujer.

b) Redoble esfuerzos para lograr una coordinación
sistemática e institucionalizada entre el Instituto
Nación al de las Mujeres y las oficinas de la mujer
estatales y municipales; 

c) Implante mecanismos eficaces de control, eva-
luación y rendición de cuentas para afrontar los fac-
tores estructurales que generan desigualdades per-
sistentes y aplique el planteamiento integrado de
incorporación de la perspectiva de género basándo-
se en el cumplimiento de las metas y la utilización
de los indicadores pertinentes, y en una reunión efi-
caz de datos;

Los esfuerzos en legislación y política pública han si-
do en pro de mejorar condiciones laborales, económi-
cas, de empoderamiento, de armonizar las responsabi-
lidades en la familia; pero falta poner en acción la
política pública que cambie el pensamiento efectivo en
la población que termine con la cultura misógina y no
polarice el cambio que se torna en estos momentos;
hoy son tiempos de paridad.
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Ante ello, queda la siguiente pregunta ¿Cómo debe
iniciar el cambio ideológico y cultural, para eliminar la
misoginia y el machismo del pensamiento y actuar del
colectivo?

Fundamentos Legales

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozaran de los derechos huma-
nos reconocidos en esta Constitución y en los trata-
dos internacionales de los que el Estado mexicano
sea parte, así como de las garantías para su protec-
ción, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspen-
derse, salvo en los casos y bajo las condiciones que
esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con esta Constitución y
con los tratados internacionales de la materia favo-
reciendo en todo tiempo a las personas la protec-
ción más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respe-
tar, proteger y garantizar los derechos humanos
de conformidad con los principios de universalidad,
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar,
sancionar y reparar las violaciones a los derechos hu-
manos, en los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren
al territorio nacional alcanzarán, por este solo he-
cho, su libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición social, las condiciones de sa-
lud, la religión, las opiniones, las preferencias sexua-
les, el estado civil o cualquier otra que atente contra la
dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas. 

Artículo 4o. La mujer y el hombre son iguales
ante la ley. Ésta protegerá la organización y el des-
arrollo de la familia. 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto esta-
blecer la coordinación entre la Federación, las enti-
dades federativas, el Distrito Federal y los munici-
pios para prevenir, sancionar y erradicar la
violencia contra las mujeres, así como los princi-
pios y modalidades para garantizar su acceso a una
vida libre de violencia que favorezca su desarrollo
y bienestar conforme a los principios de igualdad y
de no discriminación, así como para garantizar la
democracia, el desarrollo integral y sustentable que
fortalezca la soberanía y el régimen democrático es-
tablecidos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

Las disposiciones de esta ley son de orden público,
interés social y de observancia general en la Repú-
blica Mexicana. 

Artículo 3. Todas las medidas que se deriven de la
presente ley, garantizarán la prevención, la aten-
ción, la sanción y la erradicación de todos los tipos
de violencia contra las mujeres durante su ciclo de
vida y para promover su desarrollo integral y su ple-
na participación en todas las esferas de la vida. 

Artículo 4. Los principios rectores para el acceso
de todas las mujeres a una vida libre de violencia
que deberán ser observados en la elaboración y eje-
cución de las políticas públicas federales y locales
son: 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación, y 

IV. La libertad de las mujeres. 

Capítulo IV
De la violencia institucional

Artículo 18. Violencia Institucional: Son los ac-
tos u omisiones de las y los servidores públicos de
cualquier orden de gobierno que discriminen o
tengan como fin dilatar, obstaculizar o impedir
el goce y ejercicio de los derechos humanos de las
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mujeres así como su acceso al disfrute de políti-
cas públicas destinadas a prevenir, atender, in-
vestigar, sancionar y erradicar los diferentes ti-
pos de violencia.

Artículo 19. Los tres órdenes de gobierno, a tra-
vés de los cuales se manifiesta el ejercicio del po-
der público, tienen la obligación de organizar el
aparato gubernamental de manera tal que sean
capaces de asegurar, en el ejercicio de sus fun-
ciones, el derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia.

Artículo 20. Para cumplir con su obligación de ga-
rantizar el derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia, los tres órdenes de gobierno deben
prevenir, atender, investigar, sancionar y reparar el
daño que les inflige. 

Artículo 38. El Programa contendra? las acciones
con perspectiva de ge?nero para: 

III. Educar y capacitar en materia de derechos
humanos al personal encargado de la procura-
ción de justicia, policías y demás funcionarios
encargados de las políticas de prevención, atención,
sanción y eliminación de la violencia contra las mu-
jeres; 

IV. Educar y capacitar en materia de derechos
humanos de las mujeres al personal encargado
de la impartición de justicia, a fin de dotarles de
instrumentos que les permita juzgar con perspectiva
de género; 

En consecuencia, es necesario que la autoridad que ad-
ministra y procura justicia cambie su concepción res-
pecto del fenómeno que implica la misoginia y el ma-
chismo que arroja resultados negativos como la
re-victimización de la mujer.

Argumentos

• Conforme a datos de la Encuesta Nacional de Vic-
timización y Percepción sobre Seguridad Pública
(ENVIPE), que realiza el Inegi, se constata que en
2019 en la comisión de delitos sexuales, las muje-
res se ven más vulneradas al contabilizarse 2 mil
747 delitos sexuales cometidos contra mujeres y
293 contra hombres.

• En la misma encuesta (ENVIPE), se señala que las
pérdidas monetarias por victimización, así como los
gastos, resultado de daños en la salud, ascendieron
a 184.3 millones de pesos; sintiéndose en todos los
rubros, más inseguras las mujeres que los hombres
en espacios públicos o privados.

• También señala la ENVIPE que, el 68.4 por cien-
to de las mujeres encuestadas considera a los jueces
corruptos, al 67.9 por ciento a la policía preventiva,
al 65.5 por ciento al Ministerio Público, entre otras
autoridades.

• Que es necesario y urgente comenzar los trabajos
que permitan un cambio ideológico-cultural del
pensamiento colectivo, en torno a los efectos nega-
tivos de continuar con actitudes misóginas.

• Que aun cuando la Ley General de Acceso de la
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, dispone de
normas que contienen restricciones y sanciones; no
especifica la obligatoriedad de las autoridades para
que tomen conocimientos del problema que implica
que en los actos de autoridad se puede ejecutar la
misoginia, el machismo y por ende, puedan conocer
la forma de comunicación y las acciones que en for-
ma oral o escrita pueden violar derechos humanos
de las mujeres en las diferentes etapas del procedi-
miento litigioso.

• Que en la comisión e investigación de delitos del
fuero común, es donde las mujeres en los Estados
de la República, mayormente sufren de vejaciones
y abusos.

• Que muchos servidores públicos, caen en los su-
puestos del art. 18 de la Ley General de Acceso de
la Mujeres a una Vida Libre de Violencia, exacta-
mente cometiendo violencia institucional.

• Con la aprobación de este punto de acuerdo, las
autoridades que procuran e imparten justicia se su-
jetarán a lo dispuesto por el artículo 38 de la Ley
General de Acceso de la Mujeres a una Vida Libre
de Violencia.

• Que los recientes hechos de violencia contra mu-
jeres, donde públicamente se constata que no hubo
seguimientos e investigación adecuada en cada ca-
so por parte de las autoridades y que llevó consigo
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a la comisión de delitos graves; lo que hace necesa-
rio asegurar que las autoridades conozcan de igual-
dad y paridad de género.

En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, se
estima justificada y motivada jurídicamente la emisión
del siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión exhorta a las Fiscalías y
Tribunales de Justicia de las entidades federativas, pa-
ra que refuercen la aplicación y controles del Progra-
ma Integral para Prevenir, Atender, Sancionar y Erra-
dicar la Violencia contra las Mujeres, dispuesto en la
ley, para evitar la violencia institucional contra las mu-
jeres.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Ana Laura Bernal Camarena (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR AL GO-
BIERNO FEDERAL A IMPLANTAR POR LA SRE Y LA SECRE-
TARÍA DE BIENESTAR UN MECANISMO QUE SIRVA PARA

QUE LAS ORGANIZACIONES CIVILES DE MEXICANOS EN EL

EXTRANJERO PROPICIEN Y GARANTICEN LA PARTICIPACIÓN

ECONÓMICA EN LA MEJORA DE SUS COMUNIDADES DE ORI-
GEN; Y A DISEÑAR E INSTAURAR POLÍTICAS PÚBLICAS, A

CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA LIBIER GONZÁLEZ ANA-
YA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIU-
DADANO

La suscrita, diputada María Libier González Anaya,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo señala-
do en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, nu-

meral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a su consideración la presente pro-
posición con punto de acuerdo, con base en las si-
guientes:

Consideraciones

1. El fenómeno migratorio en nuestro país decanta di-
versos escenarios que merecen estudio y atención.
Mejorar su situación económica, vivir nuevas culturas
y hasta salvar fenómenos climatológicos pudieran ser
las causas de ella. Es innegable que la migración re-
presenta un símbolo de esperanza en las personas que
emigran. Migrar para superar la adversidad, migrar pa-
ra lograr una mejor condición de vida, incluso de los
que se quedan en el lugar de origen.

En los últimos años, la población mexicana se ha po-
sicionado como la segunda con más población emi-
grante en el mundo. La mayoría de nuestros connacio-
nales que viven en el extranjero, residen en Estados
Unidos, con número que van desde 12.3 millones has-
ta 38.5 millones si se considera a los mexicanos de se-
gunda y tercera generación.1 Las remesas familiares
enviadas a México en el año 2018 llegaron a su máxi-
mo histórico, al alcanzar casi 33 mil 500 millones de
dólares, lo que representó un crecimiento de 10.5 por
ciento a tasa anual.2

Estas remesas familiares se reciben mayormente en 3
estados: Michoacán con el 10.1 por ciento, Jalisco 9.8
por ciento y Guanajuato, que no obstante ser el princi-
pal expulsor de migrantes recibe apenas el 9.1 por
ciento de ellas, que representa poco más de 3 millones
de dólares anuales.3

2. El Pacto Mundial sobre Migración es el primer
acuerdo mundial con un enfoque común en cuanto a la
migración internacional en todas sus dimensiones. El
10 y 11 de diciembre del año 2018 en Marrakech, Ma-
rruecos se llevó a cabo la Conferencia Interguberna-
mental para Adoptar el Pacto Mundial para una Mi-
gración Segura, Ordenada y Regular, en la que 150
países integrantes de la ONU firmaron dicho pacto,
entre ellos por supuesto México. El propósito de este
pacto mundial es el de mitigar los factores adversos y
estructurales que impiden que las personas puedan la-
brarse y en su caso mantener medios de vida sosteni-
bles en sus países de origen.4
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3. Existen otro tipo de remesas, distintas a las familia-
res, que son las remesas colectivas o solidarias, es de-
cir, el conjunto de donaciones que hacen las organiza-
ciones de migrantes mexicanos constituidos en
federaciones o clubes y que sirven para patrocinar pro-
yectos de desarrollo social y económico, mediante
obras comunitarias en sus localidades de origen. 

Los clubes y organizaciones de migrantes pueden ser
definidos como la agrupación de, al menos diez perso-
nas mayores de 18 años en su mayoría de origen me-
xicano, con intereses comunes, radicadas en el extran-
jero, que realizan actividades en favor de sus
comunidades de origen en México; el reconocimiento
de su constitución, requiere de la toma de nota por
parte de la Secretaría de Relaciones Exteriores. Proce-
so que consiste en que los consulados mexicanos se
constatan de la existencia, conformación y objetivos
del club u organización de migrantes a través de soli-
citud y revisión de diversos requisitos.

La recepción de estas remesas colectivas provocó que
en la década de los setenta se conjuntaran fondos con-
currentes de presidencias municipales y de clubes, ba-
jo el esquema “Uno por Uno”, que operó durante años
de manera informal, reuniendo fondos de algunas pre-
sidencias municipales y las remesas colectivas para re-
alizar obras comunitarias.5

A finales de los años 80 en México, particularmente en
el estado de Zacatecas, se consolidó un mayor interés
por los proyectos binacionales, encontrando aquí los
orígenes de los programas de remesas colectivas
orientadas a la inversión en infraestructura social y
productiva, con la organización de zacatecanos que ra-
dicaban en Los Ángeles, California, en EUA (denomi-
nado posteriormente “Cero por Uno”), los cuales ca-
nalizaban apoyos solidarios a migrantes enfermos,
afectados por accidentes, o fallecidos que requerían
ser trasladados a su lugar de origen.6

De igual forma, recordemos el éxito del “Acuerdo pa-
ra la promoción de comités mixtos para la ejecución
de obras y servicios públicos con la participación de
guerrerenses que, permanentemente o temporalmente,
residen en el exterior”, que adoptado en 1991,7 sirvió
para organizar la participación de los grupos guerre-
renses radicados en EUA, mediante el Programa Na-
cional de Solidaridad (Pronasol), y así las comunida-
des de alta marginación y pobreza recibieran fondos

federales con las que se realizaron obras de infraes-
tructura básica en su comunidad, con el requisito de
que contribuyera con el 50.0 por ciento del costo o con
la mano obra.

En 1999 se implementó el mecanismo “2x1”, median-
te el cual los gobiernos federal y estatales aportaban
un peso cada uno, por cada peso que invertían los mi-
grantes. En congruencia, en 2002, el mecanismo
“2x1” fue sustituido por el programa federal “Iniciati-
va Ciudadana Tres por Uno”, con la colaboración de
los municipios. 

El “Programa 3x1 para Migrantes” es ubicado como
“un referente internacional que incide en diversos as-
pectos: a) Propicia la organización de los mexicanos
migrantes, al establecer puentes entre las comunidades
de origen y de destino; b) Procura que las autoridades
mexicanas de la materia, conozcan, validen y partici-
pen con dichas organizaciones migrantes, con un im-
pacto directo a las localidades seleccionadas y que a
juicio de los propios migrantes requieren
inversión complementaria de recursos en proyectos
productivos, de infraestructura social, de servicios co-
munitarios y educativos; c) Maximiza los recursos
económicos que envían los migrantes organizados en
beneficio colectivo, entre los principales.

El Programa 3x1 para Migrantes prometió implemen-
tarse por la actual administración del gobierno federal,
incluso fue anunciado en su página electrónica oficial
y el proceso de reconocimiento de toma de nota8 fue
abierto en los enlaces electrónicos correspondientes.9

No obstante, la realidad fue otra, a pesar de que tanto
en el proyecto como en el presupuesto de egresos de la
federación 2019 se contemplaron recursos para el pro-
grama, finalmente estos no se ejercieron. 

Es por ello, que el 29 de mayo del año 2019 el gobier-
no de Zacatecas anunció que ante la falta de la aporta-
ción de recursos federales para el Programa 3x1 para
Migrantes, se implementaría el Programa 2x1, como
originalmente había nacido en esa entidad.10 En este
mismo sentido, el Consulado General de México en
Los Ángeles y otros más emitieron un comunicado, en
el que informan a los presidentes de clubes y federa-
ciones de mexicanos en el extranjero, que la Secreta-
ría del Bienestar les había notificado que el programa
3x1 para Migrantes se había cancelado formalmente a
partir del primero de enero del año 2020, por lo cual se
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dio de baja, inclusive, el Sistema de Información y
Gestión del P3x1 (SIG-P3x1)11 por medio del cual se
gestionaba la toma de nota.

Como podemos ver, la migración contribuye a lograr
resultados positivos en materia de desarrollo y a al-
canzar los objetivos de la Agenda 2030 para el Des-
arrollo Sostenible de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU), incluso para las comunidades de ori-
gen, pero específicamente el proceso de toma de nota
realizado por los consulados mexicanos, representaba
la oportunidad de establecer conocimiento y comuni-
cación con la sociedad civil organizada entre mexica-
nos en el extranjero.

Aun cuando el objetivo del Programa 3x1 para Mi-
grantes puede ser aplicado a través de Programa 2x1
para Migrantes, no ha sido posible el restablecimiento
del puente de comunicación con las organizaciones de
mexicanos radicados en Estados Unidos que se tenía a
través de la “toma de nota”, a pesar de lo manifiesto de
los connacionales en el propósito de colaborar con el
bienestar de su comunidad de origen.

Por lo anteriormente señalado y reconociendo que la
migración no deja de ser una alternativa para el creci-
miento económico y el emprendimiento de muchos
mexicanos, es que consideramos oportuno instar res-
petuosamente al Gobierno Federal, para que a través
de la Secretaría de Relaciones Exteriores implemente
un mecanismo que, emulando la toma de nota, sirva
para gestionar, conocer y enlazar a las organizaciones
civiles que han conformado los mexicanos en el ex-
tranjero. Así mismo, es necesario exhortar al gobierno
federal para que, a través de las secretarías de Rela-
ciones Exteriores y de Bienestar, diseñe los programas
que propicien y garanticen la participación económica
de los mexicanos en el extranjero con la finalidad de
mejorar sus comunidades de origen.

Por lo anteriormente expuesto, la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión aprueba el si-
guiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores para que implemente un mecanismo
que, emulando la toma de nota, sirva para gestionar,

conocer y enlazar a las organizaciones civiles que han
conformado los mexicanos en el extranjero con sus co-
munidades de origen. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta a las secretarías de Re-
laciones Exteriores y de Bienestar para que diseñen los
programas que propicien y garanticen la participación
económica de los mexicanos en el extranjero con la fi-
nalidad de mejorar sus comunidades de origen.

Notas

1 Anuario de Migración y Remesas México 2019, disponible para

su consulta en la dirección electrónica: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/498116/Anua-

rio_Migracion_y_Remesas_2019_Primera_Parte.pdf

2 Op.Cit.

3 Ibís.

4 Contenido en el Pacto Mundial sobre Migración. Disponible pa-

ra su consulta en la dirección electrónica: 

https://undocs.org/es/A/CONF.231/3

5 Instituto de Mexicanos en el Exterior (IME), Estadísticas de Me-

xicanos en el Mundo, 2016. Disponible para su consulta electróni-

ca en: 

www.ime.gob.mx/gob/estadísticas2016

6 Op. Cit.

7 Consultado en el diagnóstico realizado por la Subsecretaría de

Desarrollo Social y Humano y la Subsecretaría de Prospectiva,

Planeación y Evaluación, y fue coordinado por la Dirección Gene-

ral de Análisis y Prospectiva (DGAP) de la Sedesol. Disponible

para su consulta en la dirección electrónica: 

http://www.inapam.gob.mx/work/models/SEDESOL/Resour-

ce/1778/3/images/D_3x1_2011.pdf 

8 Proceso de Toma de Nota. Disponible para su consulta en la di-

rección electrónica: 

https://consulmex.sre.gob.mx/littlerock/index.php/asuntos-comu-

nitarios/3x1-migrante/toma-de-nota
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9 Aún al día 21 de enero del 2020, es posible observar la comuni-

cación que la federación hace a la población en su página electró-

nica, en la que se explican los detalles del programa. Disponible

para su consulta en la dirección electrónica: 

https://www.gob.mx/bienestar/acciones-y-programas/programa-

3x1-para-migrantes 

10 Comunicado en la Página Oficial del Gobierno de Zacatecas.

Disponible para su consulta en la dirección electrónica: 

https://www.zacatecas.gob.mx/presentan-programa-2x1-que-bus-

ca-continuar-el-desarrollo-de-las-comunidades-con-vocacion-mi-

gratoria/

11 Tal como se puede constatar en el enlace electrónico de refe-

rencia: https://sig-p3x1.bienestar.gob.mx/

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Dipu-
tados, a los 18 días de febrero de 2020.

Diputada María Libier González Anaya (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SE-
NER Y PEMEX A DIFUNDIR EL PLAN ESTRATÉGICO Y OPE-
RATIVO PARA FRENAR LA CAÍDA DE LA PRODUCCIÓN Y EX-
PLORACIÓN PETROLERAS OBSERVADA EN 2019 Y EL

SENSIBLE DECREMENTO DE LA ELABORACIÓN DE PETROLÍ-
FEROS, PARTICULARMENTE GASOLINAS EN EL SISTEMA

NACIONAL DE REFINACIÓN, SUSCRITA POR INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Las y los suscritos diputados del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, con funda-
mento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, así co-
mo el artículo 79, numerales 1, fracción II, y 2, frac-
ciones I y II, del Reglamento de la Cámara de

Diputados, presenta ante esta asamblea la siguiente
proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes:

Consideraciones

Cifras provenientes de Petróleos Mexicanos, bosque-
jan un sobrio panorama, muy preocupante. A conti-
nuación enumeramos algunas de ellas:

1. Los ingresos petroleros del sector público se ubi-
caron en 955 mil 55 millones de pesos, monto in-
ferior en 89 mil 902 millones de pesos respecto a
lo aprobado y 5.8 por ciento menor, en términos
reales, con respecto a lo observado en 2018.1

2. Lo anterior, es resultado de la menor producción
total de hidrocarburos de Pemex (con socios) pro-
medio un mil 678 mil barriles diarios (MBD),
cuando la meta era producir un millón 823 mil
barriles diarios, es decir que brecha de la meta no
alcanzada ascendió a 144.5 mil barriles de petróleo
por día. 

3. Las exportaciones de petróleo en 2019 cayeron
6.8 por ciento (en volumen) respecto a 2018. En di-
nero, la disminución fue de 18.4 por ciento. 

4. Igualmente, basada en las cifras oficiales, se ad-
vierte que de los trece campos prioritarios de Pe-
mex en 2019, sólo comenzaron a producir tres.

5. La producción de petrolíferos derivados de pe-
tróleo en el Sistema Nacional de Refinación se sitúo
en 202.7 Miles de barriles diarios (Mbd). Lo que se
advierte, es el descenso del proceso de crudo ascen-
dió a 4 mil barriles diarios, equivalentes a 2.1 por
ciento menos de petrolíferos comparado con el mis-
mo periodo de 2018.

6. Se vendió menos gasolina en 2019, año en que
–dicen– cuando no hubo huachicol (combustible
ilegal en el mercado). En el último año se vendie-
ron 449 mil 558.1 millones de pesos, contra mi-
llones, 512 mil 676.1 millones de pesos de 2018,
que dan cuenta a un retroceso superior a 12 por
ciento.

7. La producción del gas se encuentra apuradamen-
te sorteó 4 mil 894 millones de pies cúbicos diarios
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(MMpccd), 47 mil más que el año pasado de esta
unidad de medida.

8. Cabe destacar, que si bien los ingresos propios de
Pemex reflejan una mejoría, esto obedece, funda-
mentalmente a dos factores: tanto la reducción de
la carga tributaria que asciende a 26 mil 403 mi-
llones de pesos en 2019, como la aportación de
capital al patrimonio de la empresa por parte del
gobierno federal por un monto de 97 mil 131 mi-
llones de pesos2 (5 mil millones de dólares).

9. Sin embargo, si excluimos estos efectos, los in-
gresos de la entidad fueron inferiores a lo progra-
mado en 124 mil 694 millones de pesos, lo que im-
plica una caída de 11.7 por ciento en términos
reales, con respecto a lo observado en 2018. 

Las y los legisladores del Grupo Parlamentario de
PRD consideramos de primordial importancia este te-
ma, pues las finanzas pública no pasan por un buen
momento, pues como bien lo informó la Secretaría de
Hacienda en su informe sobre al cierre del 2019, tu-
vieron que tomar 125 mil millones de pesos del Fon-
do de Estabilización de los Ingresos Presupuesta-
rios, para subsanar las necesidades de gasto del
anterior ejercicio fiscal.

Y preocupa que le sigan trasladando recursos para me-
jorar su posición crediticia a costa de recortar o ajusta
presupuestos de otras dependencias o secretarías de la
administración pública federal.

Por lo anteriormente expuesto y legalmente fundado,
solicito atentamente se apruebe la siguiente proposi-
ción con 

Punto de acuerdo

Único. Por el que se exhorta a la titular de la Secreta-
ría de Energía y al director general de Petróleos Mexi-
canos a hacer del conocimiento público el Plan Estra-
tégico y Operativo, que se está implementando
durante el ejercicio 2020, en Petróleos Mexicanos, a
fin frenar la menor producción petrolera registrada en
2019 con respecto a 2018; y de igual forma, las accio-
nes de política pública que se instrumentarán para con-
tener y revertir la producción de gasolinas en el país en
el Sistema Nacional de Refinación.

Notas

1 Informes sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y

la Deuda Pública Cuarto Trimestre 2019 

2 Op. Cit. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputados: Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica), José Guadalu-

pe Aguilera Rojas, Abril Alcalá Padilla, Ma. Guadalupe Almaguer

Pardo, Mónica Almeida López, Mónica Bautista Rodríguez, Frida

Alejandra Esparza Márquez, Raymundo García Gutiérrez, Antonio

Ortega Martínez, Claudia Reyes Montiel y Norma Azucena Rodrí-

guez Zamora.

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A DISTIN-
TAS AUTORIDADES EDUCATIVAS A EMPRENDER ACCIONES

A EFECTO DE ATENDER Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CON-
TRA LAS MUJERES; Y A LA JUCOPO DE ESTA SOBERANÍA, A
REALIZAR UN COLOQUIO PLURAL DESTINADO A ANALIZAR,
DISCUTIR Y CONSTRUIR PROPUESTAS PARA ERRADICAR EN

EL NIVEL EDUCATIVO SUPERIOR LA VIOLENCIA Y DISCRI-
MINACIÓN EN RAZÓN DE GÉNERO, A CARGO DE LA DIPU-
TADA LORENIA IVETH VALLES SAMPEDRO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Lorenia Iveth Valles Sampedro, diputada integrante de
la LXIV Legislatura, perteneciente al Grupo Parla-
mentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 59, 65, nume-
ral 4; 79, numeral 1, fracción III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, y demás aplicables somete a
consideración del pleno de esta Cámara de Diputados
proposición con punto de acuerdo con carácter de ur-
gente y obvia resolución, al tenor de las siguientes
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Consideraciones

La magnitud y gravedad de la violencia contra las mu-
jeres en México es innegable, desafortunadamente ha
permeado en los ámbitos público y privado; basta se-
ñalar que de acuerdo con la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU) entre diez y nueve mujeres son
asesinadas cada día en nuestro país.

De 2015 a 2019 se registraron 3 mil 578 feminicidios
a nivel nacional. De enero a octubre de 2019 se regis-
traron 833 casos, según cifras del Secretariado Ejecu-
tivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública
(SESNSP).

Conforme a diversas encuestas y datos del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) las muje-
res se sienten más inseguras que los hombres tanto en
lugares públicos como privados, son las principales
víctimas de delitos sexuales y la violencia que ejercen
parejas, esposos, exnovios o exesposos contra ellas es
recurrente y va de severa a muy severa.

En este contexto, es de apuntar que las mujeres dentro
de las instituciones de educación superior públicas y
privadas del país, ya sea como docentes, académicas,
trabajadoras o estudiantes, viven violencia, exclusión
y discriminación. “Las universidades… no han podido
ser ajenas a esta problemática social debido a que son
espejo y síntesis de la sociedad de la que forman par-
te”.1

“Las universidades son espacios donde se reprodu-
ce la violencia estructural que hay en el exterior y
son pocas las que cuentan con estadísticas para de-
velar el problema específico del género. Apenas en
2018 se creó el Observatorio Nacional para la Igual-
dad de Género en las Instituciones de Educación
Superior (Onigies) que elaboró un sistema de medi-
ción de avances institucionales para erradicar la
violencia de género en una escala del 0 al 5, en el
que cero significa un avance nulo y cinco, consoli-
dado. El estudio en 40 instituciones de educación
superior de todo el país arrojó un promedio de
1.5”.2

Es de señalar que en nuestros días existen carreras fe-
minizadas y masculinizadas, en las que los roles y es-
tereotipos de género debido a la herencia cultural bi-
naria determinaron como exclusivos para los

hombres ciertos campos del conocimiento y de la
ciencia en los cuales las mujeres encuentran un sinfín
de obstáculos.

La educación superior no puede seguir siendo un es-
pacio reservado para los hombres y debe alejarse por
completo de procedimientos, normas, símbolos y es-
tructuras que benefician el androcentrismo.

Es fundamental reconocer que la violencia que sufren
las mujeres dentro de las universidades es un grave
problema porque son estas instituciones educativas la
base del desarrollo económico, social, político, cientí-
fico y cultural del país, por lo que no pueden ser semi-
lleros de futuros profesionistas misóginos, victimarios
llenos de tabúes y pruritos, violentos e incluso femini-
cidas que continúen reproduciendo la violencia de gé-
nero en sus entornos profesionales.

La violencia de género no puede seguir siendo inhe-
rente a la cultura universitaria es urgente edificar una
nueva que erradique la violencia y la desigualdad en-
tre hombres y mujeres. Hay que educar y reeducar en
el respeto, la igualdad, la no discriminación, el aprecio
a las diferencias y la perspectiva de género hasta in-
troyectar que la violencia hacia las mujeres y la supe-
rioridad de un género sobre otro no es normal, consti-
tuye un delito y un flagrante atentado contra la
dignidad humana.

Tal y como se establece en el Objetivo 5 Igualdad de
Género, de la agenda 2030 para el desarrollo sosteni-
ble de la ONU, es necesario poner fin a todas las for-
mas de discriminación contra las mujeres y niñas por-
que es un derecho humano básico y crucial para el
desarrollo.

Ante la problemática antes descrita y como respuesta
a una legítima demanda de la comunidad estudiantil, la
Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM)
aprobó en el Consejo Universitario modificaciones a
los artículos 95 y 99 del Estatuto Orgánico para consi-
derar faltas graves la violencia de género contra alum-
nas y trabajadoras, lo que implica que expulsará o des-
pedirá a quien las cometa.

Aceptar, visibilizar y atender la problemática es una
obligación ética que beneficia a la sociedad en su con-
junto y evita la revictimización.
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En tal virtud, asumiendo que a nivel nacional estamos
enfrentando, se estima necesario que, desde el ámbito
de nuestra competencia, todas y todos, emprendamos
diversas acciones que contribuyen a construir un siste-
ma social igualitario e inclusivo para el bienestar y se-
guridad de las y los mexicanos.

Por lo antes expuesto y fundado, se somete a conside-
ración del pleno la presente proposición con punto de
acuerdo, con carácter de urgente u obvia resolución.

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente a la Asociación Nacional de Universidades e
Instituciones de Educación Superior, a la Secretaría de
Educación Pública, al Instituto Nacional de las Muje-
res y a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas,
a implementar de manera coordinada las acciones ne-
cesarias a efecto de prevenir, investigar, sancionar y
erradicar la violencia en razón de género al interior de
las instituciones de educación superior públicas y pri-
vadas del país. Así como a impulsar los mecanismos,
protocolos y acciones conducentes a nivel nacional
que posibiliten a las estudiantes, docentes, académicas
y trabajadoras, realizar las denuncias a que haya lugar
en un entorno seguro y sensible que les permita acce-
der a la justicia.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente a las instituciones de educación superior pú-
blicas y privadas del país a impulsar al interior de es-
tas, una cultura de respeto, inclusión y libre de
violencia hacia las mujeres, así como a llevar a cabo
las medidas necesarias y acciones afirmativas que eli-
minen los obstáculos existentes, a fin de que los hom-
bres y las mujeres puedan acceder en igualdad de
oportunidades a las áreas de conocimiento y laborales
en las cuales puedan desarrollar de manera plena sus
potencialidades.

Tercero. Se solicita respetuosamente a la Junta de Co-
ordinación Política de esta Cámara de Diputados pon-
dere la viabilidad y, en su caso, realice los acuerdos y
acciones conducentes, a efecto de realizar bajo las me-
jores prácticas de Parlamento Abierto, un coloquio
plural para analizar, discutir y construir junto a los sec-
tores sociales, especialistas, instituciones educativas,
dependencias públicas, académicos, expertos, funcio-
narios públicos, estudiantes, sociedad civil y la ciuda-

danía las propuestas necesarias para contribuir, desde
el ámbito de nuestra competencia, a erradicar la vio-
lencia y discriminación en razón de género en el ám-
bito educativo, particularmente en el nivel superior.

Notas

1 https://www.excelsior.com.mx/opinion/raul-contreras-busta-

mante/la-unam-y-la-violencia-contra-las-mujeres/1362899

2 https://cultura.nexos.com.mx/?p=17499

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A DIVER-
SAS AUTORIDADES A INICIAR EL SANEAMIENTO DEFINITI-
VO Y PERMANENTE DE LA CUENCA LERMA-CHAPALA, DA-
DAS LAS ALTAS CONCENTRACIONES DE CONTAMINANTES

EN ELLA Y LOS ELEVADOS Y LETALES RIESGOS PARA LA SA-
LUD PÚBLICA, A CARGO DE LA DIPUTADA HORTENSIA MA-
RÍA LUISA NOROÑA QUEZADA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PRI

La suscrita, diputada federal Hortensia María Luisa
Noroña Quezada, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional de la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 79, numeral 1, fracción II y numeral
2, fracción I del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de esta asamblea proposi-
ción con punto de acuerdo para exhortar a la Comisión
Nacional del Agua (Conagua), a la Secretaria del Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) y a la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Pro-
fepa) a que coordinadamente, en corresponsabilidad y
de manera urgente, inicien el saneamiento definitivo y
permanente de la Cuenca Lerma-Chapala, ante las al-
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tas concentraciones de contaminantes presentes en la
Cuenca y los elevados y mortales riesgos en la salud
pública de la población en general que ésta situación
representa, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Hoy en día y muy tristemente, nos damos cuenta que
el daño que hemos generado a lo largo del tiempo por
nuestro desinterés, inconciencia y menosprecio tanto a
nuestro planeta como al medio ambiente, es no solo
grave, sino también muy peligrosamente para nuestra
existencia como civilización, se encuentra cerca de lo
irreversible. 

Sin duda alguna, nuestra todavía deliberada y cons-
ciente irresponsabilidad ante los temas de sustentabili-
dad del planeta y todas nuestras actividades en pro del
desarrollo, nos están cobrando ya, la factura. 

Una factura que estamos pagando no solamente los se-
res humanos, sino también e injustamente, todas las
especies tanto de flora y fauna con las que cohabita-
mos y compartimos el planeta. 

Los daños son catastróficos y se miden ya, por un sig-
nificativo número de muertes, de pérdida de vidas de
personas que en muchos casos son niños que no tení-
an ni culpa o mucho menos responsabilidad alguna,
sobre lo que les arrebato su casa, su familia, su entor-
no y finalmente su vida. 

Así como también, hemos perdido de manera perma-
nente vastas regiones de bosques y selvas y hemos ex-
tinguido muchas especies de animales, atentando con-
tra el delicado y muy necesario equilibrio ecológico,
que permite nuestra supervivencia.

La contaminación que generamos, ha ido avanzando
desproporcionadamente y afectando cada vez más es-
pacios y ambientes en nuestro planeta; convertimos en
algo habitual y socialmente aceptado, el contaminar
nuestros mares, ríos, aire, o bien, nuestro espacio coti-
diano. 

Por esa razón, estamos padeciendo las graves e impla-
cables consecuencias, del calentamiento global o el
cambio climático, situaciones que incluso hoy en día,
algunos líderes de un número significativo de nacio-
nes, aun desestiman. 

A pesar de ver y vivir en muchas regiones del mundo
como noticia recurrente, climas extremos, escases de
comida o agua, incrementos considerables e históricos
en el nivel del mar, deshielos, erosión, inundaciones,
sequias, entre otros muchos desastres más.

Y en lo anterior, México no es ni ajeno a las conse-
cuencias, ni tampoco a la responsabilidad del daño he-
cho.

Nuestros niveles registrados de contaminación y de
generación de gases contaminantes son elevados y en
muchos casos inadmisibles para la supervivencia,
nuestros registros de pérdida anual de bosques y selvas
son sostenidamente elevados, así como también las ta-
sas de extinción de especies, la contaminación de
nuestro medio ambiente, es ya sistemática. 

Y ante todo el panorama anterior y amenazante, segui-
mos sin hacer nada o en el mejor de los casos, actuan-
do tímidamente y algunas veces incluso, bajo simula-
ción y engaño. Basta mencionar que el 30 por ciento
del agua que extraemos de mantos acuíferos, no se ex-
trae de forma sustentable, ni bajo las mínimas normas
de cuidado ambiental.1

Más de la mitad del agua que consumimos, el 60 por
ciento; es obtenida de lagos, ríos o arroyos, y el por-
centaje restante, de fuentes subterráneas, mientras que
en comparación, únicamente permitimos que el 4.8
por ciento de las filtraciones de lluvia lleguen a nues-
tros mantos acuíferos para reabastecerlos.2

Además, nuestra tasa de recolección de agua pluvial
en zonas tanto urbanas como rurales, es casi nula y de
las más bajas a nivel internacional.3

Por eso tenemos que al menos, 13 millones de perso-
nas en nuestro país padecen desabasto de agua y 3.3
millones de viviendas carecen del servicio básico de
agua potable.4

Ante este panorama, debemos no solo citar lo mandata-
do en el artículo 4o. de nuestra Constitución, sino tam-
bién y a la par, reafirmar nuestro compromiso por aten-
derlo y garantizarlo, “toda persona tiene derecho a un
medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El
Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y
deterioro ambiental generará responsabilidad para quien
lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley”.5
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En esta obligación constitucional, ésta soberanía tiene
corresponsabilidad para hacer que se cumpla, se atien-
da y se garantice. 

En este orden de idea, se hace imprescindible atender
a cabalidad, un problema añejo y emblemático; que
afecta a un cuerpo de agua históricamente imprescin-
dible para nuestro país, la Cuenca Lerma-Chapala. 

Una cuenca de agua conformada por 19 subcuentas,
valiosa en materia de biodiversidad, así como en lo
que respecta al suministro y disposición de agua para
al menos 5 estados de nuestra república y su pobla-
ción.6

Que suministra agua, a un sinnúmero de casas, escue-
las, cultivos y a la población de los estados de Jalisco,
Guanajuato, Michoacán, Estado de México y Queréta-
ro, a poco más de 204 municipios, se ven directamen-
te beneficiados con la generosidad que esta cuenca.7

Que nace con el Rio Lerma, en el Estado de México
dotado de agua limpia y cristalina emergida de ma-
nantiales y que tras un recorrido de poco más de 700
kilómetros, desemboca en el Lago de Chapala en Ja-
lisco.8

No obstante y a pesar de su importancia, a lo largo de
sus 700 kilómetros que la conforman, ésta valioso
fuente de agua es sobreexplotada y también peligrosa-
mente contaminada por nuestra rapiña, inconciencia y
voracidad que apela al pretexto de la satisfacción de
nuestras necesidades y exigencias de nuestro desarro-
llo. 

El problema actualmente no es menor, se tiene el re-
gistro de que al menos son 7 mil las empresas que vier-
ten sus desechos en las aguas de esta cuenca,9 residuos
altamente contaminantes, cargados de químicos, des-
echos orgánicos y metales pesados que convierten el
agua en altamente peligrosa y no apta ni para el con-
sumo ni para el riego.

Agua cargada de metales pesados, algunos de ellos de
acuerdo a agencias internacionales en la materia, cata-
logados como de muy alto riesgo para la salud, así co-
mo también con presencia de diversos componentes
tanto volátiles como semivolatiles calificados también
como potencialmente cancerígenos para el ser huma-
no.10

Líquido que a pesar de la clasificación anterior y dada
su indispensabilidad, es todavía utilizada tanto para
consumo humano, riego o incluso recreación, todo
ello a pesar de las fatales consecuencias en la salud de
quienes directa o indirectamente la consumen o la uti-
lizan.

Ya sea, desde problemas dermatológicos por contacto
directo, hasta intoxicaciones o enfermedades gas-
trointestinales por su consumo, e incluso por comer
alimentos provenientes de cultivos regados por sus
aguas; o bien, en algunas regiones de Jalisco se tiene
ya el registro de casos lamentables de cáncer desarro-
llado como consecuencia del elevado nivel de conta-
minación que presenta el agua.

Esta situación alarmante, se ha desestimado y tímida-
mente se ha intentado rectificar, pero el daño es tan
grande que las poco más de 50 plantas tratadoras de
agua que Conagua reporta en operación a lo largo de
la cuenca para coadyuvar en contra la contaminación
que la afecta, son suficientes.11

Por ese motivo, la Cuenca Lerma-Chapala en nuestro
país, es una de las cuencas de las más extensas pero
también de las más contaminadas en nuestro país.

Ante este panorama y consciente del riesgo para la po-
blación de 5 estados de la República, incluido mi esta-
do Jalisco, presenté a principios del año pasado 2019,
un punto de acuerdo que permitiera a ésta soberanía y
quienes la integramos, asumir la responsabilidad que
nos corresponde en la solución a este problema.

Solicité la creación de una Comisión Especial en la
Cámara de Diputados para la Cuenca Lerma–Chapala,
que garantice nuestra participación en su rescate, sa-
neamiento y en la asignación de recursos e inversión
en infraestructura que le devuelva lo que le hemos
arrebatado.

Una Comisión Especial que coadyuve en la construc-
ción de planes de manejo integral, en la asignación de
recursos suficientes en los Presupuestos de Egresos de
la Federación y que refuerce la norma para su protec-
ción y cuidado.

Desafortunadamente, esta solicitud fue ignorada y
desestimada, la austeridad aplicada que es fachada de
simulación de la ausencia de inversión para temas ur-
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gentes y sensibles como el que padece la cuenca y la
población de 5 estados, se impuso y negó la creación
de esta importante y requerida Comisión Especial.

Si lo anterior no fuera suficiente, de manera muy in-
sensible, en el presupuesto de egreso para el año 2020,
se destinaron solamente 28 millones de pesos, para la
atención de la problemática existente en éste cuerpo de
agua de más de 700 kilómetros de extensión.12

Recorte presupuestario inédito a pesar de que hace 2
años, el Consejo de la Cuenca Lerma-Chapala adver-
tía que su saneamiento era impostergable y debería de
ser integral, multianual de al menos 6 años y que cos-
taría cerca de 3 mil millones de pesos.13

Ignorando además y como clara muestra de desestimo
por parte del gobierno federal a pronunciamientos y
recursos internacionales que al respecto desde el año
2019, se han vertido en la materia. 

Más específicamente una solicitud de medidas cau-
telares en favor de los pobladores de las zonas ale-
dañas al Río Santiago en los municipios de Juanaca-
tlán y El Salto en Jalisco, así como también de los
pobladores de las localidades de San Pedro Itzicán,
Agua Caliente, Chalpucote y Mezcala en el munici-
pio de Poncitlán; interpuesta desde el 18 de julio del
2019 ante la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos.14

Recurso internacional que finalmente el 5 de febrero
de este año 2020, se resolvió a favor de los pobladores
de esas regiones ante el cabal cumplimiento de los re-
quisitos de gravedad, urgencia e irreparabilidad conte-
nidos en el artículo 25 del Reglamento de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos;15 y, dio pauta a
su Resolución 7/2020 y Medida Cautelar No. 708-19
que de manera vinculante solicita a nuestro país lo si-
guiente: 

“

a) adopte las medidas necesarias para preservar la
vida, integridad personal y salud los pobladores de
las zonas hasta 5 kilómetros del Río Santiago en los
municipios de Juanacatlán y El Salto, así como los
pobladores de las localidades de San Pedro Itzicán,
Agua Caliente, Chalpicote y Mezcala en el munici-
pio de Poncitlán, Estado de Jalisco, señalados en la

solicitud. En particular, que el Estado adopte las
medidas pertinentes para brindar un diagnóstico
médico especializado para las personas beneficia-
rias, teniendo en cuenta la alegada contaminación,
proporcionándoles asimismo una atención médica
adecuada en condiciones de disponibilidad, accesi-
bilidad, aceptabilidad y calidad, conforme a los es-
tándares internacionales aplicables; 

b) concierte las medidas a implementarse con los
beneficiarios y sus representantes; y 

c) informe sobre las medidas adoptadas para miti-
gar las fuentes de riesgo alegadas. ”16

No obstante y a pesar de lo anterior, que sin duda al-
guna sienta un importante y significativo precedente
respecto a la urgencia y la obligación que se tiene en
materia del rescate impostergable y perentorio de la
cuenca Lerma-Chapala; no podemos rendirnos. 

Debemos ser insistentes en ésta problemática que
afecta a generaciones actuales, y atenta peligrosamen-
te a generaciones futuras. 

Requerimos el cuidado, preservación, protección, sa-
neamiento recuperación de la cuenca Lerma-Chapala. 

Necesitamos levantar la mano y la voz, las veces que
sea necesario para hacer ver no solo la gravedad por la
que está atravesando la cuenca Lerma –Chapala y la
población de al menos 5 estados de la República, por
la elevada y mortal contaminación que registra; sino
también la urgente necesidad por atenderla. 

Por eso, insistimos en solicitar de manera firme y ca-
tegórica a todas las instancias del Gobierno Federal
que tienen responsabilidad en la materia, que se reali-
ce de manera urgente y concluyente el saneamiento
definitivo y permanente de la Cuenca Lerma-Chapala. 

Esta solicitud, no puede ser postergada, hacerlo así se-
ría evadir una responsabilidad de seguridad nacional y
sentenciar con ello, el futuro de muchas generaciones
más.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la conside-
ración del pleno de esta honorable Cámara de Diputa-
dos el siguiente 
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Punto de Acuerdo

Artículo Único. Se exhorta a la Comisión Nacional del
Agua (Conagua), a la Secretaria del Medio Ambiente
y Recursos Naturales (Semarnat) y a la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente (Profepa) a que co-
ordinadamente, en corresponsabilidad y de manera ur-
gente, inicien el saneamiento definitivo y permanente
de la Cuenca Lerma-Chapala, ante las altas concentra-
ciones de contaminantes presentes en la Cuenca y los
elevados y mortales riesgos en la salud pública de la
población en general que ésta situación representa.

Notas

1 Estadísticas del Agua. Conagua.

2 Estadísticas del Agua. Conagua.

3 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente.

PNUMA.

4 Censo de Población y Vivienda. Inegi.

5 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artícu-

lo 4o.

6 Conagua.

7 Conagua.

8 Conagua.

9 Conagua.

10 Agencia Internacional para la Investigación del Cáncer. (IARC) 

11 Conagua.

12 Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-

cal del año 2020. 

13 Consejo de la Cuenca Lerma-Chapala. 2018.

14 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Resolución

7/2020. Medida Cautelar No. 708-19.

15 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Resolución

7/2020. Medida Cautelar No. 708-19.

16 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Resolución

7/2020. Medida Cautelar No. 708-19.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 18 de febrero de 2020. 

Diputada Hortensia María Luisa Noroña Quezada
(rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA UNAM
A IMPLANTAR POLÍTICAS DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DEL

ACOSO SEXUAL CONTRA MUJERES Y LOS FEMINICIDIOS EN

LAS INSTALACIONES UNIVERSITARIAS, MODIFICAR SU

MARCO NORMATIVO E INSTAURAR PROGRAMAS DE DIFU-
SIÓN, ENTRE OTRAS MEDIDAS ADOPTABLES EN EL EJERCI-
CIO DE SU AUTONOMÍA Y POSIBILIDAD DE CREATIVIDAD,
INVESTIGACIÓN Y CONSULTA A LA COMUNIDAD ACADÉMI-
CA Y ESTUDIANTIL, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA TE-
RESA MARÚ MEJÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, diputada María Teresa Marú Mejía,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo en la LXIV Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y del artículo 6, numeral 1, fracción I y VIII; artí-
culo 76, numeral 1, fracción IV y 79, numeral 1, frac-
ción II, así como el numeral 2 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ple-
no de la honorable Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, la presente proposición con punto de
acuerdo, mediante el cual se exhorte al rector, doctor
Enrique Luis Vito Graue Wiechers, así como al Con-
sejo Universitario de la Universidad Nacional Autóno-
ma de México, como máximas autoridades de dicha
institución, para que implementen de manera urgente,
políticas de prevención y atención al acoso sexual con-
tra la mujer y feminicidios, que se cometen al interior

Martes 18 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria89



de las instalaciones universitarias, modificación a su
marco normativo, programas de difusión y formación
entre otras medidas que puedan adoptar en el ejercicio
de su autonomía y posibilidad de creatividad, investi-
gación y consulta a su comunidad académica y estu-
diantil; a efecto de lograr la eliminación de estas con-
ductas anti sociales y delictivas, dentro de sus espacios
académicos, que vulneran la dignidad y la vida de las
mujeres estudiantes que acuden a prepararse a dicha
institución educativa. 

Exposición de Motivos 

En los últimos días, en los diversos planteles y facul-
tades de la Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co, se han presentado actos de protesta y algunos han
derivado en hechos de violencia hacia el personal es-
colar y bienes inmuebles. Al día de hoy, se encuentran
en paro los siguientes planteles: Escuela Nacional Pre-
paratoria 8, Miguel E. Schulz; Escuela Nacional Pre-
paratoria 9, Pedro de Alba; Escuela Nacional Prepara-
toria 3, Justo Sierra; Escuela Nacional Preparatoria 6,
Antonio Caso; Facultad de Filosofía y Letras (FFyL);
Facultad de Ciencias Políticas y Sociales (FCPyS); y
el día de ayer 4 de febrero de 2019, la Facultad de De-
recho estuvo a punto de ser tomada por anarquistas,
acto que fue evitado por estudiantes y académicos de
la misma, acto que les costó golpes y que los mancha-
ran con pintura.

Esta problemática ha deteriorado profundamente las
actividades académicas y por ende el perjuicio a los
educandos, que se ven privados de continuar con sus
estudios y así retrasándose los programas educativos y
científicos, por lo que es importante de manera urgen-
te, que el Rector y el Consejo Universitario y demás
órganos con atribuciones de la institución, implemen-
ten de manera urgente políticas de atención, con asig-
nación de presupuesto, a la prevención del acoso se-
xual al que son objeto las mujeres, así como los
lamentables casos de feminicidio que se han perpe-
tuado en el interior de las instalaciones universitarias
como el caso de Lesvy Berlín Rivera Osorio.1

El acoso escolar vulnera la dignidad de la mujer, pues-
to que se le coloca en una posición de objeto de deseo;
tal es claro ejemplo del profesor que aprovecha su
condición de docente, para tratar que una alumna ceda
a sus deseos carnales, ofreciendo beneficios escolares
como lo es colocar buenas calificaciones, en un acto

de evidente corrupción y una vulnerabilidad de la dig-
nidad humana de la mujer. Por lo anterior es necesario
que las autoridades tomen medidas, tanto en sus regla-
mentos internos, capacitación a personal y diseñando
las políticas de atención para eliminar cualquier forma
de acoso sexual a las alumnas en los diversos plante-
les.

De agosto del 2016 a junio del 2019 se presentaron
921 quejas y denuncias por violencia dentro de la
UNAM, de las cuáles, en 97 por ciento de los casos las
víctimas eran mujeres.2 El feminicidio es la forma más
extrema y violenta contra la mujer y se encuentra con-
siderado como delito grave tanto en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y las diver-
sas legislaciones penales; en tal virtud las autoridades
universitarias están obligadas a cumplir y hacer cum-
plir todas las disposiciones constitucionales y penales,
evitando la comisión de feminicidios con programas
preventivos y una vez que se cometa alguno, otorgar
todas las facilidades, para que se castigue a él o los
ejecutores de tan reprobable y vil conducta, para que a
manera de ejemplo se dé la no repetición de la con-
ducta delictiva.

A manera de ejemplo podemos citar algunas acciones
que se pueden adoptar:

1.- Creación de una aplicación descargable en celu-
lar, para envió de alerta temprana a las autoridades
universitarias, para que conozcan el momento en
que alguien sufre de acoso o de conductas violentas.
Así como se localice exactamente la ubicación de la
víctima.

2.- La impartición de clases de defensa personal pa-
ra mujeres de manera gratuita.

3.- Mapeo y estadísticas de lugares y zonas con in-
cidencia de acoso o violencia contra la mujer, para
prevención de delitos.

4.- Instalación de Unidad de Criminalística Univer-
sitaria, para que ayude a diseñar políticas de pre-
vención de delitos.

El 30 de enero la Universidad Nacional Autónoma de
México emitió un comunicado por twitter donde anun-
cio su gran preocupación por este problema dada vez
más creciente, también se mencionó que ha priorizado
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las denuncias por acoso, ha dado capacitación a do-
centes de la universidad, e instalo 8 unidades en ciu-
dad universitaria para levantar una denuncia en caso
de acoso.3

Sin embargo, la inconformidad sigue latente y es ne-
cesario que las autoridades universitarias den plena sa-
tisfacción a las justas demandas de las mujeres estu-
diantes; es importante señalar que la autonomía de la
universidad no óbice para que esta cumpla con garan-
tizar que no se vulnere la dignidad y la vida de las mu-
jeres dentro de sus instituciones y que los delincuentes
que cometan conductas contrarias a las disposiciones
constitucionales y penales, deberán ser castigados.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción el siguiente: 

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorte al rector, doctor Enrique Luis Vi-
to Graue Wiechers, así como al Consejo Universitario
de la Universidad Nacional Autónoma de México, co-
mo máximas autoridades de dicha institución, para
que implementen de manera urgente, políticas de pre-
vención y atención al acoso sexual contra la mujer y
femincidios, que se cometen al interior de las instala-
ciones universitarias, modificación a su marco norma-
tivo, programas de difusión y formación entre otras
medidas que puedan adoptar en el ejercicio de su au-
tonomía y posibilidad de creatividad, investigación y
consulta a su comunidad académica y estudiantil; a
efecto de logra la eliminación de estas conductas anti
sociales y delictivas, dentro de sus espacios académi-
cos, que vulneran la dignidad y la vida de las mujeres
estudiantes que acuden a prepararse a dicha institución
educativa. 

Segundo. Se solicite a las autoridades universitarias
citadas, hagan pública la información de las acciones
que en esta materia emprendan, para el seguimiento de
dicho exhorto.

Notas

1 https://www.milenio.com/policia/lesvy-berlin-osorio-caso-femi-

nicidio-joven-cronologia

2 https://www.milenio.com/politica/comunidad/unam-que-escue-

las-estan-en-paro-estudiantil

3 https://twitter.com/UNAM_FCPyS/sta-

tus/1222992081313943552?ref_src=twsrc%5Etfw%7Ctwcamp%

5Etweetembed%7Ctwterm%5E1222992081313943552&ref_url=

https%3A%2F%2Fwww.proceso.com.mx%2F616222%2Fporros-

acoso-sexual-feminicidios-las-razones-de-los-paros-en-la-unam

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada María Teresa Marú Mejía (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR AL AYUN-
TAMIENTO DE TLALMANALCO, MÉXICO, A IMPLANTAR

MEDIDAS QUE GARANTICEN LA SEGURIDAD DE LA POBLA-
CIÓN, AL TIEMPO DE ASUMIR EL COMPROMISO Y LA RES-
PONSABILIDAD CON LOS ANIMALES PARA LOGRAR UN

TRATO DIGNO Y RESPETUOSO HACIA ELLOS, A CARGO DE

LA DIPUTADA MARTHA ANGÉLICA TAGLE MARTÍNEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, diputada Martha Angélica Tagle Martínez,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano,
integrante de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo señalado en
lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I;
79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la siguiente proposición con punto de acuerdo
al tenor de las siguientes

Consideraciones

• México es el país con más perros callejeros en La-
tinoamérica.

• En México, el 70% de los perros se encuentran en
condición de calle.
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• 8 de cada 10 cachorros que nacen de camadas en
esta situación, mueren antes de cumplir su primer
año.1

Cifras de Parametría dan cuenta del interés y concien-
tización respecto al bienestar animal; datos de la en-
cuesta nacional en vivienda muestran que la mayoría
de los mexicanos consideran que los animales son su-
jetos de derechos, desde 2007 esta concepción ya pre-
sentaba altos niveles de aceptación. Para 2010 la pro-
porción de personas que apoyan dicha idea aumentó
considerablemente (nueve puntos porcentuales) pa-
sando de 82 % a 91 %, hasta registrar en septiembre de
2013 un nivel de aceptación del 94 %.

Si bien, para la ciudadanía todas estas conductas son
graves y merecen una sanción, el maltrato sigue sien-
do el acto más condenado, ocho de cada diez (79 %)
describen las corridas de toros como un evento donde
se maltrata a los animales; solo dos de cada diez en-
trevistados consideran la tauromaquia un deporte o un
arte (11 % y 7 % respectivamente).

Empero, el reconocimiento de los derechos aún no ha
logrado el respeto y garantía de cada uno de ellos, to-
davía es común encontrar a una buena cantidad de pe-
rros deambulando por las calles con serios problemas
de desnutrición y huellas visibles de maltrato; sin de-
jar de mencionar que en días pasados se dio a conocer
el caso de un hombre de 53 años que violó a una pe-
rrita de 8 meses de edad.2

Así, el Poder Legislativo no ha dado indicios de im-
pulsar una agenda y con ello una ley de bienestar ani-
mal; si bien desde 1996 el H. Congreso de la Unión ha

realizado algunas modificaciones a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente para
garantizar el trato digno y respetuoso a los animales;
de igual manera en 2018 se adicionó que desde el Go-
bierno Federal, las entidades federativas, los Munici-
pios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México, en el ámbito de sus respectivas competencias,
regularan el trato digno y respetuoso que deberá darse
a los animales, sin olvidar la más reciente reforma al
Código Penal Federal en junio de 2017, en la cual se
considera un delito las peleas de perros (iniciativa im-
pulsada por diputadas y diputados del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano en la LXIII Le-
gislatura en colaboración con HSI México) esta última
ha sido resultado del acercamiento de las organizacio-
nes de la Sociedad Civil que comprometidas con el
bienestar animal han visibilizado los antecedentes y
repercusiones que tiene en el tejido social contar con
alto índice de maltrato y abandono hacia los animales.

No omito comentar que, en febrero de 2016, en la
LXIII Legislatura, dos senadores hicimos nuestro el
compromiso de contar con una Ley General de Bien-
estar Animal, así la Organización de la Sociedad Civil
Animal Héroe, AC. en la búsqueda y el reconocimien-
to de los derechos de todos los animales no humanos
como seres merecedores de una vida digna, de respeto
y libre de sufrimiento; preocupados por garantizar la
protección animal, elaboró dicha iniciativa, que aún
está en espera de dictaminación en la colegisladora. 

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos con la sociedad
civil en aras de fomentar el trato digno y respetuoso a
las especies animales con el propósito de evitar la
crueldad en contra de éstas, la impunidad sigue siendo
uno de los principales obstáculos, muestra de ellos es
lo sucedido en la madrugada del 9 de febrero del pre-
sente año, en el municipio de Tlalmanalco, Estado de
México, donde se registró un incendio en el refugio de
animales Manada San.

“En sus instalaciones viven más de 300 animales
–en su mayoría perritos– que han sido rescatados
de la calle, y mismos que ahora no pueden estar
100% seguros en el lugar donde esperan a que al-
guien los adopte.

En una entrevista que tuvimos con Priscila San
Martín, quien comenzó a rescatar perros junto con
su esposo Martín, por allá de 2009, nos platicó que
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el incendió comenzó cerca de la medianoche del
domingo 9 de febrero. El área del refugio, que es
de aproximadamente una hectárea, se divide en dos
grandes partes: una de pasto en la que los caninos
juegan –y donde comenzó el fuego–, y la otra don-
de se encuentran las cabañas en las que duermen es-
tos suaves amiguitos.

Afortunadamente, el fuego pudo ser sofocado an-
tes de que llegara al lugar donde descansan los
perritos, quienes no presentaron algún daño. Sin
embargo, Priscila y su esposo mencionan que esta
es la quinta vez que intentan echar abajo el lugar
donde todos los perritos callejeros o maltratados
son bienvenidos con las puertas abiertas, por lo que
ahora piden ayuda para poder reforzar las medi-
das de seguridad y estos amiguitos peludos estén
a salvo”.3

Empero esta no es la primera vez que intentan echar
abajo el lugar, mencionan que esta la quinta ocasión:

Nosotros llegamos acá hace cuatro años. Como a los
tres meses de llegar vimos durante varios días a gente
trepada en la barda, eran como 5 e iban en la tarde o
en la noche. El refugio está rodeado por un campo, en-
tonces hay dónde esconderse. Hemos pedido al mu-
nicipio ayuda con el alumbrado, porque en la noche
es lo que falta, pero no hemos tenido respuesta.”4

Días posteriores se dio a conocer que el incendio fue
provocado, bomberos que controlaron el fuego asegu-
raron que no se trató por corto circuito ni por fuga de
gas.5

“Detrás de cada perro hay una historia de maltrato,
enfermedad severa o abandono; pero sobre todo de
una persona que lo inflige, existen numerosos estu-
dios a nivel mundial que precisan que es de suma
importancia la detección, prevención y tratamiento
de la violencia hacia los animales, con la finalidad
de controlar y a futuro erradicar la violencia entre
seres humanos a todos los niveles.

Según un estudio realizado por los psicólogos fran-
ceses Joël Lequesne y Jean Paul Richier, cuando los
niños observan el maltrato animal que no es casti-
gado, tienden a reprimir los impulsos de aversión
hacia este tipo de abuso y su compasión hacia el
animal victimizado. Al observar este tipo de con-

ductas culturalmente aceptadas, el menor reafirma
su auto-concepto superioridad a través de la identi-
ficación que tiene con los miembros de su especie y
aprende a minimizar al animal para justificar los ac-
tos violentos que más adelante cometerá contra
ellos. Esto se hace posible debido a que observa có-
mo el maltrato culmina con estímulos positivos pa-
ra el abusador y/o por la ausencia de penalizaciones
o sanciones.

La repetición de los actos de maltrato produce en el
espectador y en el agresor una cada vez mayor des-
ensibilización ante el sufrimiento tanto de los ani-
males como de los humanos”.6

Es menester evidenciar y sancionar este tipo de con-
ductas, ya que, de no ser sancionadas, elevan el nivel
de desconfianza en las autoridades y con ello de im-
punidad; al tiempo estoy convencida que la construc-
ción de ciudadanía a través del activismo y participa-
ción social lleva implícito la toma de consciencia
social sobre la realidad actual.

Por lo anterior, someto a consideración de esta hono-
rable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la ciuda-
dana Ana Gabriela Velázquez Quintero, presidenta
municipal de Tlalmanalco, estado de México a imple-
mentar las medidas necesarias que garanticen la segu-
ridad de la población; al tiempo de asumir el compro-
miso de garantizar el trato digno y respetuoso a los
animales.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados exhorta
respetuosamente a la ciudadana Ana Gabriela Veláz-
quez Quintero a atender las posibles conductas violen-
tas y delictivas en contra del Refugio Manada San, al
tiempo de implementar las medidas necesarias que im-
pidan que hechos como el del pasado 9 de febrero se
repitan.

Notas

1 Mexicanos en pro de los animales. Parametría en línea. Disponi-

ble en: 
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https://www.parametria.com.mx/carta_parametrica.php?cp=4600

2 Carrillo, Victoria. “Hombre de 53 años viola a perrita de 8 me-

ses; podría salir bajo fianza”. El Universal en línea. 8 de enero de

2020. Disponible en: https://www.eluniversal.com.mx/metropo-

li/hombre-de-53-anos-viola-perrita-de-8-meses-podria-salir-bajo-

fianza

3 Carmona, Stephania. “Sujetos provocan incendio en refugio de

perritos en Estado de México; piden ayuda para protegerlos” So-

pitas en línea. Febrero 9 de 2020. Disponible en: https://www.so-

pitas.com/mientras-tanto/provocan-incendio-refugio-animales-pe-

rros-estado-mexico-chalco-tlalmanalco-manada-san/

4 Ídem. 

5 Fernández, Emilio. “Incendio en albergue canino de Tlalmanal-

co fue provocado: bomberos.” El Universal en línea. 10 febrero de

2020. Disponible: 

https://www.eluniversal.com.mx/metropoli/edomex/incendio-en-

albergue-canino-de-tlalmanalco-fue-provocado-bomberos

6 Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se expide la Ley

General de Bienestar Animal. Disponible en línea: http://www.se-

nado.gob.mx/64/intervenciones/703/9024

Dado en la honorable Cámara de Diputados, 
el día 18 de febrero de 2020.

Diputad Martha Angélica Tagle Martínez (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS

DEPENDENCIAS A RESOLVER EL CONFLICTO LIMÍTROFE,
TERRITORIAL Y EJIDAL ENTRE CINTALAPA, CHIAPAS, Y

SAN MIGUEL Y SANTA MARÍA CHIMALAPAS, OAXACA, A
CARGO DEL DIPUTADO JUAN ENRIQUE FARRERA ESPON-
DA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado Juan Enrique Farrera Espon-
da, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la Cámara de Diputados de la LXIV Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo establecido en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en lo dispuesto en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción 1 y 79, numeral 1, fracción II, y de-
más relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, eleva a la consideración de esta soberanía
la siguiente proposición con punto de acuerdo, por el
que se exhorta a los titulares de diversas dependencias,
a fin de resolver el conflicto limítrofe, territorial y eji-
dal entre los municipios de Cintalapa, en Chiapas, así
como San Miguel y Santa María Chimalapas, en el es-
tado de Oaxaca. Lo anterior con base a las siguientes

Consideraciones

1. Como diputado federal del Distrito 10 con cabecera
distrital en Villaflores, Chiapas, conozco la necesidad
de dar una solución al conflicto que por décadas (des-
de 1967) han vivido los habitantes de los ejidos de San
Antonio y Benito Juárez, municipio de San Miguel
Chimalapa, estado de Oaxaca así como los ejidos, Ge-
neral Rafael Cal y Mayor, Gustavo Díaz Ordaz y Nue-
va Jerusalén, en el municipio de Cintalapa, estado de
Chiapas, lo que ha generado un escenario de conflic-
tos judiciales y extrajudiciales interminables, que han
alterado la paz social entre los habitantes.

2. Es necesario resolver la problemática que afecta a
más de 221 mil de hectáreas (doscientas veintiún mil
hectáreas), que, al no tener precisión jurídica sobre la
adscripción territorial de estas localidades, ha tenido
como consecuencia: la falta de protección, promoción
y acceso a los derechos civiles, políticos, económicos,
sociales y culturales de las personas que habitan en es-
ta franja fronteriza entre los estados de Oaxaca y Chia-
pas.

3. Al tenor de la construcción de esperanza que este
gobierno federal ha planteado a través del diálogo y la
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paz, es necesario generar medidas de solución para re-
solver los conflictos y apoyar a los más vulnerables, es
importante destacar que, pese a los esfuerzos de admi-
nistraciones pasadas, la solución final y real no ha si-
do definitiva.

4. Por lo anterior, es que cito como antecedente que el
10 de abril de 1967, se emitieron dos resoluciones pre-
sidenciales, una a favor de la comunidad de Santa Ma-
ría Chimalapas, en la que se le otorgaron 460 mil hec-
táreas y otra a favor de San Miguel Chimalapas
Chiapas, en la que se otorgaron 134 mil hectáreas, ta-
les resoluciones presidenciales fueron sólo de recono-
cimiento y certificación, más no de dotación de tierras,
lo que sería similar a enunciar una acción sin que esta
sea ejecutada.

Esta omisión generó que los habitantes de la zona nor-
oeste de Cintalapa, planteara el pleno respeto al terri-
torio chiapaneco en relación con sus límites históricos
que datan del 14 de septiembre de 1824 cuando el es-
tado de Chiapas se incorporó al pacto federal, cabe
destacar la contribución de Chiapas a la formación de
la nación en un proceso de reconfiguración de fronte-
ras en la época intensa de reacomodos del colonialis-
mo en Latinoamérica.

En ese tenor es preciso considerar que Chiapas fue un
país que ratifico su voluntad y convicción a través de
sus habitantes, de pertenecer a los Estados Unidos Me-
xicanos, y en el año 2024 los Chiapanecos celebrare-
mos 200 años este acontecimiento único en la historia
de nuestro país.

5. En 2012, cuando el estado de Chiapas intentó crear
nuevos municipios en la zona fronteriza con el estado
de Oaxaca, en donde se ubica la problemática, la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), resolvió1:

a) Los estados de Oaxaca y Chiapas, deberán abste-
nerse de realizar cualquier acto formal o material-
mente que amplíe o modifique los límites territoria-
les de las comunidades en conflicto.

b) Los estados de Oaxaca y Chiapas, deberán abs-
tenerse de crear nuevas autoridades dentro de la lo-
calidad denominada Rodulfo Figueroa (zona en dis-
puta), ya sean de carácter hacendario, de seguridad
pública y/o cualquier otra que tenga a su cargo fun-
ción pública alguna.

c) Los estados de Oaxaca y Chiapas se encontra-
rán obligados a continuar prestando todos y ca-
da uno de los servicios públicos a la población
que habite en la franja territorial que es materia
de la controversia, en la forma y términos en que
los venían prestando hasta antes de la emisión del
decreto 008 emitido por el Congreso del Estado de
Chiapas, publicado en el Periódico Oficial de la en-
tidad, el 23 de noviembre de 2011 y hasta en tanto
se dicta sentencia.

6. Asimismo, es de suma importancia recordar que el
22 de diciembre de 2011, se estableció un pacto ante el
doctor Alejandro Poiré Romero, titular de la Secretaría
de Gobernación, firmado de manera conjunta por el
gobernador de Oaxaca, licenciado Gabino Cué Monte-
agudo, y el gobernador del estado de Chiapas, licen-
ciado Juan José Sabines Guerrero, en el que se acordó
lo siguiente2:

Primero. Las partes establecen el compromiso de
mantener la paz social, la tranquilidad y seguridad
en la región; asimismo, de garantizar el libre tránsi-
to de los poblados de la región.

Segundo. En virtud de que se han realizado los ac-
tos de distensión en la región, las partes solicitan el
retiro de las policías estatales de la zona, a la bre-
vedad posible, a partir de la firma del presente do-
cumento y sólo se mantengan elementos del Ejérci-
to mexicano.

Tercero. Las Secretarías Generales de Gobierno de
los Estados de Chiapas y Oaxaca establecerán me-
canismos, forma y tiempos en que se realizará la en-
trega de los camiones que tenían resguardados la
congregación de San Antonio y el núcleo agrario
Licenciado Gustavo Díaz Ordaz, que para efectos
de su devolución pusieron a disposición de sus res-
pectivos gobiernos estatales.

Cuarto. Los núcleos agrarios de la región limí-
trofe entre los estados de Oaxaca y Chiapas, una
vez más, manifiestan su disposición al diálogo y
la conciliación; y establecen su compromiso de
canalizar sus demandas por la vía pacífica y en
apego al marco jurídico constitucional, legal e
instrumentos internacionales en materia de dere-
chos indígenas.
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Quinto. Las partes acuerdan que la Secretaría de la
Reforma Agraria, como cabeza del sector, sea la
instancia que convoque a los núcleos agrarios en
conflicto, al diálogo directo entre ellos, denomina-
do de campesino a campesino y de indígena a indí-
gena, para avanzar en el proceso de conciliación y
solución del conflicto, estableciendo previamente
un procedimiento consensuado entre las partes y a
la brevedad posible.

Sexto. Las partes solicitan que en el procedimiento
conciliatorio al que se refiere el punto anterior, se
respete plenamente las formas tradicionales de los
núcleos agrarios, de organización y toma de deci-
sión a través de sus asambleas generales.

Séptimo. Las partes solicitan a los gobiernos de los
estados que garanticen la libertad, seguridad y ple-
no goce de los derechos humanos de las autoridades
en los órganos agrarios y comisionados que impul-
sen la conciliación y solución del conflicto agrario
que se vive en la región.

Octavo. Las partes solicitan que la Secretaría de
Gobernación dé seguimiento y verifique el cumpli-
miento de los acuerdos suscritos en este documen-
to, así como los que se adopten en el proceso con-
ciliatorio hasta alcanzar una solución al conflicto
agrario.”

7. Actualmente los diputados que integran la LXVII
Legislatura en el Honorable Congreso de Chiapas es-
tablecieron la Comisión Especial de Coadyuvancia
con la Comisión Interinstitucional para el caso Chima-
lapas, integrada de manera plurirrepresentativa, lo que
representa la voluntad de resolver el conflicto y la con-
tinuidad del trabajo realizado anteriormente, a fin de
llegar a una solución a través de un canal de diálogo y
pacificación.

8. Por lo anterior es que el pasado 7 de marzo de
2019, presenté una proposición con punto de acuer-
do que resolvió exhortar a las autoridades de la si-
guiente manera:

“Primero. La Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión exhorta a la Secretaría
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, co-
mo cabeza de sector, a realizar los trámites con-
ducentes para convocar a una mesa intersecreta-

rial permanente para dar solución al conflicto li-
mítrofe, territorial y ejidal existente entre dos
entidades federativas y que involucra a los mu-
nicipios de Cintalapa, en Chiapas, y San Miguel
y Santa María Chimalapas, en Oaxaca.

Segundo. La Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión exhorta a las Secreta-
rías de Gobernación y de Seguridad Pública y
Protección Ciudadana a llevar a cabo las accio-
nes conducentes para la creación de una base de
operaciones mixtas conformada por la Secreta-
ría de la Defensa Nacional, Policía Federal, Se-
cretaría de Seguridad y Protección Ciudadana
(Chiapas), Secretaría de Seguridad Pública de
Oaxaca (Oaxaca), Policía especializada de la Fis-
calía General del Estado de Chiapas, Agentes Es-
tatales de Investigación de la Fiscalía General
Estatal de Oaxaca e Inspectores de la Procura-
duría Federal de Protección al Ambiente, a fin
de garantizar al estado de derecho, la estabilidad
y paz social de la región.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta a la Secretaría de
Agricultura y Desarrollo Rural, Secretaría de
Energía y la Comisión Nacional Forestal, a im-
pulsar programas productivos especiales en to-
das las actividades productivas agrícolas y silví-
colas, tendientes a mejorar el bienestar de la
región y reactivar su economía, especialmente
con proyectos agroindustriales como la recolec-
ción e industrialización de la resina de pino y de
forma especial la higuerilla, considerando que es
la base de la materia prima para la producción
de biocombustibles.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta al Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (Inegi) a dar se-
guimiento a los trabajos para la posible solución
del conflicto en las localidades del noroeste de
Cintalapa, para que resuelta la controversia se
lleve a cabo el proceso de asignación de claves a
las localidades que actualmente no cuentan con
ellas o que por error u omisión fueron adjudica-
das al estado de Oaxaca, esto con el fin de cum-
plir con los requisitos de susceptibilidad de re-
cursos federales en los diferentes programas
sociales.”3
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Es importante señalar que varios meses después de es-
ta proposición, aún continuamos con esta problemáti-
ca que afecta a la zona de los Chimalapas ubicada en
la frontera entre Chiapas y Oaxaca.

Como diputado federal integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena, estoy convencido de que la solu-
ción a este conflicto se garantizará con la participación
de las autoridades de los tres niveles de gobierno y el
apoyo de todos los ciudadanos, a fin de generar paz so-
cial y el pleno respeto al estado de derecho; será nece-
sario generar los mecanismos para dar solución a esta
problemática heredada por décadas, ya que los más
afectados han sido los ciudadanos, no dudo que, en es-
te año, podremos obtener una respuesta concreta a es-
ta problemática.

Por lo anteriormente expuesto, presento los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta de manera respetuosa al titular de
la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano,
a fin de retomar el diálogo para dar solución al conflicto
limítrofe, territorial y ejidal existente entre las entidades
federativas que involucra a los municipios de Cintalapa,
en el estado de Chiapas, así como a San Miguel y Santa
María Chimalapas, en el estado de Oaxaca.

Segundo. Se exhorta de manera respetuosa al titular
de la Guardia Nacional fin de llevar a cabo las accio-
nes conducentes para la creación de una Base de Ope-
raciones Mixtas con la Secretaría de Seguridad y Pro-
tección Ciudadana (Chiapas), así como con la
Secretaría de Seguridad Pública de Oaxaca (Oaxaca),
Policía Especializada de la Fiscalía General del Esta-
do de Chiapas, Agentes Estatales de Investigación de
la Fiscalía General Estatal de Oaxaca e Inspectores de
la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, a
fin de garantizar el estado de derecho, la estabilidad y
paz social de la región.

Tercero. Se exhorta al Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía a llevar a cabo el proceso de asignación
de claves a las localidades del noroeste de Cintalapa,
que actualmente no cuentan con ellas o que por error u
omisión fueron adjudicadas al estado de Oaxaca, esto
con el fin de cumplir con los requisitos de susceptibi-
lidad de recursos federales en los diferentes programas
sociales.

Notas

1 Consultado en la página 

https://suprema-corte.vlex.com.mx/vid/647732233, el día 04 de

febrero de 2020.

2 Consultado en la página https://presslibre.mx/2011/12/23/fir-

man-acuerdo-de-distension-integral-para-los-chimalapas-garanti-

zan-paz/ el día 04 de febrero de 2020 a las 7:17 pm.

3 Consultado en: http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/curricu-

la.php?dipt=58 el día 04 de febrero de 2020 a las 2:58.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputado Juan Enrique Farrera Esponda (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SSA A

GARANTIZAR LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA IN-
FORMACIÓN PÚBLICA ESTABLECIDOS EN EL MARCO NOR-
MATIVO SOBRE EL GASTO EN MEDICAMENTOS Y LOS INDI-
CADORES DE LA EFECTIVIDAD DE LOS SERVICIOS

PÚBLICOS DE SALUD, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Los que suscriben, diputados federales integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIV Legislatura, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracción II, y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a la consideración de
la honorable asamblea la presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La Organización Mundial de la Salud (OMS) seña-
la que la salud es un derecho fundamental y uno de
los instrumentos necesarios para la protección y
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bienestar de las personas. Elemento que en todo mo-
mento debe de incluir el acceso oportuno, aceptable
y asequible a servicios de atención de calidad sufi-
ciente.1

En el caso de México, la protección a la salud consti-
tuye un derecho consagrado en el artículo 4o de nues-
tra Constitución Política. 

Pese a lo anterior, el sector público de salud atraviesa
una de sus crisis más grandes en los últimos años. Las
carencias de atención y prestación de servicios, han te-
nido un impacto crítico en el bienestar de las familias
mexicanas, y han fallado en garantizar el acceso efec-
tivo para miles de ciudadanos.2

A partir de la consternación pública del Presidente An-
drés Manuel López Obrador,3 distintas dependencias
del Gobierno Federal se han involucrado en la aten-
ción a las demandas del sector. Así, la titular de la Se-
cretaría de la Función Pública, Irma Eréndira Sando-
val, ha visitado algunos centros de salud y hospitales
de alta especialidad para, desde su ámbito, generar
condiciones de mejor atención médica y observar las
deficiencias a causa de la corrupción.4

La transparencia y el ejercicio de la rendición de cuen-
tas, es una de las dimensiones más relevantes de la en-
trega de resultados de un gobierno. Sin un consenso de
apertura en la información, las entidades públicas ca-
recerían de herramientas críticas para combatir de ma-
nera efectiva y eficiente la corrupción.5

De acuerdo con el Instituto Mexicano de la Competi-
tividad (IMCO),6 de ser efectiva la estrategia plantea-
da por el gobierno en el sector salud, y se observaran
vicios de corrupción, se podría considerar un incre-
mento de 26 mil millones de pesos en el rubro; consi-
derando que se reintegrarían al presupuesto anual. Sin
embargo, esta medida seguiría siendo menor al 3 por
ciento del PIB, que es la mitad de lo que gastan los pa-
íses avanzados en la materia.

En las últimas semanas, se han presentado distintas de-
mandas7 sobre omisiones en los institutos públicos de
salud8 en relación al desabasto de medicamentos para
el tratamiento de cáncer en infantes. De igual forma,
los pacientes de diabetes o hipertensión se han organi-
zado para demandar mejor control en los tratamien-
tos.9 Se estima que, en estas enfermedades, el segui-

miento más básico de control sólo se aplica para la mi-
tad de los casos.

A partir de la visión de competencia, la prestación de
servicios del Estado permite implementar modelos de
confianza para brindar mejores resultados y participa-
ción pública y privada. No obstante, la rigidez actual
en la gobernabilidad de este sector presenta desventa-
jas en la capacidad para rendir cuentas; tanto en mate-
ria de adquisiciones, servicios, atención, protocolos,
así como en materia presupuestaria, administrativa, re-
muneración y contratación.10

Según la secretaria Irma Eréndira Sandoval, la corrup-
ción le costó a México el año pasado entre cinco y diez
puntos porcentuales del producto interno bruto;11 a pe-
sar de las medidas impulsadas, continúa siendo un re-
to permanente para la administración. En este sentido,
el análisis de la información ayuda a identificar casos
que salgan de lo establecido y mejoran las investiga-
ciones del funcionamiento del orden público a través
de indicadores12

Los indicadores son mediciones que se hacen con el
fin de identificar, con la mayor precisión posible, en
qué se contribuye o perjudican los objetivos estratégi-
cos que se fijan.13+ En el caso del sector salud, desde
los insumos que requieren para funcionar, los procesos
de aplicación y tratamiento, hasta los resultados fina-
les en los derechohabientes.

Estos indicadores contribuyen a alinear toda la organi-
zación alrededor del mismo fin, definiendo los indica-
dores por sector para mejorar la toma de decisiones.
En consecuencia, determinan las metas de control y
transparencia y sistematizan los resultados de manera
accesible para toda la sociedad. En el entorno de com-
petencia y rendición de cuentas, esto se torna indis-
pensable para identificar los campos de mejora, erro-
res y proyección.

Los indicadores empleados por la Dirección General
de Información en Salud de la Secretaría de Salud,
únicamente reflejan la gestión realizada por los insti-
tutos.14 La información se limita al número de consul-
tas o egresos de los usuarios en los hospitales.15 A pe-
sar de la utilidad de estos datos, su aplicación es
insuficiente para generar un mapa de información en
referencia a la falta de medicamentos, los tratamientos
en proceso o las deficiencias estructurales.16
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Estos indicadores no son efectivos porque no vuelven
eficiente la experiencia de los derechohabientes, ni re-
flejan lo que aprende el sector de manera focalizada.
Debido a ello, no es posible distinguir si las demandas
públicas al sector son parte de un problema más gran-
de que aqueja el rediseño del sistema de salud pública
o de su manejo en esta administración.17

Ejemplo de lo anterior es la declaración, en días re-
cientes, del Subsecretario de Prevención y Promoción
de la Salud, Hugo López-Gatell, que referenció la de-
manda ciudadana que asegura que existe desabasto de
medicamentos como “un mito.” A pesar de que se
cumple con la transparencia de fondos y presupuesto
para ello, la veracidad de su declaración no tiene sus-
tento en ningún tipo de indicador.18

De los grandes desafíos que enfrentamos como país,
en materia de igualdad de oportunidades, es alcanzar
la equidad en el acceso a los servicios de salud, de
igual manera, brindar servicios oportunos, eficientes y
con calidad para la población en todo el territorio na-
cional.

Ante este panorama, integrantes del Grupo Parlamen-
tario del PRI, solicitamos que la Secretaría de Salud
utilice los mecanismos diseñados para la medición y
rendición de cuentas establecidos en la legislación vi-
gente, con el objetivo de aportar la evidencia necesa-
ria que contribuya a atender y resolver la crisis que en-
frenta uno de los sectores más vulnerables de la
población; esto, vinculante con las mejores prácticas
internacionales para supervisar la competencia de los
hospitales, institutos y clínicas, la rendición de cuen-
tas, el combate efectivo al conflicto de intereses y la
corrupción. 

Conforme a los especialistas, la evaluación constituye un
instrumento fundamental para dar seguimiento a las po-
líticas públicas, con el objeto de identificar problemáti-
cas e implementar las medidas para su oportuna aten-
ción. Lo que no se puede medir, no se puede mejorar. 

La Constitución Política establece que los recursos
económicos de que dispongan la Federación, las enti-
dades federativas, los Municipios y las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, se administrarán
con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y
honradez para satisfacer los objetivos a los que están
destinados.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta Soberanía la siguiente Proposición
con:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud a
garantizar la transparencia y el acceso a la información
pública, que establece nuestro marco normativo, del
gasto en medicamentos y los indicadores sobre la efec-
tividad de los servicios públicos de salud.

Notas

1 https://www.who.int/es

2 https://www.animalpolitico.com/2020/01/ong-gobierno-inte-

grar-sistema-salud-calidad-servicio/ 

3 https://www.animalpolitico.com/2020/01/atencion-salud-insabi-

niveles-gratis-salud/

4 https://www.eluniversal.com.mx/nacion/llama-sfp-denunciar-

corrupcion-en-salud

5 Dowdle, Michael W. “Public Accountability: Conceptual, Histo-

rical and Epistemic Mappings.” In Regulatory Theory: Founda-

tions and Applications, edited by Drahos Peter, 197-216. Acton

ACT, Australia: ANU Press, 2017. 

http://www.jstor.org/stable/j.ctt1q1crtm.20 

6 https://imco.org.mx/temas/salud-corrupcion-y-cifras/

7 https://www.eluniversal.com.mx/nacion/padres-de-ninos-con-

cancer-presentan-amparo-por-falta-de-atencion

8 https://www.eluniversal.com.mx/nacion/inai-ordena-al-hospital-

de-alta-especialidad-de-oaxaca-informar-sobre-pacientes-con-

cancer

9 https://www.animalpolitico.com/2020/01/ong-gobierno-inte-

grar-sistema-salud-calidad-servicio/ 

10 https://www.etcetera.com.mx/nacional/tras-nueve-meses-de-

denuncias-secretaria-de-salud-admite-desabasto-en-institutos-es-

pecializados/
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11 https://www.efe.com/efe/america/mexico/la-corrupcion-cuesta-

a-mexico-entre-el-5-y-10-de-su-producto-interno-bru-

to/50000545-4048222

12 https://seleritysas.com/blog/2019/03/15/big-data-analytics-as-

an-anti-corruption-tool/ 

13 https://esieduc.org/la-importancia-los-indicadores-desempeno-

la-gestion-una-empresa/

14 https://www.gob.mx/salud/acciones-y-programas/direccion-ge-

neral-de-informacion-en-salud-dgis

15 https://www.gob.mx/salud/acciones-y-programas/direccion-ge-

neral-de-informacion-en-salud-dgis

16 https://www.letraslibres.com/mexico/politica/salud-corrup-

cion-y-cifras

17 https://imco.org.mx/temas/salud-corrupcion-y-cifras/

18 https://www.sinembargo.mx/11-02-2020/3728544

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a los 18 días del mes de febrero de
2020.

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SFP
Y LOS 213 OIC A ESTABLECER EN LAS DEPENDENCIAS Y

ENTIDADES FEDERATIVAS CORRESPONDIENTES MECANIS-
MOS PARA PREVENIR Y COMBATIR EL COHECHO CONFOR-
ME A LOS ESTÁNDARES INTERNACIONALES EN LA MATE-
RIA, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ LUIS MONTALVO

LUNA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

El que suscribe, diputado José Luis Montalvo Luna,
integrante del grupo parlamentario del Partido del Tra-

bajo de la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, fracción I del nu-
meral 1 del artículo 6, y los artículos 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, la presente proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Secretaría de la Función
Pública para que los 213 Órganos de Internos de Con-
trol establezcan en sus dependencias y entidades fede-
rales correspondientes, mecanismos para prevenir y
combatir el cohecho conforme a los estándares inter-
nacionales en la materia, bajo las siguientes

Consideraciones

Uno de los objetivos primordiales del gobierno del
presidente Andrés Manuel López Obrador es el de
erradicar la corrupción, en virtud de que ésta ha lace-
rado por años la estabilidad social, política y económi-
ca de nuestro país. 

En el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2019-2024
presentado por el ejecutivo federal, señala que, la co-
rrupción es el principal inhibidor del crecimiento eco-
nómico, afecta al presupuesto público y daña la con-
fianza de los ciudadanos hacia sus gobernantes, por
ello, el combate a la corrupción y la mejora de la ges-
tión pública es uno de los tres ejes transversales esta-
blecidos para guiar todas las acciones que se tomen
durante su gobierno.1

En el primer año de gobierno de la presente adminis-
tración, los mexicanos hemos sido testigos de las ac-
ciones que ha emprendido nuestro presidente para ata-
car de fondo la problemática de la corrupción. 

Al respecto, basta recordar la detención de Alonso Anci-
ra y Emilio Lozoya, que representan las primeras accio-
nes contundente para sancionar los hechos de corrupción
relacionados con la empresa de Altos Hornos de México
y Odebrecht; en segundo lugar destaca la detención de
Rosario Robles Berlanga en agosto del presente año,
acusada de participar en una red de corrupción, mejor
conocida como “La Estafa Maestra”, mediante la que
presuntamente se desviaron recursos públicos por 5 mil
73 millones de pesos durante el gobierno de Enrique Pe-
ña Nieto.2 Asimismo, el ministro Eduardo Medina Mora
renunció a su cargo luego de que se iniciara una investi-
gación por enriquecimiento ilícito. 
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De igual forma, a través de distintos medios de comu-
nicación se dio a conocer, el esquema de sobornos que
operaba en Pemex durante la administración anterior. 

El entonces director de Pemex, Emilio Lozoya, llegó a
recibir entre 50 mil y 100 mil dólares, sólo por reunir-
se con empresarios que buscan hacer negocios con la
empresa productiva del Estado. Además, algunos di-
rectores llegaron a recibir hasta 5 millones de dólares
por la asignación de un contrato. 

Por si esto no fuera suficiente, también se puso al des-
cubierto que Carlos Morales, cuando se desempeñó
como director de Pemex Exploración y Producción,
recaudó entre contratistas 2 mil millones de pesos pa-
ra la campaña presidencial de Enrique Peña Nieto en
2012.3

Los casos de sobornos no sólo se dan a nivel macro,
como los ejemplos que señalamos anteriormente, sino
también en el día a día de la administración pública, al
respecto, cabe destacar que, en México, uno de cada
tres ciudadanos en los últimos 12 meses recurrió a pa-
gar un soborno para obtener algún servicio público,
siendo la policía la institución que recibió más sobor-
nos 52 por ciento, seguido por el acceso a la justicia 35
por ciento y la provisión de servicios básicos 30 por
ciento.4

Dichas cifras, colocan a México en el segundo lugar a
nivel Latinoamérica en aceptar haber pagado sobornos
a servidores públicos con 34 por ciento de los encues-
tados, sólo por encima de Venezuela donde 50 por
ciento reporta haberlo hecho.5

Si bien es cierto, que la presente administración ha lo-
grado importantes avances para combatir los hechos
de corrupción y los abusos en la administración públi-
ca, también lo es, que es necesario fortalecer los me-
canismos institucionales para prevenir y erradicar el
soborno.

Asimismo, cabe mencionar que México ha ratificado
distintos instrumentos internacionales que lo obligan a
fortalecer los controles que mejoren su capacidad de
prevención, detección y tratamiento del riesgo de so-
borno:

La Convención Interamericana contra la Corrupción
(OEA) la cual tiene como finalidad fortalecer el des-

arrollo de los mecanismos para prevenir, detectar, san-
cionar y erradicar la corrupción, así como promover la
cooperación entre Estados para erradicar la corrupción
de la función pública.

La Convención para Combatir el Cohecho de Funcio-
narios Públicos Extranjeros en Transacciones Comer-
ciales Internacionales (CCCFPETCI), donde establece
que cada país tomará las medidas necesarias para tipi-
ficar como delito la complicidad, la incitación, la ayu-
da, la instigación o la autorización de un acto de cohe-
cho de un servidor público extranjero. 

La Convención de Naciones Unidas contra la Corrup-
ción (CNUCC) la cual recomienda medidas preventi-
vas contra la corrupción, así como la creación de un
organismo encargado de combatir estas prácticas y la
implementación de códigos de conducta.6

En lo que respecta a la legislación nacional, la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas (LGRA),
en su Capítulo II, establece las faltas administrativas
graves de los servidores públicos, en las que se en-
cuentra el soborno o cohecho.

El artículo 52 de la Ley en comento, señala que:

Incurrirá en cohecho el servidor público que exija,
acepte, obtenga o pretenda obtener, por sí o a través
de terceros, con motivo de sus funciones, cualquier
beneficio no comprendido en su remuneración co-
mo servidor público, que podría consistir en dinero;
valores; bienes muebles o inmuebles, incluso me-
diante enajenación en precio notoriamente inferior
al que se tenga en el mercado; donaciones; servi-
cios; empleos y demás beneficios indebidos para sí
o para su cónyuge, parientes consanguíneos, pa-
rientes civiles o para terceros con los que tenga re-
laciones profesionales, laborales o de negocios, o
para socios o sociedades de las que el servidor pú-
blico o las personas antes referidas formen parte. 

También incurrirá en cohecho, el servidor público que
se abstenga de devolver el pago en demasía de su le-
gítima remuneración de acuerdo a los tabuladores que
al efecto resulten aplicables, dentro de los 30 días na-
turales siguientes a su recepción.

De igual forma, la LGRA, en su artículo décimo, seña-
la que, las Secretarías y los Órganos internos de control
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(OIC), y sus homólogas en las entidades federativas
tendrán a su cargo, en el ámbito de su competencia, la
investigación, substanciación y calificación de las Fal-
tas administrativas. Asimismo, son competentes para
implementar los mecanismos internos que preven-
gan actos u omisiones que pudieran constituir res-
ponsabilidades administrativas, en los términos esta-
blecidos por el Sistema Nacional Anticorrupción.

Durante la actual administración, se inició un proceso
de transferencia del personal de los 213 OIC para in-
corporarse a la Secretaría de la Función Pública a fin de
garantizar mayor independencia. Cabe recordar que, an-
teriormente estos órganos dependían de cada una de las
dependencias donde operaban, lo que representaba un
posible conflicto de interés entre auditor y auditado.7

En los últimos años, han surgido distintas herramien-
tas para prevenir y combatir el soborno, tal es el caso
de la norma ISO 37001 2016 “Sistemas de Gestión
Anti-Soborno”, la cual tiene como objetivo combatir
el soborno y promover una cultura empresarial ética.8

La norma en comento fue desarrollada por ISO (Inter-
national Organization for Standardization) con objeto
de cumplir una necesidad creciente entre las diferentes
organizaciones, independientemente del sector o acti-
vidad, así como del número de empleados, es decir, se
puede aplicar tanto en el sector privado como público.

La norma ISO 37001, específica una serie de medidas
para instrumentar los controles para la prevención, de-
tección y tratamiento del riesgo de soborno.9

En nuestro país, existen distintos esfuerzos institucio-
nales de dependencia del sector público que han ins-
trumentado la ISO 37001. En noviembre de 2018, la
Visitaduría General de la entonces Procuraduría Gene-
ral de la República se convirtió en la primera unidad
administrativa de todo el gobierno federal que obtuvo
la certificación internacional ISO 37001 en materia
antisoborno, la cual fue validada por la empresa Glo-
bal Standards.10

El Estado de Hidalgo, anunció el 23 de septiembre de
2019, la certificación de sus servidores públicos en la
norma ISO 37001, con lo que se convierte en la pri-
mera entidad federativa en avanzar hacia la imple-
mentación de mecanismos robustos para la prevención
y detección del soborno.

En el Estado de México, el pasado 11 de octubre du-
rante la conmemoración del 30 aniversario de la Se-
cretaría de la Contraloría de dicha entidad federativa,
el gobernador anunció que, para ampliar las capacida-
des de esa dependencia en materia de procedimientos
y responsabilidad administrativa, inició la certifica-
ción ISO 37001.11

En el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo es-
tamos convencidos que se deben erradicar las prácti-
cas de cohecho, por ello, los esfuerzos institucionales
para combatirlo, no deben darse de forma aislada, sino
deben ser parte de una política pública integral que
instrumente mecanismos eficaces para su prevención,
detección y erradicación.

Es por ello, que consideramos que es necesario que los
Órganos Internos de Control de la entidades y depen-
dencias de la administración pública federal, así como
en las entidades federativas y los municipios instru-
menten mecanismos para prevenir y combatir el cohe-
cho, mismos que deben cumplir con los estándares in-
ternacionales en la materia. 

Puntos de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de la Función Pública
para que analice la viabilidad de que los 213 Órganos
de Internos de Control establezcan en sus dependen-
cias y entidades federales correspondientes, mecanis-
mos para prevenir y combatir el cohecho conforme a
los estándares internacionales en la materia.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a las 32 entidades fe-
derativas y a los municipios y alcaldías de la Ciudad
de México para que, en el ámbito de sus atribuciones,
analicen la viabilidad de que se instrumenten los me-
canismos para prevenir y combatir el cohecho confor-
me a los estándares internacionales en la materia.

Notas

1 Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, >

https://lopezobrador.org.mx/wp-content/uploads/2019/05/PLAN-

NACIONAL-DE-DESARROLLO-2019-2024.pdf>Consultado el

20 de octubre de 2019 
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2 La Estafa Maestra: De qué acusan a Rosario Robles: la exminis-

tra de Peña Nieto arrestada en México. Disponible en:

https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-49338467,

Consultado el 20 de octubre de 2019.

3 A la luz, corrupción en Pemex: revelan grabaciones que sobor-

nos por 2 mil mdp habrían financiado campaña de Peña Nieto, <A

la luz, corrupción en Pemex: revelan grabaciones que sobornos por

2 mil mdp habrían financiado campaña de Peña Nieto> Consulta-

do el 20 de octubre de 2019.

4 Mexicanos perciben menos corrupción con gobierno de AMLO:

Transparencia Internacional, Disponible en: https://aristeguinoti-

cias.com/2309/mexico/mexicanos-perciben-menos-corrupcion-

con-gobierno-de-amlo-transparencia-internacional/, Consultado el

20 de octubre de 2019.

5 Ibídem

6 Las Obligaciones internacionales de México y el Nuevo Sistema

Nacional Anticorrupción. https://revistadigital.sre.gob.mx/ima-

ges/stories/numeros/n109/rojasamandi.pdf Consultado el 21 de oc-

tubre de 2019.

7 Primer Informe de Gobierno, Gobierno de la República

<https://lopezobrador.org.mx/2019/09/01/primer-informe-de-go-

bierno/> Consultado el 21 de octubre de 2019.

8 ¿Qué supone la norma ISO 37001 en la lucha contra el soborno?

<https://www.isotools.org/2017/02/09/supone-la-norma-iso-

37001-la-lucha-soborno/> Consultado el 21 de octubre de 2019.

9 Ibíd.

10 Reconocen falta de confianza en fiscalías, El financiero,

<https://www.eleconomista.com.mx/politica/Reconocen-falta-de-

confianza-en-fiscalias-20181128-0160.html> Consultado el 21 de

octubre de 2019.

11 Encabeza Gobernador Alfredo del Mazo el 30 aniversario de la

Secretaría de la Contraloría, Edomex Informa, <http://edomexin-

forma.com/2019/10/encabeza-gobernador-alfredo-del-mazo-el-

30-aniversario-de-la-secretaria-de-la-contraloria/> Consultado el

21 de octubre de 2019.

Dado en el Palacio Legislativo de San lázaro, a los
18 días del mes de febrero del año dos mil veinte.

Diputado José Luis Montalvo Luna (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA FGJ DE

LA CIUDAD DE MÉXICO A GARANTIZAR EN EL MARCO DEL

PROTOCOLO DE INVESTIGACIÓN MINISTERIAL, POLICIAL Y

PERICIAL DEL FEMINICIDIO UNA EXPEDITA PROCURACIÓN

DE JUSTICIA ANTE LOS CASOS DE VIOLENCIA DE GÉNERO

CONTRA TRABAJADORAS SEXUALES, A CARGO DE LA DI-
PUTADA MARTHA ANGÉLICA TAGLE MARTÍNEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, diputada Martha Tagle Martínez, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano, inte-
grante de la LXIV Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo señalado en lo
dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 79,
numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente proposición con punto de acuerdo al
tenor de las siguientes

Consideraciones

Por sus características, el trabajo sexual continúa sien-
do un tema polémico en su abordaje y tratamiento por
parte de las instituciones, tanto académicas como des-
de el propio gobierno. Ello aunado a que este se entre-
cruza con las consideraciones en torno a la trata de
personas con fines de explotación sexual, lo que com-
plejiza aún más la atención del fenómeno. 

Asimismo, al estar impregnado por estereotipos y pre-
juicios de toda índole, las mujeres que ejercen el tra-
bajo sexual se convierten en sujetas de violencia y es-
tán expuestas a un número considerable de riesgos. 

“Cerca de 70 mil trabajadoras sexuales de la
CDMX –de acuerdo con datos de la organización
Brigada Callejera– salen todos los días de su casa,
sin la certeza de que van a regresar, pues su vida co-
rre peligro en cuanto entran a alguna habitación con
los clientes. Quedan totalmente expuestas. Nada ni
nadie les garantiza su seguridad”.1

Por ejemplo, a finales del pasado mes de enero, en un
hotel de la colonia Guerrero en la Ciudad de México,
fue encontrado el cuerpo de Janeth, trabajadora sexual,
quien presuntamente fue asesinada por un cliente. Sus
compañeras fueron las encargadas de identificar la
identidad de Janeth y de brindar mayor información a
los agentes de seguridad.
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“Minutos después de las 22:00 horas, los encargados
del hotel ubicado en la calle Magnolia les entregaron
las llaves de la habitación número cinco, en donde la
pareja permanecería. Sólo 45 minutos después, el
hombre abandonó el lugar. El sujeto fue identificado
como un tipo delgado de unos 45 años, quien dejó las
llaves en la recepción y dijo que la mujer saldría des-
pués de terminar de vestirse. Pero pasada la mediano-
che, los trabajadores del hotel se percataron de que ella
no salía. Por eso, llamaron a la puerta de la habitación.
Al no tener respuesta, decidieron abrir. Ahí, en el piso,
encontraron el cuerpo desnudo de la víctima. Ella es-
taba inmóvil. Los trabajadores pidieron ayuda de los
paramédicos y policías, quienes, al llegar y revisar a la
mujer, informaron que fue estrangulada”.2

Lamentablemente este caso es un hecho aislado. En fe-
chas recientes los feminicidios y expresiones de vio-
lencia en contra de trabajadoras sexuales han aumen-
tado considerablemente, donde la Ciudad de México
no ha sido la excepción. Según el colectivo Brigada
Callejera, en 2018, más de 90 feminicidios de trabaja-
doras sexuales se registraron en todo el país.3

En septiembre de 2019, mujeres activistas se manifes-
taron en contra del “Estado feminicida” y exigieron
justicia por las trabajadoras sexuales asesinadas.4 Ca-
be mencionar que, dentro de estas víctimas, hay muje-
res trans cuya esperanza de vida promedio oscila en
los 35 años.5 Dato que exhibe el nivel de riesgo al que
están sujetas.

“Fui atacada por unos chicos que viven en una ve-
cindad cercana. Me picaron aquí, cerca del cuello”,
dice [Italia] enseñando una cicatriz debajo de la bar-
billa, a unos centímetros de la yugular”.6

Tanto trabajadoras sexuales mexicanas como extranje-
ras son víctimas de violencia y, en muchas ocasiones,
esta está inmersa en redes de trata. De ahí que este fe-
nómeno deba ser atendido de mera multidimensional.
Por citar dos de los tantos casos que se han presentado
en la Ciudad de México, a finales de 2017, Karen (ar-
gentina, 23 años) y Génesis (venezolana, 24), quienes
“se anunciaban en un sitio de acompañantes denomi-
nado Zona Divas”7 fueron asesinadas y encontradas
sin vida en hoteles.

Otro caso es el de Paola Buenrostro quien fue asesinada
en septiembre de 2016. Este hecho desembocó en que

varias de sus compañeras, entre ellas Kenya Cytlaly
Cuevas, comenzaran a trabajar en una organización para
exigir justicia y prevenir estos actos de violencia. A casi
tres años, el caso sería reconocido como un transfemini-
cidio,8 sentando con ello un importante precedente y la
emisión de la Recomendación 02/2019 de la Comisión
de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF).9

Ante estos hechos, cada 31 de octubre desde 1999 en
la Ciudad de México se coloca una ofrenda en memo-
ria de las trabajadoras sexuales asesinadas, con el ob-
jetivo de recordarlas, pero también se presentó como
una exigencia a las autoridades a que investiguen los
casos y finquen las responsabilidades a quienes resul-
ten responsables.

Si bien el pasado 29 de noviembre de 2019, se emitió
en la Gaceta Oficial la Declaratoria de Alerta por Vio-
lencia contra las Mujeres en la Ciudad de México en la
que se enlistan algunas de las acciones que se han em-
prendido para prevenir, sancionar y erradicar la vio-
lencia de género –y aquellas que se desprenderán de la
propia Declaratoria–, es cierto que la procuración de
justicia en la capital del país, como en el resto de las
entidades federativas, es un tema pendiente para las
mujeres y las niñas. Sobre todo, para aquellas que se
encuentran en contextos mayormente propicios a la
discriminación y rezago.

De igual manera, vale la pena señalar que el 15 de no-
viembre de 2018 fue publicado en la Gaceta Oficial de
la Ciudad de México el Protocolo de Investigación
Ministerial, Policial y Pericial del Delito de Feminici-
dio10 (en adelante Protocolo) con el objetivo de “con-
tar con un Protocolo con perspectiva de género en el
que se establezcan las bases mínimas para el procedi-
miento de investigación e integración del delito de fe-
minicidio, que deberá desarrollarse con la debida dili-
gencia por parte de la persona titular del Ministerio
Público, la Policía de Investigación y la Coordinación
General de Servicios Periciales. Lo que permitirá que
el gobierno (...) cumpla con su obligación de proteger
los derechos humanos de las mujeres”.

En esta versión actualizada del protocolo (la anterior da-
ta de 2011), también se alude que “[lo que] se pretende
[es] que los feminicidios se legitimen a través de los es-
tereotipos de género, tan profundamente arraigados en
nuestra cultura. Es por ello que los feminicidios no de-
ben ser comprendidos como una explosión de violencia,
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es decir, como hechos aislados, sino como el extremo de
un “continuum” de violencia hacia las mujeres que in-
cluye diversas formas de humillación, desprecio, maltra-
to físico y emocional, hostigamiento, abuso sexual, in-
cesto, abandono y aceptación de que las mujeres y niñas
mueran como resultado de actitudes discriminatorias o
de prácticas sociales violatorias a su integridad”. 

Con este marco de referencia, es menester señalar que
las expresiones de violencia de género en contra de las
trabajadoras sexuales es un fenómeno que debe aten-
derse, de manera expedita y, sobre todo, prevenirse,
tomando como referencia lo estipulado en el protoco-
lo; de ahí que una de las acciones para lograrlo es in-
vestigar –con apego a los derechos humanos y libre de
prejuicios– estos delitos y perseguir a los imputados.
Ello como parte de las obligaciones que tiene el Esta-
do mexicano de garantizar los derechos de las mujeres,
en este caso el de una vida libre de violencia. 

Por lo antes expuesto y considerando la urgencia por
atender los delitos en contra de este grupo de pobla-
ción en situación de riesgo, someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta
respetuosamente a la Fiscalía General de Justicia de la
Ciudad de México a garantizar, en el marco del Proto-
colo de Investigación Ministerial, Policial y Pericial
del Delito de Feminicidio, una pronta y expedita pro-
curación de justicia ante los casos de violencia de gé-
nero contra las mujeres que ejercen el trabajo sexual
en la Ciudad de México.

Notas

1 Rangel, Andrés (2019, 1 de noviembre). Trabajadoras sexuales

de la CDMX colocan ofrendas a sus compañeras asesinadas. En

Sin embargo, en línea. México. Recuperado el 29 de enero de 2020

de https://www.chilango.com/noticias/reportajes/trabajadoras-se-

xuales-de-la-cdmx/ 

2 Silva, Yara (2020, 27 de enero). Estrangulan a mujer en hotel de

la Guerrero; tenía 4 hijos. En El Universal, en línea. México. Re-

cuperado el 28 de enero de 2020 de 

https://www.eluniversal.com.mx/metropoli/cdmx/estrangulan-mu-

jer-en-hotel-de-la-guerrero

3 Sin Embargo (2019, 6 de septiembre). “Asesinatos de trabajado-

ras sexuales son feminicidios”. Mujeres protestan en el Ángel de

la Independencia. En Sin Embargo, en línea. México. Recuperado

el 28 de enero de 2020 de https://www.sinembargo.mx/06-09-

2019/3641420 

4 Ídem. 

5 Infobae (2019, 20 de noviembre). El drama de las trabajadoras

sexuales trans en la Ciudad de México: una lucha diaria por so-

brevivir. En Infobae, en línea. México. Recuperado el 29 de enero

de 2020 de: 

https://www.infobae.com/america/mexico/2019/11/20/la-dura-su-

pervivencia-diaria-de-las-trabajadoras-sexuales-trans-en-la-ciu-

dad-de-mexico/

6 Ídem. 

7 EFE (2018, 5 de enero). Hay trata detrás del caso de los homici-

dios de Karen y Génesis: activista; encienden las alertas. En Sin

Embargo, en línea. México. Recuperado el 28 de enero de 2020 de

https://www.sinembargo.mx/05-01-2018/3370633 

8 Navarrete, Shelma (2019, 19 de junio). El caso de Paola Buen-

rostro, primer transfeminicidio reconocido en la CDMX. En Ex-

pansión, en línea. México. Recuperado el 29 de enero de 2020 de

https://politica.expansion.mx/cdmx/2019/06/19/el-caso-de-paola-

buenrostro-primer-transfeminicidio-reconocido-en-la-cdmx 

9 Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (2019). Re-

comendación 02/2019. Falta de debida diligencia y de aplicación

de la perspectiva de género y enfoque diferenciado en la investi-

gación de transfeminicidio. Recuperado el 28 de enero de 2020 de

https:/ /cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2019/06/Re-

co_022019.pdf 

10 Protocolo de Investigación Ministerial, Policial y Pericial del

Delito de Feminicidio (2018). Gaceta Oficial de la Ciudad de Mé-

xico. Recuperado el 13 de febrero de 2020 de 
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Dado en la honorable Cámara de Diputados, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Martha Tagle Martínez (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SE-
GOB Y LA COMISIÓN PARA LA VERDAD Y ACCESO A LA

JUSTICIA EN EL CASO AYOTZINAPA A CONTINUAR EL SE-
GUIMIENTO DEL CASO Y RESOLVER DE MANERA URGENTE

LOS PLANTEAMIENTOS ACTUALES DE LOS FAMILIARES DE

LOS 43 ESTUDIANTES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA

DEL ROSARIO MERLÍN GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MORENA

María del Rosario Merlín García, en mi calidad de di-
putada integrante del Grupo Parlamentario de Morena
de la LXIV legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 6, fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a consi-
deración del pleno de este Congreso de la Unión, la
presente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

Primera. No cabe duda que hoy está retomando un
nuevo camino en la investigación de los 43 normalis-
tas desaparecidos de Ayotzinapa, para ahora sí encon-
trar la verdad, la justicia y desde luego encontrar a
nuestros estudiantes. Con nuestro presidente Andrés
Manuel López Obrador se tienen reuniones periódicas
con los familiares, con la finalidad de que la investi-
gación avance y se concrete en castigar a los verdade-
ros culpables ante este crimen de Estado. La voluntad
política del Ejecutivo Federal es patente y por lo tanto
hay que darle continuidad y seguimiento.

Segunda. Asimismo, el Ejecutivo Federal, el hecho de
que haya invitado al presidente de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación (SCJN), Arturo Zaldívar, y al
fiscal General de la República, Alejandro Gertz, a in-
corporarse a los trabajos de la Comisión para la Verdad
y Acceso a la Justicia en el Caso Ayotzinapa, con el fin
de lograr romper el pacto de silencio que ha perdura-
do mucho tiempo es otro paso importante para escla-
recer este lamentable hecho. Con ello se logrará, como
bien se ha dicho no prolongar la impunidad, dar a co-
nocer el paradero de los estudiantes y hacer que la jus-
ticia fortalezca al Estado mexicano.

Tercera. La investigación coordinada por la Secretaría
de Gobernación, Olga Sánchez Cordero, y el subse-
cretario de Derechos Humanos, Población y Migra-
ción, Alejandro Encinas, ha sido el pilar fundamental

para que los familiares vayan encontrando respuestas
a sus preguntas que en el sexenio pasado se ocultaron.

Cuarta. Este hecho doloroso, donde autoridades de
todos los niveles y el crimen organizado participaron
para desaparecer a los estudiantes de la normal rural
de Ayotzinapa, se cayó en el peor tratamiento político
y jurídico por el ex procurador Murillo Karam, con
frases desafortunadas con el “ya me cansé” o la otra
esta es la “verdad histórica”. Así también, donde se
implementó el montaje para demostrar a la opinión pu-
blica su “verdadera investigación”, investigación que
con el pasar de los meses y años fue desmentida por
peritajes internacionales.

Quinta. Nunca las investigaciones del anterior sexe-
nio estuvieron a la altura de las exigencias de los fa-
miliares, nunca presentaron resultados verdaderos, y
nunca la respuesta judicial fue genuina. Sólo se cons-
truyeron historias y versiones contradictorias, se cons-
truyó una realidad que únicamente vivían en la ex Pro-
curaduría General de la República. Por lo que nada se
pudo hacer con el paradero de los 43 normalistas.

Sexta. Por ello, hoy es de suma importancia tomar en
cuenta lo que actualmente plantean y exigen los fami-
liares de los estudiantes desaparecidos de Ayotzinapa,
en especial a que el Juez de Tamaulipas deje de poner
obstáculos y trabas a la justicia, ya que por mandato
constitucional debe por responsabilidad jurídica libe-
rar órdenes de aprehensión en contra de los presuntos
implicados de la desaparición de los estudiantes.

Séptima. De igual forma se requiere agilizar la inves-
tigación para que la solución y las respuestas no se
prolonguen, sino que éstas deberán de atender a corto
plazo para saber el paradero de los jóvenes. Las deten-
ciones de los culpables deberán ocurrir con apego a
derecho, es una necesidad jurídica. Con éstas, se de-
mostraría que las reuniones permanentes con las auto-
ridades federales, han tenido resultados. Sólo así los
familiares empezarán a ver con buenos ojos la política
de Estado que hoy se ha comprometido resolver este
doloroso caso.

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Se-
cretaría de Gobernación y a la Comisión para la Ver-
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dad y Acceso a la Justicia en el Caso Ayotzinapa, para
que continúen con el buen seguimiento del caso Ayot-
zinapa, y además resuelva de manera urgente los plan-
teamientos actuales de los familiares de los 43 estu-
diantes, para dar celeridad a la resolución jurídica del
caso y se obtenga por fin acceso a la verdad y a la jus-
ticia. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a que
el juez de Juzgado Primero de Distrito de Procesos Pe-
nales Federales en Tamaulipas, Samuel Ventura Ra-
mos deje de poner obstáculos y trabas a la justicia, ya
que por mandato constitucional tiene la responsabili-
dad jurídica de liberar órdenes de aprehensión en con-
tra de los presuntos implicados en la desaparición de
los estudiantes.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 18 de febrero de 2020.

Diputada María del Rosario Merlín García (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SEMAR-
NAT A FORTALECER CON SUS HOMÓLOGAS LOCALES LOS

PROGRAMAS Y LAS CAMPAÑAS DE TOMA DE CONCIENCIA

SOBRE EL DESPERDICIO DE ALIMENTOS EN LOS HOGARES Y

EL SECTOR INDUSTRIAL, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Los que suscriben, diputados federales integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIV Legislatura, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracción II, y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de la
honorable asamblea la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La pérdida y el desperdicio de alimentos se han con-
vertido en un tema de gran preocupación en agenda
mundial. Basta señalar que la meta 12.3 de los objeti-
vos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible
exige reducir a la mitad el desperdicio per cápita de
alimentos a nivel minorista y de consumo para 2030,
así como reducir las pérdidas de alimentos a lo largo
de las cadenas de producción y suministro.1

De acuerdo con la Organización de las Naciones Uni-
das para la Agricultura y la Alimentación (FAO), la
pérdida de alimentos es la disminución en la cantidad
o calidad de los alimentos como resultado de las deci-
siones y acciones de los proveedores en la cadena ali-
mentaria, excluyendo a los minoristas, proveedores de
servicios de alimentos y consumidores. Según cifras
del Fondo de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) para la Alimentación y la Agricultura (FAO),
se pierden mil 300 millones de toneladas de comida
producida para el consumo humano, un tercio del to-
tal.

Alrededor de 45 por ciento de las frutas y vegetales
que se cosechan en todo el mundo se desperdician,
cantidad que sería un equivalente a 3 mil 700 millones
de manzana.2 También indica que se desperdician al-
rededor de 30 por ciento de los cereales, o 763 mil mi-
llones de cajas de pasta, y de los 263 millones de to-
neladas de carne que se producen mundialmente cada
año, se pierde 20 por ciento, el equivalente a 75 millo-
nes de vacas.

Este desperdicio de acuerdo con la Organización de
las Naciones Unidas (ONU) ocurre en todos los pro-
cesos de producción, cultivo, procesado, distribución
y consumo de todos los alimentos, por lo que tanto los
agricultores, como las compañías, los restaurantes, así
como los propios consumidores, tienen responsabili-
dad en la cantidad exorbitante de comida que se pier-
de en la basura.

Esta problemática alimentaria no es exclusiva de un
país, ya que por lo general en los países más industria-
lizados se pierden más alimentos en las fases de co-
mercialización y consumo, en tanto que en las nacio-
nes en vías de desarrollo, que con frecuencia carecen
de las infraestructuras necesarias para hacer llegar to-
do el alimento en buen estado a los consumidores, la
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mayor parte de las pérdidas tiene lugar en las fases de
producción, postcosecha y procesado.3

Según la Organización de las Naciones Unidas para
la Alimentación y la Agricultura (FAO), los países
industrializados tiran alrededor de 670 millones de
toneladas de comida al año, una cantidad casi igual
a la producción neta de alimentos del África subsa-
hariana.

Se estima que tan solo una familia estadounidense de
cuatro miembros desecha un promedio de mil euros al
año en comida. Para dimensionar esta situación tan só-
lo en 2007, la ocupación mundial del suelo destinado
a producir las cosechas que nadie se comería fue de
mil 400 millones de hectáreas, la superficie de Canadá
y la India.

Gran parte del destino final de los desperdicios suelen
estar dentro de los vertederos, donde, son sepultados
sin aire, por lo que generan metano, un gas de efecto
invernadero mucho más potente que el dióxido de car-
bono, y tan solo Estados Unidos y China emiten a la
atmósfera la mayor cantidad mundial de gases de efec-
to invernadero que supondría que podría ser por el
desperdicio de alimentos.

Mientras en el mundo se desperdician millones de to-
neladas de alimentos, alrededor de 821 millones de
personas padecen de hambre y se estima que una de
cada nueve sufre de inseguridad alimentaria.

Según el Programa de las Naciones Unidas para el
Medio Ambiente, los consumidores comienzan a tirar
comida cuando sus ingresos alcanzan los 6.7 dólares al
día, lo que indica que es probable que las personas en
los países más ricos desperdicien más alimentos, lo
que podría significar un problema futuro para los paí-
ses en desarrollo.4

México no es ajeno a esta situación pues de acuerdo
con el Centro de Estudios para el Desarrollo Rural
Sustentable y la Soberanía Alimentaria (CEDRSSA),
de la Cámara de Diputados, el desperdicio de alimen-
tos alcanza 34.7 por ciento. Tan sólo en 2012, a Secre-
taría del Medio Ambiente y Recursos Naturales (Se-
marnat) informó que 52.4 por ciento de los residuos
sólidos en México son por el desperdicio de comida,
de jardines y materiales orgánicos similares.5

Un estudio sobre el desperdicio de 79 alimentos de la
primera parte de la cadena alimenticia arrojó que se
desechan alrededor de 24.4 millones de toneladas, lo
que representa 34.5 por ciento de la producción anual
de alimentos. El problema alcanza alrededor del 2.5
por ciento del producto interno bruto (PIB) de país.

Estos desechos generan alrededor de 36.9 millones de
emisiones de equivalente de dióxido de carbono
(CO2e) y representan 39.8 millones de litros de agua
desperdiciados, ya que, por cada 15 mil 500 kilogra-
mos de carne de res, se desperdician 552 mil 382 to-
neladas, lo que representa 8 mil 561 millones 923 mil
346 litros de agua.

Se estima que, del consumo anual de tortilla, 9 millo-
nes 956 mil 56 toneladas, se desperdician más de 2 mi-
llones de toneladas, 28.70 por ciento. En tanto que el
desperdicio de la leche asciende al 43.12 por ciento de
10 millones 645 mil 152 toneladas de consumo anual.

Los problemas de alimentación y ambientales a nivel
mundial cada vez se vuelven más insostenibles y alar-
mantes para toda la población, y México no es la ex-
cepción, por lo que el país debe dar soluciones para
tratar de frenar esta situación.

Bajo esta premisa es importante que se fortalezcan los
programas de acopio y campañas de concientización
sobre el desperdicio de alimentos en los hogares y el
sector industrial.

Por lo anterior, sometemos a la consideración de esta
soberanía la siguiente propuesta:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, exhorta a la Secretaría del Medio
Ambiente y Recursos Naturales para que, en coordina-
ción con sus homólogas en las 32 entidades federati-
vas, fortalezcan los programas y campañas de con-
cientización sobre el desperdicio de alimentos en los
hogares y el sector industrial, en beneficio del medio
ambiente.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta a las Secretarías de
Bienestar y a la Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural, a fin de establecer un programa que permita mi-
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nimizar las pérdidas de alimentos en la post-cosecha y
durante su transporte y almacenamiento.

Notas

1 http://www.fao.org/food-loss-and-food-waste/es/

2 https://news.un.org/es/story/2018/10/1443382 

3 https://www.nationalgeographic.com.es/mundo-ng/grandes-re-

portajes/el-alto-coste-del-desperdicio-de-alimentos_8342/3 

4 https://www.elfinanciero.com.mx/mundo/el-problema-del-des-

perdicio-de-comida-a-nivel-mundial-es-mas-grave-de-lo-que-ima-

ginas 

5 https://lopezdoriga.com/vida-y-estilo/se-desperdicia-el-34-7-

por-ciento-de-los-alimentos-en-mexico/

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 18 de febrero de 2020.

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL GOBIERNO

DEL ESTADO DE MÉXICO Y EL IMEPI A DESTINAR RECUR-
SOS Y TRABAJAR EN LA CREACIÓN DE UN LABORATORIO

DE CERTIFICACIÓN DE PRODUCTOS PIROTÉCNICOS, CON-
FORME A ESTÁNDARES INTERNACIONALES, A CARGO DE

LA DIPUTADA DIONICIA VÁZQUEZ GARCÍA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, diputada Dionicia Vázquez García,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, con fundamento en los artículos 33 y 34, nu-
meral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 3, nume-
ral 1, fracción XX; 6, numeral 1, fracción I, así como
el artículo 79, numeral 1, fracción II, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta honorable asamblea, la siguien-

te proposición con punto de acuerdo, por el que se ex-
horta respetuosamente al gobernador del estado de
México y al titular del Instituto Mexiquense de la
Pirotecnia, para que, en el ámbito de sus respecti-
vas atribuciones, del presupuesto público con el
que ya cuenta esta institución, se destinen recursos
necesarios y se trabaje en la creación de un labora-
torio de certificación de productos pirotécnicos, de
conformidad a estándares internacionales, que se
encargue de prestar asesoramiento, asistencia téc-
nica y aseguramiento de la calidad del producto y
de su proceso de producción, bajo las siguientes

Consideraciones

Tenemos los talentos, la sabiduría de nuestros artistas
pirotécnicos, pero –hay que decirlo– no hemos tenido,
al momento, la osadía por parte de las autoridades gu-
bernamentales para impulsar a este sector. No es des-
conocido que México tiene eventos que son relevantes
a nivel internacional con presencia de pirotecnia en
festejos cívicos, sociales, culturales y religiosos a lo
largo y ancho de la República Mexicana que se cons-
tata día con día. A pesar de ello –y es en donde el pa-
pel del gobernante entra en cuestión, ante un contexto
de altas tasas de desempleo y bajo o nulo crecimiento
económico– nuestro país no figura en los principales
países exportadores de pirotecnia a nivel mundial. Por
el contrario, se ha tomado el camino más fácil: crimi-
nalizar al arte pirotécnico en lugar de volverlo punta
de lanza en el desarrollo de pueblos y barrios. Con
ello, sólo se está no sólo incidiendo en el incremento
del clandestinaje, sino en que no podamos arribar aún
a una producción más sustentable en materia de fuegos
artificiales.

Mientras que en México, diversas autoridades en, al
menos, el uno por ciento de gobiernos municipales del
país (de acuerdo a un análisis de los últimos seis me-
ses), se han abocado a criminalizar el arte pirotécnico,
en lugar de buscar alternativas para que la actividad se
realice con mejores protocolos de prevención de desas-
tres y protección civil y sin reparar en que es una reali-
dad de relevancia económica, social y cultural. Asimis-
mo, sin ofrecer otras alternativas de empleo a las y los
artesanos que se dedican a esta noble actividad.

Pero si miramos más allá de nuestras fronteras, de
acuerdo a Daniel Workman, fundador de la consultoría
Top Exports, tan sólo en 2018 las ventas por exporta-
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ción de productos pirotécnicos algunos países obtuvie-
ron más de 100 billones de dólares. Por parte de países
del continente asiático se obtienen las mayores ganan-
cias, le siguen países del continente europeo, de Norte
América, de América Latina, de África, de Oceanía y
de Australia. Lamentablemente, como muchos otros
temas de rezago tecnológico y económico, México (a
pesar de contar con los talentos y el ingenio) no figu-
ra en la lista. Ver tabla 1.

Tabla 1. Los 15 países con mayores exportaciones de
Fuegos Artificiales1

Como lo hemos venido señalando, en México existe el
talento, al grado de que desde Japón –uno de los paí-
ses más avanzados en el mundo en tema de tecnolo-
gía– viajan expertos en pirotecnia para aprender la
técnica de movimiento y giro usada en la castillería
mexicana, pues éste no se logra con motores, se logra
con la sabiduría del arte que generación por genera-
ción se comunica entre integrantes del gremio pirotéc-
nico en nuestro país.

En el caso del estado de México, existe el Instituto
Mexiquense de la Pirotecnia (Imepi), institución que
nació precisamente para apoyar al sector y fomentar el
diseño de una política pública integral que, por un la-
do, coadyuve a mejorar los protocolos de prevención
de desastres y por el otro, implemente acciones mo-
dernizadoras de capacitación y aplicación de tecnoló-
gicas2. Para este ejercicio fiscal de 2020, el Imepi re-
cibió un presupuesto de 25 millones 779 mil 631 pesos
(Veinticinco millones setecientos setenta y nueve mil
seiscientos treinta y un pesos)3.

De acuerdo a la revisión histórica del presupuesto de
este instituto, año con año se ha destinado más de un
20 por ciento a Transferencias, asignaciones, subsidios
y otras ayudas. Para 2019, este Capítulo del gasto se
tradujo en apoyos para 26 permisionarios, de un uni-
verso de más de 40 mil familias que dependen directa
o indirectamente de esta actividad. Sería idóneo que
una parte de este presupuesto esté direccionado a una
vertiente de innovación y certificación de los produc-
tos y del proceso de su elaboración, en aras de mayor
seguridad, del tránsito a insumos más sustentables, de
control del ruido sólo en juguetería pirotécnica, y por
supuesto, que brinde la posibilidad de exportación a
nivel internacional.

Tabla 2. Transferencias, asignaciones, subsidios y
otras ayudas 2019.4

Cabe destacar, que de conformidad a la información
publicada sobre el número de permisionarios, de la
propia página oficial del Imepi, al analizar el compa-
rativo con el número de apoyos otorgados y el núme-
ro de permisionarios existentes no sólo es insuficiente
y desequilibrada sino hasta carece también de clari-
dad, por ejemplo, en Jocotitlán se dieron siete ayudas
y sólo hay seis permisionarios, en San José del Rincón
no hay permisionarios y se otorgaron más de un millón
doscientos mil pesos en cuatro ayudas.

Tabla 3. Comparativo del número de ayudas y núme-
ro de permisionarios.
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Por si esto no fuera suficiente, las ayudas se traducen
en apoyos económicos para adquisición de mallas ci-
clónicas, pararrayos, barras de descarga electrostáti-
cas, pintura, extintores, alambres de púas, esmaltes,
equipos de zapa. Muchos de estos productos no son los
más idóneos para la prevención de accidentes, y nin-
guno de estos apoyos tiene que ver con la capacitación
y asesoría especializada en materia de fuegos artificia-
les, para acabar pronto el Instituto Mexiquense de la
Pirotecnia no tiene un laboratorio para la certificación
que estamos recomendando, y que forma parte de la
norma en otros países como los referidos al inicio de
la presente exposición. 

Tabla 4. Propuesta Imepi 2020. El tránsito a una pe-
dagogía de certificación.5

Luego entonces, necesitamos pasar de la simulación
del “te apoyo”, del “te doy dádivas”, en donde el grue-
so de la población de este sector queda fuera de los be-
neficios existentes, a una verdadera política pública
integral que tenga la capacitación y certificación de los
productos y procesos de elaboración de fuegos artifi-
ciales como prioridad. Asimismo, se pueda atender a
todas y todos los permisionarios de la entidad, en aras
de la seguridad de las familias de quienes se dedican a
este noble arte, de las familias que visitan estos luga-
res desde el interior o desde el exterior, o se encuen-
tran simplemente en la cercanía de la venta y fabrica-
ción, y sobre todo, para que muchos de ellos puedan
exportar sus productos.

Desde el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo,
consideramos que estamos ante una gran oportunidad
de que el estado de México sea modelo a seguir en el
rubro pirotécnico, no sólo por parte de otros gobier-
nos, sino hasta para la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal, sin la necesidad de erogar más recursos, sino di-
reccionar los ya existentes, los que corresponden al
capítulo del gasto de Transferencias, Asignaciones,
Subsidios y Otras Ayudas del Instituto Mexiquense de
la Pirotecnia, que suman alrededor de seis millones de
pesos, para pasar de la dádiva a una verdadera política
pública en materia de fuegos artificiales cimentada en
conocimientos técnicos y científicos.

De acuerdo a pláticas con expertos de diversas asocia-
ciones de pirotécnicos, se requiere no más de un 30
por ciento del recurso de este capítulo del gasto que
significan las ayudas, para que se pueda echar a andar
un laboratorio de certificación pirotécnica de calidad
internacional. Estimadas y estimados legisladores, ha
llegado el momento de diseñar la política pública des-
de abajo, considerando la participación de las y los ar-
tesanos pirotécnicos pero también de aquellos que han
podido salir con esfuerzos propios a competir a nivel
internacional.

Nuestros jóvenes y sus familias requieren de empleos
dignos, al criminalizar a quienes dependen del arte pi-
rotécnico con prohibiciones a rajatabla y sin explica-
ciones basadas en argumentos comprobados científi-
camente, sino en ocurrencias y el miedo, no se hace
otra cosa que orillarlos a dejar su única fuente de in-
gresos y lo que es más grave, a operar fuera de la ley,
con mayores riesgos como lamentablemente constata-
mos periódicamente en explosiones por clandestinaje.

Esta soberanía, mediante la aprobación de este exhor-
to legislativo, estaría abonando a cambiar el rumbo pa-
ra arribar a otro modelo de política pública, ofrecien-
do conocimientos y tecnología adicionales a la
sabiduría que ya poseen nuestros artistas pirotécnicos,
para que se produzca no sólo pirotecnia de manejo
más seguro, sino más sustentable, más amigable con el
medio ambiente, con los animales de compañía, con
las personas que padecen el trastorno del espectro au-
tista, con la niñez. Como se viene realizando en otros
países donde los fuegos artificiales son también parte
de la idiosincrasia de pueblos y barrios, en ambientes
seguros, sustentables y visión de Estado.
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Por lo expuesto, someto a la consideración de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente al gober-
nador del estado de México y al titular del Instituto
Mexiquense de la Pirotecnia, para que, en el ámbito de
sus respectivas atribuciones, del presupuesto público
con el que ya cuenta esta institución, se destinen re-
cursos necesarios y se trabaje en la creación de un la-
boratorio de certificación de productos pirotécnicos,
de conformidad a estándares internacionales, que se
encargue de prestar asesoramiento, asistencia técnica y
aseguramiento de la calidad del producto y de su pro-
ceso de producción.

Notas

1 Elaboración propia con datos de World’s Top Exports, “Fire-

works Exports by Country”, Disponible en: 

http://bit.ly/2uMCWy4, consultado el 15 de febrero de 2020.

2 Ley que crea el Organismo Público Descentralizado de Carácter

Estatal Denominado Instituto Mexiquense de la Pirotecnia, Dispo-

nible en: http://bit.ly/321VBlF, Consultado el 17 de febrero de

2020.

3 Periódico Oficial, Gaceta del Gobierno del estado de México,

“Presupuesto de Egresos del Gobierno del estado de México para

el ejercicio fiscal de 2020.”

4 Plataforma Nacional de Transparencia, “Transferencias, asigna-

ciones, subsidios y otras ayudas”, Disponible en 

http://bit.ly/2P289o2, Consultado el 15 de Febrero de 2020

5 Elaboración propia con datos de Transparencia Fiscal Edomex,

Disponible en: http://bit.ly/39Gms9x, consultado el 17 de febrero

de 2020.

Dado en el salón de sesiones del honorable 
Congreso de la Unión, a 18 de febrero de 2020.

Diputada Dionicia Vázquez García (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SHCP,
LA SE Y LA SSPC A LLEVAR UN CONSTANTE REGISTRO DE

LOS VEHÍCULOS PROPIEDAD DE LAS PERSONAS DEPORTA-
DAS O QUE HAN RETORNADO, Y REGULARIZARLOS, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA PILAR LOZANO MAC DONALD, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, Pilar Lozano Mac Donald, diputada fede-
ral, integrante del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano en la presente LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
señalado en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79,
numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración de esta soberanía
la siguiente proposición con punto de acuerdo por el
que respetuosamente se exhorta a los titulares de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, de la Secreta-
ría de Economía y de la Secretaría de Seguridad y Pro-
tección Ciudadana, para que, en el ámbito de sus
atribuciones lleven un constante registro del parque ve-
hicular que circula en México propiedad de las perso-
nas que han sido deportadas o que han retornado y se
proceda a su regularización al tenor de las siguientes

Consideraciones

Nuestro país, con su histórica tradición migratoria pre-
ponderantemente hacia el vecino país del norte, tiene
aparejados aspectos que ese flujo constante acarrea y
en los que debemos poner atención, ubicando las ne-
cesidades y los requerimientos que este fenómeno mi-
gratorio impone; tal es el caso de la regularización de
vehículos automotores que nuestros connacionales que
han sido deportados o que han retornado a México
traen consigo. 

La flota vehicular de esta comunidad mexicana proce-
de mayormente de los Estados Unidos por simple ra-
zón geográfica, en tanto que el desplazamiento de me-
xicanos hacia los Estados Unidos y su posible retorno
con todo lo que ello implica, seguirá latente sin im-
portar las políticas de gobierno que prevalezcan en el
momento en uno u otro país, y por ello tenemos que
atender las necesidades que van surgiendo, evitando
en la medida de lo posible ser sorprendidos por no ver
más allá, por no adelantarnos para prevenir, y en vez
de eso, limitarnos a solucionar.

El antecedente histórico iniciado el siglo pasado con el
proceso migratorio consecuencia de programas de par-
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ticipación de los mexicanos en los Estados Unidos
principalmente en el sector agrícola, fue evolucionan-
do para crear en ocasiones ambientes propicios para
que nuestros connacionales cuando era posible, adqui-
rieran vehículos automotores ejerciendo su derecho a
la movilidad en aquella y esta naciones.

En efecto, estos programas de trabajo en los Estados
Unidos forjaron con el paso del tiempo una forma de
vida que se extendió del campo a otros medios de sub-
sistencia y que les permitió tener acceso a más bienes
de tipo económico, significándoles independencia y
movilidad, bajo el entendido de que un vehículo tam-
bién es sinónimo de realización porque tiene una car-
ga de estatus en la sociedad, razón por la que su deseo
es incorporarlo a su vida cotidiana.

Otra razón para que se introdujeran en algún porcenta-
je unidades extranjeras en situación irregular a territo-
rio mexicano fue la precaria situación del agro que im-
pulsaba a los campesinos de bajos recursos a hacerse
de alguna unidad en estas condiciones debido a su ba-
jo costo comparado con nuestro país. La ubicación de
dichas unidades ilegales se concentraba en la zona
fronteriza y en las entidades federativas donde históri-
camente se ha registrado mayor migración; pero ac-
tualmente puede decirse que la circulación de vehícu-
los irregulares se ha extendido a todo el país debido a
la diáspora sin precedentes que por diversos motivos
ha generado la movilización de personas en busca de
un mejor futuro.

La introducción de vehículos a nuestro país proceden-
tes de los Estados Unidos también se favoreció con la
llamada Ley Simpson Rodino que requería para poder
ser empleado en aquél país la exhibición entre otros
documentos, de la licencia de conducir, y eso trajo co-
mo consecuencia que nuestros connacionales pudieran
transitar con mayor facilidad hacia la frontera sur. Pa-
ra el 2009 la circulación diaria de vehículos de proce-
dencia extranjera llegó a los 3 millones.1

Debemos considerar al migrante como un sujeto de
origen y de destino, y que ejerciendo su derecho a la
movilidad puede utilizar un vehículo de procedencia
extranjera pero respetando los lineamientos y restric-
ciones que imperan en este momento y que se estima
son mejores para nuestra sociedad, pues aun cuando en
su imaginario no existan fronteras porque para ellos su
vida transcurre en un tercer territorio que ubican como

Estado-Nación, sí existe la frontera jurídica que inten-
ta proteger y regular la vida en sociedad y que por tan-
to tenemos que respetar para seguridad de todos los
ciudadanos, pero sin olvidar que si bien es cierto, en
nuestro actual sistema capitalista la circulación de
mercancías es necesaria, la introducción al país de ve-
hículos de procedencia extranjera debe ser constante-
mente verificada y documentada, y por ello el proceso
de importación legal debe ser prioritario erradicando
la circulación ilegal de vehículos en nuestro territorio.

No estamos hablando de prohibir el internamiento de
vehículos de procedencia extranjera, pues se trata de
un derecho a la movilidad que todo ciudadano tiene,
de lo que se trata es de llevar una mejor estadística y
control que a la postre a todos beneficia, pues se tra-
duce en mayor seguridad en caso de algún ilícito y de
un mejor registro que al fin de cuentas al vivir en so-
ciedad se requiere por simple orden y regulación de
nuestras actuaciones en ella. 

En un estudio estimativo de la Asociación Mexicana
de la Industria Automotriz, pues dice, ningún nivel de
gobierno cuenta con cifras ciertas, el parque vehicular
ilegal que circulaba en el país llegó en el 2015 a 5 mi-
llones 44 mil unidades.2

Hasta julio de 2019 el total nacional de vehículos par-
ticulares registrados en México según datos del Inegi
ascendía a 31,964.916,3 en tanto que la importación de
vehículos usados provenientes de Estados Unidos pa-
só del año 2006 de poco más de un millón 500 mil, a
los 147,000 en el 2017, según cifras de la Asociación
Mexicana de la Industria Automotriz,4 cifras que han
disminuido significativamente.

Como se ha dicho en esta propuesta, lo que se preten-
de es evitar que ante los sucesos que están ocurriendo
en los Estados Unidos con nuestros connacionales,
que en caso de retorno traigan consigo esos bienes de
consumo procedentes de aquél país de manera ilegal,
lo que puede derivar en la problemática de no contar
con un registro vehicular certero, con las consecuen-
cias que ello implica.

Es cierto que desde hace muchos años se han hecho es-
fuerzos para regularizar los vehículos de procedencia
extranjera que van desde programas de regularización,
hasta la publicación de la Ley para la Inscripción de Ve-
hículos de Procedencia Extranjera de 2001; pero ante la
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actual problemática que se está viviendo con las medi-
das adoptadas contra los migrantes en los Estados Uni-
dos, muchos de nuestros connacionales están regresan-
do y en muchas ocasiones, si les es posible, lo hacen
introduciendo a territorio nacional los vehículos adqui-
ridos en ese país pero sin la debida regularización, lo
que infringe lo estipulado en nuestras leyes nacionales.

En efecto, el actual Código Fiscal de la Federación en
su artículo 103, fracción II estatuye: 

“Artículo 103.- Se presume cometido el delito de
contrabando cuando:

…

II. Se encuentren vehículos extranjeros fuera de una
zona de veinte kilómetros en cualquier dirección
contados en línea recta a partir de los límites extre-
mos de la zona urbana de las poblaciones fronteri-
zas, sin la documentación a que se refiere la frac-
ción anterior”.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha considerado que la presunción legal del de-
lito de contrabando se integra con los elementos de po-
sesión de un vehículo extranjero fuera de la zona indi-
cada; que el tenedor no cuente con la documentación
aduanera que acredite que se sometió a los trámites
previstos en la Ley Aduanera para su introducción al
territorio nacional o su internación de la franja fronte-
riza al resto del país; la lesión al bien jurídico que lo
constituye la hacienda pública; y el contenido doloso
de la conducta. Concluye la Corte en su análisis que la
sola objetividad de su hallazgo ubica como responsa-
ble del ilícito a quien lo posea, se ostente propietario o
sea porteador sin contar con la documentación que
acredite su legal introducción o estancia en el país.5

No se trata de criminalizar el uso de vehículos de pro-
cedencia extranjera que han internado nuestros conna-
cionales a su retorno, ni de coartarles su derecho de pro-
piedad; de lo que se trata, se insiste, es de tener certeza
jurídica con un debido control e identidad vehiculares,
así como un padrón confiable sobre la internación de es-
te tipo de vehículos, mismo que debe ser permanente y
abarcando a todas las entidades federativas. 

Por ello, es necesario que se tomen acciones para nor-
malizar la estadía irregular de dichos vehículos en

nuestro país, pues con ello se tendrá un mejor control,
incluida la contención de la inseguridad debido a los
posibles ilícitos que se pudieran realizar utilizando un
vehículo irregular al no contar con la identidad de
quien pudiera participar en ello, o en caso de la verifi-
cación de algún accidente al no contar con algún segu-
ro que proteja al propietario; máxime que como ya se
ha dicho, el no regularizar un vehículo de procedencia
extranjera se traduce en la configuración de un ilícito
por circular en territorio nacional fuera del marco legal. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea, la siguiente proposi-
ción con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a los Titulares de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, de la Secretaría de Economía y de la
de Seguridad y Protección Ciudadana, para que en co-
ordinación con los gobiernos de las entidades federati-
vas lleven un constante registro del parque vehicular
que circula en México propiedad de las personas que
han sido deportadas o que han retornado y se proceda
a su regularización.

Notas

1http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1

870-54722009000100002

2 http://www.rancherita.com.mx/noticias/detalles/45767/asegura-

ra-el-sat-autos-ilegales-que-circulan-en-territorio-nacional-en-

.html#.XXiNES5KjIU

3 https://www.inegi.org.mx/temas/vehiculos/

4 https://www.portalautomotriz.com/noticias/automotriz/el-dina-

mico-contrabando-de-autos

5 http://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Documentos/Tesis/161/161889.pdf

161889. 1a./J. 56/2011. Primera Sala. Novena Época. Semanario

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, junio de

2011, Pág. 95.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 18 días del mes de febrero de 2020.

Diputada Pilar Lozano Mac Donald (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SEMAR-
NAT A PROMOVER LA RATIFICACIÓN DEL ACUERDO RE-
GIONAL SOBRE EL ACCESO A LA INFORMACIÓN, LA PARTI-
CIPACIÓN PÚBLICA Y EL ACCESO A LA JUSTICIA EN

ASUNTOS AMBIENTALES EN AMÉRICA LATINA Y EL CARI-
BE, A CARGO DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Irma Juan Carlos, diputada a la LXIV Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, fracción I, y artículo 79, nu-
meral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta asamblea la
proposición de exhorto con punto de acuerdo, por el
que se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales para que promueva, lo que en su
ámbito de competencia corresponda, la ratificación del
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en
Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe
(Acuerdo de Escazú), para los Estados Unidos Mexi-
canos, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

En el mes de septiembre del año 2018, el gobierno me-
xicano firmó el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la
Información, la Participación Pública y el Acceso a la
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y
el Caribe (Acuerdo de Escazú), para que este acuerdo
adquiera vigencia en nuestro país es necesario su rati-
ficación; en la misma firma del documento se dispuso
que la ratificación se haría en un lapso de 90 días; si-
tuación que no ha sucedido.

Y dado que no se ha ratificado, ya han sido varias las
voces que se han pronunciado al respecto. Por ejemplo
“319 personas y 90 organizaciones de base y no gu-
bernamentales, redes y movimientos sociales de todos
los estados”1 se pronunciaron a favor de la ratifica-
ción. Incluso en julio de 2019 la Organización de Na-
ciones Unidas (ONU) instó a México a la ratificación
del Acuerdo.2

El Acuerdo conforme al artículo 1 tiene como objetivo
lo siguiente: “El objetivo del presente Acuerdo es ga-
rantizar la implementación plena y efectiva en Améri-
ca Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la in-
formación ambiental, participación pública en los

procesos de toma de decisiones ambientales y acceso
a la justicia en asuntos ambientales, así como la crea-
ción y el fortalecimiento de las capacidades y la coo-
peración, contribuyendo a la protección del derecho de
cada persona, de las generaciones presentes y futuras,
a vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo sos-
tenible”.

El objetivo del acuerdo es muy importante, por eso
tengo especial preocupación por su ratificación toda
vez que el mismo es un medio de defensa para mis her-
manas y hermanos indígenas defensores de la protec-
ción al ambiente. Sobre este aspecto resulta relevante
la información encontrada en “Políticas integrales de
protección a personas defensoras”,3 de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, aprobado el 30
de diciembre de 2017, en su página 117 indica que en
México “el relator especial (de Naciones Unidas sobre
la situación de los defensores de derechos humanos)
también llamó la atención sobre el hecho de que la ma-
yoría de los grupos criminalizados y discriminados de
personas defensoras de derechos humanos, son aque-
llos que defienden los derechos a la tierra, al agua y a
un ambiente sano de pueblos y comunidades indíge-
nas…”, también en su página 118 señala que algunas
organizaciones han argumentado que “una de las con-
secuencias directas de la falta de difusión es que el nú-
mero de actos de violencia, amenazas y hostigamien-
tos hacia quienes defienden los derechos humanos…
es más alto que el número de casos recibidos por el
mecanismo federal”.

A lo anterior expuesto debemos de agregar las preocu-
pantes cifras que emite la organización no guberna-
mental Global Witness, sobre la situación de los de-
fensores y activistas de derechos humanos ambientales
en el informe: ¿Enemigos del estado? De cómo los go-

biernos y las empresas silencian a las personas defen-

soras de la tierra y del medio ambiente,+4 el informe
destaca un dato relevante sobre que cada tres semanas
un defensor fue asesinado en alguna parte del mundo,
asimismo en el informe se documentaron el asesinato
de 164 defensores del medio ambiente durante 2018
en nuestro país, lo cual lo convierte en el cuarto país
más peligroso del mundo, Global Witness pudo vincu-
lar a las fuerzas de seguridad del estado con 40 de los
164 asesinatos. Aunado a estas cifras debemos de to-
mar en cuenta las cifras documentadas por CEMDA,
las cuales indican que durante 2018 ocurrieron 49
agresiones a defensores en México, siendo 16 el nú-
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mero total de personas muertas, para el año 2019 re-
porta en nuestro país al menos 14 homicidios en con-
tra de defensores del medio ambiente.5

Hay numerosos casos en los cuales se demuestra la
violencia contra los derechos humanos y contra los de-
fensores del medio ambiente. Un caso paradigmático
es la del defensor rarámuri Julián Carrillo, activista ra-
rámuri, quien fue perseguido y asesinado por agreso-
res no identificados la noche del miércoles 24 de octu-
bre de 2018. Carrillo luchó contra la tala, la minería y
la siembra de droga. Previo a su asesinato ya le habí-
an matado a familiares. Lamentablemente éste no es el
único caso en una lista que no parece tener fin y la cual
se incrementa aceleradamente. El caso más reciente es
el de Raúl Hernández Romero, defensor de los santua-
rios de la mariposa monarca. A continuación se pre-
sentan algunos titulares que han circulado en la prensa
nacional relacionados con los asesinatos de defensores
de derechos humanos y defensores del medio ambien-
te en diversos puntos del país6

- “José Luis Álvarez, ecologista y defensor del san-
tuario del mono saraguato, es asesinado”. Álvarez,
fue hallado muerto este lunes con cinco disparos
cerca del ejido Calatraba, municipio de Palenque,
en el estado de Chiapas. Además de la defensa y
protección del santuario del mono saraguato Álva-
rez había denunciado recientemente la extracción
ilegal de arena y material pétreo en el río Usuma-
cinta. 11 de junio de 2019/Sinembargo.

- “¿Quién era Nora López, la ambientalista y biólo-
ga asesinada en Chiapas?” Este miércoles fue halla-
da muerta la bióloga y ambientalista Nora López
León. El cuerpo de la activista de 45 años, fue ha-
llado en la habitación de un hostal de Palenque, de
acuerdo con los primeros reportes habría muerto
debido a varias heridas con arma blanca. Nora Ló-
pez trabajaba en el Parque Ecoturístico Aluxes, ubi-
cado en Palenque, Chiapas, donde coordinaba a un
grupo de biólogos que se encargaban de la conser-
vación y reproducción de guacamaya roja. 22 de
agosto de 2019/El Heraldo de México

- “Asesinan a líder indígena, Leonel Díaz Urbano
en Puebla”. Medios locales reportan el asesinato del
líder indígena mientras dormía en el interior de su
vivienda localizada en el municipio de Zacapoaxtla.
Díaz Urbano sostuvo una lucha constante para evi-

tar la instalación de una hidroeléctrica porque gene-
raría graves daños al medio ambiente, los cuales ca-
lificó de irreversibles, porque se removerían 60 hec-
táreas de vegetación alrededor del río Apulco,
además de que se desviaría el cauce total del río. 10
de mayo 2019 /Excélsior

-“Asesinan en Chiapas al activista y defensor Sinar
Corzo; había recibido amenazas”. Corzo Esquinca
fue atacado, alrededor de las 9:40 de la noche, por
un sujeto armado en el cruce de Primera Norte y
avenida Ferrocarril de Oriente, municipio de Arria-
ga. De acuerdo con Chiapas Paralelo, horas antes
de morir Corzo Esquinca se reunió con autoridades
municipales de Arriaga, para abordar temas relacio-
nados con la construcción de la carretera del pobla-
do La Línea y el mejoramiento de las comunidades
pesqueras. 4 de enero 2019/Animal Político

-“Asesinan a Estelina López, defensora de la tierra
en Chiapas”. Estelina López Gómez defensora del
derecho a la tierra, perteneciente a Luz y Fuerza del
Pueblo fue asesinada por paramilitares. En el relato
se señala que la activista salió de la comunidad a
bordo de una camioneta junto con su esposo, y fue
cuando ella se bajó para abrir una reja que un grupo
armado le disparó en el abdomen y en la cabeza. Es-
telina, junto a su comunidad decidió luchar por el
derecho y la defensa de la tierra. 30 de enero
2019/Regeneración R.

Los cinco casos citados, a través de los anteriores titu-
lares de noticias, son parte de la lista de 14 homicidios
ocurridos durante el año 2019 en contra de los dere-
chos humanos y defensores del medio ambiente en el
país.

Por ello el Acuerdo Escazú, dispone en su artículo 9 lo
siguiente:

1. Cada parte garantizará un entorno seguro y pro-
picio en el que las personas, grupos y organizacio-
nes que promueven y defienden los derechos huma-
nos en asuntos ambientales puedan actuar sin
amenazas, restricciones e inseguridad.

2. Cada parte tomará las medidas adecuadas y efec-
tivas para reconocer, proteger y promover todos los
derechos de los defensores de los derechos huma-
nos en asuntos ambientales, incluidos su derecho a
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la vida, integridad personal, libertad de opinión y
expresión, derecho de reunión y asociación pacífi-
cas y derecho a circular libremente, así como su ca-
pacidad para ejercer los derechos de acceso, tenien-
do en cuenta las obligaciones internacionales de
dicha parte en el ámbito de los derechos humanos,
sus principios constitucionales y los elementos bá-
sicos de su sistema jurídico.

3. Cada parte tomará medidas apropiadas, efectivas
y oportunas para prevenir, investigar y sancionar
ataques, amenazas o intimidaciones que los defen-
sores de los derechos humanos en asuntos ambien-
tales puedan sufrir en el ejercicio de los derechos
contemplados en el presente Acuerdo.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta Cámara de Diputados, la presente proposición
con 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secre-
taría del Medio Ambiente y Recursos Naturales para
que promueva, lo que en su ámbito de competencia co-
rresponda, la ratificación del acuerdo regional sobre el
acceso a la información, la participación pública y el
acceso a la justicia en asuntos ambientales en América
Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú).

Notas

1 https://www.mexicohazalgo.org/2019/10/exhorto-al-gobierno-

para-actuar-contra-crisis-ambiental-capsula-mexico-haz-algo/ 

2 https://www.business-humanrights.org/es/m%C3%A9xico-la-

o n u - i n s t a - a - l a - r a t i f i c a c i % C 3 % B 3 n - d e l - a c u e r d o - d e -

escaz%C3%BA-para-abordar-la-situaci%C3%B3n-de-violencia-

en-contra-de-personas-defensoras-del-medio-ambiente 

3 La información puede consultarse en el siguiente link:

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/proteccion-personas-de-

fensoras.pdf

4 La información puede consultarse en el siguiente link:

https://www.globalwitness.org/es/campaigns/environmental-acti-

vists/enemies-state/

5 La información puede consultarse en el siguiente link: 

https://www.contramuro.com/en-mexico-es-tan-peligroso-ser-am-

bientalista-como-periodista-semarnat/

6 Los documentos pueden consultarse en los siguientes links: 

https://www.sinembargo.mx/11-06-2019/3594845

https://heraldodemexico.com.mx/estados/nora-lopez-ambientalis-

ta-biologa-asesinada-palenque-chiapas-feminicidio-quien-era/

https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-47313937

https://www.excelsior.com.mx/nacional/asesinan-a-lider-indigena-

leonel-diaz-urbano-en-puebla/1312248

https://www.animalpolitico.com/2019/01/asesinan-chiapas-acti-

vista-defensor-sinar-corzo/

https://www.elheraldodechiapas.com.mx/local/municipios/piden-

justicia-por-el-asesinato-de-estelina-era-defensora-de-la-tierra-

2990616.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Irma Juan Carlos (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR AL GO-
BIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO A INSTAURAR UN PLAN

DE ACCIÓN URGENTE PARA CONTENER Y COMBATIR LOS

FEMINICIDIOS, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRI

Los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 6 numeral 1, fracción 1 y 79,
numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración de la honorable asamblea, la presente proposi-
ción con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
gobierno de la Ciudad de México, así como a los go-

Martes 18 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria117



biernos de las treinta y un entidades federativas a im-
plementar un Plan de Acción Emergente para contener
el fenómeno criminal del feminicidio en el país, al te-
nor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

El feminicidio para algunas voces teóricas no es más
que un homicidio con agravantes, para otras voces su
tipificación en los códigos penales se ha convertido en
un problema que complica la tarea de los ministerios
públicos. Lo peor es que quienes tienen la alta respon-
sabilidad de gobernar opten por enfrentar este proble-
ma con un “ahorita no”. 

Sin embargo, para las familias y amistades de Fátima,
Ingrid, Jennifer, Celia, Patricia, María José, Francisca,
Raquel, Judith, Ana Belén, Natalia, Ivanka y otras víc-
timas más de asesinatos con mutilaciones infamantes
por razones de odio y que exhiben sus cuerpos como
trofeos, no existe el “ahorita no”. 

Ellas exigen justicia tanto para las víctimas directas
como para las colaterales de estos deleznables actos.

Recordemos que entre las víctimas colaterales están
casi tres mil runos y runas en situación de orfandad,
con motivo de la pérdida de sus madres que fueron
asesinadas por razones de género, tal como lo ha acre-
ditado el Instituto Nacional de las Mujeres. 

Así es que no hay excusa para culpar al pasado, o decir
que ahorita no es momento de hablar del tema o predi-
car en conferencias de prensa un decálogo vacío, in-
sensible e irresponsable carente de una sola propuesta
de política pública para la prevención de la violencia en
el país, especialmente, en contra de las mujeres. 

Es público que en fechas recientes el Fiscal General de
la República planteaba la necesidad de analizar que to-
das las muertes de mujeres y niñas fueran tratadas co-
mo feminicidios. Todos sabernos que no es lo mismo
que mueran en un hecho de tránsito a morir apuñala-
das y desolladas por una persona cercana, en la mayo-
ría de los casos. 

Sería erróneo aceptarlo. 

Tanto como eliminar los logros que se han tenido des-
de la década de los noventa a propósito de la sentencia

“Campo Algodonero”,1 cuando Claudia Ivette Gonzá-
lez, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ra-
mos Monárrez fueron brutalmente asesinadas en un
campo algodonero de Ciudad Juárez. 

Parece que, a dos décadas de aquella sentencia, poco o
nada se sabe del uso de prácticas forenses y de inves-
tigación ministerial especializada en temas de femini-
cidio.

Ni el modelo de Protocolo Latinoamericano de Inves-
tigación de las Muertes de Mujeres por Razones de
Género de 2013; ni el Protocolo para Juzgar con Pers-
pectiva de Género emitido por la Suprema Corte de
Justicia también en 2013 o el Protocolo de Investiga-
ción Ministerial, Policial y Pericial con Perspectiva de
Género, han servido. ¿Qué más necesitan las autorida-
des para actuar ya? 

Sería muy lamentable que una vez más la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos (CIDH) condene a
México por violencia y discriminación en contra de la
mujer. Ya en noviembre de 2009 señaló a México por
no garantizar la vida, integridad y libertad de las vícti-
mas; así como por la impunidad que privaba en la ma-
teria. 

De la reparación del daño para las víctimas y sus fa-
miliares ni hablar. Parece que los derechos humanos
de este país cayeron en la esfera del voluntarismo y de
los buenos deseos, pero esto no es gobernar para la
gente. 

Son casi 3 mil mujeres muertas, más de mil casos tipi-
ficados como feminicidio y el aumento del 137 por
ciento en este delito. ¡Basta ya! No hacen falta más
ejemplos para exigir justicia efectiva ante la ola de
violencia que azota todo el territorio nacional. 

Hasta la Suprema Corte ha hecho su tarea en la mate-
ria, recordemos que se pronunció por primera vez el25
de marzo de 2015 por la muerte violenta de Mariana
Lima Buendía,2 cuyo cuerpo fue encontrado en la ca-
sa donde vivía con su entonces esposo en Chimalhua-
cán, estado de México y de acuerdo con la declaración
de éste, ella se había suicidado. Bastó eso para darle
carpetazo al caso. No puede seguir ocurriendo esto. 

Es tiempo de trabajar en equipo y sumar esfuerzos en
los tres órdenes de gobierno a fin de establecer un plan
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de acción emergente, el cual permita cerrar paso a es-
tos crímenes que además de evidenciar que el Estado
no cumple con su función esencial de garantizar la vi-
da de las personas, fracasa en términos de justicia. 

Esta violencia sistemática que se vive en el país nos
debe convocar a preguntar ¿Qué están haciendo las
fiscalías en materia de prevención? El pasado 5 de
marzo de 2018 la Conferencia Nacional de Procura-
ción de Justicia había publicado los lineamientos para
el registro y clasificación de los presuntos delitos de
feminicidio. ¿Qué pasó con ello? 

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado,
sometemos a consideración de esta asamblea el si-
guiente 

Punto de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, exhorta al Gobierno de la Ciudad de
México, así como a los gobiernos de las treinta y un
entidades federativas para que sumen esfuerzos, a fin
de implementar un plan de acción emergente para con-
tener y combatir el fenómeno criminal del feminicidio
en el país. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, exhorta a la Secretaría de Go-
bernación y a la Secretaría de Seguridad y Protección
Ciudadana para que, en el ámbito de sus respectivas
facultades, establezcan una mesa de trabajo con los
gobiernos de las treinta y dos entidades federativas
–con carácter de urgente– para construir, de manera
conjunta con un plan de acción emergente para conte-
ner y combatir el fenómeno criminal del feminicidio
en el país. 

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, exhorta a las autoridades educativas
federales y de las entidades federativas, a efecto de
que revisen las acciones y protocolos para garantizar
la seguridad de los menores que concurren a las es-
cuelas del Sistema Educativo Nacional, una vez que
concluye la jornada escolar, para provenir acciones
que atenten contra su integridad y seguridad. 

Notas

1 Caso González y otras (Campo Algodonero vs. México.

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf

2 Diligencias para investigar un caso de feminicidio con perspec-

tiva de género. Caso Mariana Lima

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/igualdad/sentencias/do

cumento/2017-08/PENAL%2011%20%28NACIONAL%29.pdf

17 de febrero de 2020

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020. 

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SEMAR-
NAT A IMPLANTAR ACCIONES DE VIGILANCIA Y RESGUAR-
DO DE LA SUSTENTABILIDAD DE LA REGIÓN MINERA DE

CALPULÁLPAM DE MÉNDEZ, OAXACA, DERIVADO DEL

AMPARO QUE CANCELÓ CONTRATOS A EMPRESAS CANA-
DIENSES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARGARITA GARCÍA

GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, Margarita García García, diputada fe-
deral, del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo, integrante de la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 6, numeral 1, fracción I, y en el artí-
culo 79, numeral 1, fracción II y numeral 2, ambos del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración del pleno de esta soberanía la presenta pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguien-
tes

Consideraciones

En la sierra norte del estado de Oaxaca se localiza el
Municipio de Calpulalpam de Méndez mismo que es
considerado un pueblo mágico debido a sus áreas na-
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turales que se encuentran muy bien conservadas que
su vez poseen una riqueza natural grandiosa y es un lu-
gar donde aún permanecen tradiciones únicas del lugar
debido a las comunidades indígenas que se hallan en la
región, así mismo cuenta con diversas atracciones que
hacen del lugar una zona muy turística.

Durante la administración de Enrique Peña Nieto se
otorgaron contratos a empresas canadienses que les
concesionaba la explotación de una mina de oro, plata
y otros minerales que se encuentran en la región. 

La comunidad indígena de la región, así como las ri-
quezas naturales del entorno, corrían un gran riesgo,
debido a que sin medir el impacto ambiental que ge-
neraría la explotación de yacimientos de la mina, se
decidieron otorgar directamente las concesiones sin
consulta alguna. 

Gran parte de la comunidad indígena, habitantes de la
región y el mismo presidente municipal junto con su
cabildo, estuvieron en total desacuerdo, puesto que no
fueron debidamente consultados o notificados violando
gravemente sus derechos los cuales les debería garanti-
zar el estado, y afectando su esfera jurídica en cuanto a
sus prerrogativas como una comunidad indígena.

Respecto a esto uno de los instrumentos internaciona-
les que México ratificó es el convenio numero 169 so-
bre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes, el cual establece dos supuestos elementales:

• Derechos de pueblos indígenas a que se prevalez-
can sus culturas, forma de vida, institución propia
de la comunidad, y especialmente el derecho a par-
ticipar de manera eficaz en la toma de decisiones
que le puedan afectar su entorno.

• Asimismo se contempla la medida de que el dere-
cho de los pueblos indígenas a decidir en sus vidas,
creencias, instituciones, y tierras que ocupan o uti-
lizan, así como en materia de desarrollo económico,
social y cultural.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece en el artículo 2 párrafo segundo:

“La nación tiene una composición pluricultural sus-
tentada originalmente en sus pueblos indígenas que
son aquellos que descienden de poblaciones que ha-

bitaban en el territorio actual del país al iniciarse la
colonización y que conservan sus propias institu-
ciones sociales, económicas, culturales y políticas,
o parte de ellas.”

Tras considerar estos supuestos decidieron iniciar un
juicio de amparo contra este acto de autoridad que
atentaba drásticamente contra sus derechos, y busca-
ban principalmente que se detuviera cualquier opera-
ción que estas concesiones practicaran para la explota-
ción de yacimientos de metales preciosos.

De esta forma y durante un litigio de 5 años se finali-
zó el amparo, donde en la sentencia se inclinaba a fa-
vor de la comunidad indígena de Calpulalpam, el cual
indicaba que dicha concesión atento contra el derecho
de consulta que omitieron llevar a cabo para con la co-
munidad indígena, además que se reconoce el trabajo
de muchos años que han actuado a favor del medio
ambiente particularmente el de su región, y a su vez se
concluye que la comunidad indígena fue fundada an-
tes que el Estado Mexicano por lo que tienen el dere-
cho legítimo y legal de que no se exploten sus tierras.

Tras este amparo que ganaron, se ordena la cancela-
ción de todo trabajo que se pudiera ejercer en su co-
munidad que afecte la esencia y riqueza natural que
caracteriza a ese municipio de Oaxaca.

La Ley Orgánica de Administración Pública Federal
establece que la Secretaria del Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales tiene la principal función de:

Artículo 32 Bis: I- Fomentar la protección, res-
tauración, conservación, preservación y aprove-
chamiento sustentable de los ecosistemas, recur-
sos naturales, bienes y servicios ambientales, con
el fin de garantizar el derecho a un medio am-
biente sano;

V- Vigilar, promover y estimular, en coordina-
ción con las autoridades federales, estatales y
municipales, el cumplimiento de las leyes, nor-
mas oficiales mexicanas, programas relaciona-
dos con recursos naturales, medio ambiente,
aguas, bosques y demás materias competencia de
la Secretaría, así como, en su caso, iniciar los
procedimientos de inspección respectivos, impo-
ner las sanciones y ordenar las medidas de segu-
ridad que resulten procedentes;
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(énfasis propio)

Atribuciones como estas son importantes y debe la Se-
cretaria ejercer diversas acciones que garanticen la
sustentabilidad dentro de la comunidad de Calpulal-
pam Oaxaca en el entorno ambiental, garantizando
que no se menoscabe y considerando como premisa
mayor el respeto a los derechos de las comunidades in-
dígenas, en el mismo tenor la constitución política es-
tablece en el artículo 4 párrafo quinto lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sa-
no para su desarrollo y bienestar. El Estado garantiza-
rá el respeto a este derecho. El daño y deterioro am-
biental generará responsabilidad para quien lo
provoque en términos de lo dispuesto por la ley.”

Este artículo tan importante da pauta a un poder de
exigencia y deber de cuidado a la sustentabilidad del
entorno ambiental, mismo que implica a no lesionar a
el mismo, en otro sentido se tiene una obligación di-
recta de las autoridades a que se vigile, conserve y ga-
ranticen regulaciones para el máximo cuidado am-
biental.

Criterios bajo los cuales el amparo que la comunidad
indígena de Calpulalpam gano, ya habían sido consi-
derados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
dado que emitieron el criterio jurisprudencial:

Derecho humano a la consulta previa a las perso-
nas y pueblos indígenas. Su fundamento constitu-
cional y convencional en materia de biodiversi-
dad, conservación y sustentabilidad ecológicas 1

Los artículos 2o., apartado B, fracciones II y IX, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 1, 6, numeral 1, 15, numeral 2, 22, nume-
ral 3, 27, numeral 3 y 28 del Convenio 169 sobre
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes, de la Organización Internacional del Traba-
jo, prevén el derecho humano a la consulta previa a
las personas y pueblos indígenas, cuyo contenido
supraindividual y de naturaleza objetiva persigue
garantizar a una colectividad o grupo social –pue-
blo indígena– mediante procedimientos cultural-
mente adecuados, informados, de buena fe, la opor-
tunidad de que manifiesten sus opiniones, dudas e
inquietudes ante la autoridad pública, antes de que
se adopte una medida administrativa o legislativa

susceptible de afectar a dicho grupo vulnerable, con
lo cual, se combate la exclusión social a la que his-
tóricamente se han visto sometidos. Aunado a di-
chas fuentes primarias, en materia de biodiversi-
dad, conservación y sustentabilidad ecológicas,
debe considerarse también como integrante del
espectro protector de fuente convencional, el ar-
tículo 7, numeral 4, del propio Convenio 169 y los
diversos numerales 1, 2, in fine, y 8, incisos a), e),
f) y j), del Convenio sobre la Diversidad Biológica,
de cuyo contenido se advierte la obligación general
de los gobiernos de tomar medidas de cooperación
con los pueblos interesados, para proteger y pre-
servar el medio ambiente de los territorios que
habitan, y la protección al valor medioambien-
tal, cultural y de subsistencia de los pueblos in-
dígenas, así como la obligación de las autoridades
nacionales de respetar, preservar y mantener, entre
otras cuestiones, la participación de los miembros
de esas comunidades, quienes son los que poseen
los conocimientos, innovación y prácticas para la
conservación y utilización sostenible de la diversi-
dad biológica.

(énfasis propio)

Por lo anteriormente expuesto, propongo el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secre-
taria del Medio Ambiente y Recursos Naturales (Ser-
marnat) para que implemente acciones que vigilen y
resguarden la sustentabilidad de la región minera de
Calpulalpam de Méndez, Oaxaca, derivado del ampa-
ro que cancelo contratos mineros a empresas cana-
dienses.

Nota

1 Criterio jurisprudencial emitido por la SCJN Tesis: XXVII.3o.19

CS (10a.) Libro 62, Enero de 2019, Tomo IV

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Margarita García García (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LOS 32
GOBIERNOS LOCALES, LA SEP Y LA SECRETARÍA DE BIEN-
ESTAR A INSTAURAR MECANISMOS DE CULTURA Y FOMEN-
TO DE VALORES AMBIENTALES PARA CREAR EN LA POBLA-
CIÓN CONCIENCIA ÉTICA SOBRE EL MANEJO RESPONSABLE

DE LA BASURA, A CARGO DE LA DIPUTADA PILAR LOZANO

MAC DONALD, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

La suscrita, Pilar Lozano Mac Donald, diputada fede-
ral, integrante del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano en la LXIV Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo señalado
en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral
1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a la consideración de esta soberanía la si-
guiente proposición con punto de acuerdo por la cual
respetuosamente se exhorta a los titulares de la Secre-
taría de Educación Pública y de la Secretaría del Bien-
estar, para que, en el ámbito de sus atribuciones, ins-
trumenten de manera constante mecanismos de cultura
y fomento de valores ambientales para crear conciencia
ética en la población sobre el manejo responsable de la
basura en los espacios públicos al incidir en una mejor
convivencia en sociedad, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Las personas viven y se desarrollan en un ambiente
gregario; las múltiples formas de pensamiento y des-
arrollo personal convierten las relaciones humanas en
un complejo crisol de actitudes frente a la vida.

Hablar de ética es hablar, entre otros temas, de la mo-
ral y del buen vivir; de cómo es procesado este tópico
racionalmente y de cómo se proyecta en nuestro diario
actuar. Dentro de este diario actuar, el juicio moral
contendrá declaraciones tales como bueno, malo, co-
rrecto, incorrecto, permitido, obligatorio, justificable,
injustificable, etcétera, respecto de las acciones o de-
cisiones que se tomen.

Todos nosotros, sin incluso caer en la cuenta de ello,
realizamos constantemente juicios de valor; pero estos
juicios dependen de la educación que hayamos tenido
y su consecuente formación de valores que redundarán
en el impacto en la sociedad.

Una persona actúa de cierta manera porque considera
que sus acciones son válidas, y a eso le llamamos mo-

ral. Cuando se reflexiona si esas acciones son o no vá-
lidas, entramos en el campo de la ética. Tales precep-
tos se adquieren en la formación familiar, escolar y por
el entorno, y adminiculados estos, es que nos conduci-
mos o no, correctamente de acuerdo a los cánones que
dicta la sociedad obedeciendo o desobedeciendo las
reglas de convivencia.

En la sociedad actuamos día a día de una u otra mane-
ra ajustándonos a ciertos principios que guían la con-
ducta. Si bien existen acciones que internacionalmen-
te están consideradas como válidas y que hablan de
grupos cuyo comportamiento es “civilizado”, no es tan
fácil encajonar a los sectores de la sociedad en uno u
otro bando precisamente porque cada sociedad en ca-
da latitud tiene reglas de conducta multifactoriales.

No obstante, en una sana convivencia, existen accio-
nes que pueden incidir notabilísimamente a favor de
una mejor calidad de vida para los ciudadanos basada
en el respeto y mejor ambiente, basada en el arte de sa-
ber vivir para convertirnos en mejores personas.

La cultura adquirida define el modo de comportarnos
en la vida cotidiana al creer que es la forma correcta de
hacerlo sin detenernos a pensar si le estamos haciendo
un daño a nuestro prójimo o a nosotros mismos y sin
que importe el estatus social, tal es el caso del acto de
arrojar basura en las calles.

Nuestros valores éticos son puestos a examen en cada
uno de nuestros actos, decisiones y comportamientos
con los que nos conducimos, incluso, en cómo nos
comportamos con el medio ambiente; si se respetan
estos valores, entonces creamos las condiciones ade-
cuadas para convivir en sociedad. La ética ciudadana
es uno de los ejemplos de dichos valores, y consiste en
cómo nos relacionamos con los otros y con el espacio
en que vivimos y que compartimos con los demás, tal
como lo son las calles y lugares públicos en general.

Una persona actúa desde su libertad al arrojar basura
en la calle, y esa acción puede ser vista como moral o
inmoral, dependiendo de lo que consideremos ético en
el arte de vivir; pero ese acto de libertad ejercido al
arrojar en el espacio público lo que ya no necesitamos
está limitado desde el momento en que vivimos en so-
ciedad, y esa limitación es la que debe penetrar en
nuestra conciencia para favorecer el desarrollo armo-
nioso de la ciudadanía. Parecería una nimiedad preten-
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der que se preste atención a ello frente a los grandes
problemas éticos por los que atraviesa nuestro país,
pero no es así, porque el respeto y tolerancia que ten-
gan las personas en sus pequeñas acciones se ve expo-
nenciado y, por ende, se juega a ganar, ganar. “Si las
sociedades fueran éticas, probablemente no habría ne-
cesidad del poder autoritario que vigila y castiga”.1

En efecto, una persona se siente mejor anímicamente
transitando por una calle bien aseada que teniendo que
sortear basura de todo tipo en su ir y venir en su vida
diaria. Dicha sensación es inherente al ser humano,
porque naturalmente nos gusta lo bello y lo limpio, nos
gusta la armonía. El filósofo alemán Immanuel Kant
en una de sus reflexiones dice “… el bello arte y las
ciencias que, si no hacen al hombre éticamente mejor,
sí lo civilizan”,2 describe con meridiana claridad tal
argumento. 

Pero también es cierto que la satisfacción de necesida-
des, como es el caso de querer despojarnos de la basu-
ra que ya no utilizamos, instintivamente deseamos que
suceda rápido, y si en nuestra escala de valores no es-
tá la responsabilidad que tenemos de colocar la basura
que generamos en el lugar adecuado, entonces, las ca-
lles son suficientemente grandes como para que nos
sirvan de contenedor de despojos.

Desde mediados del siglo pasado, quizá debido a los
procesos de transformación que la sociedad mexicana
ha vivido, la laxitud de los valores se ha acentuado,
traduciéndose en la inexistencia del respeto por el pró-
jimo, la injusticia social, o la contaminación ambien-
tal, por mencionar algunos aspectos. Tales actos no de-
ben ser considerados como naturales, y debemos velar
por que nuestros valores se ensalcen en aras de procu-
rar una sociedad más saludable.

Al observar las calles, los parques, los mercados, las
carreteras y en general los espacios públicos, no pode-
mos dejar de preguntarnos: ¿Qué hacer para que to-
memos conciencia del respeto que merecen estas áre-
as porque son los lugares donde transitamos en nuestro
diario vivir? ¿Cómo entender que un lugar insalubre
juega en contra de nuestro bienestar como seres hu-
manos y nuestra calidad de vida? ¿Cómo fomentar los
valores que formaron parte de generaciones pasadas
donde prevalecía el respeto y la admiración por la na-
turaleza? Quizá la respuesta se encuentre en la conclu-
sión a la que se llegó en el foro desarrollado en el 2002

en Lyon, Francia, denominado Globalisation Sustaina-
ble Development: “Es imprescindible impulsar la éti-
ca y los valores humanos como justicia, igualdad, pro-
tección al ambiente, tolerancia, solidaridad, paz y
derechos humanos”;3 pues “el problema consiste en el
insuficiente número de personas que viven de acuerdo
con principios éticos.”4

Estamos obligados a realizar esfuerzos por que la so-
ciedad tenga el mayor porcentaje de moral y educa-
ción donde se incluyan la cultura cívica y ética de res-
peto y observancia de las normas y valores
elementales de convivencia; solo así podremos hacer
que nuestra sociedad deje de vivir en un ambiente mo-
ral decadente e indiferente ante todo lo que ocurre a
nuestro alrededor donde solo nos importa lo propio.
Los grandes pensadores a lo largo de la historia como
Sócrates, Nietzsche o Hobbes no pueden estar equivo-
cados al sostener la importancia de la ética en la vida
de todo ser humano.

Debemos cambiar nuestros hábitos en aras de conver-
tirnos en una sociedad más civilizada, más limpia, más
orgullosa de lo que somos, no para mostrarnos al mun-
do como un país cuyos hábitos de limpieza sean ejem-
plares, sino por nosotros mismos. Tenemos que enten-
der que las calles también son nuestra casa, y que no
sólo nos debe importar lo que haya una vez atravesa-
do el umbral de nuestra puerta.

Es necesario evolucionar socialmente reconfigurando
las prácticas y costumbres, tratando de actuar mejor
como ciudadanos, pues corre en beneficio propio; así
debe ser naturalmente para una mejor convivencia al
ocuparnos de los residuos urbanos y humanizando las
calles. 

Así como en la edad media los hábitos y rutinas de las
personas contribuían al deterioro del ambiente en que
vivían arrojando basura, aguas residuales, e incluso fe-
cales a las calles al carecer de sistemas de drenaje, ta-
les prácticas fueron evolucionando poco a poco cons-
truyendo letrinas, o empedrando las calles, hasta
terminar con la construcción de ductos de drenaje que
mejoraron su condición; así también nuestras prácticas
actuales deben cambiar para una mejor higiene y con-
vivencia.

Debemos pensar en el futuro que les dejaremos a las
próximas generaciones, tenemos que inculcarles jui-
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cios de valor en torno a una ética ciudadana que les
imprima en su diario actuar el hecho de que un entor-
no bien planeado y ordenado redundará en una mejor
calidad de vida.

Tenemos que actuar conjuntamente niveles de gobier-
no, sector privado y sociedad porque es responsabili-
dad de todos procurar una mejor calidad de vida. Es
necesario que nos responsabilicemos cada uno del en-
torno que nos estamos forjando, y que no por el hecho
de que no haya un depósito de basura cercano, pensar
simplemente en despojarnos del desecho en las calles,
porque debemos concientizarnos de que, así como ad-
quirimos un producto, somos responsables de este has-
ta su destino final.

Pero también nuestras autoridades deben contribuir, no
solo con el barrido de calles y banquetas, sino dispo-
niendo botes de basura en buen estado y con el vacia-
do periódico para depositar los desechos, aumentando
los espacios publicitarios de radio y televisión, en los
servicios de transporte público, en espectaculares, o a
través de cualquier medio disponible. Asimismo, el
sector privado podría contribuir cooperando con la dis-
posición de este mobiliario urbano tan indispensable,
además de, por ejemplo, imprimir en sus productos le-
yendas para la enseñanza y sensibilización de la socie-
dad, o a través de spots publicitarios sobre la importan-
cia de conducirnos adecuadamente al respecto.

Somos una sociedad con una población predominante-
mente joven que puede provocar un cambio, tenemos
muchas asignaturas pendientes para llenar vacíos éti-
cos, y es mucho el trabajo por hacer, nos hace falta en-
salzar los valores para convertirnos en una sociedad
con el rescate de lo mejor con que contamos, y ello lo
lograremos a través de simples acciones (en aparien-
cia) como la de convertirnos en una sociedad limpia,
dejando brotar el reflejo de lo que en el fondo somos,
pero que por múltiples motivos en nuestro diario vivir,
lo hemos olvidado.

Estudios recientes sobre la educación y los valores si-
guen mostrando que el hogar y la escuela son funda-
mentales en la formación de los niños y jóvenes, y
que, en este proceso de socialización, los medios ma-
sivos de comunicación juegan un papel muy impor-
tante en la transmisión de valores a la sociedad, ello
debido a los marcos de referencia y los estereotipos
presentes en todo proceso de comunicación masiva.5

Se tiene que crear conciencia entre las comunidades
para que no primen los intereses propios por sobre los
de la sociedad, y ello se logra solamente con una for-
mación moral y ética porque ésta es la columna verte-
bral del desarrollo humanista y social de las personas,
a través del cual se autorregulan ejerciendo con liber-
tad y responsabilidad su sentido de pertenencia en una
comunidad e involucrándose en ella a través de rela-
ciones armónicas, de responsabilidad y de coopera-
ción porque están conscientes del contexto social en el
que se desenvuelven así como de su participación en
esta.

Necesitamos penetrar en la conciencia de las personas
sobre esta problemática para lograr una actitud de res-
peto por nuestro entorno, adquiriendo valores ambien-
tales que generen cambios de visión y así lograr un
manejo responsable de nuestros desechos. Por ello es
imperativo que se establezcan herramientas constantes
de educación y difusión de valores para que poco a po-
co se vaya transformando la realidad humana, indivi-
dual y colectiva con miras a la configuración de un fu-
turo más armónico al disminuir en impacto ambiental
negativo.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea, la siguiente proposi-
ción con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a los titulares de los Ejecutivos de cada una de
las entidades federativas, así como, a los titulares de la
Secretaría de Educación Pública y de la Secretaría del
Bienestar, para que en el ámbito de sus atribuciones,
instrumenten de manera constante mecanismos de cul-
tura y fomento de valores ambientales para crear con-
ciencia ética en la población sobre el manejo respon-
sable de la basura en los espacios públicos al incidir en
una mejor convivencia en sociedad.

Notas

1 Dora Elvira García G. Jorge E. Traslosheros (coordinadores). Éti-

ca, persona y Sociedad. Una ética para la vida. Ed. Porrúa y Tec-

nológico de Monterrey, México 2007, primera edición, p, 21.

2https://revistas.udistrital.edu.co/index.php/revcie/article/view/35
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3https://www.researchgate.net/publication/322307794_LA_EDU-

CACION_AMBIENTAL_EN_LA_FORMACION_EN_VALO-

RES

4http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1

405-14352009000200014

5 Iván Espinosa Díaz Barreiro. México resquebrajado. ¿Qué he-

rencia vamos a dejar? Porrúa México, Primera Edición 2010, P.

140.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 18 días del mes de febrero de 2020.

Diputada Pilar Lozano Mac Donald (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SSA

Y LA SEP A PONER EN MARCHA UN PROGRAMA PARA PRE-
VENIR EL SUICIDIO EN MENORES DE 15 AÑOS, A CARGO

DEL DIPUTADO SAMUEL HERRERA CHÁVEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado Samuel Herrera Chávez, con
fundamento en los artículos 6, fracción I, y artículo 79,
numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo para exhortar a las Secretarías de Salud y de
Educación Pública, pongan en marcha un programa de
atención oportuna en la población menor de 15 años,
que permita detectar a tiempo cuando un infante esté
en riesgo de suicidarse, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

En el panorama internacional, la Organización Mun-
dial de la Salud registra el suicidio como la segunda

causa de muerte entre personas de 15 a 29 años, una
muerte que por este acto se presenta cada 40 segundos:
Por una persona que consigue suicidarse, existen al
menos 20 que lo intentaron.

Por lo que a México se refiere y en cifras dadas a co-
nocer por el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi), en la última década, unos 6 mil 862 ni-
ños y jóvenes de entre 10 y 17 años de edad se han
quitado la vida. Estamos hablando de 52 suicidios in-
fantiles por mes, menores de 10, 11, 12 años poniendo
fin a su existencia. 

En más datos revelados por el Inegi, sabemos que el
porcentaje mayor de menores suicidas se presenta en
los varones (60.5 por ciento), mientras que en las ni-
ñas el porcentaje es de 39.5 por ciento. Del total de
nuestra población infantil, el 85.3 por ciento se priva
de la vida por medio del ahorcamiento, estrangula-
miento o sofocación; en tanto que un 4.9 por ciento lo
ha hecho con algún tipo de arma de fuego.

El Inegi detalla que en 2008 se cometieron 337 suici-
dios infantiles con armas de fuego y fue 2011 el año
con más casos, al registrarse 43 muertes. De 2009 a
2013 la cifra de suicidios por año fue de 30; a partir de
2014 se contabilizaron 23 suicidios de menores que
utilizaron pistolas o rifles para este fin.

Según los datos recabados por una investigación ex-
terna, la Asociación Psiquiátrica Mexicana, señala que
en México se carece de una atención eficaz a este pro-
blema, pues de cada 100 mil habitantes existen 3.3 si-
cólogos, 1.6 siquiatras, 1.4 enfermeras y 0.5 trabaja-
doras sociales. 

Aunado a lo anterior, se tiene que el 61 por ciento de
los pacientes con depresión grave no toman medica-
mentos. La población de 12 a 17 años de edad ha sido
la más vulnerable en su salud mental: 16.6 por ciento
presenta ansiedad, 10.48 por ciento presenta proble-
mas de afecto, un 8.63 por ciento consume alcohol y
drogas, un 4.47 por ciento tiene problemas de actitud
antisocial y el 1.02 por ciento enfrenta trastornos ali-
menticios.

Los especialistas en la salud mental señalan que las
causas son diversas: abuso y/o acoso sexual, golpes,
ser victimados con algún arma, son algunos de los fac-
tores que orillan a pensar e intentar suicidarse. Asi-
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mismo, hoy las redes sociales tienen un impacto de
gran trascendencia en la vida infantil, muchas veces es
aquí donde se les incita a suicidarse: juegos, ciberbull-

ying y sexting (exhibición de sus cuerpos desnudos).

Dado que el suicidio se ha convertido en un problema
de salud pública que puede ser evitado, es necesario
sumar esfuerzos y sensibilizarnos para generar accio-
nes y estrategias que lo erradiquen.

– “El derecho a la vida, a la paz, a la superviven-
cia y al desarrollo” y “el derecho a la protección
de la salud y a la seguridad social” están garanti-
zados por el artículo 13 de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

– Por lo que respecta a la salud, el artículo 4º cons-
titucional es muy claro: “Toda persona tiene dere-
cho a la protección de la salud”. 

– Si toda persona tiene derecho a la educación y el
Estado mexicano está obligado a “contribuir a su
bienestar, a la transformación y el mejoramiento
de la sociedad de la que forma parte”, artículo 5
de la Ley General de Educación, entonces se con-
sidera conveniente que ambas secretarías (Salud y
de Educación Pública) trabajen en conjunto.

Es importante considerar que en la escuela los niños
pasan la mitad de su día, de lunes a viernes, el resto lo
hacen en su casa, donde suelen estar solos, porque am-
bos padres trabajan; o están con alguno de sus tutores
que probablemente continúe con las tareas del hogar;
o su infancia se desarrolla en medio de un entorno de
violencia intrafamiliar, entre otros, y casi siempre los
padres ignoran lo que sucede con sus hijos. Entonces,
los profesores, quienes llegan a conocer muy bien el
comportamiento de sus alumnos, pueden detectar a
tiempo si un menor presenta conductas que puedan
orillarlo al suicidio y, de ser así, poner en alerta a la
familia y autoridades escolares, para que sea canaliza-
do a la Secretaría de Salud y se le brinde la atención
correspondiente.

Estamos perdiendo a jóvenes y adultos por suicidio, no
perdamos también a nuestros niños por este lamenta-
ble hecho. 

En lo que va de esta LXIV Legislatura, se han presen-
tado diversas proposiciones con punto de acuerdo so-

bre el mismo tema; algunas fueron desechadas por no
dictaminarse en el tiempo reglamentario y otras conti-
núan pendiente de dictamen, pero en todas se refieren
a la población mayor de 15 años, en ninguna se habla
de menores de 10 a 14 años. ¿Qué puede estar pasan-
do con infantes para orillarlos a tomar esta salida? Nos
falta empatía hacia la población, no basta con crear le-
yes para garantizar sus derechos, hay que ponerlas en
práctica.

Dado que el Estado mexicano es responsable de ga-
rantizar la salud mental de su población infantil y, por
lo anteriormente expuesto, presento la siguiente pro-
posición con 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a las Secreta-
rías de Salud y de Educación Pública, para que, en
conjunto, pongan en marcha un programa de atención
oportuna en la población infantil menor de 15 años,
que permita detectar a tiempo cuando un menor esté
riesgo de suicidarse y disminuir así, el número de sui-
cidios infantiles.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, a los 18 días del mes de
febrero de 2020.

Notas

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/suicide

https://www.inegi.org.mx/app/saladeprensa/noticia.html?id=4407

http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/proposicioneslxiv.php?doc

tot=Proposicion&fechat=&comt=&filit=&propot=&edot=&pert=

&titt=suicidio

Diputado Samuel Herrera Chávez (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL INAI, LA

PROFECO Y LA CONDUSEF A INSTAURAR MEDIOS QUE FO-
MENTEN EN LA POBLACIÓN UNA CULTURA SOBRE LA PRO-
TECCIÓN DE SUS DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LAS

EMPRESAS ESTABLECIDAS EN MÉXICO, PUES ELLO REPRE-
SENTA UN DERECHO FUNDAMENTAL, A CARGO DE LA DI-
PUTADA PILAR LOZANO MAC DONALD, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, Pilar Lozano Mac Donald, diputada fede-
ral, integrante del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano en la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral
1, fracción II del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a la consideración de esta soberanía la si-
guiente proposición con punto de acuerdo por el que
respetuosamente se exhorta a los comisionados del Ins-
tituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Informa-
ción y Protección de Datos Personales, así como, a los
titulares de la Procuraduría Federal del Consumidor, y
de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa
de los Usuarios de Servicios Financieros, para que en
el ámbito de sus respectivas atribuciones, instrumenten
mecanismos que fomenten una cultura en la población
sobre la protección de sus datos personales en posesión
de las empresas establecidas en México por ser un de-
recho fundamental, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Consecuencia del creciente uso de los medios tecnoló-
gicos en la sociedad, así como de la desbordada utili-
zación de las redes sociales en las que incluso sin dar-
nos cuenta transmitimos información de todo tipo
sobre nuestra persona, es que desde los años 70 algu-
nos sectores se percataron del enorme potencial que
significaba contar con información sobre las personas
que compilara el mayor número de datos que se gene-
raran en torno a su estilo de vida, hábitos y gustos; in-
formación que bien administrada, significaba un po-
tencial de creación de riqueza.

En efecto, los datos personales tienen un valor econó-
mico que muchas veces no dimensionamos; no por los
datos propiamente dichos, sino por el tratamiento,
aglomeración en sectores y uso que se les dé, por lo
que hoy por hoy son un recurso intangible del que se
obtiene un lucro indebido utilizando nuestros datos e
incluso prediciendo conductas de consumo.

Ello obligó naturalmente a que a nivel internacional se
trataran de implementar acciones que normaran la uti-
lización de datos personales y, a su vez, se protegiera
y uso de la información de la vida privada de las per-
sonas.

México no ha sido la excepción en cuanto a normar es-
ta nueva tendencia. Así, en julio 2010 entró en vigor la
Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de Particulares, y en enero de 2017 se publicó
en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos
Obligados; el organismo encargado de garantizar el
derecho de acceso de las personas a la información pú-
blica gubernamental, así como de proteger los datos
personales que están en manos tanto del gobierno fe-
deral, como de los particulares, es el Instituto Nacio-
nal de Transparencia, Acceso a la Información y Pro-
tección de Datos Personales (Inai), llamado hasta el
2015 Instituto Federal de Acceso la Información y
Protección de Datos (Ifai), ello con motivo de la apro-
bación de la Ley General de Transparencia y Acceso a
la Información. Dicho Instituto, actualmente es la au-
toridad nacional en la materia.

Pero debemos esclarecer la competencia en materia de
datos personales. La Ley General de Protección de Da-
tos Personales en Posesión de Sujetos Obligados abar-
ca a las autoridades federales y a las entidades federa-
tivas, y distribuye competencias entre el Inai (Instituto
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y
Protección de Datos Personales) y los organismos es-
tatales, así como entre los organismos de la federación
y las entidades federativas en materia de protección de
datos personales en posesión de sujetos obligados.

Los sujetos a los que obliga esta ley en el ámbito fe-
deral, estatal y municipal son cualquier autoridad u or-
ganismo de los tres poderes, órganos autónomos, par-
tidos políticos, fideicomisos, fondos públicos,
sindicatos y cualquier otra persona que ejerza recursos
públicos serán responsables de los datos personales
que manejen.

Entonces el organismo garante en estas situaciones
conforme al artículo 6 constitucional es el Inai que in-
terpreta la Ley General de Protección de Datos Perso-
nales en Posesión de Sujetos Obligados incluyendo su
facultad de atracción de los recursos de revisión, y co-
nocimiento de los recursos de inconformidad. Ade-
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más, existe un comité de transparencia que es la máxi-
ma autoridad en materia de protección de datos perso-
nales y se rige conforme a la Ley General de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública.

Dicho artículo 6 constitucional, reformado en 2007 pa-
ra considerar el derecho a la información pública como
un derecho fundamental, contempla la libertad de ex-
presión, e indica que el derecho a la información será
garantizado por el Estado, y que la información que se
refiere a la vida privada y los datos personales estará
protegida conforme a lo que dicten las leyes aplicables
al respecto. Señala que toda persona sin necesidad de
justificar su interés o utilización, tendrá acceso a sus da-
tos personales o la rectificación de los mismos, que se
contará con un organismo autónomo especializado con
personalidad jurídica y patrimonio propio que garantice
el derecho de acceso a la información pública y la pro-
tección de datos personales en posesión de sujetos obli-
gados. La competencia de este organismo versará sobre
el conocimiento de asuntos relacionados con el acceso a
la información pública y la protección de datos perso-
nales de cualquier autoridad, entidad, órgano u organis-
mo que forme parte de alguno de los Poderes Ejecutivo,
Legislativo o Judicial, órganos autónomos, partidos po-
líticos, fideicomisos, fondos públicos, persona física o
moral o sindicatos que ejerzan recursos públicos o rea-
licen actos de autoridad a nivel federal; conocerá tam-
bién de los recursos interpuestos por los particulares so-
bre las resoluciones de los organismos especializados
de las entidades federativas.

En los demás casos no anotados, las personas físicas y
morales se regirán por lo previsto en la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares. Se trata de una ley de observancia en to-
da la República que norma el derecho a la autodeter-
minación informativa, cuyo objetivo es garantizar la
privacidad de las personas físicas en su derecho a pro-
teger sus datos; y están sujetas a ella los particulares
sean personas físicas o morales del sector privado, que
tengan a su disposición los datos personales derivados
de su actividad.

En dicha Ley se recogen los principios de licitud, con-
sentimiento, información, calidad, finalidad, lealtad,
proporcionalidad y responsabilidad que se contempla-
ron en los principios rectores de la resolución 45/95 de
la Asamblea General del 14 de diciembre de 1990 de
la Organización de las Naciones Unidas (ONU)1.

Otorga a los titulares lo contenido en el segundo pá-
rrafo del artículo 16 de la Constitución, conocido co-
mo derechos Arco: Acceso, rectificación, cancelación
u oposición de sus datos personales.

La anterior aclaración se estima necesaria para ubicar
el alcance y autoridades a los que debe ir dirigida esta
propuesta, pues se trata de la protección de datos per-
sonales pero con fundamento en la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de Parti-
culares.

La Carta Magna, en el segundo párrafo de su artículo
16 (reformado en 2009 para darle a ese derecho el ca-
rácter constitucional) contempla la garantía o facultad
de control de la información de las personas a través
de cualquier soporte que permita su utilización. Esta-
tuye que toda persona tiene derecho a la protección de
sus datos personales, a su acceso, rectificación y can-
celación, así como a oponerse a su utilización de con-
formidad con lo que disponga la ley aplicable, (dere-
chos Arco), excepto por razones de seguridad
nacional, disposiciones de orden o salud públicas o
cuando se involucren derechos de terceros; es decir, el
derecho a la protección de datos personales implica
que podemos involucrarnos en el manejo de informa-
ción de nuestros propios datos. Por tanto, en nuestro
país la protección de datos personales está contempla-
da en la Constitución como un derecho humano.

Un dato personal, de conformidad con la referida ley,
se define como “cualquier información concerniente a
una persona identificada identificable” (artículo 3,
fracción V). La rama del Derecho que la contempla es
el derecho informático.

Con la aprobación de la Ley Federal de Protección de
Datos Personales en Posesión de Particulares, las fa-
cultades del Inai se ampliaron para ser considerada
una autoridad nacional en la materia, y cuyas faculta-
des se engloban en a): Garantizar el derecho de acce-
so de las personas a la información pública guberna-
mental, b): Proteger los datos personales que están en
manos tanto del gobierno federal, como de los particu-
lares, y, c): Resolver sobre las negativas de acceso a la
información que las dependencias o entidades del go-
bierno federal hayan formulado.

La protección de datos personales implica el derecho a
la privacidad, y en tanto es un derecho, está protegido
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por leyes que procuran normar todo lo que el tema en-
cierra, salvaguardando el uso inapropiado de la infor-
mación que a cada uno identifica y nos da identidad,
tal es el caso del nombre, edad, sexo, estado civil, na-
cionalidad, patrimonio, etcétera. Pero los datos perso-
nales abarcan información que va más allá de lo ima-
ginable, implica domicilio, teléfono, correo
electrónico, firma, RFC, CURP, contraseñas, datos so-
bre la actividad laboral, sueldo, créditos, tarjetas de
crédito, de débito, inversiones, afores, impuestos, ins-
tituciones educativas incluidas calificaciones, religión,
inclinación política, si se es miembro de asociaciones,
enfermedades, estado de salud, intervenciones quirúr-
gicas, huella digital, registro de voz, tipo de sangre, se-
ñas particulares, y hasta preferencias sexuales, entre
muchos otros datos.

Es inevitable abstenernos de proporcionar nuestros da-
tos, en cualquier momento y bajo cualquier circuns-
tancia los ventilamos muchas veces sin dimensionar el
alcance que la simple información que facilitamos so-
bre nuestra salud, por ejemplo, significa. Ello ocurre
ya sea con el médico, con el servicio de internet, de te-
lefonía, con las aseguradoras, o a través de oficinas de
gobierno, tribunales, institutos electorales, o hasta por
nuestras multas de tránsito y boletos de sorteo.

El objetivo de recabar nuestros datos personales es pa-
ra identificarnos con información sobre historiales de
hábitos de consumo, preferencias, necesidades y perfi-
les para contar al final con información que nos en-
globe en universos estadísticos para ser usados para fi-
nes políticos, económicos y, principalmente, de
consumo; estos datos se almacenan a través de cual-
quier medio posible, ya sea papel, cintas, video, y
equipo informático principalmente. Y, lo más sorpren-
dente, es que estos datos se procesan en tiempo real,
con lo cual nuestros datos adquieren un valor aún más
interesante para ser explotados.2

Tales datos pueden ser vendidos o distribuidos a otras
compañías. Existe una gran industria dedicada a orga-
nizar y recopilar información para ser usados con fines
distintos para los que se proporcionaron, incluso por
motores de búsqueda y firmas de análisis de otorga-
miento de crédito, por lo cual nuestros datos están a
merced de quien los quiera utilizar pasando por alto el
derecho que tenemos a nuestra intimidad personal e
incluso sin importar nuestra propia seguridad.

Ahora bien, la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros
(Condusef), con el propósito de mantener la informa-
ción privada de los que así lo deseen, y para evitar re-
cibir llamadas telefónicas de manera constante y a to-
da hora, cuenta con un registro público gratuito de
usuarios que no desean información publicitaria de
productos y servicios financieros, (conocido como
REUS), ofreciendo un incremento en la línea de crédi-
to u ofreciendo una nueva tarjeta de crédito, y es bási-
camente un padrón que contiene información personal
de las personas usuarias del sistema financiero que no
quieren recibir llamadas o correos electrónicos con pu-
blicidad o promociones de este tipo (están exceptuadas
las llamadas de cobranza, de encuestas, de caridad, de
fines benéficos o con fines políticos).

Las personas que así lo deseen pueden inscribirse
vía telefónica, por internet o en persona en alguna
de sus oficinas a efecto de darse de alta, baja, o pa-
ra hacer alguna modificación. Su vigencia es de dos
años, después de los cuales habrá que refrendar el
registro, (su padrón es de 545 mil 995 registros)3

Además, en caso de insistencia de las instituciones
financieras, está la posibilidad de que se denuncie
en esa misma institución para que se sancione al
banco derivado de la violación al derecho de priva-
cidad de la persona.

Existe también el Registro Público para Evitar Publi-
cidad como una forma gratuita de proteger y controlar
los datos personales que se tengan y evitar recibir
mensajes o llamadas al teléfono fijo o celular para li-
berarse de llamadas de los sectores de telecomunica-
ciones, turístico o de comercio, ofreciendo contratar
un nuevo plan de datos, paquetes vacacionales o ins-
cribirse en un sorteo, por ejemplo, a cuyo cargo está la
Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco); se
puede inscribir el número vía internet o por teléfono.
En caso de continuar recibiendo llamadas, se puede
denunciar al proveedor, quien podrá ser sancionado
por esa procuraduría por un monto que va desde
411.61 pesos hasta un millón 317 mil 141.34 de pesos.
Según datos de esa Procuraduría, para el 2015 había
84 mil 565 registros, 414 denuncias de los sectores de
telecomunicaciones, 251 de comercio y 40 del sector
turístico, y desde la creación del registro hay 376 mil
435 números registrados y 3 mil 65 denuncias recibi-
das4.

Martes 18 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria129



Las infracciones a la Ley Federal de Protección de Da-
tos Personales en Posesión de los Particulares se casti-
gan con apercibimiento para que el responsable lleve a
cabo los actos solicitados por el titular; multa que va
desde los 100 hasta los 320,000 días de salario, y en
caso de que de manera reiterada persistan las infrac-
ciones enlistadas en la Ley, se impondrá una multa
adicional que irá de los 100 a 320 mil días de salario.
Tratándose de infracciones cometidas en el tratamien-
to de datos sensibles, las sanciones se podrán incre-
mentar hasta por dos veces los montos establecidos
(art. 64). Además en la propia Ley se contemplan los
delitos en esa materia que van de tres meses a tres años
de prisión al que con ánimo de lucro provoque una
vulneración de seguridad a las bases de datos bajo su
custodia, y prisión desde seis meses y hasta cinco años
al que con el fin de alcanzar un lucro indebido trate da-
tos personales mediante el engaño, aprovechándose
del error en que se encuentre el titular o la persona au-
torizada para transmitirlos. Tratándose de datos perso-
nales sensibles, tales como origen racial o étnico, esta-
do de salud presente y futuro, información genética,
creencias religiosas o morales, afiliación sindical, opi-
niones políticas o preferencias sexuales, las penas se
duplicarán (arts. 67 a 69).

Además, la ley establece que los proveedores que sean
objeto de publicidad son corresponsables del manejo
de la información de consumidores cuando esa publici-
dad la envíen a través de terceros (artículo 14 y 21).

En la tesis aislada con número de registro 2017930 se
habla del derecho del titular de los datos personales a
solicitar ante el responsable su cancelación o rectifica-
ción y su derecho de acudir ante el Instituto Nacional
de Transparencia, Acceso a la Información y Protec-
ción de Datos Personales a solicitar su tutela, cuya voz
y texto dicen:

Protección de datos personales en posesión de los
particulares. Momento en que inicia el cómputo
del plazo de quince días que establece el artículo
45 de la Ley Federal relativa para promover el
procedimiento de protección de derechos, depen-
diendo de si el responsable emitió o no respuesta
a la solicitud de acceso, rectificación, cancelación
u oposición a la publicación de datos personales
planteada por su titular. De los artículos 32, 45, 46,
51 y 52 de la Ley Federal de Protección de Datos
Personales en Posesión de los Particulares y 124 de

su reglamento se advierte que: i) El titular de los da-
tos personales tiene derecho a solicitar ante el res-
ponsable que los posea, le confiera el acceso, su rec-
tificación, cancelación, así como la oposición a su
publicación; ii) El responsable puede asumir dos ac-
titudes ante la petición presentada: a) emitir la res-
puesta correspondiente; o, b) ser omiso en emitir pro-
nunciamiento alguno; iii) En contra de la respuesta u
omisión, el titular de los datos personales puede acu-
dir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Ac-
ceso a la Información y Protección de Datos Perso-
nales a solicitar su tutela mediante el procedimiento
de protección de derechos. En este supuesto, el plazo
de quince días que para su promoción establece el ar-
tículo 45 citado, debe aplicarse de forma general, in-
dependientemente de que el responsable haya emiti-
do o no respuesta a la solicitud del titular y, en
consecuencia, para computar su inicio debe atender-
se a la actitud tomada por aquél. Así, en caso de que
el responsable emita una respuesta, su cómputo co-
menzará a contar al día siguiente de su notificación y,
si omite hacerlo, iniciará una vez que concluya el di-
verso plazo de veinte días que tiene para dar res-
puesta, en términos del artículo 32 aludido para que,
efectivamente, pueda considerarse que no se pronun-
ció en algún sentido y, por tanto, a partir de ese mo-
mento, el titular podrá instar al organismo menciona-
do la protección de sus datos personales.” (Décima
Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 58,
septiembre de 2018, Tomo III, Tesis I.4o. A.117
(10ª), Página 2473, Materia Administrativa)”.5

Entonces, la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de los Particulares complementa
la protección que los padrones tanto de la Procuradu-
ría Federal del Consumidor (Profeco), como de la Co-
misión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros (Condusef) se reali-
zan para garantizar los derechos que los ciudadanos
tienen a la protección de sus datos personales, pues és-
ta protege a quienes otorgan sus datos personales a fin
de que no sean usados de manera inadecuada, mientras
que con los registros de las señaladas instituciones se
garantiza que los datos no sean usados por proveedo-
res de bienes y servicios para ser usados más allá de
las razones por las que se aportaron.

Con base en todo lo ya plasmado, se estima necesario
que el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la
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Información y Protección de Datos Personales ejecute
acciones constantes para difundir el conocimiento del
derecho a la protección de datos personales en la so-
ciedad mexicana, tal como lo mandata la Ley Federal
de Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares en su artículo 38; y asimismo, tanto la
Condusef, y Profeco, realicen campañas constantes en
la población para el conocimiento de los medios que
tienen a su alcance para evitar ser invadidos en su pri-
vacidad con mensajes y llamadas telefónicas.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente, a los comisionados del Instituto Nacional de
Transparencia, Acceso a la Información y Protección
de Datos Personales, así como, a los titulares de la
Procuraduría Federal del Consumidor, y de la Comi-
sión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros, para que en el ám-
bito de sus respectivas atribuciones, instrumenten me-
canismos que fomenten una cultura en la población so-
bre la protección de sus datos personales en posesión
de las empresas establecidas en México por ser un de-
recho fundamental.

Notas

1 https://forojuridico.mx/proteccion-de-los-datos-personales-en-

posesion-de-los-particulares/ 

2http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1

870-21472018000100267

3 https://www.condusef.gob.mx/Revista/index.php/usuario-inteli-

gente/servicios-financieros/1004-cansado-de-llamadas-publicitarias

4 http://www.gob.mx/profeco/documentos/liberate-de-las-llama-

das-y-mensajes-molestos-de-publicidad?state=published

5 https://sjf.shttpscjn.gob.mx/sjfsist/paginas/tesis.aspx

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Pilar Lozano Mac Donald (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA CO-
MISIÓN DE SEGURIDAD SOCIAL DE ESTA SOBERANÍA A

CREAR UNA SUBCOMISIÓN PARA REVISAR, ANALIZAR Y

PROPONER UNA SOLUCIÓN A LA SITUACIÓN DE LOS JUBI-
LADOS Y PENSIONADOS DEL ISSSTE QUE NO HAN TENIDO

RESPUESTA A SUS DEMANDAS DE ACTUALIZACIÓN DEL BO-
NO DE DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL MÚLTIPLE, A CARGO

DEL DIPUTADO ÓSCAR RAFAEL NOVELLA MACÍAS, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Óscar Rafael Novella Macías, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura e,
con fundamento en lo dispuesto en la fracción I del nu-
meral 1 del artículo 6 y en el numeral 1, fracción II, del
artículo 79 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de esta asamblea la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

Los trabajadores al servicio del Estado ejecutan sus
labores en beneficio de todos los mexicanos. Gracias a
ellos funcionan todas las dependencias e instancias
que integran el complejo aparato público, por medio
del que se prestan servicios a las personas. Por ello,
una vez que se jubilan resulta necesario que les sean
respetados sus derechos y nosotros como legisladores
tenemos que estar atentos y vigilantes de que eso su-
ceda de lo contario es nuestra obligación actuar en
consecuencia.

El bono de despensa y la previsión social múltiple es
un complemento que reciben los pensionados del ISS-
STE, y aunque es una cantidad menor, esta abona a
que puedan hacer frente a sus necesidades primarias
como son la alimentación y la salud. Sin embargo, es-
te monto no se ha actualizado, aun teniendo ese dere-
cho de acuerdo a la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

La Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, prevé que todos los
pensionados, sin importar la dependencia en la que ha-
yan prestado sus servicios reciban de manera mensual
dos prestaciones complementarias que son precisa-
mente el bono de despensa y la previsión social múlti-
ple, de forma adicional a su pensión básica, a efecto de
ayudarlos a solventar sus necesidades esenciales.
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Estas prestaciones eran actualizadas cada año por la
Junta Directiva del ISSSTE. No obstante, desde 2008
ha dejado de hacerse, quedando congeladas en las can-
tidades de 100 y 120 pesos, respectivamente, sin haber
presentado algún aumento en 11 años.

Cabe destacar que ya se han presentado diversos ins-
trumentos legislativos en el Congreso de la Unión. Sin
embargo, hasta la fecha no se le ha dado el retroactivo
y no se le ha nivelado el bono de despensa y previsión
social múltiple.

No obstante, nada ha sucedido al respecto y no se re-
suelven las pretensiones de los pensionados y jubila-
dos del ISSSTE que están solicitando les actualicen
esos complementos que llevan años sin incremento.
En esa tesitura, la presente proposición con punto de
Acuerdo tiene el objeto que se cree una subcomisión
en la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de
Diputados, para que se analicen las diferentes opcio-
nes que hay para dar respuesta a este sector de perso-
nas ex trabajadoras del Estado, y fungir como facilita-
dor para lograr acuerdos entre las autoridades
competentes y los pensionados y jubilados para que se
les actualicen conforme a derecho esos complementos.

Sobre el tema, el máximo tribunal se ha manifestado
de la siguiente manera:

Época: Décima.
Registro: 2014707.
Instancia: Tribunales colegiados de circuito.
Tipo de tesis: Jurisprudencia.
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración.
Libro 44, Julio de 2017, tomo II.
Materias: Común, administrativa.
Tesis: IV.1o.A. J/27 (10a.)
Página: 906.

Bonos de despensa y de previsión social múltiple.
Al reclamarse sus incrementos por ser un dere-
cho ya reconocido en favor de los pensionados
del ISSSTE, no se puede desconocer en base a ju-
risprudencia posterior pues, de hacerlo, se vul-
nera la garantía de irretroactividad.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 13/2017, sos-
tuvo “Bono de despensa y previsión social múltiple.

Los pensionados conforme a la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado no tienen derecho al incremento de esas
prestaciones otorgado mediante los oficios circula-
res 307-A.-2942, del 28 de junio de 2011, 307-A.-
3796, del 1 de agosto de 2012, y 307-A.-2468, del
24 de julio de 2013, emitidos por la Unidad de Po-
lítica y Control Presupuestario de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público.”, y el Pleno en Mate-
ria Administrativa del Cuarto Circuito, en la juris-
prudencia PC.IV.A. J/31 A, secundó esa jurispru-
dencia al establecer: “Bono de despensa y previsión
social múltiple. Los jubilados y pensionados con-
forme al artículo 57 de la abrogada Ley del Institu-
to de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado, no tienen derecho al incremento
de esas prestaciones, en la misma proporción en que
lo reciban los trabajadores operativos en activo de
la administración pública federal.”, criterios que re-
sultan obligatorios en términos del artículo 217, pá-
rrafos primero y segundo de la Ley de Amparo. Em-
pero, si cuando se emitieron tales jurisprudencias el
reclamo de los incrementos a tales prestaciones se
encontraba sub júdice o en sede jurisdiccional, re-
sultan inaplicables como fundamento para resolver
la cuestión debatida, pues la propia Segunda Sala de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ju-
risprudencia 2a./J. 199/2016, de rubro “Jurispru-
dencia. Alcance del principio de irretroactividad de
aquélla tutelado en el artículo 217, párrafo último,
de la Ley de Amparo”, sostuvo básicamente que la
“jurisprudencia puede y debe aplicarse a actos o he-
chos jurídicos ocurridos con anterioridad a su emi-
sión, siempre y cuando no conlleve un efecto retro-
activo en perjuicio del justiciable, conforme a lo
previsto en el artículo 217 de la ley de la materia, es
decir, cancele un derecho ya adquirido a partir de
otra jurisprudencia obligatoria en un momento y
circunstancia dados”. Por tanto, si en el particular
ya existía el reconocimiento del derecho por la au-
toridad administrativa que ya realizaba el pago de
las prestaciones y, además, existía la jurisprudencia
IV.1o.A. J/24, aprobada por este Tribunal, y publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación, con
el registro 2013002, de rubro “Bono de despensa” y
“Previsión social múltiple”. El principio de igual-
dad obliga a que los pensionados tengan el derecho
a que se les incrementen esos conceptos en la pro-
porción que se hace a los trabajadores en activo de
la administración pública federal”, es claro que los
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criterios de las jurisprudencias 13/2017 y PC.IV.A.
J/31 A, son obligatorios en situaciones futuras y an-
teriores que no reunían los mencionados requisitos,
pero, no son aplicables en la decisión de los incre-
mentos, porque en ese caso el derecho ya estaba re-
conocido y, de aplicarse, necesariamente conlleva-
ría la violación al principio de irretroactividad
previsto en el artículo 14 de la Constitución Federal
en perjuicio de la quejosa.

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administra-
tiva del Cuarto Circuito.

Amparo directo 656/2016, 19 de abril de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Al-
varado Puente. Secretario: Fernando Rodríguez
Ovalle.

Amparo directo 665/2016. Verónica Nely Cavazos
Rodríguez. 19 de abril de 2017. Unanimidad de vo-
tos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Se-
cretario: Carlos Toledano Saldaña.

Amparo directo 672/2016. María del Carmen Gon-
zález Juárez. 19 de abril de 2017. Unanimidad de
votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente.
Secretario: Fernando Rodríguez Ovalle.

Amparo directo 685/2016. Ma. Eugenia Gutiérrez
Cárdenas. 19 de abril de 2017. Unanimidad de vo-
tos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Se-
cretario: Fernando Rodríguez Ovalle.

Amparo directo 675/2016. Beatriz Elsa Serna Eli-
zondo. 20 de abril de 2017. Unanimidad de votos.
Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario:
Juan Fernando Alvarado López.

Nota:

Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 13/2017 (10a.),
PC.IV.A. J/31 A (10a.), 2a./J. 199/2016 (10a.) y
IV.1o.A. J/24 (10a.) citadas, aparecen publicadas en
el Semanario Judicial de la Federación de los vier-
nes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas, 3 de fe-
brero de 2017 a las 10:05 horas, 20 de enero de
2017 a las 10:21 horas y 11 de noviembre de 2016
a las 10:22 horas; así como en la Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Li-
bros 40, Tomo II, marzo de 2017, página 1036; 39,

Tomo I, febrero de 2017, página 712; 38, Tomo I,
enero de 2017, página 464; y 36, Tomo IV, noviem-
bre de 2016, página 2195, respectivamente.

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la con-
tradicción de tesis 295/2017 de la Segunda Sala de
la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 12/2018
(10a.) de título y subtítulo “Bono de despensa y pre-
visión social múltiple. La jurisprudencia 2a./J.
13/2017 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, no tiene efectos re-
troactivos respecto de las emitidas por los tribuna-
les colegiados de circuito”.

Por ejecutoria del 7 de febrero de 2018, la Segunda Sa-
la declaró sin materia la contradicción de tesis
336/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto
el criterio contenido en esta tesis, al existir la jurispru-
dencia 2a./J. 12/2018 (10a.) que resuelve el mismo
problema jurídico.

Por ejecutoria del 21 de febrero de 2018, la Segunda
Sala declaró sin materia la contradicción de tesis
343/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto
el criterio contenido en esta tesis, al existir la jurispru-
dencia 2a./J. 12/2018 (10a.) que resuelve el mismo
problema jurídico.

Esta tesis se publicó el viernes 07 de julio de 2017 a
las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federa-
ción y, por ende, se considera de aplicación obligato-
ria a partir del lunes 10 de julio de 2017, para los efec-
tos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General
Plenario 19/2013.

De acuerdo con esta jurisprudencia, nos menciona que
los pensionados tienen derecho a que se les incremen-
te el bono de despensa y previsión social múltiple en
la misma proporción que se les hace a los trabajadores
en activo.

Como legisladores federales debemos actuar conforme
a la ley, esta jurisprudencia emitida por los tribunales
colegiados de circuito nos dice que de no incrementar
estos conceptos estaríamos ante una violación del
principio de irretroactividad plasmado en el artículo
14 constitucional, que a la letra dice:

A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio
de persona alguna.
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Por lo anterior, y convencido de que es necesario apo-
yar a los pensionados y por ser un asunto de justicia
social, presento este punto de acuerdo para que se for-
me una subcomisión que dé salida a esta problemática,
por lo que someto a consideración de esta asamblea el
siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Comisión
de Seguridad Social de esta Cámara de Diputados a
crear una subcomisión en su interior para que revise,
analice y proponga una solución a la situación de los
jubilados y pensionados del ISSSTE que no han teni-
do respuesta a sus demandas de actualización del bo-
no de despensa y previsión social múltiple.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputado Óscar Rafael Novella Macías (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSOS

CONGRESOS LOCALES A TIPIFICAR EN LOS RESPECTIVOS

CÓDIGOS PENALES LAS CONDUCTAS RELATIVAS A OBTE-
NER, COMPARTIR O DIFUNDIR IMÁGENES Y VIDEOS ÍNTI-
MOS DE CONTENIDO SEXUAL DE OTRA PERSONA SIN SU

CONSENTIMIENTO, A CARGO DE LA DIPUTADA MARTHA LI-
ZETH NORIEGA GALAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

La suscrita, diputada Martha Lizeth Noriega Galaz, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 79, y demás aplicables del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable asamblea la presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El alcance e impacto que ha tenido y tiene actualmen-
te el internet, tanto en el mundo como en la sociedad
mexicana, es inconmensurable. En abril de 2019 el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI),
en colaboración con la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes, y el Instituto Federal de Telecomunica-
ciones, publicó la más reciente Encuesta Nacional so-
bre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Infor-
mación en los Hogares, con información de 2018, la
cual arroja datos clave que reflejan la magnitud y rele-
vancia que tiene este servicio en la vida de las mexi-
canas y mexicanos.

La Encuesta reveló que en México hay 74.3 millones
de usuarios de internet de seis años de edad o más, que
representan el 65.8 por ciento de la población, en ese
rango de edad. Asimismo, la Encuesta señala que se
dio un crecimiento de 4.2 puntos porcentuales respec-
to a lo reportado en 2017, cuando se registraron 71.3
millones de usuarios. Es decir, en tan solo un año, se
dio un aumento de aproximadamente 3 millones de
usuarios más a internet.1

A pesar de lo abrumador de las cifras, éstas no resul-
tan sorprendentes. A 20 años de iniciado el siglo XXI
es inimaginable concebir el día a día de la mayoría de
las personas en el país sin el uso de un dispositivo mó-
vil inteligente (smartphone) en toda clase de activida-
des. Los resultados de dicha Encuesta reflejan igual-
mente esta situación, al registrar 69.6 millones de
usuarios que disponen de celular inteligente.

Durante el 2018, 73.5 por ciento de la población de seis
años o más utilizó el teléfono celular, de los cuales,
ocho de cada diez usuarios contaban con un celular in-
teligente con la posibilidad de conectarse a internet.

Al respecto, el número total de usuarios que disponen
de celular inteligente creció de 64.7 millones en 2017
a 69.6 millones en 2018. Es decir, un crecimiento de
aproximadamente 5 millones de usuarios a tan solo un
año de distancia, lo que refleja el nivel de penetración
cada vez mayor que tienen en la sociedad las tecnolo-
gías de la información y la comunicación, en función
al internet. 

Por otra parte, el grupo de edad que concentra la ma-
yor proporción de usuarios de internet es el grupo de
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25 a 34 años, con el 20.2 por ciento del total; el se-
gundo grupo de edad es el de 18 a 24 años de edad,
con el 17.5 por ciento; mientras que el tercer grupo
con mayor proporción de usuarios es el de 12 a 17
años, con el 16.4 por ciento.2

En otras palabras, son las generaciones más jóvenes
las que en mayor medida utilizan esta herramienta in-
formática, y por lo tanto, aquéllas que se encuentran
más expuestas a las consecuencias negativas que con-
lleva el uso negativo que suele dársele.

La gran mayoría de las jóvenes mexicanas y jóvenes
mexicanos cuenta con un teléfono inteligente. Las
compañías telefónicas se han adaptado a esta necesi-
dad actual creando planes que incluyen servicios de
internet a precios accesibles, otorgando la posibilidad
a muchísimas personas de poder mantenerse en cons-
tante comunicación, conectadas por medio de los prin-
cipales servicios que posibilita el internet, como lo son
las aplicaciones de mensajería instantánea y de redes
sociales.

La siguiente tabla muestra las principales plataformas
de redes sociales utilizadas en nuestro país.3

Si bien es cierto que el uso de internet y sus aplicacio-
nes son herramientas indispensables en distintos ámbi-
tos hoy en día, como en el académico o el laboral, tam-
bién lo es el hecho de que estas plataformas,
desafortunadamente, no están exentas, e incluso es
bastante recurrente, que sean utilizadas en perjuicio y
de forma dañina en contra de otras personas. Una de
las acciones más comunes en este sentido se trata del
ciberacoso, o acoso virtual.

De acuerdo al “Módulo sobre Ciberacoso 2015” reali-
zado por el Inegi, al menos 9 millones de mujeres en
México han sido víctimas de ciberacoso, siendo el ran-

go de edad más vulnerables a sufrir algún tipo de aco-
so por medios electrónicos el que se encuentra entre
20 y 29 años, seguido de aquél que se encuentra entre
los 12 y 19 años. Es decir, la población más joven.4

Entre las acciones de ciberacoso de mayor perjuicio se
encuentran aquellas consistentes en obtener, compartir
y difundir imágenes y videos íntimos, de contenido se-
xual de otra persona sin su consentimiento.

Ésta, se trata de una problemática conocida y común
que afecta en mayor medida a mujeres, quienes suelen
ser expuestas en esta situación, a menudo en redes so-
ciales, con efectos catastróficos para ellas. 

El caso más emblemático de ello fue el de Olimpia
Coral Melo. En el año 2012 la activista originaria de
Huauchinango, Puebla, fue víctima de la difusión de
un video sexual, sin su consentimiento, tanto en redes
sociales como en distintas páginas de origen porno-
gráfico a nivel mundial, causando estragos irrepara-
bles a su imagen y en su persona. Envuelta en humi-
llación y culpabilidad intentó quitarse la vida en
repetidas ocasiones. 

El sufrimiento que esto le causó fue la razón que la
motivó para crear el movimiento Frente Nacional para
la Sororidad, movimiento cuyo fin es promover, prote-
ger y garantizar el derecho de las personas a una vida
digital y cibernética libre de violencia, principalmente
contra la difusión de contenido sexual sin consenti-
miento, así como de actos de acoso, hostigamiento,
amenazas y vulneración de datos e información priva-
da, basado en la protección de la dignidad y los Dere-
chos Humanos. 

Uno de los principales objetivos del Frente Nacional
para la Sororidad ha sido promover a lo que se le ha
llamado la “Ley Olimpia”. 

Se trata de una iniciativa que pretende se reformen los
códigos penales estatales de las distintas entidades fe-
derativas, y sancionar la violencia digital, consistente
en exponer, distribuir, difundir, exhibir, reproducir,
transmitir, comercializar o divulgar imágenes, audios
o videos de contenido sexual íntimo de una persona
sin su consentimiento.5

En otras entidades federativas, como el caso de Ciudad
de México, la aprobada “Ley Olimpia” también esta-
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blece otras reformas. Por ejemplo, contempla el lla-
mado grooming, concepto que sanciona que una per-
sona utilice medios de radiodifusión, telecomunicacio-
nes, informáticos o cualquier otro medio de
transmisión de datos para contactar a una persona me-
nor de edad o que no tenga la capacidad de compren-
der el significado del hecho y le pida o comparta imá-
genes, audios o videos de actividades sexuales, actos
de connotación sexual o le solicite un encuentro se-
xual. 

El impulso de la “Ley Olimpia” ha sido todo un éxito,
ya que en varias entidades federativas de la República
Mexicana ya se ha visto plasmada dentro de sus res-
pectivos códigos penales. Las modificaciones aproba-
das, por ejemplo en el Estado de Querétaro en los artí-
culos 167 quáter y 167 quinquies, plantea una pena de
hasta 6 años de prisión, de 100 a 600 días de multa y
de 100 hasta 850 días de multa por concepto de repa-
ración de daños a quien cometa dicha falta.6 En la Ciu-
dad de México la modificación aprobada también
plantea hasta 6 años de prisión y hasta 84 mil 490 pe-
sos.7

Los primeros estados en sumarse a esta iniciativa fue-
ron Yucatán y Puebla, en agosto y diciembre del 2018,
respectivamente, y le siguieron en 2019 los estados de:
Chiapas, Baja California Sur, Veracruz, Guanajuato,
Querétaro, Coahuila, Zacatecas, Oaxaca, Estado de
México, Guerrero, Nuevo León, Aguascalientes, Ciu-
dad de México, Tlaxcala y Durango.8

Es importante resaltar que, en un lapso menor a 18 me-
ses desde la primera reforma, 17 estados se han unido
a entender la importancia de legislar sobre la protec-
ción que en este caso se debe otorgar a los usuarios de
plataformas digitales. 

Es decir, se trata de la mayoría de las entidades fede-
rativas del país las que ya han actualizado sus legisla-
ciones locales conforme a la realidad actual, para cas-
tigar con el peso de la ley estas conductas que tanto
lastiman a las víctimas, principalmente mujeres.

Es momento de que los estados que no lo han realiza-
do, incluyendo el de la suscrita, modifiquen cuanto an-
tes sus códigos penales para tipificar este delito.

Baja California, por ejemplo, es el segundo estado en
la República con mayor usuarios de internet en áreas

urbanas con un 81.7 por ciento de su población y con
el 69.2 por ciento es la entidad federativa con usuarios
de servicio de internet con mayor presencia en áreas
rurales, lo cual hace ver la necesidad de implementar
medidas para la protección digital de los bajacalifor-
nianos.9

Es necesario que los Congresos locales de la Repúbli-
ca Mexicana que aún no tipifican este tipo de conduc-
tas en sus códigos penales locales realicen las refor-
mas necesarias cuanto antes, al tratarse de un tema
actual y de suma importancia para proteger y ofrecer
justicia a las mexicanas y mexicanos que día a día se
ven afectados por esta problemática. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a los ho-
norables Congresos de Baja California, Campeche,
Chihuahua, Colima, Hidalgo, Jalisco, Michoacán de
Ocampo, Morelos, Nayarit, Quintana Roo, San Luis
Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco y Tamaulipas a refor-
mar cuanto antes sus respectivos códigos penales lo-
cales y tipificar las conductas relativas a obtener, com-
partir o difundir imágenes y videos íntimos, de
contenido sexual de otra persona sin su consentimien-
to. 

Notas

1 Comunicado de prensa número 179/19. Encuesta Nacional sobre

Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los Ho-

gares. Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2019). Dis-

ponible en línea:

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2019/OtrTemEcon/ENDUTIH_2018.pdf

2 Ibídem. 

3 Digital 2019 México. DataReportal. (2019). Disponible en línea:

https://datareportal.com/reports/digital-2019-mexico

4 Módulo sobre ciberacoso Mociba 2015. Inegi. (2015). Disponi-

ble en línea: 
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https://www.inegi.org.mx/contenidos/investigacion/ciberaco-

so/2015/doc/mociba2015_resultados.pdf

5 ¿Qué dice la Ley Olimpia y cómo se sanciona en CdMx? Mile-

nio Digital. (2019) Disponible en línea: 

https://www.milenio.com/politica/comunidad/ley-olimpia-que-di-

ce-y-cuales-son-las-sanciones

6 Ley Olimpia ¿qué es y qué estados la aprobaron? Redacción AM

Querétaro. (2019). 

https://amqueretaro.com/nacional/2019/11/25/ley-olimpia-que-es-

y-que-estados-la-aprobaron/

7 ¿Qué dice la Ley Olimpia y cómo se sanciona en CdMx?, loc.

cit.

8 El ABC de la ´Ley Olimpia´, una realidad en 16 estados. Expan-

sión Política. (2019). Disponible en línea: https://politica.expan-

sion.mx/cdmx/2019/12/23/el-abc-de-la-ley-olimpia-una-realidad-

en-16-estados

9 Comunicado de prensa número 179/19. Encuesta Nacional sobre

Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los Ho-

gares, loc. cit. 

Dado en el salón de plenos del Palacio Legislativo de
San Lázaro, a 18 de febrero de 2020.

Diputada Martha Lizeth Noriega Galaz (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA PROFECO

A HACER PÚBLICAS LAS QUEJAS PRESENTADAS POR LOS

USUARIOS DE TRANSPORTE AÉREO Y DAR CUENTA DE SI

HUBO SANCIÓN Y COMPENSACIÓN EN EL PERIODO 1 DE

ENERO-31 DE DICIEMBRE DE 2019, A CARGO DEL DIPUTA-
DO RAÚL EDUARDO BONIFAZ MOEDANO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado Raúl Eduardo Bonifaz Moe-
dano, integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión y con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 1, fracción II,
y numeral 2, fracciones I y II del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Procuraduría Federal
del Consumidor (Profeco) a que haga públicas las dife-
rentes quejas que los usuarios de transporte aéreo han
presentado ante dicho organismo público, y que dé
cuenta si existió compensación alguna en estas quejas;
así como si hubo sanción por parte de esta autoridad a
los permisionarios o concesionarios de transporte aé-
reo, en el periodo comprendido entre el 1 de enero al 31
de diciembre de 2019, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Agencia Federal de Aviación Civil, indicó a través
del informe Aviación mexicana en cifras que, en 2018
los pasajeros transportados por vía aérea marcaron un
máximo histórico por séptimo año consecutivo, al lle-
gar a 97.3 millones de pasajeros.1

Es importante señalar que el transporte de pasajeros
vía aérea en nuestro país, ofrece servicios de transpor-
te regular sujetos a un itinerario y horarios fijos, los
cuales deben garantizarse a los usuarios aun siendo
que la demanda del servicio aéreo sea cada vez mayor.

Es de resaltarse que el crecimiento de la venta de bo-
letos de avión en los aeropuertos nacionales es sin du-
da exponencial, ya que, tan sólo en 2018 los pasajeros
transportados por vía aérea en servicio regular domés-
tico superaron los 49 millones, representando un in-
cremento de 7.6 por ciento con respecto de 2017, en
donde se transportaron 90.5 millones de pasajeros.

Las diez rutas domésticas regulares más transitadas
movilizaron a 42.7 por ciento del total de los pasaje-
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ros, lo que significa que la capacidad de transportación
de los aeropuertos ha cambiado drásticamente, desde
el equipo de vuelo de las líneas aéreas comerciales que
aumentó 61.3 por ciento en 25 años, hasta el personal
administrativo, pilotos y sobrecargos.

El crecimiento de la industria aeronáutica ha provoca-
do que los aeropuertos recientan las exigencias de una
mayor eficiencia y mayor nivel de competencia del
mercado. Sin embargo, los contratiempos que se han
generado en las salidas de los aviones por el sobrecu-
po de los aeropuertos y la mala planeación de las ae-
rolíneas, perjudica directamente a los pasajeros en su
calidad de consumidores. Las cancelaciones de los
vuelos, las demoras de las aerolíneas y la sobreventa
de boletos son algunas de las causas que no permiten
la libre operación de los servicios aeronáuticos, y que,
por ende, perjudica a los usuarios.

Las demoras de vuelos y sobreventas generan en los
aeropuertos una pérdida de rendimiento en sus bitáco-
ras, sin embargo, lo anterior, no ha podido ser resarci-
do en su totalidad debido a que, en muchos casos, las
quejas no llegan ante las autoridades competentes por
la falta de conocimiento sobre los derechos de los pa-
sajeros cuando adquieren un boleto.

Desde 2017, con las modificaciones de la Ley de Avia-
ción Civil, los usuarios de transporte aéreo tienen nue-
vos derechos, esto tras la recomendación 72/2091 que
realizó la Comisión Nacional de Derechos Humanos
(CNDH), a los titulares de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes (SCT) y a la Procuraduría Fede-
ral del Consumidor (Profeco), al encontrar violaciones
a las garantías de ese sector.

El organismo nacional realizó una investigación ante las
seis aerolíneas nacionales y 23 internacionales que ope-
ran el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México
(AICM), donde constató la inobservancia de los dere-
chos de acceso y movilidad de las personas en lo gene-
ral, ya que 79 por ciento de esas empresas aéreas no otor-
gan beneficio o descuento alguno, mientras que en las
restantes los criterios y requisitos de aplicación discre-
pan de lo señalado en la ley y normativa reglamentaria.2

Al respecto, la Ley de Aviación Civil en sus artículos
47, en sus fracciones III, V y VI, señalan que los con-
cesionarios o permisionarios están obligados a infor-
mar de manera rápida y expedita al pasajero en caso de

que se produzcan cambios en su itinerario o cualquier
otra circunstancia que pudiera afectar el servicio con-
tratado, además de señalar las indemnizaciones y/o
compensaciones de acuerdo a diversos criterios como
el tiempo de demora de las aerolíneas; y el artículo 52,
haciendo referencia a los boletos expedidos en exceso
a la capacidad disponible de la aeronave y las com-
pensaciones a elección del pasajero.

Según datos de la Procuraduría Federal del Consumi-
dor (Profeco), las aerolíneas comerciales han recibido
mil 677 quejas en lo que va del año, de las cuales 78
por ciento han sido conciliadas.3

La dependencia señaló que entre las aerolíneas con
más quejas se encuentran:

• Aerovías de México, SA de CV (Aeroméxico)

• Aeroenlaces Nacionales, SA de CV (Volaris)

• ABC Aerolíneas, SA de CV (Interjet)

• Concesionaria Vuela Compañía de Aviación, Sapi
de CV (Viva Aerobús)

• Transportes Aeromar, SA de CV.

Entre los motivos de reclamación contra el sector de
aerolíneas se encuentran las cancelaciones, demoras,
retrasos de vuelos, por cobros o cargos indebidos, así
como la pérdida o deterioro de equipaje, con un mon-
to de sanciones de $7,580,272.54 pesos (siete millones
quinientos ochenta mil, doscientos setenta y dos pesos
con cincuenta y cuatro centavos).

Para el primer trimestre de 2019, la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor (Profeco), informó que se reci-
bieron mil 677 quejas contra diversas aerolíneas, de
las cuales 78 por ciento fueron conciliadas.4

Es imprescindible salvaguardar los intereses de los
consumidores, no sólo a través de la plataforma de
quejas y denuncias ante la Profeco, sino también ha-
ciendo público los motivos que incentivaron a los
usuarios de transporte aéreo a presentar su queja y si
se compensó y sancionó, lo anterior con el objetivo de
promover y proteger los derechos y cultura del consu-
midor, procurando la equidad, certeza y seguridad ju-
rídica en las relaciones entre proveedores y consumi-
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dores, así como lo señala a la letra la Ley Federal de
Protección al Consumidor.

Por lo anteriormente fundado y motivado, someto a la
consideración de la honorable asamblea la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Por el que se exhorta a la Procuraduría Federal
del Consumidor a que haga públicas las diferentes
quejas que los usuarios de transporte aéreo han pre-
sentado ante dicho organismo público, y que dé cuen-
ta si existió compensación alguna en estas quejas; así
como si hubo sanción por parte de esta autoridad a los
permisionarios o concesionarios de transporte aéreo,
en el periodo comprendido entre el 1 de enero al 31 de
diciembre de 2019.

Bibliografía

Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Transporte y medici-

na Preventiva, Inconformidades de las aerolíneas, 29 de noviembre

del 2019: http://www.sct.gob.mx/transporte-y-medicina-preventi-

va/aeronautica-civil/7-inconformidades-de-aerolineas/73-quejas/

Agencia Federal de Aviación, Indicadores de la Aviación Mexica-

na, enero-diciembre 2019:

http://www.sct.gob.mx/fileadmin/DireccionesGrales/DGAC-ar-

chivo/inicio/indicadores-ene-dic.pdf

Notas

1 Aviación Mexicana en Cifras 2018.

2 Recomendación 72/2019. https://www.jornada.com.mx/ulti-

mas/politica/2019/10/10/sct-no-garantiza-respeto-de-aerolineas-a-

tarifas-preferenciales-cndh-457.html

3 Procuraduría Federal del Consumidor 

4 Procuraduría Federal del Consumidor, 19 de julio del 2019, Co-

municado:https://www.gob.mx/profeco/prensa/en-lo-que-va-del-

ano-profeco-ha-recibido-1-677-quejas-contra-aerolineas

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputado Raúl Eduardo Bonifaz Moedano (rúbrica)

Efemérides

CON MOTIVO DEL 19 DE FEBRERO, DÍA DEL EJÉRCITO

MEXICANO, A CARGO DEL DIPUTADO BENITO MEDINA

HERRERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Hoy, 19 de febrero, se conmemora el 107 aniversario
del Ejército Mexicano, institución formada por las
fuerzas militares terrestres y aéreas, encargadas de
resguardar la soberanía del Estado mexicano y la paz
en el territorio.

El actual Ejército Mexicano surge con el vigésimo se-
gundo Congreso Constitucional Libre, Independiente
y Soberano del Estado de Coahuila en su decreto 1421
del 19 de febrero de 1913, que en respuesta al golpe de
Estado y el posterior encarcelamiento del presidente
Francisco I. Madero y del vicepresidente José María
Pino Suárez por parte del general Victoriano Huerta se
desconoce a este último y se otorgó facultades ex-
traordinarias a Venustiano Carranza, gobernador del
estado, para crear una fuerza armada, buscar restable-
cer el orden de la nación y restablecer el orden consti-
tucional.

Este momento histórico logró unir nuevamente a las
fuerzas maderistas y organizarlas en un ejército, que
posteriormente se denominó Ejército Constitucionalis-
ta liderado por don Venustiano Carranza, teniendo así,
un avance sin precedentes en la historia de México.
Dicho de otra manera, este momento histórico dio las
bases para que el 26 de marzo de 1913 se proclamará
el Plan de Guadalupe, donde se declaraba la necesidad
de restablecer la legalidad en la república.

En consecuencia, una vez que se promulgó la Consti-
tución de 1917, el Ejército Constitucionalista adoptó
los nombres de Ejército Nacional Federal y Perma-
nente y más tarde Ejército Mexicano. Con el decreto
número 720 del 22 de marzo de 1950 se declaró como
Día del Ejército el 19 de febrero de cada año.

Desde su origen, el Ejército ha sido garante del Estado
mexicano, contribuyendo a la construcción de la paz y
de la seguridad de la sociedad, respondiendo siempre
al llamado de las emergencias o catástrofes naturales
que ha padecido la población, haciéndonos sentir or-
gullosos de ellos, ya que el Ejército Nacional siempre
será el pueblo uniformado.
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Por último, conmemorar esta fecha tan significativa
como lo es hoy, nos permite entender el papel que el
Ejército ha tenido en la historia nacional, sabemos que
el país hoy más que nunca requiere de sus soldados y
eso los compromete a seguir desempeñándolos con al-
to sentido del deber en cada encomienda que se les
asigne, siempre honrando las misiones generales del
Ejército y Fuerza Aérea Mexicana que son

I. Defender la integridad, la independencia y la so-
beranía de la nación;

II. Garantizar la seguridad interior;

III. Auxiliar a la población civil en casos de necesi-
dades públicas;

IV. Realizar acciones cívicas y obras sociales que
tiendan al progreso del país; y

V. En caso de desastre prestar ayuda para el mante-
nimiento del orden, auxilio de las personas y sus
bienes y la reconstrucción de las zonas afectadas.

Finalmente, muchas felicidades al pueblo de México y
a su Ejército, el Ejército que es de todos los mexica-
nos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputado Benito Medina Herrera (rúbrica)

CON MOTIVO DEL 19 DE FEBRERO, DÍA DEL EJÉRCITO

MEXICANO, A CARGO DE LA DIPUTADA MARICRUZ RO-
BLEDO GORDILLO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, diputada Maricruz Roblero Gordillo,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo de la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo

6, fracción XI, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presento ante esta honorable asamblea la pre-
sente Efeméride con motivo del 19 de febrero, Día del
Ejercito Mexicano, al tenor de lo siguiente:

El Ejército Mexicano es la institución terrestre y aérea
de las Fuerzas Armadas de México y depende de la Se-
cretaría de la Defensa Nacional. Es el encargado de
defender la integridad, la independencia y la soberanía
de la nación, garantizar la seguridad interior, auxiliar a
la población civil en casos de necesidades públicas y a
partir de 1969, se sumó a sus responsabilidades el
prestar ayuda para el mantenimiento del orden, auxilio
de las personas y sus bienes, así como la reconstruc-
ción de las zonas afectadas en caso de desastres aso-
ciados a fenómenos naturales.

El origen del actual Ejército Mexicano surge con los
hechos suscitados en el episodio conocido como la
“Decena Trágica”, periodo donde el presidente Fran-
cisco I. Madero defiende su gobierno, lo controla y fi-
nalmente lo pierde. 

A partir de estos lamentables y trágicos sucesos, el en-
tonces gobernador del estado de Coahuila, Venustiano
Carranza, convocó a diversos movimientos populares,
conformados por campesinos y obreros en su mayoría,
para restaurar el régimen institucional. Fue así que el
XXII Congreso Constitucional Libre, Independiente y
Soberano del estado de Coahuila que en su decreto
1421 del 19 de febrero de 1913, desconoció al general
Victoriano Huerta, como jefe del Poder Ejecutivo de la
República, así como, todos los actos que dictara con
ese carácter, al mismo tiempo le concedió a Carranza,
facultades extraordinarias en todos los ramos de la ad-
ministración pública para proceder a armar fuerzas,
para coadyuvar al sostenimiento del orden constitucio-
nal en la República. 

Para poder cumplir con la misión asignada por el Con-
greso de su estado, Carranza tuvo la necesidad de cre-
ar un ejército para enfrentar y sustituir al Ejército Fe-
deral, las bases de este ejército fueron establecidas en
relación con los objetivos políticos, dados a conocer a
la nación en un manifiesto publicado en la Hacienda
de Guadalupe, Coahuila, el 26 de marzo de 1913, co-
nocido como Plan de Guadalupe.

En la elaboración de este documento participaron 70
jefes y oficiales constitucionalistas representantes de
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todo el país, quienes buscaban continuar con los cam-
bios en lo político, económico y social.

A partir de 1925, se estableció un plan para profesio-
nalizar al Ejército surgido de la Revolución, así mismo
se reestructuró la educación militar, se crearon nuevos
planteles, se remodelaron los cuarteles militares y se
publicaron nuevas leyes y reglamentos.

Para 1932 se celebraba a las Fuerzas Armadas el 27 de
abril. Esta fecha fue escogida para recordar la gesta
heroica de Damián Carmona ocurrida en el sitio de
Querétaro en 1867.

En 1948 se cambió la denominación de Ejercito Na-
cional a Ejercito Mexicano y más tarde, en el año de
1950, el presidente Miguel Alemán Valdés instituyó el
19 de febrero como el Día del Ejército Nacional, como
un reconocimiento a su importante labor en beneficio
de la patria.

El Ejército Mexicano se ha transformado en una cor-
poración sólida y profesional que se prepara día a día
por servir a la sociedad y, con ello coadyuvar en la
transformación integral de México, y es que; de acuer-
do con la Encuesta Nacional de Victimización y Per-
cepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 2018, del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, el Ejér-
cito Mexicano es una de las instituciones de seguridad
que más confianza generan en la ciudadanía.

Las y los oficiales que conforman el Ejército Mexica-
no han surgido de familias nobles, quienes han engen-
drado en ellos principios y valores universales como la
vocación de servicio, entrega y lealtad para defender
aun con sus vidas los derechos y libertades fundamen-
tales de sus conciudadanos.

Por estas razones, desde el Partido del Trabajo recono-
cemos a todas las y los integrantes de esta honorable
institución, haciendo un profundo reconocimiento por
quienes han perdido la vida en el cumplimiento de su
deber, con la intención de salvaguardar la seguridad de
las familias mexicanas, de preservar la paz y tranquili-
dad que tanta falta le hace a México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputada Maricruz Roblero Gordillo (rúbrica)

CON MOTIVO DEL 24 DE FEBRERO, DÍA DE LA BANDERA,
A CARGO DEL DIPUTADO BENITO MEDINA HERRERA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Día de la Bandera (24 de febrero 1821)

La fecha que hoy acontece, conmemoramos el
CXCIX Aniversario del Día de la Bandera. Esta fe-
cha tiene como inicio histórico la alianza entre Agus-
tín de Iturbide y Vicente Guerrero en Acatempan el 10
de febrero de 1821, esto dio lugar a la firma del Plan
de Iguala el 24 de febrero, estos sucesos trajeron con-
sigo el establecimiento del Ejército Trigarante, que
permitió unos meses después la consumación de la In-
dependencia.

El 24 de febrero se adoptó la Bandera tricolor conoci-
da como de las Tres Garantías, que representó con los
colores verde, blanco y rojo, la Independencia, la Inte-
gridad y la Soberanía de nuestro territorio. Además,
cabe señalar que el mismo 24 de febrero de 1821,
Agustín de Iturbide encargo la confección de la ban-
dera al sastre José Magdaleno Ocampo.

En el año 1940, el presidente Lázaro Cárdenas decla-
ro que el 24 de febrero fuera oficialmente el Día de la
bandera, día que los mexicanos mostramos a través de
nuestras instituciones le rendimos honores a nuestra
enseña nacional.

Por otra parte, el escudo de la bandera nacional se ba-
sa en la leyenda que narra cuando Huitzilopochtli pro-
fetizó a los aztecas, durante su migración desde Az-
tlán, que debían buscar en un lago un águila posada
sobre un nopal con una serpiente entre sus garras. Al
ver esta escena, fundaron en ese lugar la ciudad de Te-
nochtitlán, la actual Ciudad de México. El águila ha si-
do modificada siete veces a lo largo de la historia has-
ta consolidarse como es ahora, un águila real posada
en un cactus mientras devora a una serpiente.

Además, el modelo actual del escudo de la bandera fue
diseñado por los arquitectos Francisco Eppens Hel-
guera y Pedro Moctezuma Días Infante, el cual fue
presentado el 24 de febrero de 1969.

Por otro lado, el hablar del significado de los colores
de nuestro lábaro patrio no ha sido sencillo, ya que el
primer significado histórico tenía una ideología reli-
giosa y de unión entre los europeos y americanos, es-
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to dio pauta a que en el siglo XIX el entonces presi-
dente de México, Benito Juárez le diera significado de
esperanza, unidad y la sangre de los héroes nacionales,
haciendo notar el significado histórico e heroico que
tiene nuestra Bandera Nacional.

Por último, nuestra Bandera Nacional sintetiza la
esencia de México, su diversidad, su cultura, su histo-
ria y su gente. Al defenderla, los mexicanos custodia-
mos y salvaguardamos los principios y valores que re-
presenta libertad, justicia e igualdad, así como también
la integridad de nuestro territorio y su honor.

Finalmente, hay que recordar la historia y honrar los
días que como hoy 24 de febrero significan mucho pa-
ra nuestra gran nación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 18 de febrero de 2020.

Diputado Benito Medina Herrera (rúbrica)
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